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Presentación 


Este libro forma parte de un conjunto de investigaciones que inauguran 
la Serie Cochabamba, un esfuerzo de cooperación interinstitucional entre 
la Universidad Mayor de San Simón, UMSS, y el Programa de Inves- 
tigación Estratégica en Bolivia, PIEB, y del encuentro de vocaciones 
individuales y colectivas del ámbito de las ciencias sociales. La Serie Co- 
chabamba inaugura un derrotero para la investigación social en la región, 
pero también es un punto de llegada, un fruto, un resultado. 

Sus antecedentes se remontan a fines de 2004, cuando el PIEB y 
la UMSS, a través de la Dirección de Investigación Científica y Tecnoló- 
gica, DICyT, y el Centro de Estudios Superiores Universitarios, CESU, 
suscriben un convenio de cooperación para fortalecer y promover la 
investigación social, cultural y humanística en Cochabamba. A partir 
de ese convenio, el CESU desplegó un conjunto de acciones para la 
conformación de una Plataforma de Investigadores Sociales con la pat- 
ticipación de centros universitarios, organizaciones no gubernamentales 
e investigadores independientes. 

Esta Plataforma, pese a su labor efímera y discontinua, definió 
las líneas temáticas que orientan la labor investigativa de las ciencias 
sociales en la región. De manera particular en la UMSS, puesto que sus 
recomendaciones delinearon las convocatorias emitidas por la DICyT 
para fortalecer equipos de investigación en la universidad. Y de manera 
relevante en la producción de una obra colectiva titulada Estados de la 
investigación. Cochabamba, que se ha constituido en una referencia inelu- 
dible para la investigación social en la región. Este trabajo fue promo- 
vido y publicado en 2005 con el auspicio del CESU, DICyT, PIEB y el 
apoyo de Asdi/SAREC y del Directorio General para la Cooperación 
Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores de los Países 
Bajos, y fue la base para la elaboración de una agenda de investigación 
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para el departamento de Cochabamba contemplando los siguientes 
ejes temáticos: 


* Dinámica económica y social en mercados y ferias. 
+ Mercado de trabajo en la región. 

+ Migraciones y su impacto en la economía regional. 
e Participación política y acción colectiva. 

* Gestión pública y control social. 


Precisamente, con la finalidad de ejecutar esa agenda de inves- 
tigación regional, en abril de 2006, el CESU y el PIEB lanzaron una 
Convocatoria para proyectos de investigación en ciencias sociales y 
humanas dirigida a profesionales de la región de Cochabamba, con la 


finalidad de: 


+ Contribuir al desarrollo y sostenibilidad de la investigación social 
en la región. 

* Contribuir, a través de los resultados de las investigaciones, a una 
mejor comprensión de los problemas y procesos de cambio que 
enfrenta Cochabamba, a la identificación de posibles soluciones y 
al debate de políticas públicas y estrategias de desarrollo. 

e Actualizar conocimientos y destrezas de los investigadores de 
Cochabamba. 


La respuesta de la comunidad académica de la /lajía fue positiva. 
Se presentaron alrededor de una treintena de proyectos, de los cua- 
les ocho fueron seleccionados para su financiamiento mediante un 
riguroso proceso de selección. Los resultados de las investigaciones 
promovidas por esa Convocatoria conforman la primera entrega de 
esta Serie Cochabamba, con seis libros que abordan diversas facetas de 
la problemática regional. 


* La cheqganchada. Caminos y sendas de desarrollo en los municipios migrantes 
de Arbieto y Toco, de Leonardo de la Torre y Yolanda Alfaro. 


* El poder del movimiento político. Estrategia, tramas organizativas e identidad 
del MAS en Cochabamba (1999-2005), de Jorge Komadina y Céline 
Geffroy. 


e Los costos humanos de la emigración, de Celia Ferrufino, Magda Ferru- 
fino y Carlos Pereira. 


PRESENTACIÓN XI 


e ¿Pitaq Kaypi Kamachiq? Las estructuras de poder en Cochabamba, 1940- 
2006, de José Gordillo, Alberto Rivera y Ana Evi Sulcata. 


* Mujeres en el municipio. Participación política de concejalas en Cochabamba, 
de Elsa Suárez y Ridher Sánchez. 


* Ala conquista de un lote. Estrategias populares de acceso a la tierra urbana, 
de Amonah Achi y Marcelo Delgado. 


Así, en octubre de 2007, tres años después del inicio de un esfuer- 
zo para fortalecer la investigación social, este proyecto de colaboración 
interinstitucional entre la UMSS y el PIEB se traduce en este aporte y 
traza el camino de las ciencias sociales en Cochabamba, continuando 
una fructífera tradición intelectual. 


Fernando Mayorga Javier Salinas Escóbar 
Director General - CESU Director DICyT - UMSS 


Godofredo Sandoval 
Director Ejecutivo del PIEB 


Prólogo 


Las leyes de Reformas Agraria y Urbana, promulgadas hace más de 50 
años, constituyen hoy, en la conurbación de Cochabamba (y muchas 
otras áreas urbanas del país), la columna vertebral del complejo andamia- 
je de obtener un pedazo de suelo para hacerse de algún patrimonio en 
el que se edifique una vivienda (aunque no muy adecuada para ninguna 
dignidad) o asuma alguno o varios de los otros roles que se le asignan 
(ahorro, seguridad social, etc.). 

Entonces, cuando se promulga la Ley de Reforma Urbana, queda 
establecido —y el imaginario colectivo lo confirma— que ninguna pro- 
piedad urbana debe tener más de una hectárea, sin riesgo de ser afectada, 
con lo que se da origen a una división de tierras que quedaban al interior 
y aún en los bordes del radio urbano vigente, que inaugura un proceso 
notorio de fraccionamiento de tierras con el propósito diferido de usos 
habitacionales. Entonces se trataba de evadir una ley entendida por los 
“terratenientes urbanos” como confiscatoria. 

Poco antes, cuando se promulga la Reforma Agraria, queda esta- 
blecido —y el imaginario colectivo también lo confirma— que ninguna 
propiedad con vocación agraria producto de dotación por el Estado 
podría ser fraccionada, cambiar de uso ni de propietario; restricciones 
que, al amparo de otras leyes o comprensión del sentido común, se 
vulneraron y hoy se vulneran sistemáticamente. 

En este marco mínimo, se inscriben hechos inevitables, como 
que la ciudad creció en población y superó muy rápidamente el radio 
urbano que fijaba el área de asentamientos autorizados', dejando al 





1 En este punto es importante notar que, hasta 1994, las competencias y jurisdicción de los 


gobiernos municipales se restringían exclusivamente al interior del radio urbano, quedando 
toda el área rural bajo jurisdicción y competencia del gobierno nacional. 
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interior varias de las propiedades menores a una hectárea, que habían 
sido fraccionadas y transferidas real o ficticiamente a allegados (parientes, 
compadres, paisanos o palos blancos), con el propósito de retener esas 
propiedades. Así también se inaugura el posterior crecimiento a saltos 
y de un discontinuo edificado urbano. 

La población crece desde entonces de manera antes no conocida, 
cuyas principales razones se encuentran en: el quiebre del sistema de ha- 
ciendas que desplaza a los patrones y sus familias a los centros poblados de 
la región, la liberalización completa de la fuerza de trabajo campesina que 
recientemente supera su condición de servidumbre que inaugura un pro- 
ceso migratorio hacia las ciudades y el retorno de la fuerza laboral minera 
(de origen cochabambino, primero, y de todas las regiones, después) hacia 
los centros poblados vallunos, además del natural crecimiento vegetativo 
de la población (tanto urbana como rural inmediata). 

En ese mismo marco, el crecimiento de esta ciudad, conocida desde 
la colonia y en los años de las reformas anotadas (aunque ahora cada vez 
menos) como la de capital del granero de Bolivia, no tuvo otra alternativa 
material que hacerlo sobre las áreas agrícolas circundantes, ocasionando 
cambios de hecho en el uso del suelo, fraccionamientos y sus consecuentes 
cambios de propietarios, de manera que se vulneran, desde todos los ángulos 
posibles, las restricciones contenidas en las normas de dotación agraria. 

Aun en los casos en que el fraccionamiento sea por sucesión he- 
reditaria, quedan vulneradas las normas, de manera tal que el derecho 
propietario adquirido por las reformas revolucionarias se va diluyendo 
ante la incapacidad de las normas de retener el estatus jurídico de pro- 
pietarios para el crecimiento de los núcleos familiares. Peor resultará, 
entonces, con los recién llegados que adquieren un “lotecito”, tanto 
del centro de la ciudad que se van hacia la periferia, de campesinos y 
mineros que inmigran, incluso de sectores de ingresos medios y altos, 
principalmente jubilados, atraídos por el buen clima. 

Por lo anotado hasta ahora, me parece que las categorías de irregu- 
lar, ilegal, clandestino y otras sistematizadas en la presente investigación, 
A la conquista de un lote. Estrategias populares de acceso a la tierra urba- 
na, realizada por los investigadores Amonah Achi y Marcelo Delgado, 
pueden complementarse con una figura jurídica un tanto particular, la 
de la a-legalidad, puesto que, en el sentido estricto, los vendedores son 
legal y legítimamente propietarios, en tanto el marco jurídico existente 
no ha sido capaz de dar respuesta a asuntos inevitables de una realidad 
obvia, como el crecimiento vegetativo intrafamiliar y reiteradamente 
más complejo con los compradores. 
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Ahora bien, para completar la problemática desde otro ángulo, re- 
marcamos que, en este noble valle cochabambino, la geografía es variada 
y presenta áreas de notoria vocación agrícola y otras que, en el mejor de 
los casos, podrían utilizarse para pastoreo. Y la reforma agraria ha reco- 
nocido estas potencialidades sobre las que ha aplicado una sistemática 
de dotación en propiedades individuales sobre las tierras agrícolas (ma- 
yoritariamente con riego) y comunitarias para aprovechamiento común, 
a los sindicatos campesinos organizados con base en los trabajadores de 
las haciendas afectadas. 

Esta última discriminación, impuesta desde el buen gobierno de 
entonces, contribuye a una mayor complejidad del fenómeno general 
tratado en este libro, puesto que, por un lado, muchos de los campesinos 
con propiedades en los difusos bordes de la realidad urbana (y algo distan- 
tes de la ficción administrativa constituida por el radio urbano) y títulos 
individuales (sustentados por una débil o ninguna referencia geográfica 
documentada) llegan a constituirse en promotores inmobiliarios de una 
esmirriada propiedad “agrícola” que paradójicamente los convierte en 
“terratenientes urbanos” (su propiedad alcanza para hacer varios lotecitos); 
en tanto, las propiedades comunitarias en manos de los sindicatos pasan 
a ser administradas y hasta gestionadas por las dirigencias. 

Acápite aparte merece el tema de los dirigentes y las tierras comuni- 
tarias, puesto que con el paso del tiempo, por la presión del crecimiento 
de la mancha urbana sobre áreas comunitarias en propiedad cada vez 
más difusa de los sucesores de los sindicalistas campesinos, termina por 
generar nuevos escenarios y actores para el proceso urbanizador. Así se 
conoce que muchos dirigentes, asistidos por un variopinto grupo de 
expertos en derecho, topografía y otras técnicas, cumpliendo el rol real 
o fraudulento de apoderados, se encuentran administrando las grandes 
extensiones de tierras que habían obtenido el estatus legal de Écomuni- 
tarias” para el pastoreo. 

Al respecto de las últimas anotaciones, indicamos que, desde la fun- 
ción pública, se tolera y aun valora como importante la función de estos 
apoderados, puesto que, aunque dudosos los títulos por ellos extendidos, 
son mejores a la pérdida total de todo antecedente documental que cer- 
tifique la propiedad. Complementariamente, estos dirigentes resultan 
también valorados desde la política puesto que “pastorean” grupos de 
cadenciados habitacionales, interesantes para manifestaciones de apoyo 
a autoridades de turno o candidatos que ofrecen legalizar o regularizar 
la situación, si resultan electos. 

Merecen un acápite especial los asuntos relativos al radio urbano, 
categoría administrativa útil antes de la Ley 1551 en tanto delimitaba 
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jurisdicciones y competencias entre Órganos de gobierno, cuya persistencia 
posibilita una serie de disfunciones en muchos órdenes de la gestión públi- 
ca, como la persistencia de una normativa y prácticas de planificación que 
no han sido capaces de asimilar la nueva realidad de las transformaciones 
de 1994?, En ello cabe la pregunta que salta a la vista al inicio de esta in- 
vestigación: ¿dónde estaban y qué hicieron al respecto la autoridad y los 
técnicos municipales cuando se establecieron 39 de los 81 asentamientos 
que infringen las normas de uso de suelo en el Distrito N 92 

Al respecto, es importante hacer notar que la tradición planifica- 
dora y las normativas municipales vigentes siguen, en lo fundamental, 
sujetas a finales de los años "50 en que fueron generadas y calificadas 
acertadamente por los autores de esta investigación como elitistas y 
conservadoras. Entonces, cabe otra pregunta: ¿Se puede hablar de 
irregularidad en áreas para las que la regularidad municipal no ha sido 
pensada, gestionada, concebida? 

Sin embargo, para hacer un país de propietarios habitacionales, 
desde el gobierno central se gestionó la llamada Ley ARCO, para re- 
solver todas las disfunciones acumuladas, con el beneficio adicional de 
procurarle ingresos extraordinarios a los municipios que la apliquen, 
todo ello en lugar de atacar los varios orígenes del problema; norma 
que en su ofrecimiento y frente a los resultados mucho se parece a los 
ungúentos callejeros, que “sirven” para todo. 

Casi a tiempo de concluir este prólogo que pretende —desde mi 
experiencia— delinear un marco general de comprensión, me parece 
necesario remarcar que en el proceso urbanizador valluno confluyen 
vendedores y compradores legales y legítimos entremezclados con al- 
gunos que no lo son tanto, abigarrados con auténticas y encubiertas 
mafias urbanas; grandes, medianos, pequeños y micro especuladores de 
tierras; traficantes de un extendido clientelismo político; funcionarios 
bien intencionados, honestos, ingenuos, tolerantes o corruptos; con 
necesitados habitacionales que hasta parecen que, de razón principal, 
se convierten en una suerte de comparsa anónima, imprescindible para 
una gran representación. 





2 En atención a la Ley 1551 de Participación Popular, se amplían las competencias y juris- 


dicciones municipales, se establecen ingresos exclusivos a los municipios, la distribución 
automática de impuestos nacionales y el control social en la gestión pública local. 

Se anotan 39 porque los 42 restantes son anteriores a que el gobierno municipal tenga 
jurisdicción y competencia sobre estas áreas. 

Coordinación de los Talleres Zonales 1991, establecimiento y dirección de las Casas 
Comunales 1994-1995 (contraparte municipal para la reglamentación de la Ley 1551), 
responsable técnico del proceso de monetización de la Tamborada y actualmente en la 
coordinación de RENASEH. 
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A tiempo de concluir, coincido y me hago eco de las últimas in- 
quietudes de Amonah y Marcelo, surgidas luego de terminada esta in- 
vestigación y que me han sido transmitidas en charlas informales. Ojalá 
que esta investigación sea útil para llamar la atención y sensibilizar sobre 
asuntos que no se ven o no se quieren ver (ya no quedaría la excusa de 
no haberlos notado); ojalá ayude a comprender el derecho de todas y 
todos a una ciudad y vivienda adecuadas para vivir dignamente; ojalá 
pudiera servir para revertir este proceso depredador de las áreas agrícolas 
que le dan sentido a este valle. 


Guillermo Bazoberry 
Arquitecto 


Agradecimientos 


Pensamos que el suelo en la ciudad de Cochabamba se ha convertido 
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Introducción 


Tanto la población (de 75.000 habitantes en 1950 a 537.000 en 2001) 
como el territorio (de 1.405 Has en 1950 a 10.100 Has en 2001) de la 
ciudad de Cochabamba han crecido en los últimos 50 años unas siete 
veces!. Mientras que el Plan Director de 1981 había previsto la incorpo- 
ración de 8.000 Has de suelo al área urbana de Cochabamba a ocuparse 
hasta el año 2010, este espacio ya se había consumido poco después del 
año 1992, 18 años antes del tiempo previsto. 

De hecho, la adopción del Decreto Supremo 21060 en 1985 aceleró 
una tendencia que se remonta a los años 70: la expansión de Cochabamba 
por medio de asentamientos informales precarios. A partir de esta fecha, 
importantes flujos de inmigrantes, sobre todo ex-mineros despedidos, 
llegaron a Cochabamba, provocando un abrupto crecimiento de la de- 
manda de suelo urbano con bajo poder adquisitivo. Frente a la restringida 
disponibilidad (legal) de tierra, se han multiplicado las ocupaciones ilegales 
del área agrícola (en el eje este-oeste de Sacaba a Vinto, y hacia el sur) y de 
preservación ambiental (como el Parque Nacional Tunari al norte). 

En los últimos años, como en varias ciudades del país, varios 
movimientos constituidos para la ocupación de tierras en la ciudad 
de Cochabamba y su área metropolitana han aparecido en primera 
página de los medios de comunicación: muertos, heridos, la prefectura 
saqueada, el Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA) tomado 
por varias horas, bloqueos de caminos, etc. El más grande y largo de 
éstos es el conflicto de Pampa San Miguel en el Distrito Municipal 9, 
entre pobladores e instituciones (la Universidad Mayor de San Simón) 
en competición por acceder al mismo terreno. 





! Datos provenientes del Plan Municipal de Ordenamiento Territorial, todavía no aprobado 


y en elaboración desde el año 2003. PMOT, versión 2005: 158. 
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El acceso al suelo urbano a través de la ocupación no autorizada 
de tierras conlleva diferentes problemas y consecuencias. 

Sobresale, en primer lugar, la cuestión de la violencia física ya 
mencionada. En segundo lugar, la explosión de la demanda de tierra 
agudiza la exclusión social del acceso al suelo/vivienda al acentuarse el 
funcionamiento especulativo (potencialmente eliminatorio de los más 
necesitados) y riesgoso del mercado informal, cuyas tierras legalmente 
no urbanizables son más accesibles económicamente. De hecho, se 
incrementan las probabilidades de estafas por parte de “loteadores” 
deshonestos que venden terrenos ajenos, ya vendidos a varios compra- 
dores, con límites sobrepuestos o sujetos a una política sistemática de 
desalojo (como en el Parque Tunari). La población de menores recursos 
acaba invirtiendo en vano en un lote del cual no podrá gozar o gastando 
mucho más que lo previsto en dinero, tiempo y energía, sacrificando 
otras necesidades vitales y quedando poco para la edificación de una 
vivienda de buena calidad habitacional. 

A largo plazo, los efectos sociales del desarrollo del mercado informal 
se multiplican. De hecho, el gobierno municipal condiciona oficialmente la 
ejecución de obras de infraestructura básica (como el agua potable, objeto 
de tantos dramas y movilizaciones en Cochabamba) a la regularización del 
asentamiento. En respuesta, se incrementan las medidas de presión (como 
el bloqueo del botadero municipal) o de regateo político por parte de los 
barrios no autorizados para obtener obras de mejoramiento. Aunque la 
exigencia municipal sirva de pretexto a las opciones presupuestarias de la 
alcaldía que privilegian la “modernización de la crudad” (como la construc- 
ción de nudos viarios) a las necesidades básicas de los barrios populares, 
revela, sin embargo, las profundas consecuencias del fracaso municipal 
en la regulación de la expansión urbana: ¿Cómo financiar los servicios 
en red (agua, alcantarillado, electricidad, etc.) y otros equipamientos (vías, 
escuelas, etc.) en una ciudad que crece horizontalmente, sin límite y con 
muy baja densidad poblacional, cuando, además, el gobierno municipal 
no capta suficientes recursos de las plusvalías urbanas? 

Un mercado informal de suelo muy dinámico se ha convertido 
en el motor actual de la urbanización de las periferias de Cochabamba. 
Las normas de este mercado se construyen en un “diálogo íntimo, bien 
que contradictorio” (Fernandes y Vatley, 2003) con las normas oficia- 
les y, en particular, con el nuevo referencial de las políticas urbanas en 
Cochabamba inspirado por la agenda de “buena gobernanza urbana” 
del Banco Mundial. Desde 1994, con la Ley de Participación Popular, 
los barrios periurbanos del Distrito 9 son integrados formalmente a la 
arena de la democracia local al ser incluidos en la jurisdicción municipal 
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y al participar en el nuevo modo de designación de las autoridades mu- 
nicipales por elección. Paralelamente, la descentralización administrativa 
amplía las competencias de la municipalidad en materia de ordenamiento 
del territorio e incrementa sus recursos para el financiamiento de los 
equipamientos urbanos. Por fin, un nuevo referencial se impone en 
cuanto a la planificación y al tratamiento de la ciudad ilegal: la tolerancia 
al mercado informal reemplaza la política de desalojo y las regularizacio- 
nes masivas por “amnistías técnicas” desde 1995 serán complementadas 
en 2004 por la implementación local del programa nacional ARCO?Y, 
financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). 

El mayor escenario para el frenesí del mercado informal desencade- 
nado por esta política de “buena gobernanza” es el Distrito Municipal 9, 
único distrito de Cochabamba donde se ejecutó el proyecto ARCO. Ubi- 
cado en el cinturón de pobreza de la ciudad, el Distrito 9 se caracteriza 
por indicadores de ingresos y desarrollo humano poco alentadores. 


Gráfico 1. Ingreso mensual por jefe o jefa de hogar activa 
en los catorce distritos municipales en 2001 
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Fuente: Elaboración propia con base en Ledo, 2004: 29. 


En este distrito se hallan grandes equipamientos nocivos para el 
medio ambiente e incompatibles con las actividades urbanas, la función 
residencial y las altas densidades, pero también con la agricultura: el 





2 Para implementar la Ley de Regularización del Derecho Propietario Urbano N* 2372 del 


2002, el Viceministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda firma Acuerdos de Responsabi- 
lidad Compartida (ARCO) con cinco gobiernos municipales (La Paz, El Alto, Sucre, Santa 
Cruz y Cochabamba), el Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA), Derechos Reales 
y otras entidades públicas. 
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botadero municipal de K”ara K”ara, el matadero, la planta de tratamiento 
de las aguas servidas del Servicio Municipal de Agua Potable y Alcanta- 
rillado (SEMAPA). A la vez, es una de las zonas con mayores carencias 
en términos de servicios básicos. 


Cuadro 1. Tasa de mortalidad 
infantil en los catorce 
distritos municipales en 2001 










































































Distrito | TMI*1000 | Hombres | Mujeres 
Distrito 1 65 68 64 
Distrito 2 69 72 68 
Distrito 3 59 62 58 
Distrito 4 66 69 65 
Distrito 5 78 82 77 
Distrito 6 88 92 87 
Distrito 7 95 99 94 
Distrito 8 94 98 93 
Distrito 9 98 103 97 
Distrito 10 43 45 42 
Distrito 11 39 41 38 
Distrito 12 35 37 35 
Distrito 13 102 107 101 
Distrito 14 114 119 112 
Total 78 82 77 
Fuente: Ledo, 2004: 28. 

(“Total Promedio) 





La población del distrito, 46.700 habitantes en 2001, representa el 
9% de la población de Cercado; el 76% de estos habitantes ya es cla- 
sificado como utbano y vive en los 81 asentamientos identificados en 
2003 (PMOT, 2005). Estos asentamientos han seguido dos patrones de 
ocupación del suelo: por un lado, el desborde de la mancha urbana al 
lado del límite urbanizable (río Tamborada) organizado por instituciones 
públicas (UMSS, maestros, SENAC, ferroviarios, municipales, etc.) y con 
población originaria en su mayoría de Cochabamba (ciudad y provin- 
cias). Por otro lado, un segundo patrón de ocupación corresponde a los 
fraccionamientos organizados por loteadores a manera de islas en medio 
de áreas cultivadas y comunidades agrarias, con población inmigrante 
proveniente generalmente de los centros mineros de Oruro y Potosí. 

El vasto territorio del Distrito 9 (48% del municipio) está constituido 
en su mayoría (60%) por serranías oficialmente de uso pastoral, mientras 
que las planicies no son todas aptas para la producción agropecuaria. 
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La vocación agrícola tradicional del Distrito 9, con su especializa- 
ción más reciente en la producción lechera, está consagrada legalmente: 
el uso de suelo agrícola de este espacio se halla establecido por el Plan 
Director de 1981 y la Ley de la República N* 556 de 1983. 

Sin embargo, el crecimiento poblacional del distrito (12% entre 1992 
y 2001), el segundo en orden de importancia después del Distrito 13 en 
el Parque Nacional Tunari (21%), demuestra el vigor de su urbanización. 
De hecho, entre 1995 y 2003, los asentamientos ilegales en este distrito 
pasaron de 42 a 81, llegando a duplicarse en 8 años y a ocupar aproxima- 


damente el 5% de la superficie del Distrito (PMOT, 2005: 151). 


Mapa 1. Expansión de los asentamientos 
humanos en el área metropolitana 
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Fuente: Elaborado por Fidel Rocha, 2007. 


Aunque los términos de asentamientos informales, ilegales, irre- 
gulares y clandestinos se aplican a realidades sobrepuestas en muchos 
aspectos, hacen referencia a contextos institucionales ligeramente di- 
ferentes. Según Payne (1997: 56), la ilegalidad refiere a problemas de 


tenencia (compra a un “falso” propietario; ocupación de un terreno 
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ajeno, etc.) y/o ausencia de pago de impuestos; la irregularidad re- 
mite al no cumplimiento de las normas y regulaciones (como de uso 
del suelo y códigos de construcción); la clandestinidad describe los 
asentamientos que están escondidos y/o no existen oficialmente (en los 
mapas oficiales, por ejemplo); mientras la informalidad corresponde 
a actividades fuera de las reglas o procedimientos formales determina- 
dos por el gobierno (por ejemplo, la propiedad es transferida a través 
de un contrato privado o minuta de venta en vez de estar registrada en 
Derechos Reales, para reducir los costos de transacción). 

Casi todos los asentamientos del Distrito 9 infringen las normas 
de uso del suelo —pues es un área agrícola por ley—, menos los que 
están dentro de los perímetros urbanos definidos a priori (en el Plan 
Director de 1981) para la futura expansión de la ciudad y a posteriori, con 
los procesos de regularización de asentamientos ya existentes. Estos pe- 
rímetros urbanos establecen áreas de excepción dentro de un territorio 
más amplio de uso agrícola. Este problema de irregularidad, según 
la clasificación de Payne, imposibilita el reconocimiento por parte de 
la alcaldía, lo cual obstaculiza la inversión municipal en infraestructura 
urbana y la regularización del derecho propietario individual que tiene 
como requisito la aprobación municipal del asentamiento. 

En relación con ello, el respeto de las normas de urbanización 
——<que básicamente se limitan a las franjas de seguridad en torno a ríos 
y un porcentaje de cesión del terreno global para vías, áreas de equipa- 
miento y áreas verdes— es un requisito para la regularización del asen- 
tamiento por el municipio (en el proyecto ARCO, por ejemplo); en caso 
de no cumplimiento, el asentamiento paga una multa en compensación 
o compra un terreno vacante para llegar al porcentaje requerido. 

El segundo aspecto, tanto o más perjudicial para los pobladores, 
pero menos frecuente que la contravención a la ley de uso de suelo y 
a las normas de urbanización, es la ilegalidad en cuanto a la tenencia, 
fruto de los engaños de loteadores, en complicidad o no con los com- 
pradores: se trata de la venta de terrenos ajenos, la doble o triple venta 
de un mismo terreno y la sobreposición de lotes. 

Conexamente, la mayoría de las transacciones en el mercado in- 
formal parece limitarse a minutas de compra-venta. De un lado, estas 
minutas pueden ser contratos de transferencia tan incompletos que el 
último comprador, si también precisa vender, tendrá que recurrir al lo- 
teador para realizar una nueva venta, siendo el loteador quien emita la 
nueva minuta de compra-venta. Por otro lado, el registro de estas trans- 
ferencias informales en la oficina de Derechos Reales, que permitiría 
al comprador “securizar” su derecho de propiedad frente al loteador y 
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evitar dobles o triples ventas de un mismo lote, es imposibilitado en los 
asentamientos que no hayan sido regularizados por el municipio. 

El tercer tipo de problema en orden de importancia, pero muy 
corriente, es la falta de pago de impuestos prediales. Hay que notar que 
el propietario debería pagar impuestos prediales una vez regularizado 
el asentamiento y sus derechos de propiedad formalizados; sin em- 
bargo, justamente para acertar estos derechos, parte de los pobladores 
de estos asentamientos irregulares pagan impuestos prediales a fin de 
oponer su boleta de pago a cualquiera que intente adueñarse de su lote. 
La ausencia de contribución impositiva es alegada por la alcaldía para 
no asignar mucho del presupuesto municipal en estas zonas y dejatlas 
autocostear los mejoramientos urbanos. No obstante, desde la Ley 
de Participación Popular, un asentamiento informal puede adquirir la 
personería jurídica como organización territorial de base (OTB). Esta 
condición lo habilita para reclamar recursos de coparticipación permi- 
tiéndole concretar obras como vías, campos deportivos, etc., a través 
de estos recursos reducidos. 

Por fin, y como síntesis de su relegación, los asentamientos del 
Distrito 9 son clandestinos: aparecen como una mancha verde en el 
mapa oficial de la ciudad (el Plano General de la Ciudad de Cochabamba 
de 1999 y el plano de impuestos prediales del catastro de 2004). 

Si en nuestro estudio nos interesamos en la informalidad (término 
genérico para todas estas situaciones) en los barrios deprimidos del 
Distrito 9, es importante recalcar que el fenómeno existe también en 
los estratos altos. La urbanización “Las Lomas de Aranjuez”, ubicada 
en el Parque Nacional Tunari, es un caso famoso: la opulencia de sus 
habitantes impide que conozca la misma suerte que, por ejemplo, Villa 
Porvenir, un fraccionamiento (también ilegal por encima de la cota 
permisible) cuyas incipientes construcciones fueron demolidas reitera- 
damente. La generalidad social y espacial de la inobediencia a las normas 
y leyes, pero también la multiplicidad de los niveles de cumplimiento e 
incumplimiento nos obligan a pensar no en una separación dicotómica 
entre la ciudad legal y la ciudad ilegal, sino en una continuidad entre 
arreglos formales e informales. 


Problemática 


La urbanización actual (posterior a los cambios políticos de 1994) de 
las tierras agrícolas por el mercado informal de suelo es un fenómeno 
de integración, a la vez espacial y política, de un territorio-frontera 
a un centro político, en un proceso en el cual la reproducción de 
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las estructuras de poder preexistentes está en juego. La idea de una 
delimitación nítida entre área urbana y área agrícola es de hecho una 
herramienta discursiva utilizada en la gestión política de la frontera en 
lo cotidiano. La no aplicación de reglas jurídicas referentes a la frontera 
genera oportunidades en la “arena política local”, 

Asimismo, el mercado informal de suelo en el Distrito 9, que oferta 
tierras rústicas a los urbanos y genera asentamientos informales que van 
gestionando la urbanización de éstas (dotación en servicios básicos y 
equipamientos urbanos), es el soporte de una renovada relegación jutí- 
dica, socioespacial y política de los sectores urbanos subalternos. 

Hablamos de una relegación renovada en sus formas en referencia a 
un desinterés histórico de la normativa y de las autoridades urbanas por las 
clases populares. A partir de 1994, con las nuevas políticas de Participación 
Popular de tolerancia y de regularización de los asentamientos informales, 
inspiradas por la agenda internacional de “buena gobernanza urbana”, ya 
no se reprime la informalidad, pero tampoco se da una alternativa legal o 
formal para el acceso de grandes fracciones de la población al suelo. 

Los mecanismos que crean la ilegalidad siguen intactos, pues no 
están afectados por las normas de excepción que regularizan lo ilegal a 
posteriori. La inseguridad de la tenencia (no tanto frente al Estado, sino 
frente a otras personas privadas) que caracteriza el mercado informal en 
Cochabamba se ve quizás incrementada a partir de la Ley de Participación 
Popular, que inicia una era de frenesí e impunidad de este mercado, tan 
bien tolerado por las autoridades que parece ser alentado oficialmente. 

Las condiciones de vida en los asentamientos tolerados o regulari- 
zados son iguales de precarias y alimentan el alto grado de organización 
social de los pobladores en juntas vecinales y organizaciones territoriales 
de base. Los esfuerzos de autogestión colectiva del mejoramiento urba- 
no pueden verse afectados por las políticas de regularización, mientras 
la captación de un mínimo de recursos públicos para urbanizar los 
asentamientos ilegales da lugar a una negociación de favores políticos 
más que de derechos ciudadanos. 

Estas relegaciones jurídica y socioespacial son partícipes de la 
construcción de una ciudadanía de segunda clase para los pobladores 
periurbanos y alimentan un control de los sectores populares por las 
estructuras partidarias locales. Las redes entre políticos, funcionarios 
y loteadores crean asentamientos dependientes de la benevolencia 





3 


El concepto de “arena política local” permite pensar la variedad de intereses, lógicas y 
actores en competición así como combinar las visiones estructural y estratégica (Olivier 
de Sardan, 1998). 
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municipal o prefectural para su desarrollo. Pasan después a depender, 
para su regularización y dotación en servicios, de la integración de sus 
dirigentes vecinales a las mismas redes partidarias. 

El aparato normativo y político implementado a partir de la 
Participación Popular y de los programas de regularizaciones masivas 
sí ha hecho de los habitantes de los barrios periurbanos ciudadanos 
integrados a la jurisdicción municipal y al juego político local, pero 
generalmente a través de la mediación de “empresarios políticos” de la 
frontera (loteadores y dirigentes incorporados en las redes partidarias) 
que participan de estrategias de conquista y defensa del poder local, 
instrumentalizando más que sirviendo los intereses concretos de estos 
pobladores. 

Sin embargo, el mercado informal de suelo, la organización colectiva 
de los vecinos y el surgimiento de movimientos por la tierra se inscriben 
también en una historia larga de resistencia a la relegación en el acceso al 
suelo, la vivienda y los servicios. Una resistencia que cuestiona y contorna 
los términos de esta exclusión: a través de normas y formas de legitima- 
ción alternativas a la ley, y a través de estrategias violentas o simbólicas 
que escenifican el número o la indigencia de los demandantes, unas y otras 
que terminan imponiéndose a la ley estatal o impregnándola. 

Nuestro propósito no es predicar por la no regularización de los asen- 
tamientos irregulares, lo cual simplemente no es una opción política ni, so- 
bre todo, social y humanitaria (Smolka, 2002). La cuestión es: ¿la ocupación 
irregular seguida de su (eventual) futura regularización constituye la mejor 
solución? ¿Las políticas actuales permiten realizar el derecho a una vivien- 
da adecuada* y a la ciudad? de los ciudadanos periurbanos? ¿El contexto 





* El derecho a la vivienda adecuada tiene los siguientes componentes: 


Seguridad jurídica de la tenencia (en propiedad, alquiler o anticrético), o protección contra el 
desalojo. 

Accesibilidad económica: implica que el Estado debe ayudar a las familias desfavorecidas. 
Gastos soportables: el sostenimiento de una vivienda no debe perjudicar el logro de otras 
necesidades. 

Disponibilidad de servicios básicos e infraestructura (agua potable, energía eléctrica, alcantarillado, 
recojo de basura) a un costo accesible. 

Localización en un lugar de fácil acceso a oportunidades de empleo y servicios sociales 
(educación, cultura, salud y recreación). 

Habitabilidad, Seguridad y privacidad, Adecuación cultural. 

Fuente: El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966. 

El derecho a la ciudad se define como el usufructo equitativo de las ciudades dentro de los 
principios de sustentabilidad y justicia social. Es un derecho colectivo de los habitantes de 
las ciudades. Uno de sus fundamentos es el respeto a las diferentes culturas urbanas y el 
equilibrio entre lo urbano y lo rural. Fuente: Propuesta de Carta Mundial de Derecho a la 
Ciudad, Foro Social de las Américas, Quito, julio 2004 y Foro Mundial Urbano, Barcelona- 
Quito, octubre 2004. 
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político post-1994 habrá fortalecido a los sectores populares en el logro de 
sus demandas materiales, mientras habrá fragilizado su autonomía política 
frente a una lógica más asimilativa de las estructuras políticas locales? 


Estado del arte 


En los países latinoamericanos, se consideró tradicionalmente la infor- 
malidad como un fenómeno de indisciplina y delincuencia. Reciente- 
mente, la informalidad penetró en la agenda de las políticas urbanas, 
bajo la percepción de que está generada por la pobreza, la cual resulta 
de factores estructurales externos a la política urbana. Sin embargo, la 
pobreza no es suficiente para explicar la informalidad: la proporción de 
ocupaciones ilegales existentes en América Latina es de 70%, mientras 
la proporción de familias por debajo de la línea de pobreza es de 27%; 
además, la tasa de desarrollo de los nuevos asentamientos informales 
ha sido de dos a tres veces superior a la del crecimiento de la población 
urbana (Fernandes y Smolka, 2004: 1-2). 

De este modo, se empezó a argumentar que la informalidad no 
resulta de factores externos a la política urbanística, sino de la omisión 
del poder público —que por falta de recursos no cubre la demanda de 
vivienda, servicios e infraestructura de la población—, del clientelismo 
político (que tolera las ocupaciones a cambio de votos) y de la inade- 
cuación y/o insensibilidad de la normativa (Azevedo, 2003). 

En concreto, “los precios del suelo urbanizado en el mercado fot- 
mal serían excesivamente elevados como consecuencia de una regulación 
excesiva, excluyente, elitista, anacrónica, saturada de preocupaciones 
estéticas, etc. que impone condiciones no razonables —imposibles de 
cumplir por los pobres— de ocupación del suelo urbano” (Smolka, 
2002: 2). Según Durand-Lasserve (2003: 290), las normas de planifica- 
ción urbana en muchos países del sur “incrementan la segregación social 
al “crear” ilegalidad”. En la práctica, su función principal es muchas veces 
dar a las agencias gubernamentales medios para ejercer su poder y dejar 
que grupos profesionales (inspectores, notarios públicos y arquitectos) 
saquen provecho de las operaciones del mercado de terrenos. 

Los pensadores neoliberales van más allá de este diagnóstico hoy 
en día unánime. Proponen eliminar cualquier regulación pública, porque 
distorsiona el mercado de tierra y su eficiencia, con la consecuencia de 
costos excesivos sobre las transacciones inmobiliarias y precios de suelo 
formal inalcanzables para los pobres. El más conocido y difundido de 
ellos, Hernando de Soto, con su libro El Misterio del Capital, ha revolu- 
cionado las políticas urbanas alrededor del mundo. 
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Según él, los negocios y viviendas informales de los pobres son 
“capital muerto” que debería ser revitalizado por su integración al siste- 
ma formal para convertirlo en capital líquido que permita a sus dueños 
el acceso al crédito formal y la voluntad de invertir en ellos. Para ello, 
se necesita legalizar los derechos de propiedad informales con el su- 
ministro de títulos individuales de dominio absoluto con obligaciones 
claras y derechos aplicables. 

El Banco Mundial, al retomar estos argumentos neoliberales (dis- 
minución del precio del suelo; seguridad de la tenencia; acceso al crédito 
y mejoras de las condiciones habitacionales) y al implementar desde la 
década del 90 programas de formalización de los derechos de propie- 
dad para la tierra urbana y rural en el mundo entero, añade una última 
justificación: la seguridad predial da a los “pobres” mayor autonomía 
frente a las autoridades públicas, “creando la base para un desarrollo 
local más democrático” (Deininger, 2004: xix). 

El libro de De Soto y las políticas mundiales de regularización 
han desencadenado un vivo debate académico con sus respectivas 
proyecciones en cuanto a políticas. Si todos reconocen que los progra- 
mas de regularización han tenido la virtud de sensibilizar la conciencia 
pública con respeto a la legitimidad de las demandas de un grupo sig- 
nificativo y creciente de ciudadanos, las críticas son numerosas. 


Las críticas de la antropología legal sobre la seguridad de la tenencia 


En la perspectiva de la antropología legal, la ley no se limita a las nor- 
mas, las resoluciones administrativas, las decisiones de los tribunales, 
etc. elaboradas e implementadas por los diferentes órganos del Estado. 
Lo legal es definido de manera muy amplia como órdenes normativos 
y cognitivos generados y reproducidos en un campo social tal como 
un pueblo, una comunidad, una organización social o un Estado. Se 
califica de pluralismo legal la coexistencia e interacción de múltiples 
órdenes legales en un mismo contexto social o sector de la vida social 
(Moote, 1978). En muchos países latinoamericanos (contrariamente, 
por ejemplo, a África, donde la ley consuetudinaria conserva más vi- 
gencia), la referencia mayor de los pobladores urbanos es la ley estatal 
y las formas extra-legales han emergido en gran parte como reacción a 
políticas estatales inadecuadas. 

El enfoque más general de la “regulación social” de la tierra 
muestra que los procesos de regulación (para el acceso, el uso y la trans- 
ferencia de la tierra) son el hecho de una interacción entre el sistema 
oficial y varias capas de organizaciones sociales a diferentes niveles. Esta 
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interacción concierne las reglas (el pluralismo legal), pero también los 
actores y los procedimientos que elaboran e implementan estas reglas 
(van der Haat, 2000). 

El Banco Mundial ha tenido poco éxito en llevar los programas 
de regularización hasta la etapa del registro en Derechos Reales de los 
lotes legalizados, porque estos programas son complejos, muy costo- 
sos y, con frecuencia, los beneficiarios individuales de estos programas 
desconocen la protección que ofrece la titulación individual (Fernandes 
y Smolka, 2004). 

De ahí surge cierto consenso para decir que, en presencia de 
ciertas condiciones, los habitantes de los asentamientos informales ya 
pueden compartir una percepción eficaz de seguridad de la tenencia, 
tener acceso a crédito y servicios públicos e invertir en mejoras en 
su vivienda, todo ello sin la necesidad de títulos legales individuales 
(Payne y otros, 2004): el reconocimiento público a instituciones socia- 
les que regulan armónicamente la tierra y garantizan colectivamente 
la tenencia (como una organización vecinal) o políticas públicas más 
flexibles como la regularización de asentamientos en conjunto sin 
ir hasta la titularización individual, pueden ser mecanismos menos 
costosos y más eficaces para la seguridad de la tenencia, en particular 
de los más débiles. 

Sin embargo, el mercado informal del suelo en ciertos aspectos 
es más bien una regulación social inarmónica, cuyos agentes no son 
organizaciones sociales, sino empresarios (loteadores), quienes, en su 
búsqueda de lucro, generan bastantes conflictos. En este caso, el efec- 
to de las políticas de tolerancia y regularización podría incrementar la 
inseguridad de la tenencia al fragilizar a los compradores y propietarios 
frente a los loteadores. 


Las críticas sobre la hipótesis de integración socio-espacial de los 
asentamientos regularizados 


La más importante de las críticas a De Soto concierne a su hipótesis 
según la cual los pobres podrían acceder a créditos para mejorar sus con- 
diciones de vida una vez formalizados sus derechos de propiedad. Los 
estudios muestran que trabajadores formales viviendo en asentamientos 
informales tienen más acceso a crédito que trabajadores informales en 
asentamientos regularizados (Riofrío, 1998 y Calderón, 2002). 

Más bien, los programas de regularización agravarían los pro- 
cesos de segregación urbana. De hecho, si el mercado libre de suelo 
permite que los usos rentables encuentren su espacio en la ciudad, con 
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frecuencia deja fuera a los usos sociales (la vivienda social), públicos 
(equipamientos colectivos como vías de transporte, mercados, etc.) y 
ecológicos del suelo. 

La rentabilidad muy baja del uso social aleja a los propietarios 
inmobiliarios, excepto si adoptan la estrategia informal, ofertando una 
mercancía de menor calidad (mala ubicación, sin servicio, sin seguridad 
de la tenencia), para bajar costos de creación de suelo urbano. Ello no 
se traduce en precios más bajos y se rebasan así las tasas de ganancia 
obtenidas en el mercado formal, atrayendo cada vez a un mayor número 
de promotores. Esto explica el crecimiento de los mercados informales 
y el hecho de que recientemente alcanza no sólo a las capas menos aptas 
sino también a las capas medias. 

Para que esta tendencia progrese, ha necesitado que las autoridades 
reduzcan las obligaciones a la propiedad sobre ubicación (por ejemplo, 
mediante la cancelación real o virtual de la frontera del radio urbano), 
servicios (reducción de las exigencias en cuanto a redes de servicios 
y cesiones para usos públicos y ecológicos), riesgo (tolerando y 
regularizando los títulos turbios y los asentamientos en tierras inundables 
o colapsables) y oportunidad (anulando las obligaciones a desarrollar en 
tiempo específico un terreno y las sanciones fiscales). 

Las políticas actuales de tolerancia y regularización de la informa- 
lidad eliminan el riesgo del desalojo que en el mercado informal implica 
un precio inferior al practicado en el mercado formal con títulos. En 
consecuencia, el precio del suelo con y sin título tiende a igualarse y 
eso empuja a la alza de precios del suelo informal mientras disminuye 
la oferta de suelo en el mercado formal (menos rentable). 

Entonces, las políticas de regularización fracasan en mejorar las 
condiciones de acceso al suelo (en precio y en calidad) de las clases 
populares y soslayan los instrumentos realmente aptos a procurar tierra 
económica, servida y segura a las familias de bajos recursos. Esas herra- 
mientas son las que movilizan la renta del suelo o, si se quiere, la plus- 
valía, para que se traduzca en mayor calidad de la mercancía, obligando 
al propietario a que la aplique directamente en una oferta de mayor 
calidad o mejorando la calidad el mismo gobierno, pero pasándole la 
nota al propietario (mediante impuestos, por ejemplo). 

Pero, además, estas políticas de regularización no atacan el proble- 
ma de la especulación con el suelo. Los propietarios no se comportan 
como un grupo homogéneo: unos actúan más como usuarios del suelo; 
otros son más inversionistas en búsqueda de ganancias; y los demás 
son patrimonialistas que retienen un terreno sin darle uso mientras 
nada lo presione a venderlo. 
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La conducta de los propietarios depende de las normas y de la 
tolerancia a su incumplimiento. Por ejemplo, donde la ley otorga y de- 
fiende derechos irrestrictos sobre la propiedad, la retención del suelo no 
representa un riesgo para el propietario. Este tipo de política refuerza la 
conducta patrimonialista. Donde la ley impone obligaciones y/o cargas 
fiscales a la propiedad, la retención de suelo significa riesgos y/o costos 
que presionan a su oferta en el mercado: racionaliza la conducta del 
propietario y el concepto inversionista. 

En los asentamientos informales de América Latina, Smolka (2003) 
explica que la necesidad de autofinanciar la vivienda alarga el tiempo 
entre la adquisición y la ocupación del lote. Además, la herencia de alta 
inflación, mercados de capital subdesarrollados o inaccesibles y la limitada 
cobertura del sistema de seguridad social, son responsables de alimentar 
una cultura establecida entre sectores de bajos ingresos de usar terrenos 
como reserva de valor y como un mecanismo popular de capitalización. 
Todo ello aumenta tanto la demanda global de tierra, como los precios. 


Descentralización, gestión política de la informalidad y 
clientelismo 


La descentralización administrativa (implementada en Bolivia conjunta- 
mente con formas de democracia participativa) ha constituido lo local 
—el municipio— en un territorio político esencial. Y, según Bouju 
(2000), el poder local es el escenario privilegiado de los fenómenos de 
clientelismo político y corrupción. 

La corrupción y el clientelismo resultarían de una configuración 
societal paradójica, pero bastante frecuente, donde existe pluralismo legal. 
Son los dispositivos que permiten la coexistencia y la articulación de un 
contexto político y jurídico global (es decir, ligado al poder nacional, las 
leyes sobre uso de suelo o el derecho de propiedad formal, por ejemplo) 
a un contexto social local (en este estudio, el Distrito 9) estructurado por 
otras normas de distribución de los recursos (el mercado informal de 
tierra). La contradicción permanente entre los valores y principios del 
Estado y del mercado formal y las necesidades e ideologías en vigencia 
localmente explican la insumisión a la ley, pues no protege ni sirve a los 
ciudadanos, quienes están consiguientemente inducidos a comportarse 
menos como tales (sujetos y soberanos de la ley estatal) y más como clien- 
tes de protectores. Y son los poderes locales los que tienen la prerrogativa 
de articulación entre lo global y lo local y esta potestad de protección. 

La articulación entre el espacio local (el Distrito 9) y el espacio 
englobador (el gobierno municipal y el gobierno prefectural encargados 
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de producir y hacer cumplir el marco legal oficial) se realiza a través de 
anclajes recíprocos más o menos inestables, garantizados y mantenidos 
por los intercambios clientelistas y corruptos. En ausencia de seducción 
ideológica o además de ella, los partidos políticos recurren a las cabezas de 
redes sociales locales para asentar su presencia y su control en las perife- 
rias. Estas cabezas son una suerte de mediadores populares o de “grandes 
electores” que intercambian sus recursos (el poder de influenciar el voto 
de los miembros de sus redes) con los recursos de los electos (el poder de 
proteger contra el desalojo, de regularizar y de invertir en servicios). 


Metodología 


En el corto tiempo a nuestra disposición (seis meses), dimos privilegio a 
la construcción de las bases empíricas de este nuevo campo de estudio en 
Cochabamba y Bolivia (el suelo urbano) en la perspectiva de su utilidad 
para mejores políticas públicas en el futuro. Adeptos de la “grounded 
theory” más que de la “grand theory”, cuyas ambiciosas elaboraciones 
teóricas parecen a veces tener poca relación con sus limitados funda- 
mentos empíricos, quisimos devolver la densidad etnográfica de nuestro 
objeto de estudio y construir el análisis a partir de los datos y a través de 
la palabra de los actores: a menudo, cedemos la voz a los propios acto- 
res, “no sólo para ilustrar un discurso previamente elaborado, sino para 
tratar de reflejar su propia lógica y rescatar, incluso, la riqueza lingúística 
y estética de sus testimonios” (Degregori y otros: 16). 

Esencialmente cualitativa, nuestra investigación toma como es- 
cenario el Distrito 9 en general (con las relaciones entre las familias, 
sus dirigentes vecinales, la Casa Comunal y la alcaldía central), algunos 
barrios que lo conforman (a través de lo cual se trata de aprehender el 
funcionamiento de la organización vecinal para urbanizar el terreno, 
pero también entender el proceso de su conformación y los mecanismos 
de acceso al suelo mediante un loteador o una acción colectiva), dos 
movimientos por tierra de particular interés (la asociación de deman- 
dantes de tierra Agromin y “Hábitat para la Mujer Comunidad María 
Auxiliadora”) y recolecta testimonios de pobladores sobre el significado 
de la tierra y de la vivienda para una familia. 

Escogimos estos dos movimientos por razones distintas: 

El conflicto de Pampa San Miguel corresponde a uno de los mayo- 
res conflictos por tierra urbana en Bolivia, por el tamaño del terreno en 
disputa (163 Has), por el número de familias involucradas (por lo menos 
6.000), y por la duración del conflicto violento (cuatro años). Este predio, 
categorizado pot la ley como agrícola, fue dejado largos años sin uso por 
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su propietario, la Universidad pública. Cuando su loteo progresivo por 
campesinos lugareños se volvió evidente a partir de 1999, la Universidad 
decidió monetizatlo para la demanda urbana. Como los procesos legales 
se alargaban y las instancias a cargo no imponían la regulación formal en 
el terreno, la Universidad creó en 2002-2003 su propio movimiento por 
la tierra a fin de rescatar por la fuerza su terreno. Así nació Agromin, una 
asociación de demandantes de suelo conformada por agrarios de la zona, 
(ex) mineros y familias urbanas de Cochabamba. Pero cuando empezó la 
monetización en 2004, los afiliados de Agromin se sintieron traicionados 
por su mentor que no reconocía a un justo valor su inversión física y les 
pedía ahora una inversión monetaria bajo modalidades poco convenien- 
tes, en particular en cuanto al plazo para el pago: muchos desertaron. La 
difícil entrega de los lotes a los adjudicatarios por la Universidad aún se 
encuentra inconclusa en mayo de 2007. 

En cuanto a “Hábitat para la Mujer Comunidad María Auxiliadora”, 
es un proyecto de vivienda social ejemplar conformado por 373 lotes 
en la zona de Sivingani. María Auxiliadora fue fundada en 1999 por una 
mujer, Rosmarty Irusta, cuya rica trayectoria militante la llevó a vincular 
la violencia intrafamiliar a la privación del derecho a la vivienda de las 
mujeres. Este barrio ha instaurado normas colectivas internas originales 
(propiedad colectiva de la tierra, prohibición de la violencia familiar y de 
las chicherías, cargo de presidente de la comunidad reservado a las mu- 
jeres, etc.), y en ocho años de existencia ha obtenido grandes resultados 
en cuanto a su urbanización (agua potable y alcantarillado, regularización, 
electrificación parcial, transporte, parque infantil, guardería). 

Para nuestra investigación, combinamos esencialmente entrevistas 
semi-estructuradas con los protagonistas y la observación participante en 
asambleas generales, reuniones informales y escenas claves de un asenta- 
miento informal: la ocupación de un terreno bajo carpa, la construcción 
apresurada de cuartos mínimos para consolidar el derecho, el trabajo 
comunitario, etc. Contamos también con entrevistas y observaciones tea- 
lizadas por los dos autores antes de la presente investigación. Utilizamos 
los datos cuantitativos de dos censos, uno de Agromin (realizado por la 
Universidad) y otro de la Comunidad María Auxiliadora (realizado por 
la organización no gubernamental CIPRODEC) (ver Mapa 2). 

El presente libro está conformado por dos partes: las estrategias 
populares de acceso al suelo urbano y las políticas de suelo urbano. 

En la primera parte sobre las estrategias populares, examinamos 
como la población enfrenta, de manera individual y colectiva, su te- 
legación jurídica, socio-espacial y política en el acceso al suelo y en la 
urbanización de sus barrios. 


INTRODUCCIÓN 19 


Mapa 2. Localización de María Auxiliadora y del terreno 
monetizado por la Universidad en el Distrito Municipal 9 
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El Capítulo Uno nos acerca a la vivencia individual-familiar de 
la lucha por la tierra urbana. De extracción popular, pero también de 
clase media, los demandantes de suelo informal tienen comportamien- 
tos que van del uso residencial a la especulación pura, pasando por la 
retención sin uso debido a sus dificultades económicas para construir 
una casa. El precio final de un lote informal, una vez internalizados los 
costos indirectos del mercado informal, demuestra que éste no es una 
solución económica y satisfactoria, pues punciona buena parte de los 
recursos que estas familias hubieran podido invertir en la edificación 
de su casa y de su barrio. 

En el Capítulo Dos, seguimos con el problema del acceso a la tie- 
rra, pero esta vez desde un punto de vista colectivo con la asociación de 
demandantes de tierra Agromin. Ahí, la relegación jurídica es abordada 
a partir de un caso paroxístico de disputas por el derecho propietario: 
el carácter “agrícola” del ex Fundo La Tamborada perteneciente a la 
Universidad Mayor de San Simón le somete a una gran fragilidad jurí- 
dica frente al mercado informal de suelo urbano. En estos predios, se 
enfrentaron durante cuatro años (de 2003 a 2006), y a veces con extre- 
ma violencia, los “comunarios” —que pretendían apropiarse de tierras 
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mediante su puesta en cultivo y su posterior venta en lotes urbanos—, 
la Universidad y su aliado Agromin. La confrontación y la combinación 
por los actores de estrategias legales y estrategias físicas para asentar su 
“soberanía” sobre el terreno ilustran los modos de encuentro entre una 
regulación formal deficiente y una regulación social inarmónica. Como 
embrión de movimiento social, Agromin trató de subvertir la pasividad 
cómplice de la esfera política con un mercado informal de tierra parti- 
cularmente inarmónico, atacando así el resorte de la relegación política 
de las clases populares. 

Luego, a partir del caso excepcional de la Comunidad María Auxilia- 
dora, el Capítulo Tres interroga una regulación social armónica del acceso 
al suelo y la urbanización de las tierras rústicas del mercado informal por 
las organizaciones vecinales. Como en un negativo fotográfico, el caso 
aclara los fenómenos que se dan en los asentamientos más individuali- 
zados: inaccesibilidad económica del suelo y de la vivienda, inseguridad 
de la tenencia, especulación por confiscación de las plusvalías urbanas, y 
“pasajeros clandestinos” que obstaculizan la dotación en servicios. Esta 
experiencia de regulación social armónica por la propiedad colectiva de 
la tierra es rica de enseñanzas para quienes estarían a cargo de elaborar e 
imponer una regulación pública, especialmente en cuanto a la definición 
e instrumentalización de la función social de la propiedad en el ámbito 
urbano: esta experiencia es, a la vez, una denuncia en los hechos de la 
relegación política y una propuesta para superarla. 

En la segunda parte, nos abocamos a la exploración de los meca- 
nismos de relegación desde el poder: la normativa y la gestión política 
de la ciudad. 

En el Capítulo Cuatro, presentamos el marco normativo nacional 
y municipal que rige el suelo urbano. En el nivel nacional, son las inci- 
pientes políticas de vivienda las principales intervenciones del Estado 
en la ocupación de suelo para el uso social; sin embargo, los programas 
posteriores a 1997 de tipo neoliberal abandonaron la provisión de 
suelo. La Ley de Reforma Urbana de 1956 pretende responder —para 
el ámbito urbano— al principio constitucional de función social de la 
propiedad; sin embargo, ya insuficiente en su momento, es inadecuada a 
los desafíos actuales. En el nivel municipal, la tradición elitista y segrega- 
tiva de la normativa ha sido poco alterada por los cambios introducidos 
por la nueva gobernanza urbana (Participación Popular y regularización 
de la ciudad ilegal). 

Por fin, el Capítulo Cinco se concentra en los beneficios políti- 
cos de tipo clientelista del mercado informal. Contrastando la época 
en la cual los asentamientos del actual Distrito 9 no relevaban de la 
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competencia municipal con la actual, el capítulo demuestra después 
cómo la perspectiva de regularización de los asentamientos informales 
abrió una era de auge para el mercado informal de suelo. Explora luego 
los favores intercambiados en las redes que unen a loteadores, dirigen- 
tes vecinales, funcionarios municipales de la Casa Comunal y partidos 
políticos en las instancias centrales (alcaldía y prefectura). Finalmente, 
el examen del proceso que parió la reglamentación del proyecto de 
regularización masiva ARCO evidencia una mutua utilización entre 
políticos y dirigentes vecinales. 

Encontrar el camino hacia mejores políticas urbanas que favorez- 
can el acceso de las clases populares a un suelo económico, oportuno, 
seguro y servido demanda conocer los mecanismos de relegación y los 
beneficios que conllevan para algunos, porque éstos son los principales 
obstáculos al cambio. Pero demanda también impregnarse de las estra- 
tegias populares que pagan un fuerte tributo de estos mecanismos de 
relegación, que logran contornearlos a veces y que proponen soluciones 
endógenas. 


CAPÍTULO UNO 


La demanda de tierra urbana a 
bajo costo: el duro camino 
de las familias hacia un lote 


Las clases populares, que en su gran mayoría trabajan en el sector in- 
formal, ganando al día pequeños montos muy variables, no tienen los 
recursos suficientes como para pagar en una sola vez un terreno con 
un título de propiedad en regla, una casa, los servicios básicos (agua, 
alcantarillado, energía, teléfono) y sociales (vías de transporte, centros 
de educación, de salud y de abasto, etc.). Entonces, con grandes penas, 
compran un pedazo de tierra rústica (sin servicios y sin título de propie- 
dad) que, a menudo, van pagando poco a poco; igualmente, poco a poco, 
autoconstruyen su casa y autogestionan colectivamente la dotación de 
servicios básicos y sociales mínimos. La autoconstrucción de su ciudad 
por los pobladores informales es un “arte” popular desarrollado porque 
la ciudad legal los ignora, como forma de “bricolage” en una economía 
de la penuria, pero, a la vez, como espacio de semiautonomía. 

Para ilustrar el duro camino de los pobladores hacia un lote rús- 
tico, la primera etapa hacia una casa, nos apoyaremos sobre nuestros 
dos estudios de casos: Agromin, la asociación de adjudicatarios de lotes 
de la Universidad, y la Comunidad María Auxiliadora (ver una breve 
descripción de los dos casos en la introducción). 

Veremos, primero, quienes son los demandantes de tierra: su perfil 
socioeconómico, lo cual revela los recursos económicos que pueden 
invertir en un lote, y el vínculo entre la búsqueda de suelo en Cochabamba 
y la migración. En una segunda parte, reconstituiremos la diversidad de 
los motivos para la búsqueda de un lote en el mercado informal: el uso 
habitacional, la vivienda propia comparada con las demás alternativas, 
el comportamiento patrimonial y el comportamiento inversionista. En 
la tercera parte, analizamos cómo las familias lidian con la inseguridad 
jurídica en el mercado informal, sus criterios de selección de un loteador y 
de un lote, sus racionalizaciones jurídicas y extra jurídicas para guiarse en 
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este campo minado. En la cuarta parte, mostramos que las adversidades 
que confrontan las familias justificarían el término de “lucha” por la tierra 
más que de “demanda” de tierra: en gran parte, las inversiones familiares 
no son solamente económicas y comprenden fuertes costos indirectos, 
en tiempo, riesgo, esfuerzos físicos, etc. 


1. ¿Quiénes son los demandantes de tierra en el mercado informal? 


Para describir las familias que recurren al mercado informal de tierra del 
Distrito 9, utilizaremos dos encuestas cuantitativas sobre dos grupos de 
familias que buscan acceder o que ya accedieron a un lote en este distri- 
to. El censo de la Comisión Técnica Interfacultativa de la Universidad 
de San Simón fue aplicado el año 2004 a los futuros adjudicatarios de 
Agromin, que entonces eran 6.056. El otro censo, aplicado en 2004 por 
la ONG CIPRODEGC, describe los propietarios de lotes en la Comu- 
nidad María Auxiliadora. 


1.1. El perfil socioeconómico 


Es difícil estimar los ingresos de una familia, pues la pregunta: ¿Cuánto 
gana usted? pocas veces obtiene una respuesta sincera, sea por el tabú ge- 
neralizado sobre la autodeclaración precisa de sus ingresos o por estrategias 
específicas a una situación. En el caso del censo aplicado a los miembros 
de Agromin por la Universidad, los censados tenían interés en enfatizar su 
indigencia para negociar mejores condiciones de venta de los lotes con el 
encuestador. Sin embargo, podemos evaluar el nivel socioeconómico de 
la población que acude a los terrenos más rústicos del mercado informal, 
interpretando el nivel de ingreso en relación con el tipo de ocupación laboral 
y el nivel de instrucción de los demandantes, pero también comparando las 
respuestas de Agromin con las obtenidas en la Comunidad María Auxilia- 
dora y con el ingreso promedio distrital (según Ledo 2004, de $us 1,3 por 
día y por persona, o sea, alrededor de Bs 1.500 por mes y por familia”). 

Tomando en cuenta estas limitaciones, y relativizando los datos de 
Agromin, tenemos, sin embargo, indicios fuertes de cuán mínimos son 
los recursos económicos que estas familias pueden movilizar para pagar 
un alquiler o comprar un lote sin sacrificar necesidades básicas como 
la alimentación de sus miembros (el 73% de las familias de Agromin 
cuenta con más de 5 miembros). 





6 Este dato sitúa a los vecinos de los asentamientos informales del Distrito 9 por debajo del 


nivel de pobreza fijado por el Banco Mundial (menos de $us 2 por día por persona). 
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Gráfico 2. Ingreso familiar (Agromin) 
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Gráfico 3. Ingreso familiar (María Auxiliadora) 
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Mientras un poco más de la mitad de los propietarios de lotes en 
María Auxiliadora ha cursado solamente la primaria, esta proporción 
asciende a dos tercios para los miembros de Agromin, lo cual confirma 
un origen más humilde en este movimiento (ver Gráficos 4 y 5). 

Por fin, tanto los datos de Agromin como los de María Auxilia- 
dora describen una población con la poca seguridad laboral y la irre- 
gularidad de los ingresos que caracterizan al sector informal: en María 
Auxiliadora, sólo un 29% goza de un contrato de trabajo formal en el 
sector privado o público; en Agromin, son un 14%. Las mujeres son 
generalmente comerciantes y los hombres, albañiles. Las encuestas, 
cuyas categorías difieren, permiten, sin embargo, una comparación (ver 
Gráficos 6 y 7). 

Sin embargo, y como está explicado con más detalle en el siguiente 
capítulo, el desistimiento de parte de los miembros de Agromin aquí 
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Gráfico 4. Grado de instrucción (María Auxiliadora) 
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Gráfico 5. Grado de instrucción (Agromin) 
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Gráfico 6. Sector de ocupación (María Auxiliadora) 
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Gráfico 7. Sector de ocupación (Agromin) 
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censados indujo a la Universidad a abrir el proceso de monetización. Los 
“Libres” que ingresaron en las listas de adjudicatarios no corresponden 
a este perfil socioeconómico: son trabajadores de la empresa privada 
afiliada a la COD, administrativos y estudiantes de la UMSS y población 
de la ciudad en general. Entonces, entre los “Libres” se encuentran más 
trabajadores formales de clase media y hasta gente de ingresos elevados 
propietarios de chalets en la zona de La Muyurina o funcionarios públi- 
cos de altos rangos (dos ejemplos reales que encontramos en nuestra 
investigación). Podemos suponer que, por lo menos, parte de estas com- 
pras responden a una necesidad de vivienda propia, mientras el resto 
corresponde a inversiones en suelo (ver más adelante: Los motivos de la 
búsqueda de suelo). 

La presencia de la clase media en los demandantes de suelo para 
vivienda en el Distrito 9 está rompiendo, en parte, con los prejuicios y la 
segregación socioterritorial entre norte y sur, redefiniendo las fronteras 
y distancias entre los barrios populares y residenciales. Es de notar que 
este fenómeno de incursión en los asentamientos precarios del sur de 
sectores cada vez menos marginales, menos pobres, menos informales, 
tiene cierta antigúedad: remonta, quizás, al fuerte crecimiento de Cocha- 
bamba desde fines de 1980 y seguramente ha ido acentuándose. 


Víctor Hugo Veneros, hijo de un minero jubilado en Cochabamba: 

El 87, nos fuimos allá [San José de la Tamborada]. Yo antes vivía 
en alquiler allá en la zona norte en la América oeste. ¡Imagínate 
esos cambios! Yo tengo unas anécdotas: en el colegio Abaroa, en 
Primero Medio, yo vivía en la zona norte y a los cumpas que vivían 
en la zona sur, nosotros los discriminábamos, porque vivían en el 
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sur. Hay este estigma. Y, mira, yo he llegado a vivir más allá del sur 
todavía (Entrevista, 17/08/06). 


El caso de María Auxiliadora indica también la presencia incipiente 
de clases medias, con un 13% de propietarios que son profesionales y 
un 7% que tiene ingresos superiores a los Bs 2.500 por mes. 

Estos ejemplos demuestran que en Cochabamba, como en el resto 
de América Latina, el proceso de urbanización informal que produce 
asentamientos precarios se expande también a las clases medias ex- 
pulsadas del mercado formal y de las buenas ubicaciones”.¿Será por la 
disminución del poder adquisitivo de esta capa de la población? ¿O será 
por los precios muy altos de la tierra formal, en términos absolutos (es 
decir, en relación con otros países del mundo y aun con los países ricos) 
y relativos (poniendo en relación precios e ingresos)? 

Si Cochabamba se asemeja a lo que pasa en el resto de América La- 
tina, podría ser que esta última hipótesis sea la buena. De hecho, Smolka 
(2002) muestra que los precios absolutos de la tierra en el mercado formal 
en las ciudades latinoamericanas ($us 32 a 172/m) son superiores a los 
precios en ciudades estadounidenses ($us 28 a 145/m?) y alemanas ($us 61 
a 124/m). La comparación es aún más llamativa con los precios relativos: 
mientras un ingreso mensual mínimo en Estados Unidos compra de 7 a 
34 m?, el ingreso mensual mínimo latinoamericano sólo compra de 0,8 a 4 
m? en las ciudades del continente: los precios relativos serían nueve veces 
mayores en América Latina que en el mundo desarrollado. 

Entonces, las clases populares y aun medias no recurren a lo in- 
formal como la mejor opción, sino porque lo formal es demasiado caro 
y de difícil acceso. 


1.2. Migración y demanda de suelo en el mercado informal 


En la percepción de todos, los asentamientos no autorizados del Dis- 
trito 9 son el resultado de los importantes flujos de migración que 
Cochabamba recibe históricamente y, sobre todo, después del cierre de 
las minas en 1985. 

¿La expansión actual de la mancha urbana en el Distrito 9 es resul- 
tado de la migración o, sobre todo, del crecimiento demográfico natural 





7 Si el barrio Las Lomas de Aranjuez y los chalets de Tiquipaya han infringido las normas 
de uso de suelo de igual manera que en el Distrito 9, no resultan en malas condiciones 
de habitabilidad debido a la preexistencia de sistemas de agua corriente (lo cual justifica 
precios del suelo más altos) o a la rápida autodotación de todos los servicios gracias a las 
condiciones geográficas de los terrenos y a la capacidad económica de sus dueños. 
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de la población cochabambina? En la primera etapa de la existencia de 
Agromin (2003), mineros del lejano departamento de Potosí fueron dis- 
puestos a migrar, temporalmente o no, hasta Cochabamba para acceder 
a un lote. En este entonces, el movimiento se componía predominan- 
temente por agrarios y mineros, no llegaba a 2.000 miembros y su red 
territorial alcanzaba Potosí, Oruro y La Paz, pero ya se concentraba 
en gran parte en la ciudad de Cochabamba. Los barrios colindantes al 
terreno de la Universidad albergaban los descendientes de las familias 
viviendo en el lugar (familias agrarias y familias de ex mineros del barrio 
Molle Molle, particularmente) y, de otro lado, se habían convertido en 
barrios receptores de los recientes inmigrantes mineros que alquilaban o 
tomaban en anticrético cuartos de sus parientes ex mineros ya instalados 
en el Distrito 9. 

A partir de 2004, los dirigentes de Agromin reactivaron el recluta- 
miento de afiliados en las minas, en las provincias y también en la ciudad 
de Cochabamba, hasta llegar a 6.000 miembros. Gracias al censo de 
Agromin de 2004, podemos contemplar el amplio alcance nacional del 
mercado informal. Sin embargo, el Gráfico 11 nos muestra que entre 
75% y 88% de los grupos agrarios y mineros* residían en Cochabamba, 
mientras sólo de 12% a 25% provenían de otros municipios del depat- 
tamento y de otros departamentos (ver Mapa 3 y Gráfico 8). 

Como se observa en el siguiente gráfico, muchos de los miembros 
de los grupos mineros tienen un tiempo de residencia en Cochabam- 
ba superior a un año: primero, porque muchos son familias urbanas 
registradas por la Universidad como mineros; segundo, porque otra 
buena proporción son ex mineros y descendientes de mineros que ya 
se instalaron en Cochabamba hace tiempo, pero sin haber podido ac- 
ceder a una casa propia todavía; y tercero porque algunos protagonizan 
una migración pendular entre la mina (donde van a trabajar cuando las 
condiciones son favorables) y Cochabamba en una estrategia de diversi- 
ficación espacial que es sobre todo una diversificación económica para 
enfrentar las variaciones de la coyuntura (ver Gráfico 9). 

Parecería que el acceso a la tierra y la migración son estrategias 
articuladas entre sí de sobrevivencia por medio de una diversificación de 
los anclajes espaciales y de las fuentes de ingresos: uno busca un lote en 
la ciudad para poder migrar (por ejemplo, para hacer estudiar a sus hijos, 





$ El Censo realizado por la Universidad presenta fallas. En particular, en la primera etapa 


del Censo, se registró a todos los candidatos de Agromin, incluso los urbanos de Cocha- 
bamba, como mineros o agrarios. Al darse cuenta luego del error, la Universidad empezó 
a categorizar diferentemente a los nuevos encuestados a medida que se inscribían para la 
adjudicación de lotes y recién los diferenciaron entre agrarios, mineros y urbanos. 
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lo cual corresponde a una estrategia de diversificación económica con 
el acceso a nuevas oportunidades laborales) y, a la vez, uno migra para 
añadir un bien económico al patrimonio familiar que podrá servir para 
estrategias económicas futuras (la venta en caso de necesidad urgente 
de un capital o la inserción laboral en la ciudad). Sin embargo, el caso 
de Agromin nos sugiere que el crecimiento actual del Distrito 9 se nutre 
sobre todo del crecimiento natural de la ciudad. 


Mapa 3. Alcance territorial de Agromin en 2004 
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Fuente: Elaborado por Fidel Rocha, 2007. 


LA DEMANDA DE TIERRA URBANA A BAJO COSTO 31 


Gráfico 8. Residencia actual de los miembros de Agromin en 2004 
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1= Barrios colindantes; 2 = Centro ciudad; 3 = Otros distritos; 
4 = Otros municipios de Cochabamba; 5 = Otras ciudades o departamentos de Bolivia. 


Gráfico 9. Tiempo de residencia en Cochabamba (Agromin) 
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2. Los motivos de la búsqueda de terreno 


El acceso a una casa propia es inseparable de lo que apunta a reproducir 
y perpetuar: la unidad doméstica, el hogar que, se espera, podrá ofre- 
cer seguridad y amor a sus miembros y, sobre todo, a los hijos. Como 
apuesta colectiva sobre el porvenir de la familia nuclear, su cohesión y 
su capacidad a resistir a la desagregación, la casa encierra una gran carga 
afectiva que explica las lágrimas que acompañaron los relatos de varios 
entrevistados. Por ello, es importante situar el acceso al lote en el ciclo 
de vida familiar: ¿este acceso es oportuno porque interviene cuando los 
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hijos son todavía jóvenes o, más bien, es una estrategia de los padres 
para constituir un patrimonio a ser legado a sus hijos, o corresponde a 
una inversión desvinculada del ciclo de vida del hogar? 

Los proyectos de las familias en cuanto al lote que quieren comprar 
varían. La mayoría afirma que su búsqueda, a veces desesperada a tal punto 
de arriesgar su vida, responde a su anhelo de una casa propia, en el contexto 
de alternativas (la cohabitación con los suegros, el alquiler, el cuidado de casa, 
el anticrético) poco satisfactorias. Á menudo, las parejas jóvenes empiezan su 
vida conyugal en la casa de los suegros donde pueden estar viviendo también 
las familias de los demás hermanos, y esta cohabitación puede durar vatios 
años, corresponder a temporadas cortas cuando la pareja pasa por dificulta- 
des económicas o volverse permanente hasta heredar parte de la casa o del 
lote. Los que no pueden o no quieren cohabitar con los suegros generalmente 
buscan un cuarto, o dos, para alquilar, vivir en anticrético o cuidar. 

En general, estas alternativas no ofrecen condiciones muy satisfacto- 
rias para las familias por una diversidad de razones desde el hacinamiento, 
la incomodidad, los conflictos dentro de la familia, con los co-inquilinos 
o con los dueños, el peso del alquiler en el estrecho presupuesto familiar, 
etc. Resalta la precariedad de este tipo de tenencia: la falta de garantía para 
poder invertir en la casa de los padres y construir cuartos propios; la falta 
de protección contra la arbitrariedad de los dueños que pueden expulsar a 
los inquilinos de un día para otro; la necesidad de cambiarse de vivienda 
a menudo en caso del alquiler, del anticrético y del cuidado de casa. 

Los que pueden acceder a algún tipo de crédito buscan un anticréti- 
co, lo cual les permite ahorrar el monto del alquiler y reunir un pequeño 
capital que podrán invertir para acceder a una casa propia. 

A continuación, vatios testimonios ilustran estas alternativas habi- 
tacionales y lo que representa la vivienda propia para una familia: 


Tomasina es integrante de Agromin desde 2002; es comerciante ocasional y su esposo 
es ayudante en costura. Se la entrevista en la proximidad de su lote a pocos días de 
la entrega por la Universidad de los terrenos de Jark'a Pampa a las 600 familias 
de Agromin que habían ocupado 1 Martillo durante dos meses (ver Capítulo dos). 
Esta lucha significó bastantes sacrificios para ella, su esposo y sus cuatro hijos. Pero, 
esta vez, parece que ya se está terminando y que nadie (ni la Universidad por medio 
de un desalojo mi los “comunarios” del bando adverso) les quitará su lote. 

Uno al otro, nos consolamos diciendo “¡Ya va a ser! No importa, 
aunque estemos perdiendo el tiempo, vale la pena, por lo menos para 
darles un techo a nuestros hijos”. 

Mi mamá me dice así: “¿Acaso te estoy botando de la casar” Pero, mis 
hijos se sienten incómodos con sus tíos. Por ejemplo, sus primos a 
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veces en el baño están y mis hijos quieren ocupar también. Mis hijos 
quieren tener perrito o gatito, y allá no puedo tener. Incómoda me 
siento, yo tengo mis cositas y mis hijos quieren sus propios cuartos 
[los padres y los cuatro hijos duermen en un solo cuatto y tienen otro 
cuarto pequeñito de cocina]. Tampoco puedo hacer hacer cuarto en 
su casa de mi mamá, por ahí, tal vez mis hermanos me dicen “¡salte!”, 
no me van a querer devolver. Pero seguimos con el deseo de tener un 
terreno, por lo menos en cuatto vivir, pero es tuyo y nadie te puede 
botar, nadie te molesta. 

Aveces en mi casa reniegan: “¡Cómo al chico le van a mandar!” [Su 
hijo mayor de 16 años ha dormido dos meses en El Martillo]. Porque 
yo estoy mal y mi esposo igual, es que aquí [en Curva Calama, otra 
parte del terreno de la UMSS que fue ocupado por Agromin], cuando 
hemos dormido una noche ha llovido hatto y le ha dado infección 
renal, parece. A mi hijo también le estamos sacrificando, todavía no 
está en edad, pero no nos queda de otra, y él desea también tener su 
casa y él dice: “No, yo voy a ir!” 

En El Martillo los dirigentes nos habían dado un hueco, queríamos 
hacernos cambiar a otro lugar, pero mis hijos han dicho: “No importa 
donde sea, si ese hueco te han mostrado, eso es nuestra suerte. ¡Va a 


> 


ser nuestra casa y nadie nos va a quitar, nadie nos va a decir nada 


(Entrevista, 24/09/06). 


Carmen, vecina de la Comunidad María Auxiliadora. Su mamá crió sola a 
Carmen _y a su hermana, gracias a su trabajo de empleada doméstica. Carmen 
se casó muy joven con un electricista de automóviles y ella logró sacar su título de 
técnica en contabilidad. 

Cuando nos casamos, agarramos un taller. Era una vivienda antigua 
de adobe y caña hueca, llena de vinchucas, en la zona norte, en el 
barrio Temporal. El alquiler era $us 250, y entonces todo era para 
pagar. Hemos pasado muchas crisis, porque a veces no teníamos para 
comer. Entonces, yo iba al mercado con un peso. De ahí nos fuimos 
donde mi mamá de nuevo, durante un año y medio. 

Esa vez, mi suegra estaba agarrando dos cuartos en anticrético con 
$us 2.000. Yo saqué un crédito con la cooperativa de $us 1.000 y, 
con éstos, mi esposo le pidió que nos prestara un cuarto. He debido 
estar un año ahí. Luego me he ido a otro, y a otro, y a otro, cuando 
se cumplía el plazo. Y cada vez sacaba otro crédito para agarrar un 
anticrético más grande. 

No quisimos más ir en alquiler, porque esas veces, por ejemplo, 
yo trabajaba y ganaba unos Bs 300., algo así, entonces, tampoco 
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nos abastecía para cubrir. Yo tengo el criterio que un alquiler es un 
dinero perdido, no lo puedes recuperar y los meses pasan volando, 
entonces, Obligado tienes que ir reuniendo para el alquiler (Entrevista, 
13/08/06). 


Ana Soliz, actual presidenta de la Comunidad María Auxiliadora, tiene un 
taller de costura y su esposo ambula para vender las mochillas que costura. Fueron 
decayendo económicamente porque tres veces se hicieron robar y perdieron así gran 
parte de su capital de trabajo. 

Toda mi vida he vivido en Villa México, en la avenida. Estas veces, 
tenía tres cuartos, más una cocinita, pagaba $us 50 de alquiler. Des- 
pués, cuando ya no podíamos pagar, nos trasladamos a dos cuartos 
grandes, después a dos cuartos pequeños, así fuimos rebajando, 
rebajando. En lo último, me trasladé a un cuarto pequeño [donde 
dormían la pareja y los cuatro hijos], y un cuarto sumamente reducido 
[cocina y cuatto de los costutetos]. 

En una oportunidad, hasta me han botado de los cuartos que alqui- 
laba, al enterarse que mi esposo era peruano. Este día, ni siquiera 
yo estaba. La señora había botado mis cosas, a mis hijos los había 
echado llave y la luz les había cortado. ¡Mis hijos llorando estaban, 
sin comida, sin agua! Imagínate, ¡mi bebé de cuatro días encertado, 
llorando por su leche! 

La señora me esperaba en la esquina y me dijo: “Quiero que desocu- 
pes mi casa ahorita!”. “¡Pero, señora, yo le he pagado adelantado!”. 
“¡Peruano había sido tu marido! ¡Vinchucas, rateros son!” Me ha 
dado coraje, he llorado. “No voy a it, yo tengo mis derechos como 
inquilina”. “Anda, quéjate donde quieras! Mi hijo es policía. Tu ma- 
rido es peruano, ahorita voy a llamar a la INTERPOL”. Como no 
tenía papeles mi esposo, le dije: “Yo me voy a ir de tu casa, pero no 
ahora. Dame dos o tres días”. 

Esa noche me he desquitado con mi martido: “¡Por tu culpa! Así 
toda la vida no vamos a tener nada. ¡Tanto tiempo teníamos dinero, 
Miguel, para comprarnos lote!”. Cuando yo le decía a mi esposo: 
“Allá hay una casita, cómprate, está a $us 7.000”, me decía: “No, 
vamos a comprarnos en el centro, un departamento, aunque en el 
último piso”. Siempre esperaba yo que él compre, como él era el 
que hacía todo. 

Al día siguiente, hemos ido a buscar cuarto todo el día, hasta lo 
más suburbio de Villa México, donde hay puros borrachos y ma- 
leantes. Me preguntaban: “¿Cuántos hijos tienes?” ¡Ucha! no hay 
cómo esconder los hijos y yo ya tenía cuatro. “No señora, aquí 
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yo tengo wawas, se pelean las wawas”. En la nochecita no más 
hemos encontrado. 

Esa es la historia más terrible de mi vida. No tenía todavía mi lote 
[en María Auxiliadora] y fíjate que, después de eso, me avisan que 
hay para comprarse lote, entonces a mí me ha caído como anillo 
al dedo. 

Después de ahí, vinieron problemas cuando construía mi casa: mi 
marido se hace robar la plata, nos peleamos grave, y me deja con 
mis hijos. Ya no podía yo pagar el alquiler y me vengo pot aquí [un 
barrio vecino a María Auxiliadora] a cuidar casa. Yo sé lo que es 
pasar en casa ajena. No eres libre, porque tienes que estar pendiente 
de que el patio esté bien limpiecito, que no estén jugando los be- 
bés, que no se esté tocando las plantitas, que los animales hay que 
botarlos más allá. Y si la dueña llega, te va a decir que está sucio. 
Es estar prisionera del dueño, estar a su merced. Todo tienes que 
aguantar. Pero si es tu casa, aunque se cague la wawa en la puerta, 
nadie te va a decir nada. 

De ahí, felizmente, aquí me he venido, a mi casa, llorando ese día, 
esta vez no de tristeza o de cólera, sino de alegría. Porque ya volvi- 
mos juntos, con mi esposo tecapacitado, yo también. Yo tenía cinco 
niños ya, como que te das cuenta que no puedes vivir sin él, porque 
el hombre te apoya económicamente. Pero tampoco él puede estar 
solo, porque los adora a sus hijos. Trabajamos los dos, techamos la 
casa y nos trasladamos. 

Ya era tiempo que dejemos de cuidar casa ajena y que cuidemos 
nuestra casita. Al inicio todavía de vivir aquí, estaba pendiente de 
mis hijos, no asimilaba que tenía mi casa. ¡Ahora me estará valiendo! 
Antes, el Miguel decía “Su lote de mi esposa”. Ahora, cuando se 
encuentra con sus amigos, dice: “Yo vivo en María Auxiliadora. ¡Ahí 
es mi casa!” (Entrevista, 01/08/06). 


Al observar los datos del censo aplicado por la Comisión Técni- 
ca de la Universidad a Agromin, se nota que la búsqueda de un lote 
interviene en el ciclo de vida de los hogares en la etapa en la que los 
hijos son pequeños o hasta el principio de su adolescencia (72%): 
se trata de fundar o consolidar un hogar independiente. Sin embar- 
go, un cuarto de los censados es mayor de edad (más de 46 años) y 
tiene hijos de más de 20 años: la búsqueda apunta a constituir una 
herencia para los hijos mientras la pareja de padres ya cuenta con su 
vivienda propia. 
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Gráfico 10. Edad de los hijos (Agromin) 
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Gráfico 11. Edad del representante de la familia (Agromin) 
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Los siguientes gráficos establecen que este comportamiento se da 
más en los agrarios”. 


Gráfico 12. Edad de los hijos por categoría 
(agrarios, mineros, urbanos en Agromin) 
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Reiteramos que el Censo realizado por la Universidad presenta fallas y que, pot ello, se 


reduce la posibilidad de interpretación del vínculo entre cierto comportamiento y una 
categoría social, 
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Gráficos 13. Edad del representante de familia por categoría 
(agrarios, mineros, urbanos en Agromin) 
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En el gráfico siguiente, observamos un 21% de integrantes de 
Agromin que ya cuentan con una vivienda propia (esto se da más 
en los agrarios). Eso confirma que las parejas mayores que tienen 
hijos de más de 20 años ya cuentan con una casa propia y asumen la 
búsqueda a nombre de ellos. Notamos que el anticrético y la vivienda 
cedida (la cohabitación con los padres o los hermanos y el cuidado 
de casa) representan una proporción muy limitada de las opciones 
habitacionales; la gran alternativa abierta a las familias sin vivienda 
propia es el alquiler. 


Gráfico 14. Tenencia de la vivienda 
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Gráfico 15. Tenencia de la vivienda por categoría 
(agrarios, mineros, urbanos en Agromin) 
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Observando las proporciones de tenencia por rangos de edades, de 
los 61 años adelante, el nivel de propiedad desciende porque los padres 


han otorgado en herencia a los hijos o nietos la vivienda y lo que queda 
de terreno con todos sus enseres. 


Gráfico 16. Tenencia de vivienda por edades 
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De hecho, un 20% de los integrantes de Agromin destina el lote 
a un hijo (y ninguno a una hija, que seguramente tendrá que depender 
de su esposo para acceder a una casa propia). 

Entonces, la compra de un lote para construir una casa no es sólo 
un proyecto de reproducción biológica, sino también de reproducción 
social: se trata de una reserva de valor (un ahorro no líquido) y de una 
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inversión de las cuales se espera que conserven o aumenten de valor, en el 
contexto de una economía con tradición inflacionaria. Por eso, el lote, con 
o sin casa, es un elemento central del patrimonio familiar (como familia 
nuclear y extendida), que puede servir en caso de necesidad urgente de 
dinero (como un problema de salud importante o el pago de una deuda) 
y que constituye la mejor herencia a transferir a sus hijos. Las diferentes 
funciones que el suelo cumple para las clases populares de Cochabamba 
explican el comportamiento observable en algunos entrevistados de acu- 
mular hasta cinco lotes, entre estrategias de sobrevivencia y seguridad para 
sí y sus hijos y estrategias especulativas de inversión o de generación de 
ingresos. Las entrevistas que vienen demuestran esta lógica que hace de 
la tierra un activo multifuncional (residencia, patrimonio, inversión), espe- 
cialmente en las familias de tradición campesina que han ido repartiendo 
sus terrenos agrícolas entre varios hijos y nietos, hasta que este recurso 
se agote. Paralelamente, estos hijos y nietos se han salido de la actividad 
agropecuaria y el suelo ha adquirido para ellos un valor urbano. 


Gráfico 17. Destino del lote por sector 
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Juan Laime (dirigente agrario de Agromin, heredero de un ex colono del ex 
Fundo La Tamborada). Posee tierras (recibió media hectárea de herencia y 
se compró 3 Has) en pequeña cantidad, si se las considera para la producción 
agropecuaria, pero en cantidad bastante importante si es para el uso residencial. 
Ya es jubilado, sin embargo participa de la lucha: “Yo, por ejemplo, para 
mis hijos necesito. Mis terrenitos, ya tengo casi una media hectárea 
nomás”. Para justificarse, explica que sus terrenos ya no son suficientes y 
declara tener una superficie menor a la que decía al principio de la entrevista 
(Entrevista, 15/06/04). 
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Hugo Escalera (dirigente agrario de Agromin, heredero de un ex colono) señala 
lo mismo: “Necesitamos para nuestros hijos”, y aclara: “Mis hijos 
estudian en la Universidad, están en odontología, agronomía... 
Porque nuestros papás a varios herederos reparten, 2.000 1”, 1.500 
metritos: ¡no alcanza ya! Entonces, nuestros hijos ya están en la calle” 
(Entrevista, 19/05/04). 


Con la misma lógica, Lucio Velasco (dirigente agrario de Agromin, heredero 
de un ex colono) cuenta el razonamiento que se hizo en su grupo: “Hemos 
pensado 500 m?. Muy poco sería 300, ¿no? Porque se requiere te- 
trenito, lote para una familia, ¿no? Un lotecito grande como 500 m? 
entonces tal vez se puede convertir hasta en 2 Ó 3 para sus hijos. Esa 
es la idea que tenemos porque menos a eso sería muy, muy chico” 


(Entrevista, 24/05/04). 


El mismo razonamiento opera en las familias urbanas (sin herencia 
de terrenos agrícolas en el Distrito 9). Cuando el lote es adquirido para 
su transferencia como herencia a los hijos, puede ser que constituya un 
bien de consumo inmediato o diferido en el tiempo (destinado al uso 
residencial para los hijos con familia o todavía jóvenes). Pero puede ser 
una estrategia de inversión que moviliza al grupo familiar para acumular 
tierra, más o menos discretamente, en vista de su futura venta una vez 
incrementado su valor. Es difícil distinguir el uno del otro, quizás porque 
estas alternativas quedan indefinidas en las intenciones de los actores o 
porque ellos disimulan sus verdaderos propósitos. 


Eva ha comprado un lote en María Auxiliadora desde el 2001 (hace 5 años) y 
la Comunidad le exige que construya y venga a vivir. Ella pide que se le otorgue 
más plazo. Cuida una casa en otra zona, está separada y hace estudiar a sus 
cuatro hijos. Según ella, no puede venir a vivir en María Auxiliadora porque 
sus hijos estudian muy lejos (Cruce Taquiña). Sin embargo, la presidenta de 
la Comunidad le contesta que tiene otro lote en Olmedo, el barrio vecino: “Me 
has dicho que un lote era para un hijo y el segundo lote para tu 
otro hijo, pero son chiquitos todavía.” Interviene el hermano de Eva: 
“El lote de Olmedo es mío. Ella se prestó de mí y me pagó con el 
lote” (Observación participante de una Asamblea General en María 
Auxiliadora, 04/04/06). 


El 5 de septiembre de 2006, en Jark'a Pampa, me encuentro con Héctor, que 
habíamos conocido en Urkupiña, cuando él, su esposa y su prima pidieron a la 
Virgen que les ayudara a conseguir un lote. Aquella vez, no entendimos si el lote 
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era para la pareja o para su hija. Hoy, Héctor me explica que este pedazo de 
tierra en el cual estamos hablando es el lote de su hija, Janeth, y que allá al frente 
(Piedras Negras) su esposa, no él, tiene otro lote ya con una casita por techar. 
Sin embargo, no piensan mudarse a vivir allí todavía porque van a esperar que 
haya servicios básicos, en particular, la luz. Añade que, antes, la Universidad le 
había dado a su hija un lote en Palta Orko, un terreno en pendiente. Era menos 
caro, pero el suelo era de piedra Laja y no ha querido porque este tipo de suelo 
no da para un jardín con plantas. Se hizo devolver su dinero. 

Al vernos de lejos conversar, Víctor Zubelza, jefe de la Comisión Técnica de la 
Universidad, comenta al otro investigador: “Ése es el tipo más conflictivo 
de todos los adjudicatarios de La Tamborada: con su familia, tienen 
cinco lotes y cada vez se hacen devolver y se hacen cambiar de lugar” 
(Conversaciones informales, 24/09/06). 


El argumento de Héctor, la falta de servicios básicos, parece ser, en 
su caso, una manera de disimular las finalidades de sus múltiples com- 
pras (el proceso de monetización del ex Fundo de La Tamborada a los 
miembros de Agromin no permitía la compra de más de un terreno por 
persona); sin embargo, se trata de un obstáculo real para las familias. De 
hecho, parte de los comportamientos de retención de suelo sin uso en 
los fraccionamientos incipientes es atribuible no a la especulación, sino 
a la dificultad de vivir en una zona que todavía no reúna condiciones 
mínimas de habitabilidad. Sin transporte, sin luz (se palia imperfecta- 
mente la carencia de redes de agua más fácilmente, por medio de los 
carros cisternas que venden agua por turril), las familias pueden juzgar 
que el costo en energía e incomodidad de habitar su casa propia supera 
el costo en dinero e incomodidad de vivir en alquiler y otras formas de 
tenencia en zonas mejores equipadas y ubicadas. 

Sin embargo, esta carencia no es suficiente para explicar que la 
adjudicación de unos 2.500 lotes por la Universidad en el ex Fundo La 
Tamborada haya conformado una “villa fantasma”*: según los mismos 
dirigentes de Agromin!'!: mientras el 90% de los lotes en noviembre 
de 2006 estaba construido (con un cuarto mínimo) para consolidar la 
posesión frente a la presión de los comunarios, sólo 90 casas estaban 
habitadas. Del lado de los comunarios, el cuadro es muy similar. Las fa- 
milias de ambos bandos fueron capaces de arriesgar su vida y sacrificarse 





10 Título de un artículo de Los Tiempos, “Pampa San Miguel, villa fantasma de casas nuevas” 
(07/11/06). 

! Declaración de Miguel Pérez, uno de los principales dirigentes de Agromin, asociación que 
reúne gran parte de los adjudicatarios. Realizó con sus co-dirigentes un conteo aproximado 
en noviembre de 2006. 
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para obtener estos lotes, pero los datos demuestran la fuerte incidencia 
de la retención de suelo sin uso. 

El ejemplo del barrio Primero de Mayo, fundado en 1980, uno 
de los más antiguos asentamientos del Distrito 9, revela que existe un 
porcentaje irreductible (entre 7 y 25%) de la demanda que, sin duda, no 
tiene fines habitacionales. 


Cuadro 2. Lotes baldíos según zonas 



































Zonas de Primero de Mayo | Proporción de lotes baldíos 
1 22% 
2 15% 
3 7% 
4 20% 
5 25% 
6 20% 
Fuente: Taller de devolución de resultados de la Investigación 


“Asentamientos Irregulares del Distrito 9”, del Instituto de Investigación 
Jurídica y Política de la UMSS, 11/11/06. 


3. Lidiar con la inseguridad jurídica en el mercado informal de tierra 


Cualquiera sea el motivo, el secreto de la búsqueda de un lote en el mer- 
cado informal es el acceso a la información, tanto para ubicar terrenos, 
como para escoger y evaluarlos y, por fin, para lidiar con la inseguridad 
jurídica de tal mercado y tratar de evitar malas sorpresas. 

El relato de Carmen, de la Comunidad María Auxiliadora, deja 
vislumbrar con qué cautela se acercó a este mercado y cómo buscó 
indicios de seguridad en los “garantes” de los promotores de terrenos 
(un vecino conocido la lleva al primer loteador; la Iglesia garantiza a la 
segunda ofertante), en las características personales de estos promo- 
tores (su discurso y apariencia), en la transparencia en el acceso a la 
información (en particular, el conocer al dueño original, poder ver los 
papeles, conocer el nombre y domicilio del loteador) y en sus propias 
percepciones y razonamientos legales. De hecho, su experiencia le ha 
demostrado que es mejor prevenir que curar: el sistema judicial no 
protege adecuadamente a los estafados ni castiga al loteador que sigue 
libre de reincidir: 


Estaba siempre buscando lotecito. Los mismos vecinos avetiguaton y 
dijeron: “Están dando lotes pot el kilómetro 7 a Sacaba”. Fui, averigié 
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y era a $us 1.800 [pata lotes de 300 m?*]. Era posible para nosotros 
accedet, como ya teníamos un capital para el anticrético. Y luego otra 
gran facilidad que se tenía es que se podía pagar poco a poco. Fuimos 
y era un muy bonito lugar, rutal, pero no tenía nada de servicios. 

El loteador venía con un abogado. Fui y averigúé al abogado: “Estos 
lotes que están repartiendo ¿ya están saneados? Yo quiero ver la 
minuta”. Y me respondió: “No, no están saneados, estas áreas son 
de cultivo. Pero, como ya van a empezar a vivir y a construit, vamos 
a empezar a hacer los trámites correspondientes, se va a urbanizar. 
Pero eso va a tardar”. Y como qué, ya han pasado seis años y sigue 
lo mismo, no han regularizado. 

Eso fue lo que me hizo retroceder: que estas tierras no estaban sanea- 
das y que eran propiedades de siembra. Yo tengo conocimiento de que 
estas zonas tienen problemas siempre con el INRA, porque pertenecen 
prácticamente al INRA y tienen que ser pata siembra, no puede ser 
destinado a otra cosa. Y era bien planito, entonces yo dije: no. 

Más lo que no me gustó del caballero este, no sé pot qué, pero 
desconfié de ese hombre, el loteador. Yo me salgo, no voy a agatrar 
ahí. No sabía ni su nombre. Él venía y te hablaba bonito. Hizo hacer 
un pozo y la gente tenía que depositar en una cuenta para financiar 
un sistema de agua. Tenía la carta-poder del dueño, él cobraba de 
los lotes y supuestamente tenía que depositar en una cuenta para 
el dueño. Pasó el año y medio más o menos y ¡Bum! Que no había 
nada en las cuentas ni del agua ni de los lotes, que apareció el dueño 
a exigir que paguen, y recién le conocieron al dueño. Ahora están 
en juicio con el loteador. Cosa que, yo digo, la gente es tan confiada 
en los loteadores. 

Pero sigue loteando. Porque es así nuestras leyes. Aquí en Bolivia, 
puedes estafar y sigues gozando de libertad y puedes seguir come- 
tiendo otros delitos. Á veces ganan las personas, va él y apela, a veces 
él gana porque mete coima. Se está perdiendo dinero y tiempo, y 
mientras tanto tu dinero murió. 

Me enteté yo después que él empezó a lotear en Pucara ya también. 
Este sector no se puede lotear: es zona agrícola. He dicho: “Tenía 
que ser nomás: zonas que no se puede, él lotea”. Y la gente: “Ay, qué 
bonito, planito!”. Ya la gente se queda ahí enamorada. 

Resulta que pasó un tiempito, y me enteré por mi mamá de la Comu- 
nidad Matía Auxiliadora. Me dice: “Están dando así, hija, los lotes. Se 
puede pagar poco a poco. Es de la Iglesia, es una cosa más seria”. Ese 
fue su criterio de mi mamá y de mí también. Mi mamá me decía: “Es 
una lomita”. Llego, miro el lugar: “Mami, ¡esto es una montaña!”. 
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Y ahí ya conversamos con doña Rosmaty, asistimos a las reunio- 
nes generales todos los domingos. Doña Rosmaty siempre nos 
ha tratado con ese ideal, de que las mujeres y los niños tienen 
que tener un lugar. Eso me creó cierta confianza, y dije: “Yo me 
quedo aquí”. 

Cuando pregunté de la parte legal, ella dijo que lo estábamos com- 
prando del propio dueño y nos presentó al dueño, vino, nos habló. 
Hacíamos reuniones en la casa de doña Rosmaty. También nos mos- 
tró las minutas de compra. O sea, no había donde perderse, no hay 
un loteador. Entonces, eso me llenó a mí, lo que era abierto. Porque 
lo que es de la cuenta corriente, la verdad que si no pides un extracto, 
tú no sabes el movimiento. 

Pero en la parte legal, [los funcionarios municipales] dijeron que eran 
terrenos de siembra, pero yo dije: “A ver, Carmen, aquí ¿qué van a 
sembrar en este monte? Piensa un poquito, ¿por qué no empujar a 
que esto sean viviendas? ¡Sí, se puede 
Esos factores y esa gran diferencia en el precio del lote, allá era $us 
1.800, podías pagar poco a poco y aquí eran $us 600 ó 900, pero 
también podías pagar poco a poco. Y sobre todo la confianza (En- 
trevista 13/08/06). 


> 


El sentido común de la población que recurre al mercado informal 
no ignora por completo la ley, pero ésta sirve de punto de referencia, 
entre otros, en el marco de un orden normativo informal semiautónomo 
y paralelo a la ley estatal. Es decir que las concepciones cognitivas (cómo 
son las cosas y por qué son así) y normativas (cómo las cosas deben ser, 
tienen que ser o podrían ser) de los ofertantes y de los demandantes 
de tierra informal se construyen en parte sobre la ley, según interpreta- 
ciones que mezclan expectativas y críticas a la ley. La “cultura legal” de 
Carmen se ampara de lo legítimo y hace apuestas sobre lo legalizable y 
lo ilegalizable. Mientras que para la mayoría de los compradores infor- 
males un lote plano y verdoso corresponde a su máxima expectativa, 
Carmen lo asocia a la prohibición legal de urbanizar las tierras agrícolas. 
Aunque esta prohibición legal comprende también a las zonas de uso 
pastoral, las serranías, Carmen refuta su relevancia y legitimidad para la 
“lomita” sin vacas de María Auxiliadora. 

Como es de prever, las percepciones de lo legítimo y de lo 
legalizable divergen entre demandantes y ofertantes: la relación de 
poder entre ofertante y demandante inherente a todo mercado se 
expresa sobre todo en el capital de información y la manipulación 
de ella por el ofertante para maximizar sus beneficios; pero, en este 
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mercado informal, las márgenes de maniobra del ofertante son todavía 
mayores. En estas condiciones, el demandante busca sustituir la falta 
de garantías institucionalizadas sobre la mercancía, pues se trata de 
un mercado informal no regulado por la ley y las instancias públicas, 
por los indicios de seguridad que puede encontrar en las características 
personales del ofertante. 

En la siguiente entrevista, Tomasina (integrante de Agromin) 
manifiesta un gran temor a la estafa, por la mala experiencia de sus 
padres y porque, según ella, los pobres quedan más desprotegidos y 
vulnerables a este tipo de engaño. La seguridad que otorga la compra 
al propietario legal, una institución pública que no debería caer en este 
tipo de comportamiento, es irremplazable en comparación con otros 
lotes a un precio similar, pero más inseguros. Esta seguridad compensa 
también el precio indirecto que ha tenido que pagar: los años de es- 
peranza incierta y desmoralizadora, así como las diversas ocupaciones 
con sus consecuencias sobre la salud y la disminución de los ingresos 
familiares. Es decir que la valoración de un terreno por los demandantes 
comprende, además de sus características físicas (plano, servido, etc.) y 
de ubicación (cerca del centro, en una zona discriminada como el sur 
o “decente” como el norte), el grado de seguridad de la tenencia que 
otorgará al comprador. 


¿Y ahora, el precio al que está vendiendo la Universidad les ha 
parecido más alto de lo que pensaron? 

Sí. Pero, si se va a hacer realidad que nos van a dar con papeles, vale la 
pena. En otros lados, compramos a un dueño y aparece otro dueño, 
es todo arriesgar. Yo me siento segura, aunque tal vez tarde, pero 
siento que va a ser seguro aquí, sí nos dan. 

Mi mamá me lo ha averiguado aquí atrás, barrio 10 de Febrero, barrio 
San Jorge, hay precios también, como $us 4, $us 3, $us 2, pero no 
sabemos: de repente, digamos, ellos nos van a cobrar, vamos a hacet 
un cuarto y mañana pasado aparece otro dueño y nos botan. Ese es 
el miedo, mi temor, al menos de mí es. Más que todo a los pobres, 
siempre todo nos pasa, porque pata el rico hay todo. 

A mis padres, llegando del campo a Cochabamba les han estafado 
lotes igual. Era en el barrio Siglo XX. Cuando mis padres han ido 
a hacer descargar su material, los verdaderos dueños han aparecido 
y el que les ha vendido ha desaparecido. Ese es mi miedo. Por eso 
siento que aquí va a ser seguro. Seguimos cuatro años y no quiero 
perder las esperanzas de que me den un lotecito, aunque hay ratos 
ya me desmotalizo (Entrevista, 24/09/06). 
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Tomasina es bastante indulgente con la Universidad, quizás 
porque fue entrevistada en un momento en que la Universidad había 
entregado sus lotes a los últimos adjudicatarios y ella sólo había pagado 
10% del precio del lote. Sin embargo, no todos los adjudicatarios son 
tan tolerantes. 

Alejandra, integrante de Agromin y nieta de una agraria, ha partici- 
pado en el conflicto por más de nueve años. Ingeniera de profesión, fue 
entrevistada durante la ocupación de un predio universitario (El Martillo, 
mayo a septiembre de 2006) en un momento de mucha incertidumbre, 
dado que la Universidad no estaba de acuerdo para que los miembros 
de Agromin ocuparan y construyeran en El Martillo, pero tampoco 
les daba otra alternativa. Ella, quien ya había pagado el 90% del precio 
del lote a la Universidad, expresaba su exasperación basándose en la 
norma formal: la compra a la Universidad debería asegurarle el derecho 
de propiedad sin que ella y los demás adjudicatarios tuvieran que pagar 
este precio indirecto: 


Todo es error de la Universidad. Ya la Universidad hubiera debido 
haber puesto un freno a todos los loteadores, comunatios y demás, 
y haber vendido en la medida y la posibilidad en que sí se podía 
entregar físicamente a las personas que legalmente hemos hecho la 
compra. Legalmente, no tuviéramos que pelear con nadie ni por qué 
venir a dormir, porque nadie nos ha regalado el dinero: hemos hecho 
una compra totalmente clara y legal (Entrevista, 09/08/06). 


4, El precio de un lote informal y la movilización de los recursos 
para compratlo 


4.1, El precio directo e indirecto de un lote informal 


Como ya se ha podido notar en las diferentes entrevistas, el precio mo- 
netario del lote varía en función a su topografía (serranía árida o planicie 
verdosa), su ubicación (zona norte, central o sut, distancia al centro), su 
dotación en servicios (transporte, luz, agua), su grado de seguridad de 
la tenencia (compra al propietario legal, probabilidad de legalización, 
etc.). A lo largo de la investigación, hemos encontrado cuatro tipos de 
precios, sin metodología válida para establecer promedios o explicar 
precisamente la formación de los precios. 

Los más caros, entre $us 20 y 60, corresponden a zonas mejor 
ubicadas, de consolidación más antigua, entonces de mayor seguridad 
jurídica (tienen más probabilidad de ser regularizados por la alcaldía 
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y la compra no está sometida al riesgo de estafa), y que tienen más 
servicios, aunque pueden no contar con el servicio de agua corriente. 
Es el caso del barrio San José de La Tamborada que está en la entrada 
del Distrito 9 y cuenta con un comité de agua potable. Pero también se 
observa este precio en Villa Israel, barrio de los más alejados del centro, 
sin agua, con 20 años de existencia y con la única ventaja de tener la 
regularización por ARCO. 

Los medianamente caros, entre $us 10 y 15, corresponden a lotes 
bien ubicados (cerca de una avenida), en planicies verdosas O cerros 
que ya no son tan rústicos, pues cuentan con luz, transporte y canchas, 
y cierto grado de seguridad de la tenencia. 

Los baratos, de $us 2 a 6, corresponden generalmente a lotes sin 
mucha seguridad jurídica, en terrenos totalmente o bastante rústicos, 
en planicies alejadas del centro (terrenos de la Universidad) o en cerros 
(terrenos de la Universidad, 10 de Febrero). 

Los muy baratos, a $us 1 o menos el metro cuadrado, corresponden 
a situaciones muy riesgosas, como la venta por los comunarios de los 
terrenos de la Universidad en pleno conflicto. La contraparte, o costo 
indirecto, es la necesidad por los compradores de poner mucho capital 
físico (participar en los enfrentamientos, reuniones, etc.) y de correr 
mucho riesgo económico (pueden perder todo, por acción de los ven- 
dedores o del propietario legal). 

Además de este precio nominal, las familias atrapadas en las dimen- 
siones inarmónicas o conflictivas del mercado informal enfrentan costos 
indirectos (extra-económicos y económicos) potencialmente altos, que 
son parte del precio total que pagan para acceder a un lote. El caso del 
ex Fundo La Tamborada es, quizás, un paroxismo en la materia y nos 
servirá de ejemplo para la sistematización de estos costos indirectos. 


Los costos indirectos en dinero 
En estos costos, se pueden enumerar: 


- Los aportes económicos oscilantes y diferenciados por grupo de 
Agromin, cobrados a lo largo de dos a cuatro años (entre 2003 y 
2006), bajo distintas modalidades para el trabajo y la movilización 
de los dirigentes. 

- Los costos de estancia temporal en Cochabamba para las personas 
que residen en otros lugares, como los mineros. 

- La inversión en el desplazamiento para acudir a asambleas, reunio- 
nes, marchas, cuya inasistencia conllevaba el pago de una multa. 
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- Las pérdidas reales para las familias de El Martillo y de otros 
lugares que vieron sus casas, construidas apresuradamente para 
consolidar la posesión del lote, tumbadas por la policía o por co- 
munarios enardecidos. 


Oscar fue una de las víctimas más espectaculares del desalojo del 
Martillo: los tractores casi lo mataron cuando tumbaron su casa (ya estaba 
por techat, con tres cuartos), cuyo valor en material era de $us 2.500 más 
su incalculable valor en mano de obra propia y cariño. 


Los costos de oportunidad apreciables en dinero y los costos extra económicos 
En estos tipos de costos, se puede contar: 


- El tiempo pasado en las reuniones, marchas y, sobre todo, ocu- 
paciones de terrenos, durante el cual al menos un miembro de la 
familia no puede trabajar y generar ingresos. 


Tomasina trata de explicarnos porqué casi ya no hay mineros en 
Agromin en septiembre de 2006. Para ello, recurre a su propia experien- 
cia: el costo que significa para ella dedicar su tiempo a la organización 
en vez de trabajar. 


Yo pienso que se han cansado de venir aquí y están trabajando todavía 
en las minas, porque, por ejemplo, tienen varios hijos y no pueden darse 
el lujo de desperdiciar un día. El día se va, en la mañana cocinas, a eso 
de las diez aquí llegas, aquí estás hasta medio día, hasta que regreses a 
tu casa, ya no haces nada en la tarde. Y es un día perdido. Porque hay 
veces que ganamos para el día nomás (Entrevista, 24/09/06). 


- La energía o fuerza de trabajo movilizada “gratuitamente” por la 
Universidad para cuidar y cultivar sus terrenos o para reconquis- 
tarlos por la fuerza. 


Entre los mismos integrantes de Agromin, se reconoce que esta 
participación tiene un valor económico. Por ejemplo, María ayuda a 
su cuñada a cuidar su lote. Su cuñada obtuvo el terreno de un agrario, 
haciendo una transferencia: 


[El señor agrario] ha estado luchando aquí desde el 95, incluso había 
sembrado los terrenos de la Universidad. Pensaron que les iban a 
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dar gratis. Cuando ha dado la Universidad fecha para que paguen, 
el señor no tenía para pagar, entonces, le ha transferido a mi cuñada 
hace año y medio. Claro, le hemos reconocido lo que ellos estaban 
ya participando. Han estado como dos meses durmiendo. De eso le 
ha reconocido $us 90. (Entrevista, 20/09/06). 


Este argumento, como síntesis de todos los sacrificios intangibles 
durante la larga lucha por estos terrenos, fue utilizado para subrayar la in- 
gratitud de la Universidad y negociar con ésta un justo reconocimiento. 


- El riesgo económico para las familias que esperaron hasta cuatro 
años que se les entregara un lote, mientras veían las extensiones 
que se les estaba prometiendo consumidas por los loteadores. 


Oscar, su pareja joven y su hijo de tres años, fueron entrevistados 
durante la ocupación de El Martillo. El nos comenta este aspecto: 


Si nosotros hubiéramos sabido de este engaño de la Universidad, no 
me arriesgaba para nada, no arriesgaba a mi hijo, no nos hubiéramos 
animado. Pero como ya estábamos también, tampoco podíamos dejar 
si la universidad también dijo: “les vamos a devolver”. Ya, pues, que 
nos devuelva, pero con interés: ¡nosotros no somos su sereno! Mira 
cuanto nos ha costado: este terreno a nosotros nos cuesta casi la vida, 
no sólo es el dinero (Entrevista, 09/08/06). 


Eso explica que las familias que recibieron un lote de la Univer- 
sidad se resolvieran a pagar un monto adicional a los comunarios para 
que respetaran su lote y su construcción, antes que de abandonar éste 
sin saber si la Universidad sería capaz de entregarles otro. 


- El miedo, los riesgos físicos, traumas y problemas de salud gene- 
rados por las ocupaciones, los desalojos violentos y los enfren- 
tamientos con los comunarios, que pueden desembocar, en los 
peores casos, en una hospitalización o un deceso (Agromin tuvo 
que deplorar tres muertos en los enfrentamientos), lo que significa, 
además del enorme e intangible costo emocional, un costo médico 
y un retiro temporal o permanente del mercado del trabajo de un 
miembro de la familia. 


Tomasina mandó a su hijo de 16 años a participar en la ocupación 
de El Martillo: 
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Porque yo estoy mal y mi esposo igual. Es que aquí, cuando hemos 
dormido una noche, ha llovido harto, y le ha dado infección renal a 
mi esposo. Estaba orinando sangre. De eso es que ya él no ha querido 
venir, me ha dicho: “¿Acaso nos están regalando? Al fin y al cabo 
vamos a pagar también, y no es justo que hagamos tanto sacrificio” 
(Entrevista, 24/09/06). 


Oscar nos habla de una ocupación anterior a la de El Martillo: 


Allá era tertible, ha sido un infierno estar allá, en las noches dormía- 
mos con un ojo abierto y un ojo cerrado. Un grupo se encargaba 
de rondar, pero igual, como eta tan grande el terreno, no se podía 
abarcar (Entrevista, 09/08/06). 


4.2. La movilización de los recursos para comprar un lote 
informal 


Como hemos podido vislumbrar en varias entrevistas citadas en este 
capítulo (ver, por ejemplo, Carmen), el mercado informal de tierra 
ofrece a los sectores populares una oportunidad única e insustitui- 
ble por las modalidades de pago que practica: para esta capa de la 
población que gana al día pequeños montos y que no tiene mucho 
acceso al crédito por falta de garantías formales (un contrato de tra- 
bajo formal, un bien registrado en Derechos Reales), la posibilidad 
de pagar poco a poco el lote es todavía más importante que su precio 
total. Tomasina, integrante de Agromin, explica las dificultades que 
ha tenido por tratar de cumplir con las tres cuotas establecidas por 
la Universidad: 


Sabíamos que íbamos a pagar, pero pensamos que iba a ser, digamos, 
un precio económico y a crédito; porque a veces es un poco difícil 
de conseguir cuando no tienes un empleo seguro. 

¿Y ahora Ud. ha podido pagar así al contado a la universidad? 
No, 10% he pagado. Yo quería depositar así parte a parte, pero no 
han querido. Nos han dado un plazo para pagar el 90%. Como no 
podíamos pagar al contado, tampoco estábamos dispuestos a perder 
por no poder conseguir dinero, hemos solicitado préstamo, pero 
no ha sido fácil. Porque no se puede conseguir garantes, como no 
tengo casa. He tenido que recurrir a mi tía y a mi hermana para 
que me garanticen. Mi hermana no quetía aceptar, le hemos tenido 
que rogar. 
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Cuando recién he sacado el crédito del Banco Los Andes!?, se ha 
cerrado la cuenta bancaria de la Universidad donde teníamos que 
depositar y no he podido pagar los 90%. Así que he invertido la plata 
en mercadería, y ahora ya no tengo para completar. 

[...] La Universidad nos ha dado otro plazo de un año pata pagar el 
resto del lote (Entrevista, 24/09/06). 


Con esta decisión de un pago casi al contado, la Universidad fraca- 
só en parte en dirigir la monetización a las familias humildes. Primero, al 
inducir la deserción de parte de la población más empobrecida. Segundo, 
al reemplazarla por clases medias a altas, reunidas en los “Libres”, que 
además ya podían especular abiertamente con la tierra al comprar más 
de un lote por persona. Tercero, al provocar el fortalecimiento de los 
loteadores que dificultaron o imposibilitaron la entrega de los lotes a los 
adjudicatarios, lo cual incrementó los costos indirectos para los adjudi- 
catarios. De ese modo, la Universidad reiteró la tradicional incapacidad 
del sector público de satisfacer la demanda de suelo y vivienda de las 
familias más necesitadas. Sin embargo, los adjudicatarios de Agromin 
acabaron por ganar a la Universidad, como lo ilustra la última frase de 
Tomasina: muchos de los que están hoy en posesión de su lote sólo 
pagaron el 10%. 

El acceso a un lote en el mercado informal implica para la familia 
demandante movilizar recursos económicos y extra-económicos. A 
menudo, estos dos tipos de recursos requieren algún apoyo de la familia 
extendida (padres, hijos, hermanos, tíos): para turnarse en las ocupacio- 
nes, para prestarse dinero, conseguir mano de obra, etc. Algunos logran 
un crédito de una institución formal, gracias a una garantía encontrada 
también en la familia extendida y a costa de altas tasas de intereses. Otros 
optan por la migración internacional (sobre todo para la segunda fase, 
la construcción de una casa). La mayoría debe contar antes que todo 
con sus magros ingresos propios. 

El acceso, conflictivo o pacífico, a un pedazo de tierra es un 
proceso que desgasta material y moralmente a las familias, pues gran 
parte de los ahorros y la energía de la familia ya se gasta en la primera 
etapa. Debido a la limitada capacidad económica de estas familias, éstas 
demandan cierto tiempo de reposición antes de que puedan iniciar las 
obras de construcción, en un contexto de falta de acceso a créditos. 





12 Sacó un préstamo de $us 1.500, con un interés de 2 ó 2,5% mensual, o sea 24 a 30% anual, 
una tasa mucho más elevada que las practicadas por los bancos con su público tradicional, 
las clases medias y altas. 
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Mientras tanto, las familias retienen suelo baldío durante varios meses 
y hasta varios años. Los ejemplos desarrollados más arriba de Ana y 
Carmen (de la Comunidad María Auxiliadora) lo ilustran: a pesar de 
su clara intención de tener una casa propia, la primera tardó tres años 
entre el primer pago para la compra del lote y el techado de su casa 
que le permitió habitarla, y la segunda tardó cinco años. La autocons- 
trucción!” de la vivienda es progresiva y va mejorando poco a poco los 
cuartos iniciales a medida de la evolución económica y demográfica de 
la familia. Para los que no logran reunir el dinero para construir, queda 
la alternativa de vender el lote, induciéndoles a hacer de esta actividad 
una forma de sustento. 

El uso del suelo como ahorro, seguridad social, herencia para los 
hijos e inversión generadora de plusvalía, así como la espera de un mí- 
nimo de servicios básicos y la limitada capacidad económica a construir 
de inmediato, sobre todo si tuvo que pasar por una costosa “lucha” por 
la tierra, tienen el mismo efecto: un uso diferido de los lotes. En todos 
estos casos, se dice que la puesta a disposición del suelo para el uso resi- 
dencial es inoportuna, es decir, interviene tarde en el ciclo de vida de los 
hogares. Esta inoportunidad genera muy bajas densidades de ocupación 
del suelo y un despilfarro de este recurso irreproducible. 





15 Autoconstruir es tomar todas las decisiones referentes a la construcción de la casa, sin 
recutrir a los consejos de un profesional (arquitecto) o a los servicios de una empresa 
constructora, contratando o no a un albañil. 


CAPÍTULO DOS 


Disputas por la apropiación de tierras 
“agrícolas”: la Universidad, Agromin y 
los “comunarios” en Pampa San Miguel 


El terreno de la Universidad Mayor de San Simón (UMSS), llamado “ex 
Fundo Rústico La Tamborada”*, sintetiza el problema de tierras en Co- 
chabamba. Por cierto, es un caso excepcional por su alcance territorial y 
demográfico: movilizó a unas 6.000 familias del lado de la Universidad 
más el equivalente del lado de sus opositores; fue la más importante dis- 
ponibilización de tierra para la demanda urbana en Cochabamba, pues se 
trataba del fraccionamiento para uso urbano de un terreno de 1.629.000 
metros cuadrados (162,9 Has). Sin embargo, este caso es, a la vez, una 
ilustración de una cara corriente del mercado informal: la fragilidad ju- 
rídica de las tierras agrícolas en las periferias urbanas, la violencia de las 
disputas por tierra y las dinámicas políticas subyacentes. 

En La Tambotrada, un propietario público, amparado por un título 
de propiedad y respetuoso de la ley de uso agropecuario y forestal del 
suelo, es contestado por loteadores que logran manipular a su ventaja la 
ley (el principio de función social de la propiedad agraria) y los procedi- 
mientos formales (el saneamiento por el INRA), en gran parte gracias a 
los procedimientos informales: la fuerza y el hecho consumado. La inefi- 
cacia de la regulación formal frente a la regulación informal constriñe a 
la Universidad a adoptar las mismas estrategias que sus adversarios: por 
un lado, la monetización de lotes urbanos en violación de varias normas 
formales, incluyendo la ley de uso de suelo; por otro lado, la moviliza- 
ción de la fuerza física de sus compradores para rescatar su terreno. En 
este enfrentamiento que se juega en las arenas física y legal, el recurso a 
la arena política por ambos bandos apunta a mantener la pasividad de las 





14 El conflicto es conocido en la prensa como conflicto de Pampa San Miguel, que constituye una 
fracción particularmente en disputa del ex fundo rústico La Tamborada, cuya superficie total 
es de unas 1.730 Has. 
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autoridades y la preponderancia del mercado informal como modo de 
distribución del suelo urbano o, al contrario, a obtener su intervención 
para reafirmar el título de propiedad y el principio de legalidad. 

En la primera parte, veremos cómo este terreno rural fue incot- 
porado a la dinámica del mercado y de la ciudad. En la segunda parte, 
detallaremos los golpes y contra-golpes del conflicto entre loteadores, 
propietario y su aliado Agromin, en las arenas legal y física. En la ter- 
cera parte, profundizamos el análisis de Agromin como embrión de 
movimiento social por la tierra urbana que hubiera podido inscribir este 
problema en la agenda política. 


Mapa 4: El ex fundo rústico La Tamborada y su ocupación 






¿A 
Fuente: Elaborado por Fidel Rocha, 2007. 





1. De tierra agropastoril a mercancía para el mercado urbano 


1.1. La tradición propietaria del predio desde la hacienda hasta 
la Universidad 


Lo que corresponde hoy al ex fundo rústico La Tamborada fue una 
hacienda hasta 1940, aproximadamente, donde se producía maíz y trigo. 
Los colonos o “pegujaleros” de la hacienda trabajaban un cierto número 
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de días por semana en la hacienda y, sobre el terreno que cultivaban 
en usufructo, pagaban un tributo en efectivo. Además, el colono, su 
esposa y sus hijos estaban sujetos al “pongueaje” o sistema de servicios 
domésticos en la casa del patrón. 

Posteriormente, el predio fue comprado por un alemán, quien 
introdujo maquinaria y obvió la mano de obra de los colonos. En 1945, 
el Ministerio de Agricultura adquirió la propiedad, reactivó el régimen 
laboral de los colonos y dividió la propiedad en dos: la “Fracción Fores- 
tal” para la plantación de especies nativas y la “Granja Experimental”. 

Con la Reforma Agraria de 1953, los 83 colonos de la ex hacienda 
fueron dotados de terrenos individuales de 2 a 4 Has más serranías en 
propiedad colectiva para uso pastoril. 

En 1962, las dos fracciones fueron entregadas a la UMSS, para la 
conservación del bosque y para que la granja experimental se constitu- 
yera en un centro de investigaciones y de capacitación de la Facultad de 
Agronomía. En 1969, la Universidad asumió la propiedad definitiva del 
predio dentro del cual los ex colonos tenían sus pequeñas propiedades. 


1.2. Del valor agropecuario en acceso relativamente abierto a una 
mercancía urbana en acceso exclusivo 


En el Distrito 9, la actividad lechera y la producción de forraje para ganado 
emergieron en la década del 50 con la creación de la Planta Industrializadora 
de Leche (PIL), desplazando a la producción de maíz y hortalizas (PMOT, 
2005). Debido a la mayor inserción al mercado que esta actividad lechera 
ofrecía a los campesinos, a las superficies reducidas que recibieron de la 
Reforma Agraria y al abandono relativo en el cual la Universidad dejó su te- 
rreno, los campesinos residentes (ex colonos de la hacienda y sus herederos) 
empezaron a usufructuarlo con pequeñas parcelas colindantes a la suya. 
Desde la perspectiva de los campesinos vecinos (ex colonos de 
otras haciendas y sus herederos), el terreno de la UMSS constituía tam- 
bién una importante reserva de tierra abandonada con posibilidades de 
ser ocupada, pese a la presencia de otros campesinos a quienes parecía 
sobrarles terreno. Estos campesinos vecinos empezaron también a 
sembrar de manera dispersa pequeñas superficies en las planicies uni- 
versitarias. Los campesinos residentes toleraban estas ocupaciones: en 
una situación de abundancia del recurso, la tierra era considerada como 
reserva para los que la necesitaban para producir y vivir y era de acceso 
libre. Esta “economía moral” fue progresivamente reemplazada por una 
economía de mercado, donde la tierra fue adquiriendo un valor de cam- 
bio, primero, para fines agropecuarios y, después, para fines urbanos. 
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De hecho, la sucesión de las generaciones en las familias de ex 
colonos produjo la división de la superficie original entre los hijos y 
nietos, emergiendo la necesidad de más tierra: de una situación de abun- 
dancia se pasó a una escasez relativa del recurso y a la emergencia de 
un mercado de tierras agrícolas. Las primeras transferencias de tierras 
entre ex colonos y herederos ocurrieron como parte de la diversificación 
económica del sector con la salida de esta actividad agropecuaria de los 
menos exitosos y el incremento de superficie para otros. 


Juan Laime, heredero de ex colono residente en el predio universitario, jubilado y diri- 
gente agrario de Agromirn:. Mi papá era colono otiginal. Nos ha dejado como 
herencitas partes, partes. Claro, como éramos seis, nos han tocado unos 
cuantos metros cuadraditos, yo también me he comprado, así comprando 
estoy de otros colonos y de los herederos (Entrevista, 15/06/04). 


Se intensificaron las ventas de predios por los agricultores resi- 
dentes en la zona, originalmente entre familiares y sin respaldo legal 
pertinente, es decir, a simple traspaso a cambio de dinero e indicación 
de los títulos ejecutoriales otorgados por la Reforma Agraria!”. 

Con el incremento de las transferencias internas, el mercado in- 
mobiliario se abrió: primero, de campesinos lugareños a campesinos 
externos y, después, a compradores con fines urbanos, pues la actividad 
lechera había entrado en un proceso de decadencia debido a “los altos 
costos de producción y el bajo precio de la leche, junto a problemas de 
sequía” y a “la presión del crecimiento urbano y la rentabilidad o costo 
del suelo urbano” (PMOT, 2005:114, 120). De hecho, una de las activi- 
dades de diversificación del campesinado fue la incursión en el mercado 
inmobiliario urbano. De acuerdo a un ejercicio ficticio presentado en 
el PMOT de 2005, la venta de una hectárea en el mercado de tierra 
urbana representa un ingreso mensual de $us 667 durante 12,5 años, 
suponiendo un precio de venta de $us 10 por m?. Tal rentabilidad ha 
sido extremamente seductora para los campesinos. 

En este contexto, la continuación de la actividad agropecuaria en 
la zona de forma residual ¿es una tradición que se va muriendo con los 
ex colonos todavía vivos? ¿O es una manera de “esconder el producto” 
del mercado urbano a fin de esperar un mejor y mayor uso en el futuro? 





15 Estas transferencias ocurrían al margen del Decreto-Ley de Reforma Agraria, que esti- 
pulaba que el solar campesino y la pequeña propiedad son indivisibles y tienen carácter 
de patrimonio familiar inembargable; igualmente, las propiedades comunitarias tituladas 
colectivamente no pueden ser enajenadas. 


DISPUTAS POR LA APROPIACIÓN DE TIERRAS “AGRÍCOLAS” 57 


Desde hace varias décadas, cuando es practicada en predios ajenos, es 
también una herramienta jurídica para cuestionar el derecho del propie- 
tario formal, quien abandonó su terreno sin darle función social. 


1.3. El primer loteo de tierras agrícolas en la zona: la conformación 
de Molle Molle 


El terreno de Molle Molle, colindante a un predio perteneciente a la 
UMSS llamado El Martillo (ver Mapa 4), fue comprado en 1965 por una 
federación de mineros de diferentes empresas, pero recién fue ocupado 
a partir de 1987. 

Mientras tanto, la federación había suscrito un convenio con los 
campesinos vecinos para que puedan sembrar en este terreno a cambio 
de custodiarlo. Con el ajuste estructural al inicio de los 80, el sindicato 
minero pasó por una crisis, se concentró en los acontecimientos políti- 
co-económicos, descuidó el terreno en Cochabamba y cambió de diri- 
gentes, con lo cual se perdieron las nóminas originales de compradores y 
los pagos realizados. En 1987, doce mineros, conocidos como los “Doce 
Apóstoles”, quienes no habían aportado para la compra de estas tierras, 
ocuparon clandestinamente el terreno en complicidad con los agrarios 
suscriptores del convenio. El resultado fue una serie de enfrentamien- 
tos entre mineros (propietarios e invasores) y entre mineros y agrarios. 
Finalmente, en el asentamiento de 400 familias que se consolidó, sólo 
once de los compradores originales se posesionaron de sus lotes. 

Las posibilidades para ocupar los terrenos de los alrededores eran 
evidentes; sin embargo, no existía certeza sobre su tenencia legal. Alenta- 
dos por acciones similares en diferentes lugares de la ciudad, centenares de 
mineros que habían quedado sin lote protagonizaron en 1987 la primera 
invasión a un sector del terreno de la UMSS (K”asa Mayu). Sorprendidos, 
los campesinos que habitaban dentro de los terrenos de la Universidad 
ayudaron a la Universidad y al Politécnico Militar a expulsar a los invasores, 
seguramente para proteger sus tierras a través de la protección del predio 
universitario. No obstante, para los campesinos residentes y vecinos del 
predio universitario, estos acontecimientos dejaron en claro el valor ur- 
bano de sus tierras y las posibilidades de lucro que significaba. 


2. Las arenas del conflicto entre la Universidad y los “comunarios”: 
la fuerza contra la ley 


Mientras el loteo del predio universitario por campesinos quedaba 
encubierto y la Universidad no intervenía directa y físicamente 
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para impedirlo, las tensiones permanecieron latentes. A partir de 
1999, el conflicto entre la Universidad y sus oponentes campesinos, 
autonombrados “comunarios”*% ocurrió en dos arenas complementarias: 
la arena legal y la arena física, donde los éxitos en una posibilitaban los 
éxitos en la otra, mientras los fracasos en una eran compensados o 
superados por los éxitos en la otra. 


2.1. Tensiones latentes: custodia delegada versus loteo encubierto 


(hasta 1999) 
Un loteo encubierto por la función social agraria y el reclutamiento a distancia 


Tres formas de fragilidad jurídica de las tierras agrícolas dieron pie al 
surgimiento de ventas engañosas de terrenos en Pampa San Miguel. 

Primero, la indeterminación de los límites en los títulos ejecuto- 
riales de la Reforma Agraria y la desaparición de los hitos naturales 
que precisaban los límites de los terrenos han permitido al propietario 
incrementar la superficie de su terreno. Según la Asesoría Legal de 
la Universidad, eso provocó el loteo de 40 Has aproximadamente en 
el ex fundo. 

Segundo, el título ejecutorial ha sido utilizado por el campesino 
para la venta de un mismo terreno a varias personas o para vender te- 
rrenos ajenos dentro el mismo sector. 

Tercero, el campesino-loteador ha podido aprovechar un principio 
fundamental de la Reforma Agraria (la tierra es para quien la trabaja”) 
con la simulación de sembradíos en las zonas visualizadas para su posterior 
venta. La gran difusión en la cultura legal popular (en particular, la de los 
campesinos) del Decreto-Ley de Reforma Agraria y de su reemplazante, la 
Ley INRA, de 1996, explica que el artículo 66 de esta última haya podido 
servir de base a las retvindicaciones de los comunarios: determina que el 
saneamiento tiene el propósito de titular tierras que estén cumpliendo 
la función social “por lo menos dos años antes de [la] publicación [de la 
Ley], aunque no cuenten con trámites agrarios que los respalden, siempre 
y cuando no afecten derechos legalmente adquiridos por terceros”. Los 
campesinos-loteadores de Pampa San Miguel confundieron a los campe- 
sinos lugareños y a la Universidad que atribuía esta actividad agrícola a 
los ex colonos residentes en su predio. Paralelamente, los campesinos que 





16 A partir de 1999, ocutre una ruptura entre los campesinos: unos se oponen claramente a la 


Universidad y se hacen llamar “comunarios” a partir de 2003 (así aparecen en la prensa y así 
les designamos aquí); otros se alían a la Universidad y son designados como “agrarios”. 
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sembraban para reservarse un terreno lo ofertaban en otros lugares del 
país, buscando compradores que desconocieran la tenencia del terreno. 
Así, la actividad de venta no era visible en el mercado local y aguardaba 
su discreción. 


La Universidad: Delegación de la custodia y de la función social a terceros 


(1993-1999) 


La Universidad, como persona moral propietaria del predio, actúa a 
través de sus autoridades, sujetas a elección y cambio regular, y de sus 
funcionarios; la falta de interés, de firmeza y de continuidad para de- 
fender el predio se debe, en gran parte, a este contexto. 

Fue sólo en 1993 que la Universidad empezó a preocupatse por su 
terreno y a tratar de enfrentar el problema de su incipiente loteo. Este 
año, la UMSS firmó un convenio con la alcaldía y la Empresa Municipal 
de Saneamiento Ambiental para oficializar la permanencia en su predio 
del botadero en funcionamiento desde 1987. 

La presencia del botadero atrajo a familias de recolectores de 
basura que originaron un asentamiento no autorizado, Villa Flores. 
En 1996, la Universidad firmó otro convenio con los recolectores. 
Consistía en la venta de lotes a las entonces 65 familias, a cambio del 
cuidado del terreno: los recolectores se comprometieron a forestar el 
terreno y a construir sus viviendas en hilera como cordón de defensa 
alrededor del predio universitario. Esta estrategia no era consistente 
con el origen del loteo, el cual ya era conocido por la UMSS: no se 
trataba de una invasión externa, sino de un loteo originado dentro del 
mismo terreno, por acción de los campesinos residentes y vecinos de 
la zona; la participación de personas ajenas al contexto ocurrió pos- 
teriormente a esta fase. 

Con este convenio, la Universidad asumió la misma estrategia 
que los mineros de Molle Molle: delegó el cuidado a terceros, quienes 
acabaron utilizando ello para crearse derechos sobre el predio. Los 
recolectores incrementaron el número de lotes y los emplazaron en 
forma de manzanos conforme a sus aspiraciones y a las presiones de 
los campesinos. 

Además, este convenio suscitó susceptibilidad en los campesinos 
lugareños, incrementando el número de opositores a la UMSS. Ellos 
consideraban como una agresión la dotación de tierras a personas aje- 
nas a la historia hacendística local y pretendían tener mayor derecho 
sobre la tierra por ser descendientes de los ex colonos. Así lo explica 
un dirigente agrario: 
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Al ver eso, la gente, que estaba ya alerta, ha despertado: “¿por qué 
están haciendo esos cordones, dejando calles?”. Entonces, pensaron 
que la Universidad estaba haciendo con miras a urbanizar. De ahí 
empezaron a avetiguar y uno de ellos decía que la Universidad no 
tenía documentación. La gente ha empezado a reunirse. Ahí nomás 
aparecen éstos [los líderes de los grupos oponentes a la Universidad] 
(Entrevista a Lucio Velasco, 24/05/04). 


Durante 1999, los campesinos oponentes a la Universidad inten- 
taron conformar un gran movimiento social que agrupase a todas las 


comunidades campesinas, pues se había posesionado la incertidumbre 
sobre la misma legalidad de la tenencia de la UMSS. 


2.2. La arena legal del conflicto: título de propiedad versus función 
social de la tierra 


Frente a la capacidad del mercado informal de distribuir lotes de manera 
en parte irreversible y a la evidente formación de un gran movimiento 
opositor a la Universidad en 1999, ésta se convenció de la ineficacia de 
su precedente estrategia de preservación delegada del uso agropecuario 
y forestal de su terreno y decidió cambiar de estrategia, oponiendo al 
loteo no autorizado una venta legal de lotes por el verdadero propietario. 
Con tal propósito, la Universidad recurrió a las instancias legales para 
su intermediación en el conflicto, pero sin mucho éxito. 


La apertura de los procesos de saneamiento agrario y de enjuiciamiento a los 
loteadores 


Para obtener la autorización legal de venta, la UMSS solicitó primero el 
saneamiento de su terreno por el INRA, suponiendo que esta interven- 
ción frenaría el loteo. Pero esta medida fue imitada por los campesinos 
opositores, quienes demandaron la anulación del título ejecutorial de la 
Universidad bajo un doble argumento: la función social de la propiedad 
y su derecho hereditario sobre los terrenos como descendientes de los 
ex-colonos del lugar. 

En la estrategia de los campesinos opositores a la Universidad, el 
recurso judicial era sobre todo una manera de generar confusión en la 
ciudadanía y en las instituciones a cargo, mientras legitimaba sus acti- 
vidades y sus reivindicaciones sobre la tierra frente a sus compradores 
y a sus oponentes: lo demuestra el hecho que en ningún momento se 
sometieron al poder regulador del INRA. 
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La Universidad y sus opositores habían acordado no innovar en el 
sitio mientras durara el saneamiento, mediante un convenio (septiembre 
de 1999) en el que se establecía que los campesinos opositores serían 
compradores preferentes una vez autorizada la venta, siempre y cuando 
no participaran en el loteo no autorizado. Aunque mitigó momentá- 
neamente las rápidas acciones de loteo, este convenio fue desconocido 
inmediatamente por los comunarios, debido a la magnitud y a la con- 
solidación de las ventas realizadas hasta la firma del convenio: hasta los 
compradores de grandes extensiones ya actuaban por su cuenta como 
loteadores y el dinero generado por el loteo representaba demasiada 
atracción para que parara el proceso. Más bien, el convenio ofreció un 
espacio de mayor libertad para seguir loteando. 











La policía deteniendo el sembrado en Jark'a Pampa (inicios de 200 
Fuente: Marcelo Delgado. 
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Esta primera etapa del proceso de saneamiento por el INRA llevó 
más de cuatro años: el primer informe del INRA departamental salió 
el 4 de marzo de 2004. Pero este fallo, que fue favorable a la UMSS, 
no paró el loteo y fue apelado por los comunarios, lo cual relanzó el 
proceso de saneamiento por un año y medio más. 

Paralelamente, en 1999, la Universidad enjuició a los principales 
responsables del loteo ilegal, bajo la acusación de deforestación (9 Has 
de bosque con vegetación nativa y exótica habían sido taladas en 1999) y 
estelionato. Estos procesos siguieron su curso por cuatro años, mientras 
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los responsables disfrutaban de su libertad para continuar con su ne- 
gocio. Asimismo, algunos agrarios aliados de la Universidad y víctimas 
de los comunarios-loteadores iniciaron individualmente juicios, como, 
por ejemplo, Juan Laime: 


Cuando ellos [los loteadores] han entrado a mis terrenos, tanta gente 
que había, no se podía reaccionar. Nos han agredido totalmente, heri- 
das graves, macheteadas. De agresiones físicas les he metido a la cátcel a 
dos personas. Han pedido como perdón judicial y les han dado. Cuatro 
años estuve en juicio, recién ha salido la sentencia. Yo un poco lo he 
dejado por falta de recursos económicos (Entrevista, 15/06/04). 


Disponibilidad para el mercado de suelo urbano: la Ley de Monetización (2001) 
y su implementación al margen de la normativa 


La presión del mercado informal obligó al propietario, la Universidad, 
a abandonar el uso legal de parte del predio para promover un uso 
urbano, pues la respuesta de este mercado al crecimiento territorial 
de la ciudad y a la demanda urbana popular fue más oportuna que la 
respuesta de la ley. 

La Universidad logró la aprobación de una Ley de Monetización 
en septiembre de 2001. Esta ley le autorizaba la venta de 162,9 Has 
correspondientes al 10% del total de la superficie del ex fundo La 
Tamborada, en las áreas de la fracción forestal no aptas para agricul- 
tura ni para ganadería y que, por su ociosidad, eran más sensibles al 
loteo ilegal. El primer objetivo de esta operación de monetización 
era posibilitar que familias de escasos recursos carentes de vivienda 
accedan a un lote económico. El segundo era generar un importan- 
te ingreso económico para que la UMSS pudiera desconcentrar sus 
actividades fuera de un campus ya saturado con el traslado de varias 
facultades en el ex fundo. 

Una Comisión Técnica Interfacultativa fue conformada a mediados 
de 2004 para implementar la monetización del predio. Esta operación, 
enmarcada en la urgencia por la presión del mercado informal, cayó 
desde su inicio en la informalidad: 1) por la no aprobación previa del 
plano de urbanización por la alcaldía; 2) consiguientemente, por el no 
respeto del uso de suelo; y 3) por desembocar en la formación de un 
gigante asentamiento precario (es decir, sin servicios básicos ni sociales), 
aunque eso no contraviene al marco normativo municipal. 

La Comisión Técnica de la Universidad elaboró el Plan Especial de 
Detalle de las urbanizaciones que se iban a conformar en los predios a 
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ser monetizados: los lotes, vías y equipamientos colectivos. La alcaldía 
no aprobó este Plan Especial, por razones inexplicables que podrían 
ser de naturaleza política-partidaria, pero eso no frenó a la Universidad 
en el proceso de monetización: ello constituye la primera dimensión 
de informalidad. 

Esta aprobación municipal condicionaba la petición por la alcaldía 
de una ley nacional de cambio de uso de suelo. Entonces, hasta la fecha, 
las urbanizaciones nacidas de la monetización y las de los comunarios 
se ubican en tierras legalmente de uso agropecuario, y, por consiguiente, 
son ilegales; eso ha justificado la decisión de la alcaldía de no intervenir 
en la zona. Ahí, la operación inmobiliaria de la Universidad adquirió 
su segunda dimensión de informalidad, de manera no muy original en 
relación con la historia de los programas habitacionales públicos (ver 


Capítulo Cuatro). 
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La actuación municipal en el conflicto de Pampa San Miguel (octubre 2004) 
Fuente: Marcelo Delgado 


Por fin, la UMSS consideró que la provisión de servicios urbanos 
no era de su responsabilidad, a pesar de la cantidad de personas invo- 
lucradas y de la magnitud de las ganancias realizadas'”. Sólo solicitó a 





17 Alrededor de 3,5 millones de dólares americanos según una conversación informal con un 
miembro de la Comisión Técnica en octubre de 2006. 
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SEMAPA la elaboración de un plan para la dotación de agua potable y 
alcantarillado, sabiendo que la empresa no tiene la capacidad de cubrir la 
demanda preexistente al proyecto de aquí a 40 años'*. Sin embargo, este 
comportamiento subraya las carencias de la normativa en Cochabamba, 
pues es conforme a la normativa urbana que no obliga al promotor a 
asumir los costos de urbanización (ver Capítulo Cuatro). 


El pacto entre la Universidad y los comunarios para trastornar los procesos legales 
a favor de éstos 


A partir de 2001, la Universidad se dio por tarea recuperar el terreno 
que quería vender. La Ley de Monetización era el soporte legal más 
importante para pedir ayuda a la policía (por medio de la prefectura) 
para que hiciera respetar al propietario legal con el desalojo del predio. 
Sin embargo, la prefectura pretendió fungir de mediador antes que 
acatar y hacer cumplir la ley, sugiriendo, por ejemplo, una repartición 
del terreno con base en el consenso entre oponentes, aun después del 
fallo del INRA (2004), lo cual no hizo más que alentar las ocupaciones 
ilegales. Deslindar responsabilidades fue también la respuesta continua 
de las demás instituciones públicas: la alcaldía, como lo acabamos de 
ver, o, por ejemplo, el Ministerio de Asuntos Campesinos, que eludió 
permanentemente la firma de un convenio con la Universidad para hacer 
cumplir la Ley de Monetización. En estas actitudes sorprendentes se 
puede sospechar una influencia política del grupo de loteadores. 
Frente a la debilidad y versatilidad de la esfera formal para defender 
su predio y constatando la agresividad en el terreno de los comunarios con 
la cual lograban —en gran medida— revertir cualquier victoria en la arena 
legal, la utilización por la Universidad de esta arena cambió de rumbo. 
En 2003, cuando por fin la Universidad obtuvo sentencias de va- 
rios años de privación de libertad para los comunarios-loteadores, las 
autoridades universitarias optaron por negociar con los comunartios y 
contornear la vía legal, relativamente ineficaz a corto plazo, a fin de ob- 
tener de los comunartios “garantías” para su proyecto de monetización: 
en concreto, levantó el proceso penal en contra de los comunarios. 
Sin embargo, los comunarios no respetaron el acuerdo y siguie- 
ron obstaculizando con mucho éxito el proceso de monetización y la 





18 La empresa municipal (SEMAPA) prevé terminar de construir las infraestructuras (redes, 
tanques, etc.) para la demanda actual de aquí a 40 años, sin hablar de la demanda futura 
y del problema de las fuentes de agua. Ver las conclusiones del Foro “Agua para vivir 
dignamente”, organizado por la Fundación Pro Hábitat el 31 de enero de 2006 en Cocha- 
bamba. 
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entrega de lotes a los adjudicatarios de la Universidad. A pesar de todo, 
la Universidad reiteró en 2005 esta estrategia de “pacificación” nego- 
ciada. Conjuntamente con varias instituciones, en particular el INRA, 
la Universidad transó con los comunarios para que el segundo informe 
del INRA (15 de octubre de 2005) modificara las conclusiones del pri- 
mero, reconociendo a los comunarios el derecho propietario sobre 50 
Has en K”asa Mayu (31% del predio monetizado). Chileno, el principal 
dirigente de los comunarios, nos explica este acuerdo: 


Una noche llegan de La Paz: el INRA nacional, el Ministerio de Asun- 
tos Campesinos, el Director de Tierras y la Universidad. Nos citan, 
nos llevan a un lugar privado y nos dicen que ahí íbamos a solucionar 
todo. Primero, el Dr. Arratia [del INRA] nos dice: “Quédense con 
100 Has, eso la Universidad quiere y lo demás déjenlo a que nego- 
cien”. Pero nosotros no quisimos, dijimos que vaya por la parte legal. 
Nos hemos negado. Y al final, nos ponen el plano: “Marcaremos la 
cancha: esto es pata la comunidad, para Uds., porque están trabajando 
y se les va a dar 50 Has”. Hemos dicho bien claro que aceptábamos 
las 50 Has pata la comunidad, porque nosotros ya no queríamos más 
conflictos. Más 30 Has hemos pedido para la monetización. O sea, 
si salía a nombre de la Universidad, le comprábamos, pero si no sale, 
entonces, no pagamos (Entrevista, 11/09/06). 


Este pacto fue particularmente doloroso pata los aliados y adjudi- 
catarios de la UMSS, pues confirmó un sentimiento común en las clases 
populares y en Bolivia en general: 


Por eso la ley se aplica a los débiles, para los fuertes no. Así es. Pero 
los chicos malos rompen hasta eso, sigue habiendo conflicto (Entre- 
vista a Miguel Pérez, 06/08/06). 


La decisión de la Universidad contribuyó más bien a fortalecer a los 
comunarios, quienes seguían gozando de impunidad y fueron premia- 
dos por el otorgamiento legal de una superficie sustraída a la extensión 
destinada a la monetización. A su vez, esta dotación de terrenos a los 
comunarios profundizó los problemas de la Universidad para entregar 
los lotes a sus adjudicatarios, quienes eran incitados a pasarse al lado 
de los comunarios, quienes otra vez se hacían más fuertes en el terreno 
y podían fragilizar todavía más a la Universidad. En otras palabras, el 
cambio de estrategia de la Universidad en la arena legal —transar la 
flexibilidad de la ley a cambio de la pacificación en la arena física del 
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conflicto—, aunque justificada por la incapacidad de la regulación fot- 
mal para imponerse en el terreno, reforzó más bien el círculo vicioso y 
la supremacía de la fuerza sobre la ley. 


2.3. La arena física del conflicto 
La supremacía de los comunarios 


Durante 1999, los campesinos oponentes a la Universidad intentaron 
conformar un gran movimiento social para apropiarse de los terrenos 
universitarios. El liderazgo fue asumido por algunos dirigentes del sindi- 
cato agrario de la zona que desarrollaban en paralelo estas dos funciones, 
la tarea sindical posibilitando el fortalecimiento del movimiento por 
tierra. En esta época, el movimiento empezó a expandirse territorial- 
mente. Por ejemplo, los productores de leche, cuando comercializaban 
su producto en mulas en todo el valle cochabambino, iban ofertando 
lotes e informando sobre las asambleas. 

Con la actitud más activa de la Universidad a partir de 1999 en la arena 
legal, pero también en la arena física (ver más adelante), los comunarios 
aceleraron su estrategia de venta y reclutamiento de compradotes, ya no so- 
lamente en las provincias de Cochabamba, sino en la ciudad y en las minas; 
el mercado informal salió de la discreción que le había caracterizado. 

Por un lado, los comunarios se volvieron mucho más agresivos en 
una verdadera estrategia de “conquista” del predio universitario gracias 
al terror y a la violencia contra sus adversarios. Juan Laime, dirigente 
agrario aliado a la Universidad, testimonia: 


Ya incluso lo han llamado zona roja al lugar, donde no se podía 
caminar en horas de la noche. Á mí, por ejemplo, me han puesto un 
precio, como si fuera un ganado. Querían matarme y pagar cuánto 
cuesta mi persona. Y éstos son los Laimes [su propia familia] los que 
están haciendo este tipo de problemas (Entrevista, 15/06/04). 


Por otro lado, los comunarios dejaron el sembrado como acción 
previa para la ocupación de nuevas áreas, vendieron lotes más peque- 
ños, trazando el loteo a requerimiento de la demanda una vez juntado 
un grupo de potenciales compradores, y organizaron ocupaciones 
intempestivas y dispersas para medir las reacciones del entorno y del 
adversario. 

Para consolidar la conquista del terreno sobre la Universidad, los 
dirigentes comunarios movilizaron el capital físico de sus compradores, 
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intimándolos y convenciéndolos. Así lo entiende Mariluz Bustamante, 
Coordinadora de la Comisión de Conflicto del Arzobispado: 


Hemos tecibido vatias denuncias de amenazas que recibe la gente: 
“No vas a decir que yo te he vendido, porque sino te saco de aquí”. 
Tienen unas listas, hay una forma de intimidación que es muy eficaz, 
la gente les tiene terror, y es gente muy humilde. Tienen un poder 
de convencimiento muy fuerte, además saben dónde dirigirse, saben 
quién es el más ingenuo de la población para caer. Es como una mafia, 
son familias, son hermanos, hermanas. En el caso de Pampa San Mi- 
guel, es una familia cuya cabeza es la madre (Entrevista, 21/08/06). 


En estos casos donde los aspirantes a un lote saben que el derecho 
propietario sobre el terreno que codician es muy inseguro, el dinero 
entregado al loteador consiste, más que en una compra del terreno, 
en una inscripción sobre su lista"? con derecho a ganarse el terreno 
por la fuerza: los aspirantes están totalmente sometidos al arbitrio del 
propietario de la lista. 

Por ello, una vez adquirido el terreno, los comunarios imponían a los 
compradores dos medidas categóricas. Primero, establecían un plazo fatal 
de dos días para iniciar las obras de construcción de una unidad básica de 
vivienda y así consolidar la adquisición del lote. El desacato implicaba la 
pérdida de la parcela y del dinero, lo cual significaba mayor rédito econó- 
mico para el loteador por la sustitución del comprador y la reventa del lote. 
La segunda obligación del comprador era acudir a las reuniones periódicas 
y participar en los enfrentamientos. De igual manera, el no cumplimiento 
de esta regla se traducía en la sustitución del comprador. 

Así se daba una permanente rotación de los compradores y del 
ingreso de dinero. Los cuantiosos réditos económicos del loteo ilegal 
alimentaron un fabuloso enriquecimiento personal y, a la vez, otorgaban 
a los loteadores una gran capacidad de corrupción de las autoridades 
políticas y de los funcionarios cuyo apoyo facilitaría su negocio. 

De este modo, los comunarios y los loteadores externos con quie- 
nes se aliaron se transformaron en empresarios económicos y políticos, 
capaces de movilizar a inmensas masas, de obtener de ellas verdaderas 
acciones guerreras, de sacar beneficios económicos infinitamente reno- 
vables de este “talento” dirigencial y de relacionarse con la esfera política 
para mantener la supremacía de la fuerza sobre la ley. 





s e , , 
12 A veces, adicionalmente al pago para tener derecho de estar en la lista, los aspirantes a un 
lote pagan por un mejor puesto en la lista y una mejor ubicación en el terreno. 
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Pues, además del poder tentador del dinero, los comunarios dis- 
pusieron de otro medio de influencia sobre las autoridades políticas 
locales: la presencia del botadero municipal en K”ara Kara. Desde el 
inicio del conflicto violento, recurrieron al bloqueo de caminos hacia 
la zona para torcer el brazo a la alcaldía y obtener diferentes tipos de 
beneficios: la intervención de la alcaldía a su favor en el conflicto con 
la Universidad, obras de compensación por el daño a la salud sufrido, 
el reconocimiento de sus asentamientos, etc. La obtención de la per- 
sonería jurídica como OT'B para sus asentamientos ilegales así como 
los servicios y caminos obtenidos de la alcaldía permitieron a los co- 
munarios incrementar el valor de los terrenos ofertados y legitimar sus 
acciones frente a los compradores, haciendo aparecer de este modo 
que se tenía una suerte de aprobación municipal para la ocupación de 
estos terrenos. 

El grado de influencia política de los comunarios quizás sea mejor 
ilustrado por la presencia de Chileno, principal dirigente comunario, en 
la sub alcaldía del Distrito 9 como funcionario municipal. 


La Universidad propicia una escalada en la violencia a través de sus aliados agrarios 
y mineros (de 2002 hasta fines de 2004) 


En 1999, sin esperar los resultados de los largos procesos legales, la Uni- 
versidad decidió contraatacar a los comunarios en su terreno favorito: la 
constitución de un movimiento por la tierra integrado por compradores 
potenciales de lotes. A este fin, la Universidad suscribió en agosto de 
1999 otro convenio con parte de los agrarios lugareños a quienes logró 
convencer de su estatuto de propietario legal y del beneficio de una 
cooperación mutua: 


La Universidad en ese momento nos ha dicho: “Ayúdennos, tenemos 
un proyecto de forestación por tierra, les vamos a dar unos lotes a Uds. 
también. Uds. son hijos, nietos de ex colonos del sector”. Entonces, 
inmediatamente yo les aviso a las bases. Toditos se han reunido en la 
Facultad de Agronomía, donde han salido el doctor Arias, el señor 
Decano también. Entonces comienzan a mostrat el título, la sentencia, 
toda la documentación han mostrado. Inmediatamente, la gente nos 
escoge a dos personas para que nosotros coordinemos con la Univert- 
sidad (Entrevista a Lucio Velasco, dirigente agrario, 24/05/04). 


La Universidad suscitó la creación del sindicato agrario “Pampas San 
Miguel”, paralelo al sindicato oficial que servía de soporte organizacional 
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al loteo. La UMSS instruyó a este sindicato paralelo a que se reuniera pe- 
riódicamente en las zonas donde se producía el loteo no autorizado. Ello 
acentuó las tensiones y amenazas de enfrentamientos violentos. 

Con la Ley de Monetización de 2001, la Universidad trató de frenar 
el loteo ilegal a través de las instancias formales como la prefectura. 
Como ya lo vimos, fue un fracaso. Entonces, la UMSS tomó la iniciativa, 
el 16 de julio de 2002, de desalojar un sector ocupado por un reducido 
grupo de loteadores y destruir las casas construidas, contando única- 
mente con la participación de los agrarios aliados y de los funcionarios 
de la institución. Severino Vallejos, ex trabajador de la Universidad y 
agrario lugareño, cuenta: 


El Dr. Gualberto Arias [asesor legal de la UMSS] me dijo: “Severino, 
estamos yendo a La Tamborada mañana. Por favor, ¡ayúdame!”. En- 
tonces, un bus de unas 25 personitas vamos al lugar del conflicto. Han 
ido dos tractores más y empieza el problema (Entrevista, 19/05/04). 


Lucio Velasco, dirigente agrario, participó este día y describe la 
misma escena: 


Les hemos quemado sus sombras [carpas y casas improvisadas] 
que se han hecho, unas diez casuchas. Estábamos por derrumbar 
la casa de Jorge Aguayo [quien había loteado la parte cerca de su 
propia casa]. Entonces este señor ha agarrado una botella, la ha 
roto y con eso como loco, ahí a todo dar ha peleado. Al Dr. Añez 
lo ha cortado su dedo y al Gualberto le ha dado en la mano. Ese 
día, hemos llevado al Jorge Aguayo a la PT], pero dijo que ya estaba 
enjuiciado por la Universidad y que va a definir el INRA. Entonces 
no se le hizo nada. 

Pero en la misma semana, día y noche reconstruyeron sus casas. Eso 
era la primera vez que hacían casas, antes sólo eran invasiones, ma- 
cheteando los árboles, durante un año cortaron árboles. Esa vez, en 
una semana han repuesto las casas y siempre hemos tenido un poco 
débil la institución, por la parte física (Entrevista, 24/05/04). 


Como resultado, la zona se volvió inaccesible aun para gente 
externa al conflicto, pero no se recuperó mucho territorio. Gualberto 
Arias, el asesor legal de la Universidad, y su amigo Severino Vallejos 
—<x trabajador de la Universidad y agrario lugareño de La Tamborada, 
pero que vivía en el Valle Alto— decidieron adoptar una estrategia más 
audaz: incorporar a mineros en el conflicto, bajo las mismas condiciones 
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que los agrarios (la venta preferente), para tonificar al grupo aliado y 
constituir “el movimiento” capaz de hacer frente a los loteadores. En 
noviembre de 2002, Severino Vallejos inició las gestiones para asociar 
a los mineros: se aproximó a ex dirigentes mineros residentes en Molle 
Molle y con ellos viajaron a las minas para captar más gente. Él nos 
explica esta historia: 


Desde esa vez [el desalojo fracasado del 16 de julio de 2002], yo me 
he preocupado mucho y dije: “No podemos dejar esto así”. Gual- 
berto Arias conversa conmigo muy a fondo, de ahí nace la idea. 
Entonces yo le dije: “Doctor, esto me va a demandar de repente 60 
6 90 días, ¡peto lo voy a hacer!”. Cuatro meses he tenido que trabajar 
pata coordinar, pata organizar un grupo fuerte para contrarrestar a 
los avasalladores. Hablar, reunirme, explicarles, hacerles conocer el 
terreno de punta a canto con inspecciones. Yo me he trasladado a la 
ciudad de Llallagua, Siglo XX, Catavi, en varias ocasiones. De allá, 
me traigo una nómina de 400 personas, totalmente firmes y sólidas. 
Vengo aquí en Molle Molle y el resto de la gente ya estaba trabajando. 
Sumamos en total 1.200 a 1.300 personas (Entrevista, 19/05/04). 


Quizás la motivación de Arias para involucrarse personalmente y 
lanzar esta iniciativa fue una ambición política personal”, mientras la 
motivación de Vallejos fue claramente económica: era ya un conocido 
loteador en su sindicato. Esa es la razón por la cual no participaron los 
agrarios lugareños, según Daniel Aguilar, ex dirigente del barrio Molle 
Molle y principal responsable del reclutamiento de mineros. Asegura, 
además, que el incentivo económico (en tierra) fue propuesto por el 
representante de la Universidad para asegurarse la colaboración de los 
futuros dirigentes del movimiento: 


De Cochabamba, nadie debía entrar en la lista, esas eran las instruc- 
ciones del Dr. Arias. Porque dos años antes de eso, ya habían entrado 
un grupo de 70, 100, 200 hombres, con un ex minero también. Ha- 
bían sido de Molle Molle, parece que Antonio A., donde se ha hecho 
castigar el Severino conjuntamente con Antonio. 

Hemos charlado con Severino, porque la oferta que nos han hecho 
tanto el Dr. Arias como el tector era de que a todos los jefes de 
grupos nos iban a regalar una hectárea, hay que hablar aquí clarito. 





22 En 2004, se postuló como director ciudadano de SEMAPA y recibió el apoyo de todas las 
tropas de Agromin. Sin embargo, no ganó la elección. 
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Nos han mentido potque ellos nos dijeron que junto con Severino 
iban a entrar los agrarios. Pero mentira, ni un agrario no ha entrado 


(Entrevista, 26/05/04). 


Para sorprender a los adversarios, los mineros decidieron que la 
contra-invasión se diera un día de carnaval (25 de febrero de 2003) en la 
madrugada. La entrada al terreno fue planificada como una arremetida 
militar: se conformaron grupos cuyo número correspondía al número 
de zonas sensibles identificadas previamente durante los recorridos 
nocturnos y plasmadas en un “mapa estratégico de ocupación y des- 
plazamiento”. 

Hemos visto que anteriormente han entrado personas para rescatar 
las propiedades de la Universidad, y han sido infructuosos porque los co- 
munarios los han ganado en fuerzas. ¡Lo que se necesitaba aquí es gente 
preparada, gente instruida, gente que vaya a luchar! No hay que mentir 
nada: aquí se vino con dinamita. Porque era la única manera de enfrentar 
a esos malevos que tenían armas de fuego y los mineros de naturaleza 
estamos de la mano con la dinamita. Era como una pequeña guerra (En- 
trevista a Daniel Aguilar, dirigente minero de Agromin, 26/05/04). 


Entonces tipo 9, 10 de la mañana ya empieza la arremetida de los 
enemigos, ya empieza la lucha. El primer enfrentamiento, bomba pot 
aquí, bomba por allá. No había policía, solamente entre nosotros, 
cuerpo a cuerpo, frente a frente con los enemigos. En este enfren- 
tamiento, posiblemente ellos han sido menos que nosotros, pero 
les hemos batrido de rincón a rincón. Ese día pasa, al día siguiente 
lo propio. Ya en la mañanita, otra arremetida. Ya al tercer día, otro 
enfrentamiento feroz, sumamente grave, de ambos bandos cayendo 
heridos, una pelea fatal, ya con armas de fuego y, gracias a Dios, no 
hemos sido alcanzados pot las balas del enemigo, sólo dos o tres 
heridos (Entrevista a Severino Vallejos, 19/05/04). 


Cuando se produjo una muerte del lado de los comunarios, la poli- 
cía resolvió intervenir: desalojó el asentamiento minero y detuvo a unos 
700 mineros, desconociendo los argumentos legales de la Universidad y 
favoreciendo así a los comunarios. A pesar de su superioridad numérica, 
los mineros sólo habían logrado rescatar parte del terreno. 

Inmediatamente después de esta primera toma, los mineros toma- 
ron contacto con los agrarios aliados a la Universidad y les propusieron 
un pacto: así se creó la asociación Agromin (agrarios y mineros) como 
compradores preferentes de la Universidad encargados del rescate del 
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terreno. Tras esta primera toma, se produjeron otras, ya como Agromin: 
en noviembre y diciembre de 2003, y en febrero de 2004. 

La incorporación de los mineros al conflicto retardó y entorpeció 
la apropiación del terreno por los comunarios. Pero, progresivamente, 
ellos recuperaron sus fuerzas debido, como lo veremos más adelante, 
a las defecciones de Agromin y a las alianzas entre comunarios y los 
diversos decepcionados de la Universidad. 


Agromin adopta una táctica mixta: las ocupaciones del terreno y la autoentrega de 


lotes (de octubre de 2005 a septiembre de 2006) 


A partir de 2005, Agromin cambió de estrategia: abandonó las tomas y su 
alto costo en violencia, por las ocupaciones en carpa del terreno. Mediante 
estas ocupaciones, el objetivo era la entrega de lotes directamente 
por Agromin gracias a la fuerza del número de gente asentada en el 
terreno. Dos razones presidieron a este giro estratégico: primera, la baja 
disposición hacia la violencia de las tropas de Agromin y, segunda, la 
ineficiencia de los mecanismos formales de entrega de los lotes. 

Por un lado, era difícil seguir pidiendo a los miembros de Agromin 
—<en su mayoría, ya no eran mineros— que participaran en contiendas 
contra los comunarios, como lo explica Antonio Catorceno, dirigente 
agrario de Agromin: 


¿Vas a ir a pelear o no? Nuestra gente no está dispuesta a pelear. Pero 
con ellos [los comunarios], si la gente no aparece al primer petardo, 
al segundo petardo los cobran dinero, tres petardos máximo tiene 
que estar toda la gente (Entrevista, 09/08/06). 


Ya se había rescatado una parte suficiente del terreno para permitir 
la monetización: sólo se precisaba conservar lo conquistado y quizás 
eran suficientes demostraciones de fuerza que intimidaran al adversario, 
pero sin enfrentamiento directo. 

Por otro lado, la entrega de los lotes por la Universidad tenía que 
empezar con la culminación del Plan Especial de Detalle a fines de 2004. 
Por fin, se iba a materializar el sueño que movía a las entonces más de 
6.000 familias de Agromin. En octubre de 2004, Agromin emprendió 
la primera ocupación del terreno, que duró una semana y donde por 
primera vez se durmió en el predio. La ocupación seguía teniendo por 
objetivo frenar la continua avanzada de los comunarios, pero de manera 
novedosa era orientada también a presionar a la Universidad para que 
concretara rápidamente la entrega de lotes. Ahí se nota una inflexión 


DISPUTAS POR LA APROPIACIÓN DE TIERRAS “AGRÍCOLAS” 73 


en la relación de Agromin y de la Universidad: de sumiso y manipulado 
por el vendedor, el movimiento de compradores estaba adquiriendo au- 
tonomía elaborando estrategias propias orientadas a objetivos distintos 
de los del vendedor, hasta a veces contrapuestos. 

De hecho, el proceso de monetización no se desarrolló como estaba 
previsto, ciertamente por la agresividad de los comunarios, pero también 
por la iniciativa de la Universidad de conceder 50 Has a los comunarios 
en octubre de 2005. Miguel Pérez, dirigente minero de Agromin, cuenta 
la desesperante incapacidad de la Universidad y de la prefectura: 


La Universidad pone como límite hasta el 31 de mayo del 2005 para 
el pago del 90% de los lotes y, al mismo tiempo, se comprometía a 
entregar esos lotes a los adjudicatarios. Resulta que, llegada esta fecha, 
ni siquiera la Universidad ha podido ingresar a su propiedad, porque 
había conflictos terribles de parte de los comunarios e informes 
político-técnicos del INRA. 

Entonces, de ahí ha generado problemas mayúsculos y la Universidad, 
apegada a la norma, no ha podido ingresar al sector al 31 de mayo. Hace 
todos los intentos de ingresar, pero agarrada siempre de Agromin, 
porque la Universidad no ha asentado soberanía sobre su propiedad. 
Octubre de 2005 marca otro rumbo: hasta esa fecha se ha estado 
esperando que la Universidad ingrese por la vía normal de la ley. Pero 
en octubre se ha hecho una reunión con el prefecto, donde él dice: 
“Vamos a ingresar y a consolidar a los adjudicatarios. Entonces, para 
tal fecha, convoquen a la gente: se va a hacer un acto de entrega”. 
Convocamos a la gente, se hace el acto, pero era simbólico: ¡no era una 
entrega real y se han reído los del otro lado! El terreno estaba lleno de 
policías, pero si ellos se acercaban, los policías no les hacían nada: no 
había instrucciones precisas del prefecto (Entrevista, 06/08/06). 


Habiendo esperado en vano la entrega de los lotes por la Univet- 
sidad y el apoyo de la fuerza pública para ello, Agromin decidió recurrir 
otra vez a su propio capital físico. Con base en el Plan de Detalle, los 
dirigentes de Agromin entregaron ellos mismos los lotes a sus adjudi- 
catatios, tratando de “hacerlos respetar” por los comunarios gracias a 
la construcción inmediata de cuartos que consolidaban la posesión del 
lote. El ejemplo de Florencia, integrante de Agromin, nos ilustra ello: 


Claro que la Universidad no nos ha entregado, pero los dirigentes 
[de Agromin] nos han entregado: “Ya, construyan rápido”. A mí me 
han dado en Palta Otko, del botadero ahí arriba. 
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Al instante querían cuarto, pero, yo no he podido hacer cuarto y se 
han entrado otros [de los comunartios] ahí. Después que se había aca- 
bado de nuestra comunidad [Agromin] la reunión, me había quedado 
en mi lote a juntar piedras pata construir, cuando [los comunarios] 
se han juntado hartos, después nos han venido a pegar. Unos decían: 
“Te vamos a hacer violar”. Todo nos decían. Después, un día de esos 
he ido a reclamar y me han pegado. A harta gente los han pegado. 
De miedo, ya nunca más he vuelto al lugar. Así nos han avasallado. 
Después unos han pagado 100 dólares, 200 dólares creo, después ya 
les han respetado (Entrevista, 24/09/06). 


Por desesperación, parte de los adjudicatarios transaron con los 
comunarios para poder consolidarse en su lote. Para superar este fracaso 
parcial y posesionarse en el terreno antes que estuviera avasallado total- 
mente por los comunarios, Agromin corrigió su estrategia y organizó 
una ocupación masiva de las fracciones de terreno a ser distribuidas. 
Esta segunda ocupación del terreno duró tres meses, de diciembre de 
2005 a febrero de 2006. Casimira, integrante de Agromin, participó: 


El mes de diciembre de 2005, ya vine yo. Entonces, al frente [de 
Jark'a Pampa] han hecho sus carpas, han dormido. Se han formado 
dos grupos, uno era de día y otro era de noche. De esa manera, yo, 
de día me he metido porque con mis hijos pequeñitos yo venía. No 
había ni caminos, nada de esto. Vinieron los tractores, abrieron la calle. 
Este hueco de aquí lo llenamos de piedra, en cadenilla de toditos los 
compañeros. Entonces, así ha pasado, todo el mes de diciembre me he 
quedado. [...] Ya, para febrero, repartieron esto de aquí, entonces, no 
había quién reclame de mí. Y ya después ha venido aquí al frente, Cut- 
va Calama, ahí han repartido, también ya (Entrevista, 05/09/06). 


Así se empezó la entrega real, sector por sector (Curva Calama, 
Piedras Negras, Tiquirani, Avenida de la Autonomía), poco a poco, 
siempre con posibles avasallamientos de los comunarios y retrocesos 
por parte de Agromin. 

Por ejemplo, Antonio Catorceno (uno de los dos dirigentes agra- 
rios que, en septiembre de 2006, quedaba no como parte, sino como 
aliado de Agromin), tenía los lotes de sus bases asignados en la zona de 
K”asa Mayu. Nos cuenta este amargo episodio: 


K'asa Mayu, para entonces [fines de 2005], vacío estaba: había unas 
cinco casas por ahí. Como ellos [la Universidad] dicen y hablan 


DISPUTAS POR LA APROPIACIÓN DE TIERRAS “AGRÍCOLAS” 75 


legalmente: “Con proceso jurídico, los vamos a metet a la cárcel”, 
yo les he creído. 

Ya había negociado los lotes de K”asa Mayu [con los comunatios], 
han aceptado plenamente. 

Y siempre no falta un judas. Ellos [dos compañeros de su grupo] lo 
han arruinado todo potque nosotros habíamos pagado ya, pero los 
compañeros han dicho a nuestra gente que vamos a tener problemas 
con la Universidad. Entonces, he dicho: “¿Ven? ¡Por ser legalistas no 
tenemos lotes, no hay nada!” (Entrevista, 09/08/06). 


Siguió toda una lucha política de estos adjudicatarios agrarios y 
de Agromin para tratar de obtener la atención de las autoridades y el 
desalojo de los comunarios de K”asa Mayu (descrita más adelante), pero, 
cuando lo consiguieron, la Universidad otra vez les falló: 


Entonces, la siguiente semana vamos a comenzar con la medición, 
lunes tenía que estar el arquitecto de la Comisión Técnica: no ha ve- 
nido. Martes recién apenas, y un día es clave porque en un día pueden 
levantar casas. A los pocos días han dejado de medir: “No nos han 
pagado, no podemos continuar”. ¡Pucha! ¡A nuestras vistas! Yo jamás 
he movido una aguja sin la participación de ellos [la Universidad], y 
a nuestras vistas ¡chin! ¡La gente se ha entrado, la policía no ha dicho 
nada, y los abogados [de la Universidad] no querían venir! 

¿Qué ha hecho Aguayo? Nos ha dicho: “De mi alfar tienen que pa- 
garme. Yo les voy a ubicar, yo les voy a entregar, dénme 100 dólares”. 
Hemos tenido que aceptar. Porque ya son dueños allí en K”asa Mayu: 
en esos convenios [entre los comunarios, la Universidad y el INRA] la 
Universidad ha firmado que va a respetar las casas. El Arq. Moscoso 
[Presidente de la Comisión Técnica] ha renunciado después de K”asa 
Mayu y luego toditos han renunciado de la Comisión Técnica. 
Bueno, eso ha pasado y no ha habido solución. Aproximadamente 
110 personas de nuestra gente ha entrado, de las 360 que éramos. En- 
tonces 250 quedan, de los 250 muchos han pedido sus devoluciones a 
la Universidad y lo han dejado (Entrevista a Catorceno, 09/08/06). 


Después del episodio de K”asa Mayu, una parte de los adjudicata- 
rios renunció a su lote, otros (del grupo de los “Libres”?) enjuiciaron 





21 En 2005, la Universidad abrió el proceso de monetización al público en general: estos 
nuevos adjudicatarios no se afiliaron a Agromin, por consejo de la Universidad, y fueron 
llamados “Libres”. 
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a la Universidad. Como la UMSS seguía sin solucionar el problema de 
los demás adjudicatarios, el 29 de mayo de 2006, Agromin y los dos 
grupos de agrarios aliados protagonizaron una tercera ocupación donde 
quedaba espacio: El Martillo, un predio perteneciente a la Granja Expe- 
rimental y fuera de la Ley de Monetización. Catorceno nos explica de 
nuevo cómo y por qué se tomó la decisión de ocupar El Martillo: 


Aquí [El Mattillo] hemos venido directamente 155 personas bajo 
consenso de Agromin. Primeramente, hemos venido como medida 
de presión. Pensábamos que ellos [la Universidad] ya reaccionarían 
cuando estábamos entrando aquí. Han venido el primer día: “Vamos 
a solucionar, dénnos 24 horas. En dos semanas los vamos a meter 
a la cárcel [a los comunatios]” Les damos 48 horas: ni siquiera se 
aparecen, les hemos dado otras 48 horas, tampoco no hay nada, han 
pasado dos semanas: ¡nada! 

Todo eso se ha hecho conocer a las autoridades como a los minis- 
tros, hemos ido a La Paz en varias ocasiones pata presentar todos 
los documentos. Ellos dicen que tenemos razón: los 660 [agrarios y 
miembros de Agromin que ocupan El Martillo] hemos presentado 
las boletas de pago y se ha verificado con la Universidad. De las cua- 
les, más o menos, la Universidad ha rechazado a 22 personas de los 
“Libres” porque le han hecho un proceso. El Viceministro de Tierras 
nos ha dicho: “Por mucho que ustedes han pagado un boliviano, ellos 
[la Universidad] tienen que responder, no les pueden engañar ni un 
centavo” (Entrevista, 09/08/06). 


A principios de agosto, más de dos meses después del inicio de 
la ocupación de El Martillo, las bases de Agromin decidieron empezar 
a construir para consolidarse definitivamente en el terreno. Una vez la 
decisión tomada, cada grupo tenía que construir a lo menos una casa 
durante la primera semana (para palpar las reacciones de la Universidad), 
y recién después se inició la construcción masiva. Mientras tanto, se 
decidió un “encuartelamiento”, es decir, la obligación de permanecer 
noche y día en el terreno. Oscar, con su esposa y su hijo, participó de 
toda la ocupación y de la primera ola de construcción: 


La policía vino, pero nuestros dirigentes les han explicado que hemos 
comprado los terrenos que nos ha ofrecido la Universidad. La policía 
lo ha pensado bien y ha dicho: “No les vamos a desalojar, hemos 
hablado con el gobierno”. También nuestros dirigentes han ido hasta 
La Paz y en La Paz nos han dado buenas esperanzas. No hay postura 
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oficial, pero creo que construyendo no nos pueden desalojar ya, ya 
es muy difícil (Entrevista, 09/08/06). 











Fuente: Achi y Delgado. 


Sin embargo, de manera bastante incomprensible, el gobierno cen- 
tral prosiguió al desalojo de Agromin en El Martillo durante Urkupiña 
(12 de agosto de 2006), y de los comunarios en Jark' Pampa el 31 de 
agosto (al mismo tiempo que otros cuatro operativos en tierras rurales 
de La Paz, Beni, Pando y Santa Cruz). Por fin, la Universidad pudo en- 
tregar los lotes a unas 600 familias de Agromin a inicios de septiembre 
de 2006 en Jark'a Pampa. La Universidad, el gobierno nacional y los 
dirigentes de Agromin presionaron a las familias a que construyeran 
en dos semanas para evitar que los comunarios avasallaran de nuevo el 
predio. ¡Qué más revelador que esta apropiación por el mismo gobierno 
del procedimiento favorito de la regulación informal, la construcción 
rápida para consolidar la posesión del lote, a fin de asegurar la victoria 
de la regulación formal sobre la informal! 

Actualmente (mayo de 2007), quedan unas cuantas familias adju- 
dicatarias que todavía están a la espera de un lote. En Jark'a Pampa, los 
de Agromin no tienen todavía las minutas de venta de la Universidad, 
pues esta fracción de terreno estaba destinada a un campo universitario 
y se necesita un nuevo acto legal para incluirlo en la monetización. 

La ley y la fuerza —entendida en un sentido amplio de “capital 
físico” para imponer su soberanía en el terreno, mediante tomas vio- 
lentas, amenazas, armas de fuego, dinamita, pero también mediante la 
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ocupación del terreno y la construcción rápida de casas— son los dos 
principios que entran en conflicto en esta extraordinaria disputa por la 
apropiación de una tierra “agrícola”. Vimos que el recurso a la esfera 
política fue una de las armas importantes de los comunarios para po- 
tenciar el principio físico frente al principio legal. En el campo adverso, 
Agromin no fue solamente un instrumento de la Universidad para 
responder a los comunarios con su arma favorita: el capital físico de 
los demandantes de tierra. Agromin fue adquiriendo su autonomía y se 
fue construyendo como un embrión de movimiento social por la tierra, 
con una identidad, un discurso político y una capacidad de interpelar la 
esfera política que superaron las capacidades políticas de su mentor. 


3. Agromin como embrión de movimiento social por la tierra 


A través de la figura de Agromin, es posible interrogar la dificultad y 
las condiciones de emergencia de un movimiento social” que logre 
constituir el acceso al suelo de las clases populares como un “problema 
social” en la agenda política local y nacional, y así revertir la supremacía 
del mercado informal de tierra. La primera de estas dificultades es la 
articulación de los descontentos en una “estructura de movilización” 
(Mc Adam y otros, 1999) con base en la invención de una identidad 
común más allá de las organizaciones preexistentes con culturas com- 
bativas distintas. La segunda es la construcción de un discurso político 
universal y legitimador. La tercera dificultad refiere a la capacidad de 
un movimiento social de integrar sus reivindicaciones en la agenda de 
las políticas públicas en función de la “estructura de las oportunidades 
políticas”? (Tarrow, 1989). 


3.1. La identidad y las estructuras de movilización del movimiento 
Diversidad sociológica: el difícil encuentro entre mineros, agrarios y urbanos 


Agromin nació de una alianza entre los mineros de Siglo XX, Catavi, 
etc., los ex mineros de Molle Molle, ya vecinos de Cochabamba y sus 





Neveu (2002) define los movimientos sociales como “una acción colectiva concertada a 
favor de una causa”. Especifica que sólo los movimientos sociales que interpelan las auto- 
ridades públicas (el Estado, la alcaldía, el INRA, etc.) son políticos. Invita también a pensar 
los movimientos sociales en términos de trayectoria potencial, del motín espontáneo a la 
institucionalización. 

“Esta noción designa el estado de una estructura de juego en la cual se desarrolla un mo- 
vimiento social. Apunta a medir el grado de apertura y vulnerabilidad del sistema político 
a las movilizaciones” (Neveu, 2002: 102). 
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hijos, y los agrarios lugareños. En esta asociación, el sector minero dejó 
cierto privilegio al sector agrario (por razones estratégicas que veremos 
más adelante): el cargo de presidente fue reservado a los agrarios y el de 
vice-presidente a los mineros, no obstante la predominancia numérica 
de los mineros. 

Inmediatamente después de la creación de Agromin en 2003, sus 
dirigentes reactivaron el reclutamiento de nuevos adherentes, sobre todo 
en la ciudad de Cochabamba, en las provincias del departamento de 
Cochabamba (áreas rurales y pequeños poblados) y en las minas. Este 
proceso continuo de diversificación geográfica empezó a complicar las 
relaciones internas en Agromin. Además de los 9 grupos mineros inicia- 
les, se llegó a 29 grupos (de 100 a 500 miembros) con un total aproxi- 
mado de 6.000 afiliados a fines de 2004, “agrarios” (con sus estructuras 
sindicales), “mineros” y “urbanos””, por separado. En estos últimos, 
había el Sindicato de recolectores de basura y un grupo evangelista. 

Los diferentes sectores de Agromin tenían fuentes de legitimidad 
distintas en sus disputas por el liderazgo y por mayores privilegios en 
la venta de los lotes en cuanto a tamaño, ubicación y número de lotes. 
Los agrarios siempre arguyeron de su “autoctonía” (como ex colonos 
de la hacienda) y de su trabajo en estos terrenos (su puesta en cultura, 
su limpieza y su custodia bajo los convenios con la Universidad y, an- 
teriormente, bajo el sistema hacendístico). Los mineros privilegiaban 
el carácter decisivo de su intervención para el rescate del terreno, su 
capacidad guerrera y los riesgos físicos que tomaron. Por fin, los urba- 
nos, aunque invitados por los demás, desconocían las letras de nobleza 
de los unos y de los otros, y constataban su mayor peso numérico en 
la asociación. Pero, contrariamente a los demás, generalmente estos 
grupos urbanos no contaban con mucha cohesión interna ni identidad 
unificadora debido a su dispersión social. 


La construcción de la cohesión interna 


Las ocupaciones en las cuales se durmió en el terreno y las asambleas 
generales quincenales construyeron paulatinamente una identidad co- 
mún en Agromin; constatando su propia fuerza colectiva, compartiendo 
la vida cotidiana, enfrentando juntos a los comunarios, los diferentes 
sectores se articularon. 





2 Los “mineros” son a menudo ex mineros tan urbanos como los grupos llamados así; de 
la misma forma, los “agrarios” son integrados por hijos y nietos de ex colonos totalmente 
insertados en la economía y los barrios urbanos. 
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Durante las tres ocupaciones del terreno por Agromin (octubre 
de 2004, diciembre de 2005 a febrero de 2006, mayo a septiembre de 
2006), la permanencia de los miembros de Agromin en el mismo fue 
obligatoria y se redimensionaron las listas depurando a los ausentes para 
evitar los “pasajeros clandestinos”? de la acción colectiva: se necesitaba 
la presencia de todos para, gracias a la masa movilizada, apropiarse del 
terreno y precautelar la seguridad de los asentados frente a los intentos 
de desalojo por parte del otro grupo. 

Estas ocupaciones fueron experiencias de sacrificio y de frater- 
nización que transformaron a los participantes. Verdaderos lazos de 
solidaridad nacieron de la vida cotidiana compartida entre vecinos 
circunstanciales en torno al canal de riego que servía para el aseo, la 
preparación de comida y el esparcimiento de los niños; a los sistemas 
colectivos de vigilancia; al intercambio de servicios, etc. Por ejemplo, 
los que se ausentaban de día para trabajar traían víveres y preparaban 
una olla común para la cena. 


Tomasina, adjudicataria de Agromin, participó al menos en las ocupaciones de 
diciembre de 2005 y de mayo de 2006: En vez de trabajar estamos gas- 
tando, sin ganar, los hijos abandonados, a veces lo que no hacemos 
de día aquí en la noche tenemos que hacer, es un sacrificio que tal 
vez no podemos dejat. Mi mamá me dice que mejor me compro en 
otro lugar. Pero yo digo, no es igual, tanto tiempo no puedo echar 
a perder. Además, ya somos como una familia en el grupo, a veces 
nos teñimos, nos gritamos, a veces también, compartimos lo que no 
tenemos todos, nos apoyamos uno al otro, nos consolamos diciendo 
“ya va ser” (Entrevista, 24/09/06). 


La permanencia en el terreno se volvió una responsabilidad familiar 
con rotaciones entre sus componentes para cumplir con la asistencia en 
el terreno y, a la vez, atender las obligaciones cotidianas (niños, traba- 
jo). En cuanto a los que no residían en Cochabamba, la familia entera 
dormía en la carpa y pensaba quedarse definitivamente en el terreno. 
Las ocupaciones anticiparon las urbanizaciones anheladas en amanzana- 
miento por grupos constituidos, descartando que la entrega de lotes por 
la UMSS los dispersara. Así se revelaban preferencias por determinados 





25 En la teoría de los juegos, en economía, esta expresión formaliza una situación en la cual 
la movilización de todos conseguirá beneficios para todos, peto en la cual cada individuo 
está tentado de no participar por los costos que significa para él, esperando que los demás 
lo hagan y que pueda beneficiarse de su movilización. Entonces, el problema que tiene 
que resolver la organización es cómo impedir los pasajeros clandestinos. 
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lugares para el futuro barrio, mientras el espacio central destinado a la 
asamblea anticipaba ser una plaza pública altamente simbólica para la 
memoria colectiva de Agromin. 

Las asambleas generales de Agromin se llevaban a cabo en Jark'a 
Pampa (hasta su ocupación por los comunarios en 2006), en el medio 
del predio a ser monetizado: concurrían los miles de afiliados más sus 
familias y eran tomas simbólicas que exponían a sus oponentes, pero 
también a la UMSS, la magnitud del movimiento. En éstas, la UMSS se 
volvió una invitada más y ya no el mentor todopoderoso. Tanto como 
las ocupaciones, las asambleas fueron importantes momentos de iden- 
tificación con el movimiento y con el terreno. 





Multitudinaria asamblea general de Agromin en Jark'a Pampa (2005) 
Fuente: Marcelo Delgado. 


La estructura interna de Agromin y los modos de toma de de- 
cisión han sido también mecanismos de apropiación de la acción 
colectiva. Desde el inicio, el directorio de Agromin ha estado con- 
formado por los jefes de todos los grupos. Existe un mecanismo de 
vaivén entre la toma de decisión en asamblea y dentro de los grupos, 
que permite una mejor circulación de la información en una orga- 
nización tan grande y una menor manipulación de las bases por sus 
dirigentes. Cuando se tiene que tomar una decisión como, por ejemplo, 
una ocupación o el inicio de las construcciones, el debate ocurre en 
asamblea y dentro de los grupos; en cada grupo, los miembros deci- 
den por votación y en la asamblea, el “voto” es por grupo. Entonces, 
paralelamente al “arte” de los dirigentes para convencer a las bases 
de sus posiciones, los mecanismos de democracia “de proximidad” 
confieren a las bases bastante poder y legitiman las decisiones a favor 
de acciones arriesgadas. 


82 A LA CONQUISTA DE UN LOTE 


Observación participante de una asamblea general en El Martillo (después de la 
demolición de sus casas) en la cual se debía decidir en qué condiciones Agromin 
¿iba a aceptar la propuesta de la Universidad y del gobierno de irse a Jark'a 
Pampa donde la Universidad iba a entregarles sus lotes a medida del avance en 
el fraccionamiento (04/09/06): 


Visiblemente, el problema había sido ya planteado y debatido en 
cada grupo. En la asamblea, el pronunciamiento de cada grupo fue 
expuesto por una persona de base y no por el jefe de grupo. Al final, 
uno de los jefes de grupo más importante resumió: “La propuesta de 
la Universidad está mal según el criterio de las bases. Hay que acatar 
la decisión de la mayoría”. Y se hizo un recuento de los votos: dos 
grupos a favot del ingreso después del fraccionamiento de 50% de 
Jark"a Pampa; 10 grupos a favor del ingreso el jueves siguiente para 
evitar que al último momento la Universidad entregue los lotes a 
otros; y 6 grupos a favor del ingreso una vez terminado 100% del 
fraccionamiento. Sigue un debate sobre el mismo tema donde todos, 
bases y jefes, exponen y evalúan los argumentos de estas diferentes 
posiciones y se reafirma el ingreso el jueves. 


En septiembre de 2006, durante la ocupación de El Martillo, las 
bases expresaban su satisfacción para con sus dirigentes actuales, a pesar 
de los conocidos casos de corrupción de dirigentes: 

Según una conversación informal con Daniel Aguilar (22/09/06), 
entre $us 40.000 y 100.000 fueron recaudados al inicio del movimiento 
para anticipar el pago a la Universidad y así asegurarse el acceso a sus 
lotes, con el acuerdo de las bases. Los jefes de grupo recaudaron de $us 
50 a 100 por familia. Varios jefes de grupo robaron este dinero: uno se 
compró dos micros H, otro se escapó a España con el dinero, otro se 
compró un auto y dos volquetas. Hasta los equipos de amplificación 
que Agromin adquirió fueron convertidos en cerveza. 

A pesar de todas estas experiencias unificadoras, las asambleas 
generales en Jark'a Pampa en septiembre de 2006 ya no reunían a los 
6.000 afiliados de Agromin en 2004 y tampoco a los aproximadamente 
2.000 que fueron efectivamente adjudicatarios, por los diversos procesos 
de fragmentación que sufrió la asociación. 


Los factores de división y fragmentación 


La construcción de una identidad colectiva movilizadora fue perma- 
nentemente fragilizada debido a la acción de la Universidad y de los 
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comunatios, pero también al cansancio de las familias después de casi 
cuatro años de lucha. 

Asimismo, el proceso de monetización iniciado a fines de 2004 
se tradujo inmediatamente, del lado de Agromin, en un sentimiento 
de traición por parte de la Universidad. Surgieron importantes discre- 
pancias entre la Universidad y Agromin en cuanto al tamaño de lote, 
al precio, al orden cronológico para escoger el emplazamiento del lote 
y, sobre todo, al plazo para la compra. Si bien el precio del metro cua- 
drado fue inicialmente cuestionado ($us 2, 3, 4 y 5), Agromin insistió 
principalmente para que la UMSS jugara el rol de entidad financiera: 
así, sus adjudicatarios, de escasos recursos, podrían reunir el precio del 
lote poco a poco. La argumentación principal era: si fueron dos años 
de lucha por la recuperación del terreno, deben ser dos años de plazo 
para el pago. No obstante, la Comisión definió tres pagos: el primero 
del 10%, denominado depósito de seriedad, que fue acatado por la ma- 
yoría de los integrantes de Agromin; el segundo, del 80%, a cumplirse 
en los tres meses siguientes, que permitía al comprador acceder a una 
pre-minuta de compra y tomar posesión del lote; y el 10% restante para 
concluir la transacción y obtener la minuta. 

Frente a ello, casi la mitad (40%) de las familias de Agromin desis- 
tió, provocando que la Universidad decidiera abrir el proceso al público 
en general. En enero de 2005, la Universidad sacó la convocatoria pú- 
blica, y así se fue conformando el grupo de los “Libres” (compradores 
diversos, muchos de clase media) quienes no se juntaron a Agromin y 
obtuvieron condiciones más ventajosas que este movimiento, como la 
elección de la ubicación y la posibilidad de comprar varios lotes por 
persona. Esto aceleró todavía más la disolución de muchos grupos de 
Agromin y su paso individual o colectivo al movimiento oponente, 
reforzándolo frente a la Universidad. 

Esa fue una de las numerosas oportunidades en las cuales la Uni- 
versidad suscitó, voluntaria o involuntariamente, una división en Agro- 
min. De hecho, cada fracaso de la Universidad en la entrega de lotes 
a sus adjudicatarios fragilizaba a Agromin; muchos de sus miembros 
abandonaron o pasaron al enemigo o, al menos, transaron con ellos, 
como ya lo vimos. 

Por otro lado, si Agromin formó a nuevos líderes, capaces de 
negociar con sus bases y con instituciones, incorporó también a líde- 
res nómadas que participaron en diferentes conflictos por tierra en 
la ciudad, movilizados por sus aspiraciones políticas o afanes econó- 
micos. En 2004, Daniel Aguilar, vicepresidente minero de Agromin, 
nos explicaba: 
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Ahorita el 90% de la gente en las listas de Agromin no son del gru- 
po otiginario. [...] Sielo XX [un grupo de Agromin], a través de su 
dirigente, había estado traicionando, no se ha sabido concretamente. 
Porque los comunarios y sus dirigentes, el Salguero, el Chileno y com- 
pañía, nos rogaban para tomat el terreno y olvidarse de la Universidad. 
Querían aliarse. Severino ya nos condujo [donde ellos], ha hecho lazos 
[entre nosotros y ellos]. Inclusive el día que se conformó el directorio 
de Agromin [en 2003]. Casi ha habido peleas con los chicos malos: 
querían imponer $us 3 por m”, los malditos, querían que paguemos a 
ellos y Severino, a cambio de que nos van a dat ellos el terreno, no la 


Universidad (Entrevista, 26/05/04). 


El grupo de los mineros de Siglo XX fue expulsado de Agromin 
por su acercamiento a los comunarios. Poco después de esta entrevista, 
Severino Vallejos desapareció de Agromin para aparecer del otro lado. 
En el transcurso de los meses y años, muchísimos jefes de grupo de 
Agromin se pasaron al adversario donde, para ejercer la misma función 
que en Agromin, las perspectivas de lucro eran enormes: Pablo Ojeda 
(ex minero de Molle Molle, partícipe del reclutamiento en las minas jun- 
to a Severino Vallejos), Primitivo Flores (dirigente de los recolectores de 
basura), Hugo Escalera (agrario compañero de Severino Vallejos), Juan 
Laime (dirigente agrario inicialmente reacio a entrar en Agromin), etc. 

Por fin, los afiliados de Agromin que resistieron a todas estas 
adversidades tendieron a replegarse del movimiento una vez obtenido 
su lote de la Universidad: el principal objetivo obtenido y con tantos 
sacrificios, se volvieron reluctantes a seguir invirtiendo su tiempo en 
el colectivo, a pesar de las nuevas necesidades (la construcción de su 
vivienda a través, por ejemplo, del programa de vivienda social del go- 
bierno, los servicios básicos, etc.). 


3.2. La construcción de un discurso legitimador y la relación 
con el sistema político 


La construcción simbólica de los movimientos sociales supone un 
trabajo político sobre las representaciones que dé un lenguaje a la frus- 
tración, la transforme en injusticia, la legitime respecto a un sistema de 
normas y valores, designe un responsable y formule reivindicaciones 
en forma de soluciones. Es ciertamente lo más difícil para Agromin, 
en un escenario social, político y académico dominado por movimien- 
tos sociales anti-neoliberales o indígenas-campesinos. La comparación 
con el caso de Santiago, en Chile, descrito por Castells (1974) es muy 
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instructiva: allá, la pre-existencia de un movimiento articulador —el 
problema de la vivienda urbana era parte de las reivindicaciones obre- 
ras— y la facilidad para identificar un responsable —el Estado fracasó 
en su política ambiciosa de vivienda y reprimió ferozmente las primeras 
ocupaciones— facilitaron la politización del acceso a la tierra urbana 
y la conexión con el marco interpretativo” dominante de la época: el 
enfrentamiento entre capital y trabajo. 


Un discurso legitimador abortado 


Desde la primera toma del terreno por los mineros en febrero de 2003, 
los comunarios usaron hábilmente a los medios de comunicación que 
sólo difundieron su versión de los hechos, según dos argumentos: la fun- 
ción social que la Universidad no dio al terreno durante años y la invasión 
de los mineros, identificándolos como responsables y agresores, frente al 
derecho de “autoctonía” de los comunarios sobre terrenos en los cuales 
trabajaron sus abuelos y padres. La fuerza simbólica de la autodenomi- 
nación de comunarios apuntaba a destacar la calidad de intrusos de los 
mineros, ya cargados de la reputación de loteadores y avasalladores de 
tierra por las tomas que este sector ha protagonizado en el país. 

Frente a ello, los mineros iniciaron un pacto con los agrarios, pues 
su presencia en el movimiento permitía la duda sobre la versión de los 
comunarios y legitimaba a los aliados de la Universidad. Paralelamente, 
los mineros proporcionaron a la Universidad un discurso que transcen- 
diera el propósito original y que permitiera convencer a instituciones 
externas y a la opinión pública de Cochabamba. Este discurso calificaba 
el avasallamiento de los terrenos de la Universidad pública como un 
perjuicio al interés colectivo y, por lo tanto, como un avasallamiento a la 
ciudad entera. Para fortalecer esta imagen de aliado de la Universidad y 
del bien público, el apego de Agromin a la legalidad era estratégico. Por 
ejemplo, la primera acción de la asociación fue su oficialización con la 
obtención de su personería jurídica como organización de adjudicatarios 
de la Universidad con domicilio legal en los predios de La Tamborada. 

Esta denuncia de la regulación informal y este llamamiento a que 
las autoridades políticas abandonaran su pasividad para más bien im- 
poner la legalidad (el título) sobre la apropiación por la fuerza, fueron 
una innovación prometedora para transformar un caso peculiar en una 
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Los marcos interpretativos, según el concepto de Goffman (1991), son los que permiten 
a un individuo localizar, percibir, identificar, clasificar los eventos de su entorno, de su 
vivencia y del mundo. 
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causa. Pero Agromin no pasó a un discurso suficientemente general que 
formulara su descontento en forma de propuesta de solución: nunca 
reivindicó una reforma urbana, como el sector campesino que reclamó 
una reforma agraria. 

En las ciudades, la intermediación del mercado para el acceso al 
suelo es generalizada y el suelo urbano es visto por todos como una met- 
cancía, un capital, mientras que en el área rural, las clases populares se 
apoyan en muchas referencias (la tradición cultural de las comunidades 
andinas, la ya larga historia de luchas por la tierra, la misma legislación 
nacional) para emplazar el problema de su acceso al suelo en el campo 
de la justicia socio-política y de la función social de la propiedad. En las 
economías campesinas, el acceso a suficiente tierra condiciona la super- 
vivencia de las personas; entonces, es un derecho y no solamente un bien 
mercantil. En las ciudades, se podría hacer el mismo razonamiento: el 
derecho humano a una vivienda adecuada es reconocido internacional- 
mente y por Bolivia” como base fundamental de las economías de las 
familias urbanas de bajos ingresos. Sin embargo, la tradición “cultural” 
en este espacio urbano está más relacionada con la especulación (el 
hecho que el suelo sea retenido sin uso como patrimonio o inversión), 
no existe mucha historia de luchas por la tierra urbana y la legislación 
nacional desconoce casi por completo la problemática urbana. En este 
contexto, Agromin no encontró marcos interpretativos disponibles, 
pre-existentes, evidentes, para traducir su frustración en reivindicación 
de la función social de la tierra urbana. 


Cambiantes estructuras de oportunidad política 


En cuanto a la relación de Agromin con el sistema político, podemos 
observar dos fases distintas: antes y después de la llegada del Movimien- 
to Al Socialismo (MAS) al poder. 

Desde el inicio de Agromin, esta organización recurrió a las mat- 
chas, huelgas de hambre, crucificaciones, etc. para ser escuchada por 
las autoridades locales y obtener su apoyo en contra de los comunarios, 
con un impacto desesperantemente bajo debido seguramente a los be- 
neficios políticos del funcionamiento actual del mercado informal de 
tierra (ver Capítulo Cinco). 

En la víspera de cada elección, Agromin intentó comprometer 
a uno o varios candidatos a cambio de su voto, como es de tradición 





27 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, firmado 


por Bolivia. 
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en las demás organizaciones sociales, incluidas las de los comunarios- 
loteadores. En la campaña para las elecciones municipales (diciembre 
de 2004), el entonces candidato y actual alcalde, Gonzalo Terceros, 
participó en una asamblea de Agromin para comprometer su ayuda, 
y se olvidó de ello después de su victoria. Durante la campaña para la 
prefectura, los dirigentes de Agromin, o al menos una parte, apoyaron 
al entonces candidato y actual prefecto, Manfred Reyes Villa, siempre 
con la esperanza de lograr la terminación del conflicto, pero sin más 
efecto. Al mismo tiempo, los dirigentes de Agromin, o al menos una 
parte de ellos, invitaron a los candidatos del MAS para proponer su 
voto a cambio de su ayuda. Con la llegada de este partido al gobierno, 
la estructura de oportunidad política en el nivel nacional se volvió más 
favorable a Agromin, mientras la estructura local quedaba cerrada, como 
lo demuestra el relato de Antonio Catorceno, uno de los dirigentes 
agrarios de Agromin, a propósito del episodio de K”asa Mayu: 


En eneto de 2006, nos hemos crucificado en la puerta del rectorado. 
He presentado todos los memoriales al Defensor del Pueblo, De- 
rechos Humanos, la Iglesia, al prefecto, al comandante, a toditos he 
hecho conocer, pero nada. Recién el Miguel [Pérez, dirigente minero 
de Agromin] viene, y dice: “Compañeros, si ustedes nos han ayudado, 
yo estoy dispuesto a ayudatles con toda mi gente”. Hemos aceptado, y 
hemos planificado una marcha masiva con Agromin [para presionat] 
a la Universidad, a la alcaldía y la prefectura, porque por ley tienen que 
demoler K”asa Mayu. Entonces, ahí se ha manifestado el Viceministro 
de Tierras Alejandro Almaraz: “Yo les voy a hacer respetar, vamos a 
solucionar esto”. Él se ha comprometido bajo tanta presión. 

Él no conocía la magnitud del problema de La Tambotrada. Yo le 
he explicado, lo hemos traído a K”asa Mayu. El Chileno [principal 
dirigente comunario], todos estaban ahí. Pero Almaraz no les ha dado 
pelota, pese a que ellos lo han esperado con su churrasco, con sus 
choclos, diciendo: “Aquí hacemos producir estos maizales”, cuando 
el maíz de otro lado era. Para entonces casitas había: de la noche a 
la mañana han hecho aparecer toda una ciudadela. 

Primero un censo ha hecho [Almaraz]: había 187 casas ilegales. Al 
final de eso, los dirigentes han firmado un acta de entendimiento. 
La siguiente semana, ha venido la policía y recién se ha comenzado 
el trabajo de topografiado. ¡Pero cuando se tenía que topografiat, 
tampoco han dejado [los comunarios]! “Nuestros maizales tienen que 
esperar tres meses más”. La Universidad se ha ofrecido para sacatle 
con su maquinaria, pero no han querido. 
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Entonces, ¡pucha! el Viceministro no estaba, otra vez teníamos que 
llamar. Ha venido otra vez, tampoco lo ha solucionado. Cancha de 
fútbol más se han hecho: “Esto es nuestra átea verde, señor Vice- 
ministro. La juventud aquí ha crecido mucho”, jugando un equipo. 
Hacen todo un show, con sus wiphalas, una fiesta lo han vuelto con 
sus amplificaciones, una tarima. 

Tercera, cuarta semana ya era. Otra vez ha venido el Viceministro, 
ya con la fuerza pública. Igual les ha dicho: “Tienen que sacar este 
maizal, hasta el martes”. Tampoco el martes han sacado. El miércoles, 
viene él mismo. Ahí recién, una partecita han sacado, jueves un alfat, 
viernes nada, sábado: “Vamos a sacar”. Lunes de la quinta semana, 


recién han sacado (Entrevista, 09/08/06). 


El gobierno del MAS adoptó una actitud voluntarista para resolver 
el conflicto de Pampa San Miguel, en el marco de una política nacional 
de reconducción de la reforma agraria y a la par de reafirmación del Es- 
tado y de la institucionalidad en la regulación del suelo. Las demoliciones 
que realizó en El Martillo (el asentamiento de Agromin) y, después, en 
un mismo día, en Jark'a Pampa (el asentamiento de los comunarios) y 
en otros cuatro asentamientos en tierras rurales, revelan el rechazo de 
una regulación por apropiación en una perspectiva de seguridad de la 
tenencia y, a la vez, traicionan una indistinción entre las tierras agrarias 
y las tierras aspiradas por la dinámica urbana. 

Con todo, el éxito de Agromin en sensibilizar al Viceministerio 
de Tierras y en comprometerlo a su favor no desembocó en su sensi- 
bilización en cuanto a las especificidades de la problemática urbana en 
relación a la seguridad de la tenencia y al acceso a la tierra. 

En el enfrentamiento entre mercado formal y mercado informal, 
Agromin introdujo un tercer tipo de discurso sobre la regulación del 
suelo urbano: el del movimiento social. Aunque no haya logrado po- 
litizar la cuestión del acceso al suelo urbano de las clases populares e 
inscribirla en la agenda política municipal y nacional, esta asociación 
constituye un ejemplo de los efímeros y escasos movimientos sociales 
por el suelo urbano que ha conocido Bolivia. 


CAPÍTULO TRES 


La propiedad colectiva de la tierra 

en “Hábitat para la Mujer Comunidad 
María Auxiliadora”: ¿una regulación 
social armónica? 


Si se observa un contraste entre las políticas urbanas hasta los años 
1980 y la nueva “gobernanza urbana”, no se puede ignorar una gran 
continuidad de las prácticas populares de autoproducción del espacio 
urbano en los barrios informales o simplemente discriminados que 
disponen de poco o ningún apoyo público. En realidad, la prescrip- 
ción de “buena gobernanza” cambia el paisaje de las políticas urbanas 
al crear una “estructura de oportunidad política” más abierta a las 
organizaciones populares y dentro de la cual pueden movilizar re- 
cursos más diversificados, pero no automáticamente más numerosos 
(el contexto sigue siendo la administración de la rareza para paliar el 
achicamiento del Estado). 

De hecho, la “descentralización participativa” ha promovido a 
las organizaciones territoriales de base (OTBs) al rango de primeras 
responsables de la urbanización de “su” territorio, sobre todo en una 
zona popular periurbana como es la zona sur de Cochabamba: tienen 
que hacer respetar su derecho a los magros fondos de Participación 
Popular sin poder acceder realmente a otras partidas presupuestarias 
del municipio, arbitrar entre diferentes necesidades de infraestructuras 
para la utilización de estos fondos, atraer las donaciones o los créditos 
de las ONGs e iglesias, autofinanciar y administrar algunos servicios (en 
particular, el agua, a través de comités, asociaciones o cooperativas de 
agua), convencer a los sindicatos de transporte de entrar en su barrio o 
crear su propia línea de transporte vecinal, etc. 

El barrio “Hábitat para la Mujer Comunidad María Auxiliadora” 
es un caso excepcional y único de aprovechamiento por una orga- 
nización popular de la nueva gobernanza urbana a fin de urbanizar 
e instituir su territorio, según normas colectivas que impulsan un 
cambio cultural y político dentro de la Comunidad en torno a tres 
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principios centrales: la propiedad colectiva de la tierra, los derechos 
de la mujer y la solidaridad comunitaria. Con base en su experiencia, 
las militantes de María Auxiliadora tratan de construir un activismo 
femenino por el derecho a la vivienda y de proponer otras políticas 
de gestión urbana en el nivel municipal y nacional, en particular la 
idea de propiedad colectiva de la tierra como modo de garantizar la 
función social de la tierra urbana. 

Este caso nos permite vislumbrar la realidad contrastada de 
los asentamientos “normales”, que no practican esta fuerza de re- 
gulación comunitaria y que no disponen de tanto apoyo de ONGs: 
sus dificultades y su participación casi indispensable en las redes 
partidarias. 

¿Es la propiedad colectiva de la tierra la receta del éxito de María 
Auxiliadora? ¿Ésta es una alternativa para la zona sur, para los asenta- 
mientos informales en general y para nuevas políticas de planificación 
y regulación urbana? 

En la primera parte, veremos cómo la propiedad colectiva de la 
tierra sustrae este bien a la lógica del mercado, retirándole su valor de 
cambio para dejarle sólo su valor de uso. De este modo, oferta una 
definición de la función social de la tierra urbana (no definida por ley, 
no obstante la presencia de un principio general en la Constitución Po- 
lítica del Estado) y propone un instrumento para su cumplimiento. Es, 
además, un caso interesante para examinar los elementos que hacen a la 
seguridad de la tenencia, en particular para las mujeres, en el contexto 
del debate mundial sobre el derecho de propiedad individual y pleno 
como medio de incrementar tal seguridad. 

En la segunda parte, exploraremos los beneficios de la propiedad 
colectiva de la tierra en cuanto a la urbanización del asentamiento 
(mejoras en servicios y equipamientos urbanos), principalmente como 
medio de efectivizar un control social del colectivo sobre las acciones 
individuales no conformes al interés común. 

Por fin, nos interesaremos en los procesos y estrategias de 
consolidación dentro de la Comunidad y de difusión hacia las auto- 
ridades municipales y nacionales de la propiedad colectiva: el apoyo 
conseguido en el exterior, siendo uno de los factores importantes 
de su “perennización” en la Comunidad. Esta forma original de 
“regulación social” del territorio, la propiedad colectiva, fue ideada 
para responder a la falta de regulación pública del mercado informal 
de tierra y ahora es propuesta por la Comunidad para la elaboración 
de nuevas políticas de ordenamiento territorial socialmente más 
progresistas. 
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1. La propiedad colectiva como instrumento de la función social 
de la tierra urbana 


1.1. La génesis ideológica de María Auxiliadora y la legitimación 
de la propiedad colectiva 


Rosmary Irusta fundó la Comunidad María Auxiliadora en 1999, al 
cabo de una trayectoria de más de veinte años de militancia en dife- 
rentes organizaciones, en torno a tres sensibilidades primordiales: el 
catolicismo (con las comunidades eclesiales de base), la violencia intra- 
familiar (a través de la Iglesia, pero también con la Oficina Jurídica de 
la Mujer, las ONGs Marie Stoppes e Instituto Femenino de Formación 
Integral-IFFID) y los derechos humanos (fue Secretaria General de la 
Asamblea Permanente de Derechos Humanos de 2003 al 2006). Su 
desenvolvimiento como presidenta de su OT'B proporcionó a Rosmaty 
un conocimiento íntimo y un rechazo vehemente de los mecanismos de 
la política clientelista en los ámbitos municipales de Cochabamba (bajo 
las gestiones de la Nueva Fuerza Republicana-NFR). 

El elemento que la hizo pasar a un grado más costoso y riesgoso 
(en tiempo, energía y dinero) en su ciclo de militancia” fue un episodio 
crítico de coma, a partir del cual Rosmary hizo la promesa a Dios de 
dedicarle su vida si se recuperaba. 

De otro lado, su experiencia previa en el fraccionamiento y loteo 
no engañoso (ni a los propietarios originales ni a los compradores de 
lotes) y respetuoso de la norma urbanística del 40% al 44%? de cesión 
obligatoria del terreno en bruto para las áreas de equipamiento y vías, 
permitió a Rosmary lanzarse en una aventura tan arriesgada. 

Con el apoyo moral de cinco compañeras del IFFI, Rosmary 
decidió en 1992 crear un proyecto de vivienda dirigido a las familias 
de bajos recursos y, sobre todo, a las mujeres jefas de hogat: fundó el 
barrio Yuraq Rumi, en el Distrito 8. Esta experiencia fracasó porque las 
40 familias que ahí compraron su lote objetaron la propiedad colectiva. 
Cuando, en 1999, Rosmaty compró a crédito otro terreno para fundar 
lo que es ahora la Comunidad María Auxiliadora, había adquirido mayor 
experiencia. 





28D. McAdam (1986) diferencia una militancia a bajo costo /riesgo de una militancia con alto 
costo /riesgo: el pasaje del uno al otro no es necesario y sólo puede resultar de un proceso 
cíclico de militancia y profundización del compromiso personal e ideológico para con este 
movimiento. 

Este porcentaje vatía no sólo entre distritos, sino también entre zonas del Distrito 9 según su 
antigúedad. 
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¿Cómo nació la idea de propiedad colectiva de la tierra? El primer 
factor es seguramente el conocimiento práctico de las lógicas popula- 
res frente a la vivienda y del funcionamiento engañoso y especulativo 
del mercado informal de tierra en Cochabamba. También, han debido 
influir la inspiración católica del “comunismo primitivo” y el contexto 
nacional más amplio de resurgimiento de la identidad y de los valores 
indígenas, contexto que ha dado lugar a la promoción por la Ley INRA 
(1996) de una forma comunitaria de apropiación colectiva de la tierra 
(las tierras comunitarias de origen-TCO). 

En el transcurso del proceso, Rosmary aprende, de manera autodi- 
dacta, a mejorar la legitimación ideológica de su proyecto para enfrentar 
la hostilidad de la alcaldía, la incomprensión de muchas instituciones 
frente a la propiedad colectiva y la necesidad de defenderse frente a las 
amenazas y alos juicios de los dueños anteriores de los terrenos y de ad- 
judicatarios expulsados por no haber cumplido las normas del proyecto. 
Es así que busca los consejos de sus amigos y familiares profesionales, 
lee atentamente la Constitución Política del Estado, el Código Civil y 
las declaraciones internacionales de los Derechos Humanos. 

La legitimidad de María Auxiliadora se apoya en una legalidad su- 
perior a las leyes en la jerarquía del orden jurídico: es decir, aunque una 
ley nacional impide la urbanización del suelo “agrícola” del Distrito 9, 
aunque las leyes nacionales sólo prevén el caso de la propiedad privada 
o del condominio (donde los co-propietarios tienen, sin embargo, el 
derecho de vender su bien) para la vivienda urbana, la Constitución 
Política del Estado respalda la figura de la propiedad colectiva en el 
respeto a las formas organizativas de la población y somete la propiedad 
de la tierra a su función social (Artículo 7). Rosmaty recurre también 
a los acuerdos y convenios internacionales firmados por Bolivia (las 
diferentes declaraciones de Derechos Humanos) que están por encima 
incluso de la Constitución boliviana. 


1.2. La accesibilidad económica del suelo para vivienda 


Mientras, a fines de los años 1990, prosperaban los asentamientos 
espontáneos no autorizados y los casos de loteadores engañosos, las 
familias que se acercaban a la Comunidad María Auxiliadora vacilaban 
entre el miedo a la estafa, la garantía de seriedad que daba el respaldo de 
un sacerdote al proyecto y las condiciones de compra muy atractivas: un 
precio de $us 3 el m? (que sigue igual siete años después de la fundación 
de la Comunidad) para lotes de 200 ó 300 rm, la inscripción con montos 
desde Bs 10 y las facilidades de pago de poco a poco. 
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Después de un año para el diseño de un plano de urbanización 
y de arduo trabajo comunitario para limpiar el terreno ubicado en un 
cerro y abrir calles, se edificaron las primeras casas. 


Las primeras personas que vinieron a vivir en Matía Auxiliadora se 
instalaron bajo una carpa mientras construían su casa. 

Por ejemplo, Juan, su esposa y sus tres hijos vivían en alquiler hasta 
una pelea que tuvieron con el hijo del dueño. Con cierto miedo 
a la estafa por loteadores y limitados por su poca capacidad de 
pago, buscaron dónde comprarse un lote hasta encontrar María 
Auxiliadora. Ahí se alojaron un año bajo una carpa, mientras auto- 
construían su casa. 

Reynalda tenía que esconder a sus nueve hijos pata que un propietario 
acepte alquilarle parte de su casa. Cuando intentó adquirir un lote 
para en fin tener una casa propia, se hizo robar todas sus economías 
por un loteador. Llorando llegó a María Auxiliadora; gracias a las 
facilidades de pago y durmiendo bajo una carpa, pudo construir ella 
misma con sus hijos la casa que le da tanta alegría y tranquilidad ahora 
(Entrevistas y observaciones en diferentes fechas). 


De las más de cien casas construidas en María Auxiliadora (hasta 
septiembre de 2006), en pocos casos fueron los hombres los que im- 
pulsaron la construcción y quienes trajeron a su familia a vivir en la 
Comunidad. La mayoría de las viviendas se han hecho con los ahorros 
propios de las familias, el pasanaku y la ayuda mutua en ayni. Sin em- 
bargo, María Auxiliadora se ha beneficiado del apoyo de varias institu- 
ciones para financiar a crédito las construcciones: Pro Hábitat (desde 
2003), Hábitat para la Humanidad (desde 2006) y, quizás, en el futuro, 
el Programa Nacional de Vivienda del gobierno, lo cual muestra que la 
propiedad colectiva no es un impedimento para acceder a créditos: más 
bien, esta característica atrajo a estas instituciones. 


1.3. La seguridad de la tenencia de la familia y la titularidad de 
la mujer 


Rosmary: ¿Por qué me metí en el tema de la vivienda? Porque las mu- 
jeres que visitaba me daban mucha pena, viviendo en un solo cuarto, 
los niños bajo la cama, no sabiendo donde escapar cuando la pegaba 
su esposo, teniendo que callarse y no hacer ruido por los dueños. 
Además con la preocupación de que el hombre pueda botarla de la 
casa y de que pueda encontrarse en la calle con sus niños. 
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Pero cambia realmente mucho para una mujer tener su casa. Me 
dicen los hombres de María Auxiliadora: “antes mi mujer no era 
así, no respondía, no opinaba así”. No es cuestión de un feminismo 
extremo que setía el revés del machismo, sino de igualdad (Entre- 
vista, 13/05/05). 


Entonces, Rosmary Irusta trata de imaginar una solución. La ti- 
tularidad de la mujer es justificada por la seguridad de la tenencia que 
otorga a la familia, cuya base, cimiento y razón de ser son los hijos*%, a 
quienes se quiere asegurar que tengan un techo donde crecer. Esta figura 
“jurídica”, basada en la división tradicional de los roles entre los sexos, 
protege al más débil de la pareja, la mujer, responsable de la crianza de 
los hijos, de un despojo por su pareja en caso de separación o aun de 
una venta por el hombre sin su consentimiento (por medio de la dis- 
posición discrecional de la minuta de compra). La titularidad femenina 
está amparada por la propiedad colectiva de la tierra, gracias a la cual 
no hay título individual del cual pueda disponer uno de los esposos a 
espaldas del otro y gracias a la cual el derecho sobre la vivienda y el lote 
están sometidos al control colectivo de la Comunidad, lo cual confiere 
cierta autonomía de regulación frente a las normas estatales”. 

El caso de María es revelador de la inseguridad de la tenencia de 
la mujer frente a su pareja en caso de separación. María habita ahora 
una casa prestada en María Auxiliadora mientras pueda tener la suya 
en la Comunidad. Antes, vivía en concubinato con el hombre que la 
violó a sus 15 años. Compraron un lote en el ex Fundo La Tambo- 
rada de la Universidad, casi totalmente con los ahorros de ella, pero 
su esposo la convenció de poner la minuta de compra a nombre de 
su hermano. Cuando ella lo descubrió con otra mujer y se separaron, 
perdió el lote. En contraste, Marina se benefició de la seguridad que 
otorga la propiedad colectiva a las mujeres y sus hijos. Cuando se se- 
paró de su concubino, su familia política quiso retirarle la casa, pero, 
en ausencia de minuta de compraventa, no pudieron vender la casa o 
iniciar una acción en contra de Marina, quien, además, tenía el respaldo 
de la Comunidad: 





9 Ver las reflexiones de Spedding (2003) sobre la cuestión de un parentesco patrilineal o 


matrilineal en los Andes, a la cual contesta que el esposo y la esposa pertenecen a la familia 
de sus hijos. 

La ley estatal protege formalmente el derecho de la esposa y aun de la concubina con más 
de dos años de convivencia; sin embargo, a menudo, la mujer no tiene suficiente informa- 
ción, medios económicos o culturales para hacer valer su derecho a la mitad del bien (lote 
o vivienda) frente a un tribunal o para impedir la enajenación. 
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No tengo familia. Mis padres tengo, pero no sé ahorita dónde estarán. 
Cuando yo tenía once años, mi mamá me ha dejado con mi padre, yo 
no lo conocía a mi padre. Entonces, a sangre fría, mi mamá me ha 
dejado, así paradita con una bolsa en Llallagua, con unos descono- 
cidos. No he aguantado. He debido estar unos tres o cuatro meses. 
Prácticamente, yo he tratado de olvidarme de todo esto, pero mi 
papá siempre trataba de abusar de mí cada vez que quería y en una 
ocasión ha abusado de mí. 

Así me ha pasado, es por eso que yo tengo harto resentimiento con 
mi mamá, con mi propio padre que me ha hecho eso. Yo así, llena de 
sangre, me he escapado. Me ha ayudado una señora en la esquinita, 
ahí me he quedado esa noche. Al día siguiente, la señora en auto me 
ha despachado a Oruro, con mi bolsita. Cuatro noches he estado 
en la calle, hasta que me ha agarrado la policía. El teniente me ha 
llevado donde su hermana, para trabajar de empleada, sin sueldo. 
He cumplido mis 16 años, me han dejado ir. Agarrada de mis ropas, 
no sabía a dónde it: otra vez, en la calle he tenido que dormir. Hasta 
que un día me ha agarrado el hogat-albergue “Mi Casa”, y en ahí, en 
el hogar nomás he crecido. 

Después, me he salido y he empezado a independizarme yo solita, a 
trabajar. Y ahí he conocido al papá de mi hija. Pero era bien malo, me 
pegaba, grave era. Yo, grave he sufrido: este ojo se estaba sanando, 
este otro ya también me pegaba. ¡[odo me hacía! Con mi hijita me 
he escapado. 

[Se vino a Cochabamba, conoció a otro hombre y se casó. Después de un tiem- 
po de vivir en la casa de su suegra, consiguió un lote en María Auxiliadora, 
construyeron su casa y fueron a vivir. Su relación empezó a desgastarse, hasta 
que un día...) 

Me ha botado siempre. Porque yo he cometido el error de decir 
“me voy a ir”. Y mi marido: “Ya, ¡ándate!” Me lo ha botado mi 
ropa, y una noche he dormido aquí en el suelo de mi cocina. Al 
día siguiente, he hablado con Doña Rosmaty recién para que me 
ayude y le ha dicho: “Ella se va a quedar aquí, tú quieres irte, 
ándate. Pero no puedes abandonar a tu familia. ¿Con qué cata 
te van a ver tus hijos cuando sean grandes? Ahorita la Marina 
necesita ayuda”. De ese modo, él se ha ido y nos ha dejado aquí 
a mí y a mis hijos. 

Yo esperaba harto apoyo de su familia de él, pero no. La cosa es que 
su familia quería quitarme la casa. Por eso, va a ser más de un año 
que mi matido no habla con su mamá. Doña Rosematy también ha 
puesto un alto ahí a mi suegra. 
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Ana Soliz, presidenta de la Comunidad María Auxihadora hasta fines del 
2006, interrumpe: Si ésta no fuera una comunidad, su familia lo hubiera 
botado a la Matina. 


Marina: Como yo siempre como sonsa: “Yo me voy a it, qué cosa 
siempre es, me voy a ir, soy mujer, voy a trabajar”. A veces la rabia 
hace decir y no vemos las consecuencias. ¿Qué voy a hacer con tres 
hijos en la calle? Alquiler tengo que pagar, tengo que salir a trabajar. 
¿Y mis hijos? 


Otra vez, Ana interviene. Éste es el error de muchas mujeres: la boca 
les gana pues. Por ejemplo, la otra María también dice: “Me voy a 11”. 
Entonces, el hombre parte de eso y dice: “Ya anda, agárrate dos niños 
y yo me quedo con dos”. El hombre ¿qué más no querrá? Siempre a 
todas les digo: “¿Por qué decir me voy»”. Más bien tienen que decir: 
“Si te parece todo mal, entonces vete de aquí”. Y si ellos dicen “¿Por 
qué? Ésta es mi casa, lo que yo he construido”, entonces tienen que 
contestar: “NI siquiera es tuyo, ni siquiera es mío, es de nuestros hijos, 
mientras nuestros hijos estén pequeños, yo voy a criarlos aquí”. ¿No 
ve? Tú le dices, le redices, no entiende la María. Dice: “¿Qué voy a 
hacer, doña Ana, si lo que vivo es un infierno?”. 


Marina: Yo pienso que para mis hijos, más que todo, esto es bien. Y 
más que todo les doy mucho amor a mis hijos, les abrazo, les beso, 
todo. Y será eso, que mis hijos ahora han aprendido. Estoy solita 
en mi cuatto, triste así. “Mamita, te quiero mucho”, me besa y me 
abraza. Cuando mi esposo llega, también, mis hijos le abrazan, se 
ríen, “Hola, papito”. Hasta él mismo se emociona. 

Yo agradezco a Dios, porque ahora esto es para mí vivir una vida 
tranquila. Porque antes mi vida era un infierno. Porque a ver de más 
antes mi vida, a verlo ahora, vivo tranquila, soy feliz, tengo mi casa, 
mis hijos están tranquilos, están cómodos, no estoy molestando a 


nadie (Entrevista, 18/08/06). 


Para las mujeres, su titularidad es un motivo más para apoyar la 
propiedad colectiva de la tierra. Esta seguridad que la titularidad feme- 
nina da a las mujeres les ayuda también a enfrentar el problema de la 
violencia conyugal, “prohibida” en la Comunidad. 


Rosmary: ¡Tengo un problema ahora, es que las mujeres les dicen 
a su esposo: “Te vas de esta casa, no es tuya”! (risas). Claro que la 
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titularidad les ayuda mucho a las mujeres, porque si el hombre pega 
mucho y si no cambia, ella le bota de la casa y se queda tranquila; no 
está desesperada de quedarse con él por el problema económico. Y 
justamente, para no darle el gusto a ella de dejarla con la casa, es que 
el hombre se suaviza un poquito (Entrevista, 07/09/06). 
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Claro, esta titularidad de la mujer no va sin resistencia de los hom- 
bres, pero no resulta muy conflictiva: 


Asamblea General de Matía Auxiliadora del 10 de septiembre de 
2006: La lectura del futuro Reglamento de la Comunidad para su 
aprobación por todos, es interrumpida: 

Maguel: Sigue esto de la autonomía de la mujer. Tiene que ser los 
cónyuges. Porque he visto problemas en la Comunidad y ¡la mujer 
le bota al esposo! 

Sala: Risas 

Celestino y otro hombre: ¡Pero es verdad! 

Rosimary: No es la idea que la mujer sea la cabeza del hogar. La idea 
es buscar la conjunción del hombre y de la mujer para ver familias 
unidas. Tenemos cuatro personas en la Comunidad responsables de 
cuidar y ver las parejas con problemas. Ya no van a estat solos. [...] 
No estamos echando los hombres a un lado. Es que María Auxilia- 
dora ha nacido como proyecto para mujeres, por esa razón hemos 
obtenido muchas cosas más rápidamente. Pero no es para echar de 
lado al hombre. 

Celestino: Está bien esta aclaración de Doña Rosmary. Porque hemos 
visto en parejas jóvenes las mujeres echando al hombre. 


Combatir la especulación e impedir la confiscación de las 


plusvalías urbanas 


Gracias a la propiedad colectiva de la tierra, se retira este bien de la lógica 
de mercado, quitándole su valor mercantil de cambio para limitarle a su 
valor de uso: uno no puede especular (retener el terreno sin uso o con 
un sub-uso hasta que se le pueda vender con un beneficio substancial) 
y confiscar las plusvalías producidas por las mejoras urbanas (servicios 
básicos, vías, transporte, escuela, etc.) obtenidas por los vecinos residen- 
tes por autogestión y captación de recursos externos (municipio, ONGs, 
etc.). Por ejemplo, en el barrio vecino de María Auxiliadora, Olmedo, 
el metro cuadrado tenía un valor de $us 2 en 1999 (año en que empezó 
también María Auxiliadora) y ya ha subido a $us 15 por la mejora de las 


98 A LA CONQUISTA DE UN LOTE 


vías, la electrificación, la cancha y la regularización del asentamiento. El 
loteador y el propietario de un lote, al vender terreno, se apropian de 
manera privada de este esfuerzo colectivo. 

En María Auxiliadora, la vivienda edificada sobre esta tierra no 
se puede vender, alquilar ni dar en anticrético. Sólo se puede traspasar: 
la Comunidad encuentra un demandante que cancela el precio inicial 
del lote (a $us 3 por m? como en el primer día) y el precio avaluado 
por un perito de la vivienda. La idea es que estos bienes cumplan 
con su función social, el derecho humano a una vivienda digna, es 
decir, el uso habitacional para la familia (y, sobre todo, los hijos) que 
se lo adjudicó. 


Rosmary: Entonces, por esta razón, dijimos que no había documentos 
individuales. Claro también que era para gente que realmente nece- 
sitaba. Esta es una diferencia grande, porque los que no necesitan 
van siempre con fines de negocio y algunos que necesitan, prefieren 
vivir en un cuarto y vender (Entrevista, 13/05/05). 


En realidad, las personas que empujaron a Rosmary Írusta para que 
fundase María Auxiliadora tenían intenciones especulativas (ya tenían 
casas en otros barrios y no tenían la intención de construir y venirse a 
vivir en María Auxiliadora) contrarias a las normas del proyecto y no 
correspondían al perfil de adjudicatario buscado. Es que al inicio, por 
la necesidad de pagar rápidamente a los propietarios por lo menos una 
buena parte del costo del terreno, Rosmary “cerró los ojos” y aceptó 
mucha gente que podía pagar al contado el costo del lote ($us 600) y 
que así demostraba no ser tan humilde. 


Rosmary. Creo que en todo ese tiempo, han debido pasar 700-800 
familias. [...] A los que se han retirado del proyecto, todo se les ha 
devuelto. Aunque, clato, las actas dicen que los que se retiran deberían 
de perder, porque tenemos esta deuda a los dueños quienes reclaman 
para que terminemos de pagar. De repente, en cuatro casos que real- 
mente se ha visto que estas personas tenían dinero, entonces se les 
ha hecho perder. Pero este dinero ha ido a parar al lote de dos niñas 
que sus dos padres han fallecido en un accidente. En este momento, 
las niñas están a cargo de sus tíos. Pero el lote está ya al nombre de 
ellas. En otro caso, el dinero ha ido a parar a Hortensia, tenía un 
cáncer, hicimos las cuentas, tenía una deuda, entonces toda la deuda 
se borró. Ha muerto ahora ella, sus hijos están quedándose con la 
casa (Entrevista, 31/07/06). 
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La norma colectiva que genera más conflicto en la Comunidad 
es la ausencia del derecho de disponer libremente del lote y de la vi- 
vienda que significa la propiedad colectiva de la tierra. En las cuatro 
últimas asambleas generales de la Comunidad, el tema central y más 
discutido ha sido la función social del lote. Los vecinos que ya viven 
en la Comunidad reclamaron a los externos y, en particular, a una 
media docena de personas que tienen construidas sus casas O que 
poseen casas en otros barrios, para que vinieran a vivir de inmediato a 
María Auxiliadora o que abandonaran la Comunidad. En la asamblea 
del 9 de julio de 2006, un grupo de tres hombres acusó a Rosmaty 
de estafar a la Comunidad por haber realizado beneficios extraordi- 
narios con el loteamiento?” y fue hasta reiterar que quería minutas 
individuales. Los abucheos de la sala, vacilando entre la risa y la rabia 
ante la obstinación insolente de estas personas, les hicieron callar y 
hubo varias intervenciones que pidieron un voto resolutivo que les 
saque de María Auxiliadora. La decisión tomada fue la de obligar a 
todas las familias adjudicatarias a venir a vivir en María Auxiliadora 
y a construir antes de enero de 2007: venir a vivir en una de las casas 
vacías de la Comunidad mientras construyen su casa propia a fin de 
evitar otras casas vacías. La principal razón para esta decisión de la 
comunidad de residentes es lograr más rápidamente el mejoramiento 
de las condiciones de habitabilidad en el barrio. 


2. Los beneficios de la propiedad colectiva de la tierra para la 
dotación en servicios 


2.1. Crear una comunidad afectiva y de interés a partir de un 
conjunto de compradores individuales 


Más que un hecho, se trata de un objetivo repetido en numerosas exhor- 
taciones de la directiva para participar en las actividades comunitarias. 
María Auxiliadora apunta a conformar, a partir de familias que no se 
conocen, una “comunidad” afectiva y de interés con sentimientos de 
obligación y solidaridad mutua. 
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En esta asamblea, Rosmaty hizo los cálculos delante de todos del precio de compra del 
terreno en bruto ($us 216.000, con 108.000 m? comprados a $us 2, y 60.000 m? compra- 
dos a $us 1) y del monto que recuperará con la venta de los lotes ($us 259.221,60 por 
los 86.407,20 m? de área útil para lotes vendidos a $us 3/m). Eso significa una pérdida 
de $us 16.778,40, que Rosmary explica por no haber calculado correctamente el precio 
en función del porcentaje de cesión para áreas verdes, más alto que lo prescrito por la 
normativa. 
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Se da particular énfasis al cumplimiento de los trabajos comuni- 
tarios (todos los domingos, dos horas temprano en la mañana para los 
que viven en María Auxiliadora y en fin de mañana para los demás), 
para abrir y mejorar calles, reparar instalaciones de agua, construir las 
piscinas de tratamiento del agua, plantar árboles, pero también para 
ayudar en la construcción de una casa (ayn?). Si casi todos los residentes 
trabajan los domingos, menos de la mitad de los externos cumple con 
esta norma, a pesar de la amenaza de multa (una bolsa de cemento por 
día no trabajado), razón que motivó a la directiva a llevar un control más 
estricto de la asistencia a estos trabajos para condicionar directamente 
la selección al programa de vivienda del gobierno. 

Otro criterio tomado en cuenta, en particular para este programa 
de vivienda, pero también para otros beneficios (como los préstamos 
sobre los fondos generados por la misma Comunidad o, anteriormente, 
la promesa de recibir uno de los baños donados a la Comunidad por una 
asociación de damas empresariales), es la participación en las asambleas 
generales, talleres y reuniones de la Comunidad. Por ejemplo, el Comité 
de Vivienda reúne semanalmente a los residentes (unas sesenta personas; 
80% de mujeres según las listas de asistencia) para discutir los asuntos de 
la Comunidad, desde los riesgos de inundación y otros daños a la vivienda 
en época de lluvia, las fallas del sistema de agua, la manera de autoorga- 
nizar el recojo de basura, hasta los pequeños robos y las clases de arte a 
los niños. Además, los jueves en la tarde, se reúnen unas diez a quince 
mujeres para realizar trabajos de crochet y macramé, con el fin declarado 
de vender sus productos, pero también y sobre todo para salir de sus casas 
y compartir entre amigas. Los jueves en la tarde acogen también talleres 
ocasionales de instituciones traídas por Rosmatry, sobre violencia familiar, 
autoestima femenina, salud reproductiva y otros temas afines. 

Si existe cierta presión para la participación a estas actividades, 
los que asisten los jueves lo hacen voluntariamente, y seguramente con 
gusto, aprovechando la oportunidad para “des-estresarse y reír” (Jua- 
na) y porque son concientes que debe haber unión y participación en 
la Comunidad para que se sigan logrando avances en la urbanización. 
Incluso, se manifiesta la satisfacción de pertenecer a una “comunidad” 
en el sentido de que cada uno se preocupa por el otro, lejos del aisla- 
miento individual común en los otros barrios. 


Marina: Con la directiva anterior, ya no se hacía trabajo comunitario 
ni ayuda mutua. Con mi marido hemos tenido que construir nuestra 
casa solos, sin ninguna ayuda. Gracias a Ana [presidenta actual], se 
ha retomado esto. Yo feliz trabajo para la Comunidad, potque sé que 
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cuando voy a necesitar para mejorar mi casa, voy a poder contar con 
la ayuda mutua (Entrevista, 18/08/06). 

Macedonio: Lo que más me gusta aquí es la solidaridad de la gente, en 
primer lugar de Doña Rosmaty y de nuestros dirigentes. Nos preocupa- 
mos los unos por los otros, no se deja a nadie en problemas, ayudamos 
a los enfermos y otros casos sociales (Entrevista, 04/11/05). 


De hecho, la Comunidad se hizo cargo de Hortensia y de sus hijos 
cuando, abandonada por su esposo y en fase terminal de su cáncer, ya 
no podía sostenerse económicamente: los vecinos que lo deseaban se 
turnaban para llevarle comida todos los días y ayudarla en sus tareas 
domésticas; otros la ayudaron con dinero. La acompañaron en sus 
últimos momentos y pagaron su entierro. De igual manera, Dora fue 
apoyada por la Comunidad cuando sufrió un accidente de tránsito en el 
que se rompió sus dos piernas y quedó inmovilizada por varios meses. 
La emoción de estas experiencias vividas “desde el corazón” ha logrado, 
ciertamente, comprometer afectivamente a sus participantes y hacerles 
sentir concreta y libremente que eran más que vecinos. 

Si las dirigentes de María Auxiliadora tratan de crear una comu- 
nidad afectiva y usan de “incitaciones selectivas” a la lealtad para con 
las normas colectivas (el acceso acondicionado a ciertos beneficios), la 
propiedad colectiva es el instrumento fundamental para limitar el alcance 
de las decisiones individuales y dar pie al poder colectivo en búsqueda 
del interés común: el mejoramiento de las condiciones de habitabilidad 
en la Comunidad. Los ejemplos del transporte, de la electrificación y 
de la regularización lo demuestran. 


2.2. Consolidación física y urbanización del asentamiento: la 
resión colectiva sobre los “pasajeros clandestinos” y los 
especuladores 


En 2005, las dirigentes de María Auxiliadora iniciaron las gestiones para 
el transporte público a través de negociaciones con dos líneas: una del 
transporte federado, más rígido frente a las necesidades de los nuevos 
asentamientos, y una del transporte libre o transporte vecinal, que ac- 
tualmente sirve con más frecuencia al barrio. 

En cuanto a la energía eléctrica, el alumbrado público se está 
obteniendo del Programa de Electrificación Rural y la conexión por la 
empresa privada ELFEC (todavía incompleta) dependía del visto bueno 
del municipio. Con el cambio de alcalde en las elecciones municipales 
de diciembre de 2004, se fueron estableciendo relaciones benevolentes 
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con María Auxiliadora, lo cual le permitió la entrada en el programa 
ARCO de regularización masiva de asentamientos humanos. 

La condición principal, tanto para el extendido de la red eléctrica 
y la regularización del asentamiento, como para la negociación con las 
líneas de transporte, es la consolidación física del barrio, entendida 
como el porcentaje de lotes con casas construidas y habitadas o como 
la cantidad de clientes potenciales para el transporte en función del 
número de familias realmente viviendo en el barrio. 

En Olmedo, el barrio vecino de María Auxiliadora, como en mu- 
chos otros, el requerimiento municipal de consolidación física suscitó 
la construcción precipitada de cuartos mínimos sin que eso se traduzca 
en una mayor cantidad de familias viviendo realmente en el barrio. 

Mientras que, en María Auxiliadora, los vecinos que ya viven en 
el barrio así como la directiva presionan con mucha insistencia a los 
demás adjudicatarios para que construyan y vengan a vivir en el barrio. 
El argumento de muchos reticentes en trasladarse a María Auxiliadora 
es justamente la falta de transporte, en particular para sus hijos que 
asisten a la escuela en barrios más céntricos. 

Como muchos elementos de la urbanización de un barrio, se trata de 
un círculo vicioso entre la cantidad de personas viviendo en el barrio y la 
cantidad de equipamientos del barrio, sean esos obtenidos por esfuerzos 
propios (si viven en el barrio, son más motivados a esforzarse financiera y 
físicamente) o por medio de alguna institución (cuyo objetivo es siempre 
beneficiar a la mayor cantidad de gente). Generalmente, los barrios sufren del 
síndrome del “pasajero clandestino””**: pocos quieren asumir los costos hu- 
manos iniciales de vivir en un barrio sin servicios y esperan a que los primeros 
mejoren las condiciones de vida antes de trasladarse. Además, la costumbre 
popular de ahorrar en terrenos convierte esos en “lotes de engorde”, de los 
cuales esperan una plusvalía inmobiliaria antes de una nueva venta, o que 
son destinados a los hijos todavía jóvenes (ver Capítulo Uno). 

En el nivel de la ciudad, eso significa que se siguen incorporando 
tierras al mercado urbano sin haber terminado de poblar los asenta- 
mientos ya existentes, lo que conlleva problemas considerables. Primero, 
esta demanda inflada presiona a la alza de los precios por un suelo de 
muy baja calidad, pues no está servido. Segundo, se dificulta para el 
municipio el cumplir con su responsabilidad de financiar los servicios 
en red y otros equipamientos en una ciudad que crece horizontalmente 
y con muy baja densidad poblacional. 





33 En la teoría de los juegos, desiena al individuo que se beneficia de los esfuerzos colectivos 
. .. 7 S 
sin participar en ellos. 
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En ausencia de una regulación pública o de una presión colectiva 
de los vecinos, la consolidación física y humana de un barrio puede 
tardar más de una década, si en María Auxiliadora, que juega de este 
último mecanismo desde hace un año y goza de un acceso privilegiado 
a créditos, sólo un cuarto (28%) de las familias adjudicatarias vive en 
el barrio después de siete años de existencia. ¿Por qué no se alcanzó 
más consolidación usando plenamente la coerción? Porque, a pesar 
del acuerdo oral y escrito con las reglas del proyecto que se pide a los 
integrantes, seguramente la amenaza siempre posible de un juicio por 
estafa (amenaza tanto más probable en cuanto no se tenía ningún res- 
paldo por las autoridades) haya desalentado a Rosmaty Irusta. Ahora 
que ha mejorado este reconocimiento por la alcaldía, pero también 
por varias instituciones (como ONGs) y, sobre todo, ahora que los 
residentes de María Auxiliadora se han apropiado considerablemente 
más del principio de propiedad colectiva y de sus consecuencias, puede 
ser que se use más eficazmente este medio de presión para conseguir 
la consolidación. 

Los extractos de asambleas generales que se presentan aquí mues- 
tran el conflicto de intereses entre el uso habitacional de propietarios 
residentes que se desesperan por mejorar sus condiciones de vida coti- 
diana y el uso patrimonialista (considerar el suelo como reserva de valor 
sin usarlo, para darlo en herencia o venderlo en caso de necesidad) e 
inversionista (comprar un lote para esperar su valorización y re-venderlo 
a mayor precio) del suelo dejado sin función social por propietarios que 
no participan a este mejoramiento y lo obstaculizan”. 


Asamblea General del 7 de mayo de 2006 

Lectura del Acta anterior del 2 de abril de 2006: 

“Las personas que quieren pertenecer a María Auxiliadora saben en 
qué condiciones lo hacen. Por esta razón no habrá más devoluciones 
de dinero”. 

[...]_Ana (presidenta de la Comunidad): Los que se han perdido dos o tres 
años, lo han perdido todo. No vengan a reclamar nada a doña Rosma- 
ry. Este acuerdo está en las actas, va a estar también en los estatutos y 
reglamento. Vamos a tener personería jurídica ya. Doña Rosmary ya ha 





34 En este contexto, dar un lote con una vivienda mínima en alquiler no es un uso óptimo del 
lote. Primero, por la inseguridad del estatuto de inquilino, a la cual se alude en la primera 
parte; por lo tanto, esta forma de tenencia es insatisfactoria. Segundo, porque el inquilino 
que vive en el barrio y tendría mayor interés en mejor las condiciones de vida colectivas, 
no es miembro de la OTB (lo es el propietario) y queda apartado del esfuerzo colectivo. 
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ganado dos juicios”, no hay medio de reclamar. Todo el mundo, todo 
el país ya conoce qué es María Auxiliadora, las leyes de vivienda están 
saliendo en función a María Auxiliadora. 

[...] María Dolores: Todos sabemos que hemos entrado en María 
Auxiliadora porque necesitamos una vivienda digna con todos los set- 
vicios. Semejantes casas lindas y vacías, cuando muchos necesitamos 
vivienda o ampliar la que tenemos. Queremos más gente viviendo en 
Martía Auxiliadora, potque necesitamos movilidad. Entro a pie porque 
necesito comet y trabajar. ¡Apoyo al que viene a vivir aquí! 

[...] Jhonny. Estoy viviendo cuatro años aquí y veo gente nueva aplaudir 
de cosas que nada que ver. Desde el inicio, doña Rosmaty ha dicho 
como era. [...] Hay tres chicherías cerca, hay gente borracha y peligro- 
so es para las mujeres y los niños que caminan de noche pata entrar 
a la comunidad por falta de transporte. Por eso es mejor que la gente 
venga a vivir aquí. Ya hay muchas facilidades para hacer su casa. 
Celestino: [...] Argumentos hay para no venir a vivit: que mis hijos 
no quieren, su colegio es muy lejos. Mis hijos están en Pagador en 
colegio, ¡pero quieren tener una casa de ellos! Porque yo he cono- 
cido la situación de vivir en alquiler. Mejor es hacer este sacrificio. 
Necesitamos pata el transporte. Á veces entramos a pie, de día, de 
noche. ¡Queremos gente aquí! 

[...] Estamos trabajando, van a venit a vivir a buenas cosas. Las 
otras urbanizaciones nos envidian de todo lo que tenemos: agua, 
luz, transporte... 


Asamblea General del 4 de junio de 2006 
Reynalda: Quisiera pedir a las personas que reclaman que vengan a 
vivir ya no más. Siempre dicen que no tienen plata para construir. 
Nosotros hemos venido a vivir en catpa. 
[...]_Ana: Cuando nos acercamos a Electrificación Rural, me explicaron 
que sólo la parte poblada de la Comunidad iba a entrar en alumbrado 
público. Arriba, hay poca gente: ¡imposible que se les conecte la luz! Los 
que no están viviendo nos están perjudicando grandemente a los que vi- 
vimos. Por favor, los que no quieren vivir, que desocupen por favor para 
los que quieren. ¡Esto es la voz de los ciento diez que vivimos aquí! 
[...] Celestino: En Olmedo, para traer la luz, han obligado a la gente 
a que construyan casas para que cuando venga la inspección, se les 
dé. ¿Por qué nosotros no podemos hacer lo mismo? 





33 Con el apoyo de Oxfam GB y UNITAS. 
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Asamblea General del 10 de septiembre de 2006 
Una mujer. Si quieren hacer un juicio [por ser expulsados sin devo- 
lución de su dinero], que nos hagan a nosotros todos en conjunto, 
porque doña Rosmaty no debería cargar con eso, porque nosotros 
nos hemos puesto estas reglas. Que no se sienta sola, porque María 
Auxiliadora somos todos. 


3. Consolidar la propiedad colectiva en María Auxiliadora y 
difundirla hacia fuera 


3.1. ¿Cómo pasar de una legitimidad carismática a una 
democrática? 


La Comunidad, la que vive en María Auxiliadora y tiene mayor 
interés en que se pueble el barrio para mejorar las condiciones de 
vida, parece haber asumido ahora el principio de la función social 
del suelo y la vivienda (evitar los lotes de engorde y los pasajeros 
clandestinos). La propiedad colectiva de la tierra es el instrumento 
de coerción que permite a la Comunidad presionar a los individuos 
que no cumplen esta función social, pero engendra consecuencias 
de más largo plazo que la necesidad inmediata de poblar el barrio 
(en particular, la imposibilidad de vender la casa en el futuro). Por 
medio de la apropiación de la primera, parece que los residentes han 
aceptado la segunda. 

Podría ser que las mujeres sean las que más se hayan apropiado 
de la propiedad colectiva. Si realmente son las que más desearon com- 
prarse un lote para tener su propia vivienda (es el caso según nuestras 
entrevistas) y como la propiedad colectiva protege su tenencia sobre la 
vivienda, puede ser que la definición, en María Auxiliadora, de la vivien- 
da como “bien doméstico” (el hogar, el techo donde crece la familia) 
haya logrado convencer y movilizar a un grupo estratégico, las mujeres. 
Como mujeres, en adecuación al rol asignado por la división tradicional 
del trabajo (la reproducción social y biológica), se desmarcan de una 
interpretación mercantil de la vivienda, ligada al rol masculino asignado 
de sustentador económico de la familia (rol de productor), habilitado e 
inducido a usar las lógicas del mercado. 

Paralelamente, otro elemento importante juega a favor de la apro- 
piación de la propiedad colectiva. Gracias, en gran parte, a una gran red 
de ONGs e instituciones que valoran las normas colectivas que hacen 
a su identidad (como la propiedad colectiva, la titularidad de la mujer y 
la solidaridad comunitaria), María Auxiliadora ha podido progresar en 
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su urbanización (hacer de un cerro de supuesto uso pastoral un barrio 
equipado con todos los servicios urbanos) mucho más rápidamente que 
otras urbanizaciones comunes, lo cual refuerza, dentro de la Comunidad, 
las normas colectivas de gestión del territorio, que, a su vez, permiten 
más logros en la urbanización. Un claro ejemplo que lo demuestra es el 
impacto que tuvo la concretización del sistema de agua y alcantarillado 
en María Auxiliadora. 

Hasta 2004, los comunarios de María Auxiliadora compraban de 
los camiones cisternas un agua carísima y de pésima calidad, como en 
la mayoría de los barrios de la zona sur de Cochabamba. A través de los 
contactos de Rosmaty, una estudiante suiza se interesó por el barrio y 
facilitó la visita de una ONG suiza. 


Ana, presidenta de la Comunidad: En las reuniones que hacíamos, 
doña Rosmaty nos decía: “vayan poniendo cuota para el proyecto 
de agua, a $us 20 cada familia”. La gente no creía. Habrán hecho 
caso unas 10 personas. ¡Ni yo he puesto! ¿Agua aquí? ¡Qué va 
a haber! ¿De dónde? Inclusive en una reunión, una de nuestras 
compañeras decía: “¿Alcantarillado aquí? ¡Jajaja!” (Entrevista, 
01/08/06). 


La ONG financió a fondo perdido el 50% del costo del sistema 
de agua y alcantarillado y una ONG boliviana, Pro Hábitat, otorgó un 
crédito para cubrir la contraparte de $us 130 por familia. La llegada del 
agua a María Auxiliadora fue una de las etapas decisivas para que los 
adjudicatarios de la Comunidad pasen de la incredulidad o la cautela 
a una mayor confianza tanto en el “sueño” de María Auxiliadora (la 
concretización de todos los elementos de una vivienda digna) como en 
su promotora, Rosmaty. 

Unas veinte ONGs e instituciones han cooperado con María 
Auxiliadora con apoyos materiales e inmateriales, los cuales, a su vez, 
favorecieron el reconocimiento de la Comunidad por el municipio (con 
el cual consiguieron la luz, la regularización, un parque infantil, el ripiado 
de las calles y camino de acceso, etc.). 

Sin embargo, la pregunta crucial es el porvenir de esta propiedad 
colectiva de la tierra: sí unos están realmente convencidos, otros piensan 
que es positiva por el momento, pero condenada a volver a la lógica 
dominante en el medio urbano de propiedad individual, y algunos es- 
peran con impaciencia que los vecinos de María Auxiliadora rebalsen la 
influencia de la fundadora para obtener las famosas minutas individua- 
les. La misma Rosmary busca ansiosamente una solución al problema 
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insoluble de la herencia de la vivienda entre varios hijos. El respeto, 
dentro de la Comunidad, de un principio tal como la propiedad colectiva 
de la tierra, depende en gran medida del respaldo moral, económico, 
legal y político que pueda obtener afuera, de las ONGs, quizás del mu- 
nicipio y, de manera más probable, del gobierno nacional cuya política 
de tierra rural adopta la dotación colectiva de tierra como manera de 
garantizar su función social y de reafirmar el modo de gestión indígena 
de los recursos naturales. 

Proteger la autonomía de la Comunidad en la “regulación social 
de la tenencia de la tierra” es un impulso más para que las dirigentes de 
María Auxiliadora busquen influir las políticas de tierra, politizando y 
generalizando su experiencia concreta. 


3.2. Difundir hacia las autoridades municipales y nacionales: la 
propiedad colectiva como política urbanística progresista 


Rosmaty Irusta inicia el proyecto de manera ferozmente autónoma de 
las autoridades municipales y de sus redes partidarias clientelistas: 


No me gustan mucho las O'T'Bs porque son tan corruptas, tan ma- 
nejadas, no me gustan. Por eso no he querido que sea OTB, sino 
Comunidad, porque una comunidad es solidaria de los demás, porque 
así lo dice también en la Biblia. [...] 

La otra cosa era esa: no meternos con la alcaldía ni la prefectura. 
Queríamos salir adelante solos. Porque además queríamos demostrar 
el presupuesto que manejamos nosotros. [...] 

El Estado tendría que hacerse cargo del derecho a la vivienda, pero 
la idea es que con costos reales les digamos: “Ustedes, con tantos 
millones cuánto han hecho y nosotros con cuántos miles tanto he- 
mos hecho”. Y, además, para cuánta gente. Eso ya vino en el camino 


(Entrevista, 13/05/05). 


Al no participar en este sistema de gobernanza clientelista y 
al reivindicar, en su lugar, derechos universales, María Auxiliadora 
encontró varios obstáculos por parte de las autoridades locales: en 
particular, la alcaldía trató de derrumbar las primeras casas cuando al 
mismo tiempo se constituían decenas y decenas de asentamientos en 
el Distrito 9 en las mismas condiciones de ilegalidad sin ser amena- 
zados. Después, María Auxiliadora tropezó varios años para obtener 
la energía eléctrica, porque las autoridades no querían reconocer la 
propiedad colectiva de la tierra: 
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Rosmary: Para hacer el diseño urbano, primero fuimos a la alcaldía: 
Urbanismo, Planificación, Concejo Municipal, a todos. Queríamos 
ser legales desde el principio. No me parece justo que vivamos 
ilegales. Bueno, no somos ilegales porque hemos comprado. Pero 
nadie nos hizo caso. No puede ser prohibido si tú estás fallando en 
una parte. 

Yo hablé con el abogado de ELFEC pot el motivo de la luz y le dije: 
“Ud. nos condiciona la conexión a que las familias de la Comunidad 
presenten minutas de compra individuales. Igual, yo hago hacer las 
minutas y a todos reparto, y acaba el problema. Pero eso no es legal, 
porque debería ser la luz, el agua y el alcantarillado un derecho.” Por 
eso es que también estamos trabajando en los derechos, el derecho 
a la vivienda y el derecho a los servicios básicos. 

[Con la campaña electoral municipal de diciembre 2004], un grupito 


se hizo eneferista* 


y decían que si nos poníamos con su partido, 
íbamos a obtener tal cosa y tal cosa, pero es mentira. Es nuestro 
derecho, ellos tienen la obligación de darnos lo que nos corresponde, 


no es un favor (Entrevista, 13/05/05). 


En 2005, María Auxiliadora salió de su aislamiento político, gracias 
a la oportunidad abierta por instituciones de la “buena gobernanza 
urbana” y a la personalidad de su presidenta, Ána, menos penetrada 
de derechos universales, más pragmática y, por ende, más cercana al 
quehacer dirigencial, que Rosmary. La ONG Pro Hábitat y el centro 
universitario de investigación CEPLAG invitaron a estas dos mujeres 
para que presenten su experiencia en un seminario sobre el problema de 
la inseguridad jurídica predial en Cochabamba, donde exponían también 
funcionarios municipales y académicos. El reconocimiento del capital 
moral y simbólico de María Auxiliadora por los actores de la “sociedad 
civil” presentes creó un contexto favorable para el inicio de una relación 
mucho más fluida con la alcaldía. Ésta agilizó la participación de María 
Auxiliadora en su programa de regularización ARCO); reconoció la pro- 
piedad colectiva de la tierra como una figura interesante y hasta digna 
de hacer de María Auxiliadora un “barrio piloto” a ser replicado; y eso 
facilitó la obtención por la Comunidad de la energía eléctrica; todo ello 
con la intención implícita de utilizar la imagen de María Auxiliadora a 


favor del partido del alcalde. 
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Del partido de la Nueva Fuerza Republicana (NER), que dirigió la municipalidad de Co- 
chabamba durante 10 años aproximadamente, en torno a un líder populista: el Capitán 
Manfred Reyes Villa, quien lo fundó en 1995. 
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Mientras el Prefecto quería que la fama de María Auxiliadora 
recayera también sobre su bando político, la subalcaldesa del Distrito 
9 prestaba a la Comunidad todo su apoyo y la presidencia de María 
Auxiliadora sirvió como trampolín hacia responsabilidades dirigencia- 
les de mayor alcance (por el momento, la Vicepresidencia del Consejo 
Distrital). La reputación de María Auxiliadora sigue creciendo, tanto en 
Cochabamba, como en el nivel nacional. 

Utilizando la arena de las ONGs y su propio capital simbólico de 
Comunidad solidaria de mujeres por el derecho humano a la vivienda, 
María Auxiliadora ha logrado vatios acercamientos al gobierno nacio- 
nal. Por ejemplo, en 2006, a través de la ONG Red Hábitat y de la Red 
Nacional de Asentamientos Humanos (RENASEH, constituida por las 
ONGs del sector), las dirigentes de María Auxiliadora encontraron a 
varios parlamentarios, constituyentes y al Viceministro de Vivienda, para 
defender un anteproyecto de ley de vivienda y la inclusión del derecho a la 
vivienda en la futura Constitución. Una vez hecho este contacto, lograron 
convencer al Viceministro que la propiedad colectiva de la tierra urbana 
era una opción viable y comprometerle para que el programa nacional 
de vivienda se implementara de manera prioritaria en la Comunidad. 

El objetivo político actual de las líderes de María Auxiliadora es 
proponer que su experiencia de propiedad colectiva de la tierra sirva de 
base a la elaboración de políticas que hagan cumplir la función social 
de la tierra urbana por encima de la dinámica especulativa del mercado 
de suelo en Cochabamba y otras ciudades. 

Esta “subida en generalidad””” en cuanto a la propiedad colectiva 
terminó de operarse cuando las militantes de María Auxiliadora se en- 
contraron con académicos y ONGs en un espacio de reflexión sobre 
el derecho a la ciudad y los problemas urbanísticos en Cochabamba: 
pudieron reubicar su vivencia en el marco más amplio y abstracto de 
la normativa nacional (principio de función social de la propiedad, 
bien definido para la tierra agrícola, pero sin aplicabilidad para la 
tierra urbana por falta de definición adecuada) y de la economía del 
mercado de suelo. 

De manera paralela y desde 2005, las líderes de María Auxiliadora 
recibieron pedidos de la población que escuchaban hablar de ellas (por 
los medios de comunicación o en seminarios) para que organizasen otras 
“María Auxiliadora” en otras ciudades. En octubre de 2006, aceptaron 
apoyar una iniciativa de réplica de su experiencia en Sucre. 





7 “Politizar” una lucha particular en un contexto particular, al lograr extraerse de esta par- 
ticularidad para proponer principios generales válidos pata todos. 
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En conclusión, es importante recalcar que la Comunidad María 
Auxiliadora es un ejemplo único de la propiedad colectiva de la tierra en 
una zona urbana. Este modo de gestión del territorio está totalmente a 
contracorriente de los paradigmas liberales de la gestión urbana. 

La principal base del éxito de María Auxiliadora en cuanto a su 
dotación en servicios es justamente la propiedad colectiva de la tierra. 
Esa es un medio de otorgar mayor seguridad de la tenencia a la familia 
en su conjunto (es decir, a los hijos, cimiento de la familia), de garantizar 
la función social de la tierra al quitarle su valor de cambio y dejatle sólo 
su valor de uso, y de contrarrestar los comportamientos de pasajeros 
clandestinos que estorban el progreso colectivo. La imagen que pro- 
yecta la Comunidad —una autogestión solidaria en torno al activismo 
femenino— le vale también importantes y numerosos apoyos de ONG 
y otras instituciones. 

Mientras la cuestión de la propiedad colectiva de la tierra ya parece 
haber sido apropiada por sus miembros, esta forma original de “regula- 
ción social” del territorio, ideada para responder a la falta de regulación 
pública del mercado informal de tierra, es ahora reivindicada por la 
Comunidad como solución para políticas de ordenamiento territorial 
socialmente más progresistas. 


CAPÍTULO CUATRO 


Las carencias del marco jurídico en 
cuanto a la provisión y a la regulación 
del suelo urbano 


Históricamente, ha sido muy limitado el rol del Estado boliviano y de 
los municipios en la provisión de suelo urbano para la vivienda social 
o en la creación de condiciones favorables a los sectores populares por 
la regulación del mercado de suelo y/o por subsidios y créditos a las 
familias. Las principales políticas estatales en este sentido han sido los 
programas habitacionales; sin embargo, desde 1997, ya no abarcan la 
provisión de lotes. La legislación propiamente sobre el suelo urbano 
no pasó del nivel embrionario y no permite a los municipios desarro- 
llar instrumentos de regulación adecuados. Además, el municipio de 
Cochabamba se caracteriza por una tradición de planificación elitista 
y segregativa, más preocupada de estética que de integración urbana, 
tradición que la “nueva gobernanza urbana” post 1994 ha renovado en 
sus formas sin abolirla. 


1. El nivel nacional: inadecuados programas de vivienda y 
desconocimiento del suelo urbano 


1.1. Las políticas de vivienda 
Desde 1924, Bolivia ha implementado una serie de programas habita- 
cionales que fracasaron en la realización del derecho a la vivienda para 


la población más empobrecida. 


1.1.1. Los programas de vivienda social financiados por el aporte 


salarial (1924-1996) 


Los primeros programas estatales de vivienda de interés social se ini- 
ciaron tímidamente en 1924 con la Ley de Ahorro Obligatorio. A lo 
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largo de la inestable historia institucional del sector (de la Junta Depar- 
tamental de Vivienda Obrera en 1927 al Fondo Nacional de Vivienda 
Social-FONVIS en 1992), estos programas fueron dirigidos a los traba- 
jadores asalariados, que representaban una cuarta parte de la población 
ocupada, dejando de lado a las grandes mayorías de la población que 
trabajan en el sector informal. Al fin y al cabo, solamente un 7% de la 
población activa se benefició con estas políticas. Los aportes salariales 
patronales y laborales que financiaban estos programas fueron insu- 
ficientes para cubrir la demanda de los trabajadores aportantes y del 
resto de la población. 

Estos programas son actualmente muy cuestionados, en primer 
lugar, por los actos de corrupción que asociaron a “constructores, po- 
líticos, banqueros y loteadores” (Ministerio, 2002: 26), quienes sacaron 
ventaja principalmente de la construcción con sobreprecios, la baja 
calidad de las viviendas y la apropiación arbitraria de terrenos. Estos 
terrenos luego fueron comercializados consiguiendo aprobaciones ile- 
gales (de urbanizaciones en franjas de seguridad de torrenteras, en áreas 
verdes o agrícolas) gracias a sobornos a funcionarios municipales. 


1.1.2. Las políticas de vivienda neo-liberales desde 1997 


La aplicación de la Nueva Política Económica a partir de 1985 impuso 
una reorientación de todas las políticas económicas del país hacia el 
achicamiento del Estado. A partir de la gestión de Banzer (1997-2002), 
este giro concernió a las políticas habitacionales también, las cuales han 
sido elaboradas bajo la influencia de los organismos internacionales y, 
por ello, han conservado un mismo enfoque y vatios componentes de 
una gestión a otra. 

Banzer cerró el FONVIS en 1997 y lo reemplazó por el Programa 
Nacional de Subsidios a la Vivienda (PNSV). El componente de subsidio 
a la vivienda estaba dirigido a zonas afectadas por desastres naturales, a 
zonas rurales endémicas del mal de Chagas, como también, de manera 
muy incipiente, al mejoramiento de barrios periurbanos y a los sectores 
de bajos ingresos. Esta última acción fue catalogada como “pobres sub- 
sidiando a pobres”, debido a que ya no contaba con el aporte patronal, 
sino sólo con el aporte de los mismos trabajadores, aporte que, además, 
fue usado por el Tesoro General de la Nación para cubrir el déficit fiscal 
(Ministerio de Vivienda y Servicios Básicos, 2002). 

Pero el principal elemento de la política de vivienda era el 
Subprograma de Subsidio Directo a la Demanda cuyo objetivo era 
más mercantilista (el fortalecimiento de la banca, del mercado finan- 
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ciero e inmobiliario) que social. Este modelo consistía en un ahorro 
previo en el sistema financiero, un subsidio y un crédito hipotecario. 
Las críticas a esta política destacan los sobrecostos inducidos por la 
intermediación obligatoria de empresas constructoras privadas que 
niega la costumbre popular de autoconstrucción (Ramírez, 2004). 
Asimismo, esta política no pudo alcanzar a los sectores de menores 
recursos porque el ingreso mensual mínimo para obtener un crédito 
en el sistema financiero es de $us 500. 

Con los siguientes gobiernos, el mecanismo hipotecario y la inter- 
mediación de las empresas constructoras siguieron siendo los pilares de 
las políticas habitacionales. Así es que en la gestión de Mesa (2003-2005), 
se lanzó un programa de créditos hipotecarios a 20 años de plazo para 
trabajadores del sector formal con ingresos desde Bs 800. 

La inestabilidad de estos gobiernos, y desde la gestión de Morales 
en 2006, la inestabilidad del Viceministerio de Desarrollo Urbano y 
Vivienda (cuatro viceministros en un año de gestión) impidió la imple- 
mentación de nuevas políticas hasta abril de 2007*. 

Las políticas habitacionales desde 1997 han ido ignorando el pro- 
blema del acceso al suelo, al considerarlo como una precondición para 
pretender un financiamiento para la construcción de una vivienda. Con- 
forme al paradigma liberal, el Estado no disturba el mercado de tierra, 
el cual debe ser el único mecanismo de provisión de este bien mercantil. 
Sin embargo, si en Bolivia existe un déficit de 298.000 viviendas —según 
el Plan Nacional de Desarrollo del 2006%—, es un déficit parecido de 
lotes al cual se necesita responder. Los programas habitacionales actua- 
les como los de la primera época que suministraban lotes y viviendas 
nunca fueron acompañados de políticas para la regulación del mercado 
de suelo urbano, como lo veremos a continuación. 


1.2. El suelo urbano en el marco legal nacional 
Desde 1938, las constituciones bolivianas sujetan la propiedad de la 


tierra a su función social*, dejando al legislador la responsabilidad de 
desarrollar las definiciones y herramientas de este principio. Las leyes 





38 La presente investigación concluyó en enero de 2007. Para no presentar un análisis super- 
y 


ficial del Programa de Vivienda Social y Solidaria, preferimos no abordar el tema. 

Según el Plan Nacional de Desarrollo de 2006, las proyecciones del déficit para el año 
2005 son de 298.000 viviendas en términos cuantitativos y 855.000 en términos cualitativos 
(PND, 2006: 150). 

La constitución actual, en su Artículo 7, inciso 1), establece que “toda persona tiene derecho 
a la propiedad privada, individual y colectiva, siempre que cumpla una función social”. 
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de Reforma Agraria y Urbana de 1953 y 1956, respectivamente, son las 
principales referencias al respeto. Elaborados en un contexto de revo- 
lución social progresista, el Decreto-Ley de Reforma Agraria afirmaba 
que la tierra es para quien la trabaje, mientras la Ley de Reforma Urba- 
na permitía la reversión al Estado de las grandes extensiones de suelo 
pertenecientes al radio urbano, para fines de vivienda. 

En el área rural, el Decreto-Ley de 1953 enmarcó una distribución 
de tierras hacendales a los ex colonos —en el futuro Distrito 9 de Co- 
chabamba también— y, en las siguientes décadas, un proceso continuo 
de asentamientos espontáneos en la frontera agrícola oriental (sobre 
todo, en el Chapare y el departamento de Santa Cruz), donde miles y 
miles de campesinos adquirieron un derecho de hecho por el trabajo 
realizado en sus parcelas. En 1996, la Ley del Instituto Nacional de Re- 
forma Agraria (INRA) prohibió esta última práctica, tratando de reem- 
plazar el derecho de hecho por la dotación formal de tierra fiscal por el 
Estado, y lanzó un proceso de saneamiento de tierras. Las tierras ociosas 
iban a retornar al dominio originario del Estado para ser redistribuidas, 
mientras que los campesinos que cultivaban sus tierras por más de dos 
años iban a recibir títulos de propiedad; aunque la Ley INRA declaró el 
fin de la Reforma Agraria y fue inoperante en el proceso de saneamiento 
y de dotación, fue una reafirmación del principio de función social (o 
función económica y social para las grandes y medianas explotaciones) 
de la propiedad. Recientemente, la Ley de Reconducción Comunitaria 
de la Ley INRA de 2006 apunta a desbloquear el proceso de dotación 
de tierras y otorga un título de propiedad colectiva para que las tierras 
dotadas conserven su valor de uso y no sean vendidas poco después. 

En el ámbito urbano, la medida central de la Reforma Urbana, que 
disponía la “afectación de todas las propiedades de una extensión superfi- 
cial mayor a los 10.000 rm?” para su fraccionamiento en lotes y la dotación 
de éstos a quienes lo solicitasen, en el supuesto consentido que carecían 
de vivienda”, se convirtió en una medida inductora para la especulación 
y un repentino crecimiento urbano no planificado y poco denso: 


En los hechos, sólo un pequeño porcentaje de personas mantuvo 
en su poder el lote con que habían sido beneficiadas y pocas las 
que efectivamente construyeron sus viviendas en él, apresurándo- 
se las más a transferirlo a terceras personas. [...] El resultado de 
la mala política seguida en el caso de la Reforma Urbana no pasó 
de ser un despilfarro de tierras [con] la urbanización de extensas 
zonas sin dar oportunidad a una planificación más adecuada 


(Urquidi, 1986: 26). 
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Esta reforma limitó la definición y la evaluación del principio de 
función social de la propiedad en las ciudades a un criterio cuantitativo 
aplicable, en la práctica, a terrenos agrícolas alcanzados por la mancha 
urbana (10.000 m?, o una hectárea, constituyen un predio poco probable 
en el ámbito urbano consolidado): es una problemática todavía vigente, 
por ejemplo, en las zonas del Distrito 9 que serán declaradas urbanas. No 
obstante, la Ley de Reforma Urbana fue aprobada en una época donde las 
ciudades bolivianas eran muy pequeñas y no habían experimentado una 
explosión de su población; por ello, no se adecua a la complejidad actual de 
las dinámicas prediales productoras de segregación urbana y desigualdades 
sociales. El único marco legal que respaldaría la planificación urbana no 
ataca el problema de la especulación en predios menores a 10.000 m? que 
permanecen baldíos o sin uso, ni el de la movilización de plusvalías para 
el financiamiento de la infraestructura urbana. En estas circunstancias, el 
principio de función social de la propiedad urbana es meramente retórico 
y los propietarios conservan el derecho a definir el destino de sus tierras, 
cuidando sus intereses sin tomar en cuenta los de la colectividad. 

Parecería que el Estado boliviano no ha tomado la medida del 
fenómeno urbano, a pesar que la población boliviana es mayoritaria- 
mente urbana desde aproximadamente 1985 y que en 2001 dos tercios 
de los bolivianos ya vivían en ciudades (Laserna, 2005). Los avances en 
la profundización de la reforma agraria por el actual gobierno deberían, 
como en los años 50, prolongarse en las ciudades con una nueva ley de 
reforma urbana. Este cambio radical en la regulación del suelo urbano 
debería provenir de la aprobación de una ley que obligaría, pero tam- 
bién legitimaría y permitiría a los municipios ejercer sus prerrogativas 
de ordenamiento territorial y planificación urbana. 


2. Una normativa municipal tradicionalmente elitista y 
conservadora 


2.1. Una regulación urbana limitada a la estética: de 1571 hasta la 
década de 1950 


La Villa de Oropeza, posteriormente ciudad de Cochabamba, fue fun- 
dada en 1571. Los primeros criterios normativos y de regulación del 
crecimiento urbano, durante la colonia española, configuraron la ciudad 
en torno a la plaza principal siguiendo una cuadrícula (damero español), 
en un patrón de estricta jerarquía socio-espacial, donde el sur, de aspecto 
“aldeano e incluso rural”, ya representaba un “submundo de mestizos, 
forasteros y arrenderos” (Solares, 1990, Tomo 1: 34). 
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La primera planificación, el Plano Regulador de 1898, perpetuó 
este referente estético. El plano excluía el sur de la ciudad; no obstante, 
este sector comenzaba a adquirir mayor importancia, pues articulaba 
las actividades de la ciudad a la estructura ferial regional. 

El Plano Regulador de 1910 para el radio urbano ya establecía 
disposiciones más detalladas, empero, dando continuidad al conserva- 
durismo estético de la normativa. Este instrumento fue considerado 
como un aporte sustancial para el desarrollo urbano de Cochabamba 
según “un ideal digno del siglo” (Urquidi, 1995: 11). 

Con la llegada del ferrocarril a Cochabamba en 1917, la ciudad 
conoció una fuerte inflexión de su crecimiento económico y poblacional 
y una importante valorización de sus predios. No obstante, la planifica- 
ción seguía preocupándose de la estética: con el objetivo de modernizar 
Cochabamba, modernidad asociada sobre todo a la imagen de la zona 
norte, se flexibilizó el razonamiento municipal (1920) proponiendo, a 
partir del ejemplo de la “urbanización de Cala Cala y de todas las cam- 
piñas circundantes”, el trazo de “poblaciones asimétricas (evitando la 
línea recta que es tan monótona y que no tiene la gracia y elegancia de 
las grandes curvas), llenas de villas y chalets modernos, que hagan de 
ellas residencias campestres atrayentes” (Urquidi, 1986: 15). Adicional- 
mente, se introdujeron medidas aplicables en determinadas zonas, como 
en 1923 la obligatoriedad de dejar retiros municipales o fajas jardín de 
3,5 metros en el frente principal de las construcciones nuevas, con el 
propósito de inducir la “formación de jardines”. 

La culminación de la Guerra del Chaco (1932-1935) es otro aconte- 
cimiento que produjo transformaciones sociales y urbanas considerables 
debido a la llegada de muchos inmigrantes excombatientes* y al incremen- 
to del valor de cambio del suelo producto de la emergencia económica 
de posguerra (Solares, 1999). La inusitada demanda de suelo provocó la 
expansión del radio urbano con la conformación de nuevos barrios peri- 
féricos y la consolidación de las diferencias sociales en el territorio: 


En el sector norte fijaron residencia todos aquellos que de una u 
otra forma gozaban en diverso grado, de prestigio y tiqueza. El sur, 
sinónimo de sed y abandono, fue además sinónimo de “indios y mes- 
tizos”, de chicherías, y lógicamente, símbolos de diferentes grados 
de pobreza y miseria humana (Solares, 1990: 370). 





+1 En la década de los 40 se producen las más importantes inmigraciones a la ciudad de Co- 
chabamba. Según Urquidi, esta población, en principio, se ubicó en los antiguos edificios del 
“Casco Viejo” para luego expandirse gradualmente hacia las zonas sudeste y sudoeste. 
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2.2. La incursión en la planificación urbana moderna: el Plano 


Regulador Urbano (1961) 


La década de los 50 concluyó con la formulación de un plano regulador 
urbano para Cochabamba, que fue aprobado varios años después (en 
1961), en un contexto más conflictivo que durante su concepción, pues 
la Revolución de 1952, sus Reformas Agraria y Urbana desencadena- 
ron cambios significativos en la estructura económica y social del país, 
procesos migratorios intensos, la transformación acelerada de las áreas 
agrícolas por el avance urbano, la escasez de agua potable, etc. 

En el marco de este plano, entraron en vigencia tres reglamentos” 
con diferentes alcances. El más importante concernía a la integración de 
nuevas tierras al mercado de suelo urbano; exhortaba a los “propietarios 
de los terrenos fraccionados con fines de venta” a devolver parte de 
la plusvalía obtenida invirtiendo en la construcción de infraestructura 
básica en beneficio de la colectividad. De la misma forma, intentó 
reglamentar la transferencia de los terrenos a partir de precios fijados 
por la municipalidad. Ambicionó evitar la “retención de lotes con fines 
especulativos”, sancionando a aquellos que permanecieran baldíos por 
más de 12 meses (desde la instalación de servicios básicos), a través de 
su transferencia en favor de quienes carecieran y demandasen suelo para 
vivienda social (Urquidi, 1995: 46). 

Según el autor del instrumento (Utquidi), el Plano Regulador tenía 
un “sentido didáctico más que impositivo”; dependía de la capacidad y 
sensibilidad de los funcionarios municipales y abría la posibilidad para 
que propietarios y profesionales “encuentren en sus disposiciones la 
flexibilidad del caso en interpretación y aplicación” (Urquidi, 1995: 28). 
Quizás la falta de aplicación de muchos de los objetivos progresistas de 
este plano (recuperación de plusvalías, control del mercado de suelo, 
etc.) proviene de la carencia de capacidad y voluntad de los gobiernos 
municipales de turno. 

Un vacío notable fue que todas estas disposiciones no tomaban 
en cuenta la zona sur, ya que profesaban la garantía de un “crecimiento 
racional, estético y técnico de las edificaciones de la órbita urbana” 
(Urquidi, 1995: 59), es decir, el centro en torno a la Plaza de Armas. 
Por ejemplo, una medida del plano, ahora polémica porque fue pensada 
solamente en función de la zona norte, pero es obligatoria para toda la 
ciudad, fue la implementación de las anteriormente mencionadas fajas 





2 “Reglamento para el fraccionamiento de propiedades urbanas”, “Reglamento general de 
urbanización” y “Reglamento general de construcciones”. 
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jardín definidas en el Reglamento General de Construcciones. La inten- 
ción de Urquidi era reproducir el modelo de “ciudad jardín” europea 
de fines del siglo XIX*. Hoy en día, este slogan sigue incidiendo en el 
desarrollo de la normativa municipal y parece ser un símbolo central de 
la identidad de Cochabamba, pues es una de las normas más exigidas y 
sancionadas por la alcaldía. 

Según Solares (1999), una de las consecuencias de esta medida 
fue el derroche del suelo urbano, pues creó en la población el culto a la 
“casita independiente” rodeada de jardines (incluso en barrios “popu- 
lares”), mientras la mayor parte de la población demandaba, cada vez 
con mayor fuerza, una fracción razonable de suelo para poder construir 
una vivienda. 

Mientras tanto, el sur fue convirtiéndose en el polo de expansión 
urbana más importante de esta ciudad y creció al margen de las normas 
establecidas por el Plano Regulador. Ahí, se masificó la autoconstruc- 
ción de viviendas populares, conocidas como “medias aguas”, usando 
deficientemente el suelo urbano y generando bajísimas densidades de 
ocupación (Solares, 2005). Además del acelerado consumo de tierras 
durante este periodo, el encarecimiento del alquiler en el radio urbano 
provocó violentas ocupaciones de tierras, en la zona sur en las serranías 
de San Miguel, Cerro Verde y el Ticti en 1960 y 1961, protagonizadas 
por sindicatos de inquilinos (Urquidi, 1986: 26). 


2.3. Un intento fracasado de densificación urbana: el Plan 
Director de 1981 


Para quienes lo concibieron, el Plan Director Urbano Regional de 
Cochabamba (PDURC), aprobado en 1981, era un instrumento conti- 
nuador del Plano Regulador de 1961 y mantenía algunas de sus normas 
(en particular, en cuanto a construcciones). 

El Plan Director es esencialmente un instrumento que flexibiliza 
el perímetro urbano y define una incorporación gradual de nuevas áreas 
destinadas a este uso. Así, su política de uso del suelo tenía por objetivo 
consolidar una mancha urbana compacta, procurando evitar el rápido 
consumo del área urbanizable. De un lado, plantea una densificación 





2 De acuerdo a Urquidi, el propósito de las fajas jardín se enmarcaba en la intención de sa- 
tisfacer las necesidades técnicas y biológicas (ecológico-paisajistas), que permitan proteger 
alas viviendas, a través de estos espacios intermedios entre el espacio público y el privado, 
de “ruidos, vibraciones y gases producidos por el tránsito vehicular” o, en todo caso, se 
trataba de una “reserva de espacio, ya sea pata un eventual ensanche futuro de vías o, en 
su caso, de las aceras ampliando las fajas arborizadas.” 
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del área urbana en las áreas centrales ya antiguas (crecimiento vertical, 
edificación de predios libres, renovación urbana en áreas marginales) y 
en los nuevos barrios ubicados en el radio urbano del Plano Regulador 
de 1961 (diseño de planes sectoriales y promoción de urbanizaciones 
de interés social, etc.). Por otro lado, identifica “zonas de reserva” que 
no son parte del radio urbano (por lo tanto, no son urbanizables), pero 
que garantizan la disponibilidad potencial de áreas libres organizando 
su ocupación en función de los plazos mediano (1990) y largo (2010). 


Cuadro 3. Perímetros de extensión parcial 
definidos por el Plan Director de Cochabamba 
































Urbanización Ubicación Superficie (Has) 
Taquiña Distrito 2 82,4 
Perímetro A Distrito 9 (La Tamborada) 346,32 
Perímetro B Distrito 9 (La Maica) 206,3 
Trafalgar Distrito 14 505 
Uspha Uspha | Distrito 8 613 
Total 1.303,5 
Fuente: Diagnóstico PMOT, 2003:190. 


El congelamiento de determinados sectores hasta 1990 o 2010 
para evitar su ocupación urbana no fue implementado correctamente 
o no fue una medida suficiente frente a la explosión demográfica de 
Cochabamba a partir del cierre de las minas en 1985. 

De hecho, el célebre Decreto Supremo 21060 resultó en el despido 
masivo de miles de mineros —160.000 familias afectadas— quienes, 
despojados de su empleo y de su vivienda en las minas, emigraron 
masivamente a las ciudades principales (25.000 llegaron a Cochabamba 
sólo el año 1986, según Ledo, 2004: 12) y al Chapare. La intensidad de 
la migración interna sigue de actualidad. 

En Cochabamba, los inmigrantes empezaron a asentarse en las áreas 
todavía disponibles, dentro el radio urbano, y fuera, donde las tierras 
eran más económicas y donde algunos eran adjudicatarios de programas 
de vivienda. En este contexto, los perímetros de extensión parcial y sus 
inmediaciones fueron las áreas no urbanizables más codiciadas por el 
mercado informal de tierra, pues esta denominación abría la posibilidad 
de una futura regularización e incorporación a la mancha urbana. 

Si bien no es posible precisar cuando emerge la figura de los lo- 
teadores, su presencia se hace más evidente a partir del Plan Director 
de 1981, ya que la expectativa generada por la “habilitación” de suelo 
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para uso urbano, constituyó un recurso importante para el desarrollo 
del loteo ilegal y la negociación política de la frontera urbana-rural. 

Las principales deficiencias de este plan son atribuibles a su al- 
cance físico-espacial solamente, que buscaba controlar la dispersión y 
las bajas densidades (PDRUC, 1981, Cap. V: 3), pero sin reafirmar ni 
profundizar los primeros pasos dados por el Plano Regulador hacia 
una política activa de control del mercado de suelo. Los funcionarios 
que tuvieron que aplicar el Plan Director no recurrieron a este tipo de 
medidas y siguieron desconociendo el comportamiento del mercado 
especulativo del suelo. 

El Plan Director se encuentra todavía en vigencia con algunas 
modificaciones. 


2.4. La Ley de Participación Popular (1994) y la nueva gobernanza 
urbana 


Antes de 1985, los alcaldes no eran elegidos en las urnas, sino designados 
por el gobierno central. La democratización municipal se profundizó en 
Cochabamba con la implementación, en 1991 y 1993, de cuatro talleres 
zonales con el objetivo de profundizar la participación social e iniciar 
una desconcentración municipal hacia las periferias. Fue la experiencia 
de Cochabamba la que inspiró los autores de la Ley de Participación 
Popular de 1994. Ésta municipaliza todo el territorio nacional, opera una 
descentralización del poder hacia los municipios atribuyéndoles nue- 
vas competencias y recursos, y organiza la participación de la sociedad 
civil en la toma de decisión a través, en particular, de la creación de las 
organizaciones territoriales de base que definen el uso de los recursos 
de Participación Popular en su territorio. 

Esta ley permitió la incorporación de muchos asentamientos ut- 
banos localizados en suelo agrícola adyacente a la ciudad, a través de la 
anexión de las áreas agrícolas de toda la sección de provincia (en particu- 
lar, el actual Distrito 9) a la jurisdicción municipal. Si los asentamientos 
ilegales generalmente no reciben las inversiones de la alcaldía sobre sus 
fondos propios (recaudados con el impuesto), cualquier OTB obtiene mí- 
nimamente los fondos de Participación Popular que le corresponden. 

A la vez, la Ley de Municipalidades (1999) otorgó al municipio 
la competencia y responsabilidad de ordenar el uso del suelo “en con- 
cordancia con las normas departamentales y nacionales (...) de uso de 
suelo, subsuelo, sobresuelo” (Ley de Municipalidades: 10-11), normas 
que en realidad no existen para el ámbito urbano, como lo vimos an- 
teriormente. 
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Entre 1996 y 1999, con el objeto de desconcentrar y reorganizar 
el territorio con base en unidades homogéneas socio-espacialmente, 
el gobierno municipal aprueba una nueva distritalización. Al mismo 
tiempo, se crearon nueve Casas Comunales, reemplazadas a partir de 
2004 por seis subalcaldías o Comunas”. 

La primera misión de las Casas Comunales fue la ejecución de un 
diagnóstico participativo de su territorio para la elaboración de Planes 
Municipales de Desarrollo Distrital (PMDD). La población pudo pat- 
ticipar en su formulación a través de sus OTB y otras organizaciones, 
principalmente en la identificación de los problemas y en la definición 
de líneas maestras para el desarrollo de sus distritos. Lamentablemente, 
la mayor parte de éstas no llegaron a concretarse (según Liliana Arévalo, 
ex funcionaria municipal, quien participó en la elaboración del PMDD 
del Distrito 9), ya que la municipalidad privilegió los proyectos definidos 
desde visiones técnicas o intereses partidistas (“proyectos de impacto” 
en zonas “visibles” del norte y centro de la ciudad). 


2.5. Las amnistías técnicas o las primeras medidas de regularización 
masiva 


La magnitud del territorio cubierto por los asentamientos “ilegales” y 
todas sus implicancias determinaron que la municipalidad iniciara en 
la década de los 90 nuevos procesos de “control administrativo” del 
suelo en el área urbana definida en el Plan Director de 1981. Por un 
lado, esto significó que, desde 1991, una persona ya no podía registrar 
su propiedad en Derechos Reales sin previamente hacerlo en la unidad 
municipal de Catastro y obtener la aprobación de su lote y su edifica- 
ción por la alcaldía. Por otro lado, la alcaldía inició en 1990 la primera 
experiencia de amnistía técnica para la regularización de las viviendas 
y asentamientos informales ubicados en el radio urbano definido en 
1981. Posteriormente, en 1995, el gobierno municipal pone en vigencia 
el “Reglamento de excepción para la regularización de predios y cons- 
trucciones irregulares”*, constituyendo un año de “amnistía técnica” 
válida para todas las zonas de la ciudad. 





4 Según el PMOT 2005, la creación de subalcaldías se debe a la idea de desconcentrar los 


trámites y descentralizar gradualmente los presupuestos, para permitir, de este modo, una 
participación más efectiva de la población en la gestión del territorio. Existen las siguien- 
tes comunas o subalcaldías: Comuna Tunari (Norte): Distritos 1, 2, 13, Comuna Adela 
Zamudio (Centro): Distritos 10, 11, 12; Comuna Molle (Oeste): Distritos 3 y 4; Comuna 
Alejo Calatayud (Sur): Distritos 5 y 6; Comuna Itocta (Sudoeste): Distrito 9; Comuna Valle 
Hermoso (Sudeste): Distritos 7, 8, 14. 

8 Ordenanza Municipal 1651/95, emitida el 10 de septiembre de 1995. 
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Los requisitos de orden legal para beneficiarse de la amnistía 
de 1995 establecían que la minuta de adquisición del demandante 
debía ser visada por la Casa Comunal. Esta medida otorgó a la Casa 
Comunal cierto poder sobre la población y sus dirigentes quienes 
tuvieron que negociar como un favor esta aprobación (Mayorga ef 
al., 1997). 

En el orden técnico, la regularización de predios se aplicaba a lotes 
construidos y se dirigía a la superficie del lote (su conformidad con el 
plano aprobado por la alcaldía y con el título de propiedad), al porcentaje 
de cesión para vías y áreas verdes y a las edificaciones (edificaciones 
principales que no perjudiquen a los predios vecinos en cuanto a ilumi- 
nación, ventilación, seguridad y servidumbres; edificaciones de fondo 
que no hayan respetado el retiro de fondo de tres metros, pero que no 
perjudiquen a los predios vecinos; las edificaciones dispersas menos las 
ubicadas en la faja jardín frontal). Ahí se constata poca flexibilización 
de la norma estética referente a la “ciudad jardín”. 

En el orden financiero y administrativo, el requisito era el pago 
retrospectivo de impuestos. 

Parecería que el propósito central de la amnistía técnica de 
1995 fue incrementar la recaudación impositiva, pues no llegaron 
a concretarse los ofrecimientos demagógicos de la alcaldía —la do- 
tación de servicios básicos, el acceso a programas de mejoramiento 
habitacional y a créditos bancarios—, unos supuestos beneficios de 
la formalización de la propiedad informal que dejan pensar en una 
influencia de De Soto. 

La implementación de estas amnistías técnicas ha constituido un 
argumento para no revisar estructuralmente el cuerpo normativo, de 
modo que no sólo la población queda expectante ante nuevos proce- 
sos de regularización, sino también los funcionarios municipales, cuya 
función se limita a la implementación de estas excepciones transitorias, 
siendo aplicaciones tan intransigentes como ocurre con las demás 
disposiciones permanentes, generalmente debido a interpretaciones 
muy formalistas. 

Ante el éxito social y los beneficios para la alcaldía de esta amnistía 
técnica, se dieron tres ampliaciones de un año cada una, con las mismas 
características, salvo algunas ligeras modificaciones”, 





16 Una de estas amnistías ha permitido la construcción de un ambiente en el retiro frontal 


(faja jardín) para el funcionamiento de tiendas, talleres, etc., a fin de permitir las actividades 
económicas de la población. 
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2.6. La Ley de Regularización del Derecho Propietario Urbano 
(2002) y su implementación a través del proyecto ARCO (de 
2003 hasta abril de 2007) 


Posteriormente, como derivación de la Ley de “Regularización del de- 
recho propietario urbano”, se implementa en Cochabamba y cuatro 
otras ciudades del país el proyecto piloto denominado Acuerdo de Res- 
ponsabilidad Compartida (ARCO), financiado por el BID, con el objeto 
de regularizar masivamente aquellos inmuebles urbanos construidos y 
habitados no registrados en Derechos Reales*, excluyéndose cualquier 
fraccionamiento de tierras no consolidado existente o futuro. 

En realidad, la implementación de este proyecto piloto es producto 
de tres niveles de decisión: en el nivel internacional, el BID impulsa la 
redacción de la ley y financia su ejecución; en el nivel nacional, se elabora 
la ley y se supervisa su ejecución; en el nivel municipal, la regulariza- 
ción de los asentamientos informales, particularmente los del Distrito 
9, que ya está en la agenda desde 1990 y 1995; entonces, el proyecto 
ARCO es apropiado localmente como el nuevo canal para concretizar 
anteriores intentos. Por ello, es el municipio de Cochabamba el que va 
a definir las modalidades de acción de ARCO: su limitación al Distrito 
9, los criterios de selección de los asentamientos (ver Capítulo Cinco 
para más detalles), etc. 

ARCO causó mucha expectativa en la población de los barrios 
periféricos, la que supuso su expansión a toda la ciudad, conforme a 
las aseveraciones del Viceministro de Desarrollo Urbano y Vivienda 
Fernando Suárez da Silva cuando decía públicamente que el proyecto 
permitiría “diseñar un Plan Nacional de Regularización del Derecho 
Propietario Urbano en beneficio de los ciudadanos bolivianos de es- 
casos recursos”. 

Después de la fase inicial, pasó a responsabilidad entera de la al- 
caldía (con la denominación de ARCOS), probablemente por la presión 
social, dejando que sean los vecinos, y ya no el BID, quienes asuman el 
costo de la regularización. Este proyecto se cerró oficialmente y en el 
nivel nacional en abril de 2007. 

Ala fecha no existe una evaluación formal y detallada de los resul- 
tados del proyecto (en particular, el porcentaje de vecinos que llegaron 





Y Ley N? 2372 del 22 de mayo de 2002. 

48 ARCO otorga legalidad al asentamiento (barrio o urbanización), sin abordar la regulariza- 
ción particular de los predios y construcciones, dejando a la población la tarea posterior 
de tramitar individualmente la legalización de sus edificaciones. 
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a la etapa final de la formalización individual del derecho propietario) 
y de su impacto en la dinámica de la ciudad. 


2.7. La actual gestación del Plan Municipal de Ordenamiento 
Territorial (PMOT) 


Habiendo pasado más de veinticinco años desde la aprobación del Plan 
Director, se hizo sentir la necesidad de un instrumento de planificación 
más actualizado. Desde 2003, el Plan Municipal de Ordenamiento 
Territorial está en fase de elaboración: ya se produjeron tres versiones 
por tres equipos diferentes, sin lograr su aprobación todavía, debido 
al cambio de gestión municipal en diciembre de 2004, pero también 
por el nivel de generalidad en el que se queda el PMOT, según Wilson 
Miranda, funcionario del Consejo Municipal. 

Respecto al problema del suelo (PMOT, 2005, tercera versión en 
revisión), por un lado, pretende dar continuidad a la conocida práctica 
municipal de regularizar lo irregular y de subordinar la norma a la ilega- 
lidad. Es el caso de los asentamientos del Distrito 13 que se encuentran 
en un área protegida no urbanizable (el Parque Nacional Tunari): el 
PMOT propone su regularización subiendo nuevamente el límite de la 
cota”, supuestamente para así evitar más ocupaciones ilegales. Empero, 
nada garantiza que esta cota no sea nuevamente modificada en el futuro, 
más al contrario (ver Mapa 5). 

Pero, por otro lado, el PMOT plantea “un aprovechamiento racional 
e intensivo del suelo”. Para ello, define un área de uso urbano intensivo 
(donde se incentivará el “crecimiento racional en altura”), integra los pe- 
rímetros definidos por ARCO al área urbana e identifica un área de uso 
urbano extensivo que son las zonas de reserva para la futura expansión ur- 
bana. En estas zonas de reserva, el PMOT establece que el municipio debe 
realizar un diseño urbano (ubicación de vías, áreas verdes, equipamientos 
colectivos) previamente a su ocupación para un uso racional del suelo. 

Lo inédito del PMOT, en comparación con la práctica municipal 
de los últimos 10 años, es que propone una “política agresiva desde la 
municipalidad” contra la especulación con el suelo urbano, a través de 
instrumentos detallados. Por ejemplo, en las zonas urbanas consolidadas, 
el PMOT plantea que el gobierno municipal acuerde con el Departa- 
mento de Catastro Urbano y con las subalcaldías el registro de predios 
que no cumplen una función social (“Registro de Solares y Terrenos 





% Originalmente, la cota permisible para urbanizar se encontraba en la Avenida Circunvala- 
ción. Actualmente está a 2.750 m.s.n.m. 
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sin urbanizar”), dando multas y plazos perentorios para regularizar esta 
situación (apoyándose en la Ley de Municipalidades Cap. VL Art. 119, 
120)”. En caso de incumplimiento con las multas y el plazo, se procederá 
a la venta forzosa o la expropiación del predio. 

De manera complementaria, el PMOT obliga al municipio a una 
intervención rápida en contra de cualquier fraccionamiento ilegal. De- 
lega el equipamiento urbano de los terrenos rústicos (infraestructura 
básica y áreas verdes) a los grupos que comercializan con el suelo, como 
requisito obligatorio para la aprobación de nuevos asentamientos en 
áreas destinadas para ese efecto, lo cual es una política de recuperación 
de plusvalía por el municipio. 

Paralelamente, la municipalidad inventariará y registrará las áreas 
de producción agrícola, desde el pequeño y mediano predio, con el fin 
de evitar el avance de la mancha urbana en el proceso denominado 
“urbanización hormiga”. Por un lado, amparadas en la delimitación de 
las áreas urbanas extensiva y de preservación agrícola, las subalcaldías 
serán las encargadas del control y seguimiento de nuevos asentamientos 
ilegales en zonas no previstas. Por otro lado, el municipio deberá invertir 
en el fortalecimiento productivo, para desincentivar el fraccionamiento 
de tierras agrícolas. 

Estas propuestas son alentadoras; sin embargo, el PMOT sigue 
en proceso de modificación y aún la aprobación de estas medidas no 
garantiza su implementación, pues depende de la capacidad institucio- 
nal (capacitación de los recursos humanos, recursos económicos para 
actualizar el catastro, etc.) y de una real voluntad política para abandonar 
los beneficios clientelistas del mercado informal de tierra. 

En conclusión, la planificación en Cochabamba tiene una larga 
tradición de segregación de la ciudad, sea por ignorar al Sur (desde su 
fundación hasta el Plan Director de 1981), después por “integrarlo” a 
título de excepción (por medio de olas temporales de regularización 





%% Ley de Municipalidades (Limitaciones al Derecho Propietario): “Dentro del área de su ju- 
risdicción territorial, el gobierno municipal, para cumplir con los fines que le señala la Ley 
[...] así como las urbanísticas y de uso de suelo, tiene la facultad de imponer las siguientes 
limitaciones al derecho propietario: 
(1) Restricciones administrativas y (2) Servidumbre pública. (...) 

Art. 120” (Restricciones administrativas) Las restricciones administrativas son las limitacio- 
nes que se imponen al derecho de uso y disfrute de los bienes inmuebles por la autoridad 
municipal, en atención a la planificación municipal y al interés público. En consecuencia, 
no comprometen al gobierno municipal al pago de indemnización alguna. 

Art. 121” (Servidumbre pública) Se entenderá por servidumbre pública al Derecho Real 
que se impone a determinados bienes inmuebles a efecto del interés público. Constituyen 
obligaciones de hacer o no hacer que afectan solamente al uso de la propiedad y no com- 
prometen al gobierno municipal al pago de indemnización alguna...”. 





126 A LA CONQUISTA DE UN LOTE 


que no afectan las normas que generan la irregularidad), por imponer 
la igualdad legal en una situación de desigualdad social y económica 
(por ejemplo, la obligatoriedad de fajas jardines), o sea por su aplicación 
selecta y arbitraria. Como lo veremos en el Capítulo Cinco, esta última 
observación se aplica en particular a la violación del vínculo entre pago 
de impuestos e inversión municipal, pero también al juego entre repre- 
sión y autorización de los fraccionamientos informales. 

En los hechos, pervive el paradigma elitista de la “ciudad jardín” 
sostenido por una “doctrina legal dominante que sigue considerando a 
la ciudad nada más que un área delimitada compuesta por lotes de terre- 
no marcados de propiedad individual” (Fernandes y Varley, 2003: 16). 
Mientras los gobiernos municipales cultiven esta doctrina conservadora 
de la propiedad privada, no intervendrán en contra de la especulación 
en el mercado de tierra y no fomentarán el acceso de las clases popu- 
lares a una tierra económica, oportuna, segura (es decir, sin amenazas 
de desalojo o de despojo por un loteador inescrupuloso) y servida (con 
servicios básicos, vías y equipamientos colectivos). 


LAS CARENCIAS DEL MARCO JURÍDICO 127 


Mapa 5. Área urbana intensiva y extensiva 
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CAPÍTULO CINCO 


Los beneficios político-clientelistas 
del mercado informal: tolerar, urbanizar 
y regularizar a cambio de votos 


La Ley de Participación Popular de 1994 marca un giro radical en el modo 
de gobernanza” de la ciudad en general y del Distrito 9. Por un lado, este 
cambio se caracteriza por el hecho que las reglas de ejercicio del poder 
pasan de una lógica vertical poco democrática a una lógica más horizontal 
y participativa. Antes de 1985, el alcalde ni siquiera era electo, sino desig- 
nado por el poder central. Después de 1994, la democracia electoral se 
enriquece del requisito participativo con el cual instancias integradas por la 
población y sus dirigentes comparten la elaboración y la aprobación de las 
políticas de administración del territorio. Este cambio ha reforzado “una 
lógica del don” y de la seducción que lleva a una personalización de la 
relación política” (Briquet y Sawicki, 1998: 5) frente a la lógica burocrática, 
tecnocrática, contractual y despersonalizada del Estado. 

Adicionalmente, los mecanismos de concertación institucionaliza- 
dos a través de la Participación Popular hicieron pasar el sistema político 
local de una estructura cerrada a una estructura relativamente abierta y 
receptiva a las presiones de los pobladores informales y de sus dirigentes 
para tolerar, urbanizar y regularizar a posteriori sus asentamientos, lo cual 
no significa necesariamente una mayor capacidad de definir y conducir 
políticas públicas. La lógica asimilativa de las estructuras políticas abier- 
tas se traduce generalmente por un mayor clientelismo. 





5! El término de gobernanza es muy ambiguo. En general, su utilización es normativa (“la bue- 


na gobernanza” que el Banco Mundial predica en todos los países “en vías de desarrollo”) 
y mezcla una dimensión política (régimen político democrático, transparente, contra-poder 
de una “sociedad civil” activa) y dimensión técnica (gestión pública implementada por 
una administración eficiente, competente, responsable). Para los académicos, han existido 
históricamente diferentes modos de gobernanza, pues el orden político nunca ha sido 
organizado enteramente en torno a un gobierno monocentrado, sino que es un proceso 
en construcción permanente por la interacción entre los actores. 


32 El don y contra-don analizado por el antropólogo Marcel Mauss. 
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Por otro lado, el nuevo modo de gobernanza se caracteriza por 
una transformación de la relación entre el centro y la periferia, en este 
caso el Distrito 9. Antes de la Ley de Participación Popular, el espacio 
que abarca ahora el Distrito 9 se encontraba legalmente fuera de la 
competencia municipal. En este sentido, 1994 marca un cambio signi- 
ficativo en el estatuto de las primeras urbanizaciones de la zona y en 
sus relaciones con el municipio. La ley nacional y la norma municipal 
que siguen definiendo al Distrito 9 como área agrícola establecen una 
delimitación nítida entre lo urbano y lo rural. 

Esta frontera interna es sometida a cierta laguna normativa e 
institucional cuya explotación es propicia al desarrollo de una gestión 
clientelista y corrupta de la periferia por los poderes políticos del 
centro. Dos elementos estructuran el proceso: la negociación de la 
potestad de sanción y, consecuentemente, de protección de la ilega- 
lidad de los poderes locales; la construcción de nuevas instituciones 
urbanas en un territorio todavía organizado por instituciones agrarias 
(los sindicatos agrarios, la presencia de la prefectura, la competencia 
del INRA, etc.). 

Poco a poco, la asimilación de la periferia por el centro se volvió 
una interacción entre los dos y un contagio del modo de gestión del 
centro por el modo de gestión de la periferia. Primero, porque la impor- 
tancia del crecimiento urbano en el distrito y del Distrito 9 en relación 
con la ciudad emplazó al mercado informal de tierra local y sus actores 
(loteadores ilegales, electores y dirigentes vecinales) ya no a la periferia 
de las preocupaciones municipales, sino al centro de las estrategias 
políticas de los partidos en competición por el poder local (alcaldía y 
prefectura). Segundo, los loteadores y dirigentes vecinales conquistaron 
y fueron cooptados en las instituciones locales de regulación estatal del 
territorio, debido a su calidad de cabezas de redes sociales que pueden 
movilizar el apoyo político de sus bases. De este modo, los loteadores 
y dirigentes vecinales se volvieron funcionarios y los funcionarios 
aprendieron a integrar una lógica más vecinal y política que técnico- 
administrativa, eso en la periferia (Casa Comunal), pero también en el 
centro (alcaldía central, prefectura). 

Para entender todo ello, examinaremos en una primera parte las 
características y el modus operandi de los principales agentes de la creación 
normativa e institucional en la frontera urbana/rural, estos empresarios 
económicos y políticos de la regulación territorial en el Distrito 9: los 
loteadores. En una segunda parte, nos interesaremos más precisamente 
en la construcción de la nueva gobernanza de la periferia por la victoria 
de la lógica político-vecinal sobre la lógica técnico-administrativa. 
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1. Los empresarios económicos y políticos de la frontera: los 
loteadores-dirigentes vecinales 


Antes de 1994, muchos asentamientos no autorizados fueron pro- 
movidos por instituciones públicas, como lo veremos más adelante. 
Con la Ley de Participación Popular, los loteadores adquirieron el casi 
monopolio de la regulación efectiva del territorio en el Distrito 9, se 
multiplicaron y empezó para ellos una época de auge. Los loteadores 
se fueron inmiscuyendo en la actividad dirigencial para favorecer sus 
negocios: a menudo, los empresarios económicos son también empre- 
sarios políticos y viceversa. 


1.1. Los empresarios económicos de la frontera: los loteadores 


1.1.1. Ambivalencia del loteador: ¿un promotor de tierra informal 
o un estafador? 


El término de loteador, empleado tanto por la población como por 
los funcionarios municipales, encierra una ambivalencia fundamental 
vinculada con la definición de la informalidad / irregularidad /clandesti- 
nidad /ilegalidad. ¿Un loteador es un promotor de tierra informal que 
no infringe más norma legal que la del uso de suelo y más norma social 
que la de un excesivo lucro? ¿Es una persona que perjudica a sus clientes 
por no cumplir con la normativa municipal sobre urbanizaciones, lo cual 
dificulta la aprobación de la urbanización por la alcaldía? ¿O se trata de 
un peligroso delincuente estafador? En realidad, el término se aplica a 
todo el abanico de situaciones entre estos extremos. 

Hemos visto el caso de la Comunidad María Auxiliadora donde 
se podría considerar a la promotora, Rosmaty Irusta, como loteadora: 
ella practica precios que se oponen al principio especulativo, actúa 
con toda transparencia con el propietario anterior y con los usuarios 
finales (las familias) y sólo infringe la ley de uso de suelo, mientras 
respeta escrupulosamente el porcentaje legal de cesión para vías y 
equipamientos colectivos, y las franjas de seguridad alrededor del río. 
Al margen de este ejemplo fuera de lo común, existen varias agencias 
inmobiliarias informales que trabajan con abogados, topógrafos y 
arquitectos, con oficinas más o menos escondidas o discretas en el 
sector de La Cancha principalmente: con esta apariencia más esta- 
blecida, unas no otorgan mayores garantías que el promedio de los 
loteadores comunes, mientras otras ofertan lotes con pleno respeto 
de las normas de cesión, una estrategia de venta que supuestamente 
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facilitaría la regularización de la urbanización. El barrio 12 de Octu- 
bre es fruto de este segundo tipo de actividad, según su presidente 
actual, Jaime Chijo. 

Luego, en la categoría intermedia en la escala del daño que los lo- 
teadores causan a sus compradores, encontramos a los loteadores que no 
respetan las normas técnicas de urbanización del municipio: las franjas 
de seguridad en los ríos y el porcentaje de cesión para equipamientos 
colectivos y áreas verdes. Otra variante, similar en consecuencias para 
el vecino, es el loteador quien, cuando se acaban los lotes, empieza a 
fraccionar y vender también las áreas verdes previstas en el plano inicial 
para seguir sacando provecho económico. 

Continuando con esta categoría intermedia, tenemos los que 
otorgan documentos de compra-venta (minutas) que fundamentan 
lo menos posible el derecho propietario del comprador. Así, cuando 
el comprador decide revender su lote a un tercero o registrarse en 
Derechos Reales, una vez el barrio es aprobado por la alcaldía, se ve 
obligado a pedir al loteador que firme una nueva minuta de venta a 
cambio del pago de $us 100 a 200. Sucede también que los límites o 
la superficie del terreno no correspondan cabalmente con lo indicado 
en la minuta. 

En la categoría de los estafadores innegables ya pasibles de juicios, 
se encuentran los que venden terrenos ajenos, venden dos o tres veces 
el mismo lote a diferentes personas al mismo tiempo o sucesivamente, 
u obtienen un poder a nombre del verdadero propietario sin entregarle 
los aportes de los compradores: véanse el caso de los comunarios de 
Pampa San Miguel relatado en el Capítulo Dos. 

A estas figuras de estafas, se pueden sobreponer problemas 
en el derecho propietario de los vendedores originarios, los ex co- 
lonos de las haciendas, quienes, con la Reforma Agraria de 1953, 
obtuvieron gratuitamente parcelas individuales y serranías en co- 
propiedad. 

A menudo se dice que estos campesinos, por miedo a la ley de uso 
de suelo y a la reglamentación urbana, por falta de redes sociales para 
encontrar clientes y por carencia de capital y visión económica (se nece- 
sita esperar un buen tiempo hasta completar la venta de todos los lotes), 
no son los que se dedican al loteo. Más bien, serían frecuentemente 
inmigrantes de origen minero que tienen un poco de capital, compran a 
muy bajo precio los terrenos, los fraccionan y los venden. No obstante 
que la entrada de los campesinos en este ámbito sea reciente o no, la 
venta ilegal de terrenos colectivos por un solo copropietario solamente 
puede ser cometida por un campesino, generalmente un dirigente de 
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sindicato agrario, quien aprovecha su cargo. Mientras unos campesinos 
siguen vendiendo parcelas en bruto, otros ya fraccionan sus terrenos 
agrícolas y comercializan lotes por su cuenta. Las siguientes entrevistas 
ilustran estos hechos: 


Las tierras que más han sido perjudicadas son las tierras colectivas 
donde existe un conflicto de derecho propietario porque no son un 
solo, sino varios campesinos los propietarios. Y es un campesino que 
vende no sus terrenos particulares, sino las 40, 50, 60 hectáreas que 
la reforma agraria les ha dado como área de pastoreo. 

[...] En el sindicato agrario Santo Domingo, todavía vive el dueño ya 
viejito de toda la hacienda, el Sr. Tomás. Este señor comenta que, con 
la Reforma Agraria, ha dado las 20 hectáreas donde está el cementerio 
a 58 ex colonos, pero uno solo con un abogado ha vendido en las 
minas y los otros 57 no sabían nada. Sólo les estaba dando [a los com- 
pradores de lotes] un papel donde no dice ni siquiera el monto que 
han cancelado, les da una nota que no sirve o no tiene valor porque 
nunca ellos van a poder regularizar. Á este señor, lo han metido a la 
cárcel por estelionato (Entrevista a Liliana Arévalo, funcionaria en la 
Casa Comunal 9 en la época de la entrevista, 28/06/04). 


De alguna forma siempre está involucrado un comunatio, que a 
veces puede actuar de forma directa o a través de una tercera per- 
sona. El problema radica en los supuestos terrenos colectivos. Los 
documentos se pueden conseguir, son fáciles de conseguir, a través 
de una partida literal, yendo a los archivos del INRA, sacar un dato, 
y al final se puede falsificar documentos. Hacer un documento así 
no les cuesta mucho, con eso ellos pretenden beneficiarse de estas 
áreas (Entrevista a Richard Peralta, Asesor Legal de la Subalcaldía 
9, 11/09/06). 


El motivo de tantos loteamientos y estafas es la ganancia fabulosa 
y sin mayor esfuerzo que genera la venta de tierra en el mercado in- 
formal. Por ejemplo, don Toribio, un loteador de la zona de Sivingani, 
hizo un beneficio al menos de 1.100% sobre una de las fracciones que 
vendió a la fundadora de la Comunidad María Auxiliadora: “compró” 
3 Has a $us 5.000 y las vendió a $us 60.000, ¡pero resultó en el terreno 
que las 3 Has eran solamente 1,8 Has Además, “compró” los terrenos 
a los campesinos en extrañas condiciones, como lo explica Florencio 
González, presidente del sindicato agrario Sivingani, al cual pertenecen 
las personas que vendieron a don Toribio: 
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No conocían pues los antiguos, generalmente no conocían el dólar 
aquí, hasta ahora no conocen. Hay muchos (que) no saben leer ni 
escribir, es gente que ignora. [...] Él los llevaba también coca, ciga- 
rro, les invitaba chichita y chicharrón: en ese estado les engañaba 
(Entrevista, 10/08/06). 


Aunque el loteo haya sido respetuoso de la normativa técnica 
sobre urbanizaciones, en la “economía moral” de los vecinos humil- 
des del Distrito 9 pesa el mismo tipo de reprobación sobre el lucro 
abusivo obtenido por el loteador que la que recae sobre el usurero en 
la religión católica. 


1.1.2. El modus operandi de los loteadores 
Conocer el territorio: el acceso a la información para ubicar terrenos disponibles 


Si no son campesinos, los loteadores compran a un precio módico un 
terreno rústico o, para generar mayor provecho, buscan vender terrenos 
ajenos jurídica o “humanamente” vulnerables. Para ello, necesitan ubi- 
car propiedades disponibles a la venta o identificar predios vulnerables 
cuyos verdaderos propietarios son incapaces de defenderse eficazmente, 
de manera legal o física. Los loteadores pueden operar recorridos de 
campo o la información puede provenir de su red social, en particular 
en el caso de los dirigentes vecinales que conocen los terrenos baldíos 
de su zona y que tienen amigos funcionarios (generalmente municipales) 
que están en posesión de información clave. 


Para estar en este negocio [del loteo], necesitas conocer a mucha 
gente, saber donde están los terrenos y, estando de dirigente, conoces 
tu barrio, sabes de los terrenos en otras zonas y haces amistades con 
dirigentes por todos lados. Cuando yo era presidenta de mi OTB en 
el Distrito 7, una vez, salimos con todos los dirigentes del distrito y 
la Casa Comunal, supuestamente para visitar las obras en ejecución. 
Resulta que estábamos visitando los lotes baldíos, supuestamente 
para ver donde se podía construir otros equipamientos. En realidad, 
la idea era expropiar estos terrenos para loteo. Los dirigentes que 
seguramente pensaron que estaba de la misma madera que ellos, 
habían organizado esto con sus amigos de la Casa Comunal y dos 
amigos funcionarios que les indicaban donde estaban los lotes baldíos 
porque uno trabajaba en Planeamiento [de la alcaldía central] y el otro 
en Derechos Reales (Entrevista a Rosmary Itusta, 07/09/06). 
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Como lo que pasó el día que sacaron el Plan sectorial del perímetro 
AS [a fines de los 90 e inicios de los años 2000]: se vendía en el dis- 
trito el planito, pero no había sido aprobado todavía por el Concejo 
Municipal. Muchos de los barrios como el Ferroviario me decían 
por teléfono: “Arquitecta, están loteando las áreas verdes que están 
definidas en este plan sectorial del perímetro. ¿Qué vamos a hacer? 
Si usted viera los topógrafos cómo están fraccionando justo los lu- 
gates que están pintados de verde” decían, “y son los topógrafos de 
la alcaldía también. La gente está llorando porque les está haciendo 
daño, se están enfrentando, ya se han agarrado a balazos y de todo”. 
Hemos ido a ver y era cierto. Lamentablemente, incluso los proce- 
sos internos de la municipalidad salen afuera antes que la misma los 
apruebe (Entrevista a Liliana Arévalo, 28/06/04). 


En el siguiente caso, los loteadores evaluaron la vulnerabilidad 
humana del terreno deseado: 


Observación propia durante una visita a la Comunidad María Auxiliadora 
(04/05/06): Asistimos a un intento de avasallamiento de los terre- 
nos del sindicato agrario Sivingani, por unas sesenta personas que 
vinieron catgadas de carpas y ollas como para quedarse a dormir en 
el terreno. Según lo que dijeron los comunarios que lograron hablar 
con uno de los avasalladotes, el ex -hacendado les hubiera vendido 80 
Has a 50 centavos de Bolivianos, en un intento para “recuperar sus 
tierras”. Según los invadidos, este avasallamiento era una suerte de 
ensayo pata medir la resistencia de los propietarios, peto reaccionaron 
fuerte y rápidamente logrando ahuyentar a los avasalladores. 


Redes sociales y reclutamiento de compradores 


Aunque durante el auge del mercado informal, alrededor de 1995, Víc- 
tor Hugo Veneros (dirigente vecinal por unos 20 años en su barrio San 
José de La Tamborada) afirma que “la gente se aparecía nomás” para 
comprar, la esencia del trabajo del loteador es la intermediación, es de- 





33 El Plan de Desarrollo Distrital del 9, aprobado en 1997, planteaba la regularización de 
los 23 asentamientos del distrito que, en su mayoría, se encontraban en el perímetro A, 
Lo más idóneo de un punto de vista de planificación es diseñar un plan sectorial de este 
espacio, que establezca, por ejemplo, vías estructurantes y secundarias, con el fin de que, 
con la aprobación, los antiguos y nuevos asentamientos se vayan consolidando conforme 
al interés colectivo, sin que haya que hacer correcciones y demoliciones en el futuro para 
abrir estas vías o establecer otros equipamientos. 
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cir, la búsqueda de compradores. Unos reclutan en la misma ciudad de 
Cochabamba gracias a los contactos que se han hecho como dirigentes 
o miembros de una agrupación vecinal, sindical, gremial (comerciantes, 
transportistas, etc.), religiosa u otras actividades, o por medio de la radio 
(Pío XIL Cancha Parlaspa): 


Del cerrito de Pucara está la urbanización del tal Morales. Ese señor 
es un dirigente de los comerciantes del mercado La Paz. Él vendía en 
un puesto del mercado La Paz, después del Plan B, en la avenida San 
Martín, en un bufete de abogado. Pero en Villa Primero de Mayo, por 
ejemplo, uno de ellos [los loteadores] era un campesino del lugar y los 
otros eran hermanos cristianos. Mira Villa Israel, Bolívar, Tamborada 
y Primero de Mayo tienen los mismos y son los pastores (Entrevista 
a Liliana Arévalo, 28/06/04). 


Otros loteadores reclutan a sus compradores lejos de Cochabamba. 
Parece bastante común que utilicen las radios como Pío XII que emiten 
en provincias cochabambinas y en otros departamentos mineros, o que 
viajen para ofertar sus predios a gente desconocedora de su situación 
jurídica y topográfica real. Pueden alcanzar espacios geográficos muy 
extensos: como los impulsores de Agromin o el loteador de Villa Israel 
(don Heriberto, ver más adelante su retrato). Cuando contactamos a 
este último para una entrevista, estaba de viaje a Santa Cruz con este 
mismo fin. 


Cuando los loteadores se apropian de terrenos ajenos: terror, capital físico de los 
compradores y construcción rápida 


En casos de loteamiento de terrenos ajenos, el loteador necesita imponer 
su fuerza por encima del derecho y aplastar la resistencia del dueño vet- 
dadero o de potenciales opositores. Para ello, recurren a la intimidación 
y la violencia. Fue el caso en el barrio Ferroviario, como nos cuenta a 
continuación su presidenta, doña Betty: 


La Federación de Ferrocarriles compró el terreno para dotar a todos 
sus jubilados con lotes. Como ellos se desistieron de ocupar sus te- 
rrenos por motivos que veremos más adelante, la Federación decidió 
revender los lotes. Después de la venta por convocatoria abierta, 
desapateció la empresa de ferrocarriles y apareció un supuesto abo- 
gado, quien era hijo de un empleado de la empresa y afirmaba tener 
un poder otorgado por los adjudicatarios ferroviarios. Él cobraba Bs 
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800 para inscribir a alguien en la lista de la cooperativa de vivienda 
que había conformado. Nosotros que veníamos siempre, dijimos 
“¿por qué pagamos cuotas semanales, más cuotas mensuales y cuotas 
extraordinarias?” Además de estos cobros indebidos, este loteador 
vendía varias veces un mismo terreno en precios oscilantes entre 200 
y 300 dólares sin proporcionar ningún tipo de documento. 

Cuando la gente del barrio quiso hacer expulsar al loteador del 
Colegio de Abogados, se percató que no había sido abogado, sino 
simple estudiante de derecho y, años después, descubrieron que no 
tenía ningún poder de los adjudicatarios originales. 

Las primeras diez familias que vinieron en 1987 a vivir en el barrio 
fueron las más activas para exigir un manejo más transparente y 
plantearon que se organizaran como junta vecinal en vez de coope- 
rativa. En el barrio, había una pugna profunda entre dos bandos: un 
grupo de vecinos manipulados por el dirigente-loteador y un grupo 
que se oponía. 

Quienes reprobaton las actividades fraudulentas del loteador fueron 
amedrentados pot él con intimidaciones pot policías, amenazas de 
persecuciones por “maleantes”, incluso con falsas acusaciones de 
violación contra tres vecinos, quienes fueron encarcelados durante 
aproximadamente cinco años, ocasionando además la desintegración 
de sus familias. 

La Sra. Betty, habiendo asumido un catgo dirigencial, recurrió a un 
pariente que era senador de la República por UCS, para protegerse y 
alejar a este loteador. El pariente en persona, en una reunión general, 
advirtió que en su condición de senador tomaría represalias contra quien 
intentara O lograra ocasionar aleún tipo de daño a la dirigenta. Gracias 
a ello, el loteador se hizo más discreto. Finalmente, los vecinos lograron 
expulsar al loteador del barrio en 1993, aunque hasta hace poco, este 
loteador transfirió uno de sus anteriores lotes, que ya tiene otro dueño, en 
aproximadamente $us 2.500 (Reconstitución de entrevista, 27/09/06). 


El terror y el cobro arbitrario de aportes son también prácticas 
comunes hoy. En los casos de movimientos de ocupación de la tierra 
(Pampa San Miguel y el intento fallido de avasallamiento en Sivingani), 
el loteador no sólo utiliza su propia fuerza, sino que logra convencer 
y Obligar a sus compradores a poner su capital físico en la batalla por 
diversos medios complementarios. Con su carisma, su saber-hacer 
dirigencial y la legitimidad que adquiere al demostrar eficiencia en el 
cumplimiento de los objetivos del grupo a cualquier precio, el loteador 
convence al comprador, quien, a menudo, conoce los riesgos que está 


138 A LA CONQUISTA DE UN LOTE 


tomando. El dinero pagado por las bases las compromete a seguir en el 
movimiento para no perder su aporte. Existe también una dosis de obli- 
gación porque, si la persona no acata la decisión del loteador-dirigente, 
sale de sus listas o soporta cualquier otro tipo de sanción generalmente 
acordada en alguna reunión o asamblea. Por fin, si falta fuerza, se la 
contrata: en uno de los primeros enfrentamientos en Pampa San Miguel, 
los dirigentes de Agromin cuentan que los comunarios contrataron por 
Bs 50 a gente joven en la Cancha. 

En todos los casos de apropiación de terrenos ajenos, el loteador 
empuja a sus compradores a construir inmediatamente, aunque sea 
un cuarto, para consolidar la apropiación. Richard Peralta confirma la 
eficacia de esta medida a través de la historia de un proceso penal en 
el Distrito 9 entre una mujer que loteó un terreno y los herederos del 
verdadero propietario: 


En el caso de la cuidadora y los herederos, ¿alguien ha apelado 
a la justicia? 

Los dos, las dos partes están en un proceso que lleva más o menos 
unos tres años que no han arreglado todavía en la justicia, pero ya 
está asentada la gente que compró a la cuidadora. 

En caso de que la justicia falle a favor de los herederos, ¿qué 
pasará? 

Si ganan los herederos, tendrán que buscar un acuerdo conciliatorio 
con la gente que ya está asentada, o sea, los asentados tendrían que 
volver a pagar a los herederos. 

¿Estarían de acuerdo? 

Si los asentados no aceptan el acuerdo, lo que tendrían que hacer 
es desalojar, desocupar todas sus construcciones, que ya es difícil. 
También habría que ver si la justicia tiene la capacidad de desalojar, 
porque tendría que destrozar más de setenta casas en este caso. 
Entonces, por eso es que quien está involucrado en esto, lo primero 
que les dice a sus compradores es: “les vendo el lote, pero primero 
tienen que ir a construir”. Casi siempre conocen [los compradores 
la situación de la tenencia], porque un poco les advierten. 

¿Usted conoce casos en donde la justicia ha intervenido o ha 
logrado un desalojo? 

El único que más o menos se ha intentado es el de Pampa San 
Miguel, que ha logrado demoler; sin embargo, esto yo creo que 
ha sido por el tema de la Universidad. También en el Parque Tu- 
nari, porque es un área protegida. En procesos particulares, no 
conozco ninguno. 
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¿Entonces, estos conflictos siempre se resuelven más o menos 
por un acuerdo informal? 

Aquí poco importa el respeto a la ley, pareciera un sector sin ley, aquí 
gana el que tiene fuerza, el que tiene mayor capacidad de movimiento. 


Así es (Entrevista, 11/09/06). 
La asesoría de profesionales (topágrafos, arquitectos, abogados) 


El loteador paga los servicios de un topógrafo o un arquitecto para 
el fraccionamiento del terreno en lotes individuales, vías y áreas de 
equipamiento. El loteador se apoya a menudo de un abogado para las 
cuestiones de minutas de transferencia, inscripción en Derechos Reales 
o falsificación de documentos de propiedad en caso de venta de terrenos 
ajenos. El abogado puede ser parte integrante también de las estafas a 
los compradores. Los loteadores son personas que desde el inicio co- 
nocen o acaban conociendo muy bien las leyes y normas urbanísticas. 
Por la necesidad de estos campos de conocimiento, los loteadores son 
a veces ellos mismos ex estudiantes de las carreras de arquitectura y, 
sobre todo, derecho. 


1.1.3. El retrato de un célebre loteador 


El conocimiento del territorio, las redes sociales, el conocimiento legal 
y técnico que requiere el ejercicio de la actividad de loteo explican se- 
guramente que existan verdaderas carreras de loteadores y que sean los 
mismos que reaparezcan en diferentes conflictos por loteo señalados por 
la prensa: los loteadores exitosos van re-invirtiendo el dinero y la expe- 
riencia adquirida en otros escenarios parecidos (en particular, el Parque 
Tunari, Pampa San Miguel, Uspha Uspha y Sacaba). A continuación, 
el retrato de don Heriberto” célebre y exitoso loteador de Villa Israel, 
ilustra la articulación de muchas de las características descritas en una 
figura de loteador “profesionalizado”: 


En la zona de Villa Israel, existen vatios loteadores, peto el más anti- 
guo y conocido es don Heriberto. Los asentamientos que ha loteado 
son: Villa Israel, el barrio más grande del Distrito 9 con 554 lotes, 
Nueva Jerusalén, Barrio Popular Japón, Alfa Omega y dos pequeños 
fraccionamientos que no tienen nombre todavía. Sigue comprando 





5 Este nombre ha sido cambiado. 
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terrenos para lotearlos. Los beneficios económicos que ha retirado 
del loteo son considerables: aparentemente posee en la ciudad de 
Santa Cruz tres automóviles y una casa, adicionalmente al “castilli- 
to” de tres pisos en Villa Istael y otros bienes en Cochabamba. Se 
puede decir que “se ha profesionalizado en el ramo” (Richard Peralta). 
Cuando tratamos de entrevistarlo, lo buscamos en tres oficinas de 
abogados, cada uno tratando un aspecto diferente de sus negocios. 
Heriberto trabajaba en Cochabamba como albañil, y a la muerte de 
unos familiares en Llallagua (de donde es oriundo), viajó a la zona 
con el propósito de vender su ganado y su maíz sin autorización 
del resto de la familia. Este dinero fue el capital que le permitió 
ingresar a la actividad del loteo (1980-1982), mientras que su acti- 
vidad en la construcción le posibilitó conocer el mercado inmobi- 
liario informal (Reconstitución de una entrevista con uno de sus 


patientes, 11/09/06). 


El resto de la historia nos lo cuenta un dirigente de la OTB 
Villa Israel: 


A nosottos nos ha venido a ofrecer lotes a las minas a Huanuni, a Lla- 
llagua, a Oruro, a La Paz también parece. Al principio venía a ofrecer 
casa por casa, sindicato por sindicato, así comunidad por comunidad: 
ha caminado pues él para poder vender esos lotes. Con bonitas palabras 
venía don Heriberto: “Yo tengo lotes en Cochabamba, tiene agua. Es 
bonito lugar”. Cuando la gente ha venido aquí, a otros ya no les ha 
gustado, como no hay agua, y se están regresando a las minas. Otros 
se están yendo a otros barrios de Cochabamba donde hay agua. 

Esas veces, don Heriberto era como nosotros, humilde, su esposa 
también era de pollera. Don Heriberto trabajaba en la mina. Pero, 
ahota tiene sus movilidades bien, sus casas bien, ahora están bien 
alzados. Él trabaja con sus hijos y su esposa. 

Es un engaño grande lo que hacen los loteadores. Pot decit, yo me 
he comprado de don Heriberto, pero si quería vender mi lote a otra 
persona, tenía que rogarme a don Heriberto sí o sí: “Por favor, fírma- 
melo”. Porque yo no soy todavía el dueño, todavía no estoy registrado 
en Derechos Reales, solo tengo minuta, y don Heriberto tiene que 
firmar como si él estaría vendiendo a otra persona. Pero de su firma, 
ha cobrado 200 dólares. Y eso eta ilegal, le hemos reclamado. Pero a 
los dirigentes anteriores, digamos de los 200 dólares, les habrá dado 
unos 100 pesos, y con eso se han callado. La nueva directiva le hemos 
parado y ha rebajado hasta 100 dólares. 
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Ahora después de la aprobación de nuestra planimetría por ARCO, 
para el proceso de regularización individual para el registro en De- 
rechos Reales, supuestamente tenía que firmar el loteador. Y quería 
cobrar otra vuelta 100 dólares pot familia. Pero había habido otro 
camino: la subalcaldía nos está sellando la minuta. 

También nos ha engañado, en gran manera don Heriberto, en las áreas 
verdes, porque para regularizar con el proyecto ARCO, en la alcaldía 
nos han pedido 44% de áreas verdes, pero apenas tenemos 20%, no 
sé, más o menos por ahí es. Entonces tenemos que pagar de 300 boli- 
vianos hacia arriba por familia como multa para las áreas verdes. 
Hemos reclamado a don Heriberto, pero nos amenaza hasta de ma- 
tarnos, y así pues, la gente también tiene miedo, porque con su plata 
puede hacer lo que él quiera. Yo, por ejemplo, me he enfrentado. Nos 
ha dado 5.000 dólares para hacer la sede social de la OT'B cuando 
nosotros estamos pagando a la alcaldía 22.000 dólares. 

Recién nos ha ocurrido que cuando un dirigente se ponía duto, para 
su conveniencia nomás don Heriberto le manipulaba o lo compraba 
para que se calle. Pero sí uno no se dejaba, a la gente le informaba 
mal y ya lo sacaban al dirigente que estaba haciendo bien. 

Por ejemplo, de don Heriberto su hija parece que se ha autonombra- 
do como dirigente de su barrio de Alfa Omega, con su esposo más 
como presidente de la junta vecinal. No sé cómo a su hija del loteador 
van a metetla de dirigente, pero es porque no está tan organizada 
la gente de Alfa Omega, recién está comprando, sigue trabajando 
en las minas de Huanuni y Uncía y no están controlando. Vienen a 
averiguar, pero les engaña a la gente, dice: “Ya, ya va a salir, estamos 
haciendo estito”. Como a Villa Israel nos ha engañado, igualito, por 
eso están entrando ahí él y su hija: a los cuantos que están viviendo 
y se dan cuenta, los hacen callar. 

Y ahora nosotros a la gente estamos ayudando para que ya no hagan 
valer a don Heriberto. Por eso, yo creo, que con nosotros se agarra 
don Heriberto. Por ejemplo, en la gestión 2004, él es el autor para que 
saquen a la presidenta doña Justina. Decía: “Doña Justina está traba- 
jando políticamente, está con la NER, por su culpa se va a detener los 
documentos en Derechos Reales”. Cosas que no son ha hablado. Su 
hija del loteador es masista, acabado creo que es, y ahí siempre está 
metiendo contra nosotros, los dirigentes de Villa Israel. Pero la gente 
de Villa Israel, un poco ya se da cuenta y no quisieron. 

En la subalcaldía, claro, nos han trancado un tiempo, porque él ha 
ido, tal vez les ha dado dinero a los funcionarios, no sé. El arquitecto 
nos ha empezado a trancat los trámites. Y tampoco no nos hemos 
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dejado: ellos tienen sueldo del dinero que pagamos, su deber es 
atendernos, aunque seamos de otro color. Ahora está corriendo bien 
nomás nuestro trámite. 

Pero también para ingresar a Derechos Reales, el loteador se ha 
opuesto, ha dado malas informaciones a los vecinos: “La arquitecta 
está cobrando harta plata, no deberían hacerlo”. Como la gente no 
conoce, a veces a don Heriberto lo cree y después se está lamentando 
también. Don Heriberto se ha opuesto grave, porque ¿de dónde va a 
ganar, si la gente va a tener su título en Derechos Reales y va a poder 
vender sin necesitar su firma? 

Los loteadores se contactan con las autoridades, pot decir, en la sub- 
alcaldía, con el arquitecto, con asesores legales. Como tienen platita 
los loteadores, a los funcionarios los llevan a comer, a farreat, todo 
eso; con eso ya consiguen todo. Y los otros se prestan a eso. 

Los loteadores siempre buscan sus conveniencias y cuando ya están 
de autoridades, ya son algo, les es más fácil legalizar sus papeles de 
sus terrenos. Á veces ilegal compran y ahí lo están agilizando pues, 
porque ya están en el poder (Entrevista, 27/09/06). 


Con su tiqueza, este retrato nos reveló otros aspectos del i20dus 
operandi de los loteadores: el vínculo con la actividad dirigencial para el 
control de los compradores y la relación con la esfera política-partidaria 
(el MAS, la Casa Comunal) para favorecer su negocio. 


1.2. Los empresarios económicos y políticos de la frontera: el cruce 
provechoso entre actividad de loteo y actividad dirigencial 


Si, desde siempre, la influencia política de ciertos loteadores les permitió 
facilitar su negocio, la nueva coyuntura abierta con la Participación Po- 
pular significó una fuerte intromisión de los loteadores en la dirigencia 
vecinal para: a) influir en el desarrollo del barrio en el sentido de sus 
intereses; b) lograr la protección política de sus actividades ilícitas; c) 
obtener beneficios de la alcaldía para urbanizar su terreno (vías y set- 
vicios); d) intentar hacer entrar sus fraccionamientos en la lista de los 
asentamientos a ser regularizados (este último beneficio será abordado 
más adelante, en la negociación de ARCO). 

Constatamos el grado de influencia de don Heriberto en Villa Israel 
y cómo su hija se impuso en la directiva de otro de sus fraccionamientos. 
Antes, en la historia de Ferroviario, vimos como el loteador también 
actuaba de dirigente del barrio a fin de vender los lotes y volver a ven- 
derlos a terceros. En el caso de Olmedo, los loteadores que conformaron 
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este barrio y que también vendieron terreno a la fundadora de María 
Auxiliadora, trabajaban en sociedad: mientras uno, don Toribio, se de- 
dicaba a vender los lotes, el otro, don Max, se hizo elegir presidente del 
barrio para vender con más facilidades los lotes y operar arbitrariamente 
remodelaciones del plano original, achicando calles y áreas verdes para 
hacer aparecer nuevos lotes en venta. Eso constituye el primer tipo de 
beneficio de la ingerencia de los loteadores en la actividad dirigencial. 
La autonomización de los vecinos frente al loteador es un proceso en el 
cual se enfrentan generalmente los que no viven en el barrio y se dejan 
manipular por el loteador, y los que viven en el barrio, constatan las 
maniobras del loteador y tienen interés en que la dirigencia se dedique a 
urbanizar el asentamiento en vez de lotear. Don Florentino, presidente 
de la OTB Olmedo, relata esta experiencia: 


¿Don Max [ex presidente del barrio] vive aquí? 

Nunca ha vivido. 

¿Y cómo puede ser presidente? 

Como fraccionadotes, ellos se han nombrado entre ellos y como es- 
taban ellos a cargo del negocio, directamente el mando han asumido 
ellos. Y al que pone una propiedad en venta, solamente le interesa 
vender y no los servicios. Eso es lo que ha pasado durante aquella 
gestión. No han gestionado nada. Creo que hay alguna intención: 
cuando ya terminan de vender los lotes, entonces empiezan ya a 
atacar las áreas verdes. Querían achicar superficies. Las calles eran 
de 12 a 9 metros y las han reducido a 10 a 8 metros. Por ejemplo, un 
manzano componía 18 lotes, entonces, con lo que lo han reducido 
las calles, han crecido a cuatro lotes más en un manzano. Esa eta la 
finalidad de ellos: que siga habiendo entrada de dinero. 

/Otro vecino:] Cuando ya, más tarde, nos hemos dado cuenta, más que 
todo los que tienen casa aquí y viven aquí, todos nos hemos reuni- 
do y hemos dicho: “No, patece que estamos mal, hay que frenat”. 
Claro, los que tienen lotes nomás, esos, los que no viven, estaban 
con él. Porque, no sabían cómo uno sufre de aquí a allá trasladando, 
todas esas cosas. 

¿Hubo como una crisis en el barrio? 

Bastante, había dos bandos. Alguna gente los apoyaba a ellos. Sus 
parientes o sus conocidos, y la gente leal que desconfiaba, otro bando. 
A toda costa, los loteadores querían seguir conduciendo la responsa- 
bilidad de este barrio. Pero, como no había ningún beneficio de parte 
de ellos, estaba cansada la gente y ya no había ninguna esperanza ni 
confianza en ellos (Entrevista, 14/08/06). 
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¿Cuáles son los mecanismos que permiten a los loteadores tener 
tanta influencia en sus fraccionamientos? Mientras siga habiendo 
lotes para vender, lotes comprados pero baldíos y gente que no ha 
terminado de pagar su deuda al loteador, éste tiene un poder arbi- 
trario de otorgar lotes o no, de cambiar la gente de lugar o aun de 
sacarlos de la urbanización; en otras palabras, su poder se basa en 
la inseguridad del acceso a la tierra de los compradores. Después, la 
superioridad económica del loteador y su conocimiento y experiencia 
en los procesos de urbanización —a menudo, conoce bien las nor- 
mas y las personas de la Casa Comunal— lo vuelven un “notable” 
del barrio, que patrocina los campeonatos de fútbol y da consejos 
aparentemente acertados. 

Si no es el loteador quien se vuelve dirigente, entonces es el 
dirigente vecinal quien está confrontado a las oportunidades de fácil 
enriquecimiento que representa el loteo: 


El 95, ya se vino un asentamiento colindante al de la cooperativa [de 
San José de la Tamborada] que era como 2,5 hectáreas de la heredera 
de la hacienda original. Yo estaba de dirigente de la cooperativa y 
ella me ofrece pagarme buenas comisiones y me pide que me haga 
catgo de la intermediación. 

Económicamente, me hubiera servido de mucho. Y yo tontamente 
le rechacé. Porque todavía tenía un poco de inocencia de dirigente. 
Y yo pensaba que no convenía en esta temporada que me meta en 
este tema, porque internamente a la cooperativa estaba siendo cues- 
tionado por algunos compañeros por los cambios de ubicación de 
lotes que hice al interior de la cooperativa. No quise meterme, pata 
que no digan “Víctor Hugo está loteando” (Entrevista a Víctor Hugo 
Venetos, 17/08/06). 


De todos modos, el loteador-dirigente es una figura difundida en 
el distrito, como atestiguan los comentarios de Víctor Hugo: 


Los loteadores manejan a los compradores. De ese modo es que con 
la presión social que van a hacer los vecinos, los que les compran, se 
va a obtener la regularización del barrio. En el caso del Distrito 9, 
hay loteadores que llegan a ser dirigentes de la OTB. No viven en el 
barrio. Se van a la ciudad, tienen las comodidades que ellos quieren, 
pero se infiltran fuerte. El actual presidente del Consejo Distrital es 
loteador, de Villa Israel arriba. Ahora se están metiendo a nivel diti- 
gencial, me imagino para tener el control (Entrevista, 17/08/06). 
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Aparte de los dirigentes vecinales comunes y corrientes, im- 
portantes representantes del distrito parecen estar involucrados en 
el negocio de la tierra. Constatamos que dirigentes muy importantes 
del Consejo Distrital (actual y pasados) son conocidos loteadotes. 
Además, el presidente actual fue patrocinado en su candidatura por 
el representante del distrito en el Comité de Vigilancia y ex director 
ciudadano en SEMAPA, quien estaba involucrado en Agromin más 
por intereses económicos personales que por la causa colectiva, según 
diferentes fuentes. 

Eso nos lleva al segundo beneficio que fluye de la participación 
de los loteadores en la actividad dirigencial: la obtención de una auto- 
rización tácita de la alcaldía central o de la subalcaldía para fraccionar y 
operar con toda tranquilidad sin riesgo de demolición o de resistencia 
de los demás vecinos. Víctor Hugo Veneros obtuvo, gracias a su mili- 
tancia partidaria en la Nueva Fuerza Republicana y su experiencia de 
dirigente vecinal, el cargo de administrador de la Casa Comunal 9 de 
1997 a 2003. Según él, controló el loteamiento y logró que los nuevos 
fraccionamientos respetasen el porcentaje de cesión obligatoria: 


Entonces, en mi gestión, antes de que yo entrara inclusive, empiezan 
los loteamientos en el cerro y cuando yo entro empezamos a demoler. 
Hemos hecho fuertes operativos de demoliciones. Me han sacado a 
pedradas, hemos ido con tractores todo lo que es Alto Buena Vista, 
el entorno de Villa Israel que ya estaba consolidándose. 

Pero ¿cuál es la ventaja de las demoliciones? Que la gente venía acá 
y les informábamos: que si bien van a comprar, que exijan a los que 
están loteando que respeten las áreas verdes, las áreas para equipa- 
miento para que una vez poblado, podamos hacer una escuela, una 
posta, una cancha, ya un poco reflejando la experiencia de nuestros 
barrios que no tenemos áreas verdes. Ha habido un compromiso de 
la gente (Entrevista, 17/08/06). 


Sin embargo, en una reunión organizada por el Instituto de Inves- 
tigación Jurídica y Política de la UMSS para evaluar los resultados de 
ARCO en el Distrito 9 (11/11/06), los dirigentes de los barrios Primero 
de Mayo, Fortaleza, San Simón, María Auxiliadora y Libertad comen- 
taron, frente a este tipo de declaración por parte de Víctor Hugo, que 
se trataba más bien de castigar los asentamientos que no respondían 
políticamente a la NFR. En particular, Ana Soliz y Rosmaty Irusta, de 
María Auxiliadora, explicaron que, porque la Comunidad no quería en- 
trar en las redes clientelares de la NFR, fue amenazada por la alcaldía 
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con el dertuido de sus casas, mientras decenas de otros asentamientos 
ilegales se iniciaban y consolidaban sin amenazas. 

De hecho, las palabras de Wilson Miranda, experimentado funcio- 
nario del Concejo Municipal y Director de la Unidad Técnica, parecen 
confirmar esta versión: 


Cuando íbamos en las inspecciones [en 2003], veíamos algunos 
trabajos en algún lado y eran los loteadores que estaban aplanando 
el terreno y resulta que nos acercamos a preguntar, etc. Y habían 
tenido autorización de la subalcaldía para aplanar eso. Resulta que la 
subalcaldía tenía una relación directa y sólida, digamos, con algunos 
loteadores que les permitía autorizar el uso de maquinarias, etc. 
¿Lo hacían con maquinarias de la subalcaldía? 

No, la maquinaria era de los loteadores, pero tenían la autorización 
para hacer eso. Estaban preparando terrenos. En dos o tres lugares 
vimos eso. 

¿En qué les sirve esta autorización de la subalcaldía: para que 
la alcaldía no venga a hacer parar el trabajo? 

O los mismos vecinos pueden oponerse por algún motivo, entonces 
ellos dicen: “El subalcalde, o el jefe, o la jefa de la Casa Comunal nos 
ha autorizado” (Entrevista, 13/09/06). 


Richard Peralta, actual asesor legal de la subalcaldía, explica en par- 
te el hecho al justificar la pasividad de su institución frente a loteamien- 
tos que se basan sobre engaños en cuanto al derecho propietario. Según 
Peralta, ¿por qué meterse en líos inútilmente y atraerse la animosidad de 
un loteador, si en realidad no es una obligación de la alcaldía intervenir 
en un conflicto así, sino una competencia de la justicia? 


¿En un caso como el de Pampa San Miguel, la alcaldía no 
puede actuar? 

No, potque en realidad ahí existió un conflicto de derecho propie- 
tario, o sea, varias personas dicen ser dueños de una misma cosa. 
La alcaldía es un ente estrictamente administrativo y básicamente 
técnico, o sea, de acuerdo a reglamentos lo que la alcaldía controla 
es el crecimiento ordenado: que se definan calles adecuadamen- 
te, que existan áreas verdes, áreas de equipamiento, etc. Lo que 
hacemos nosotros es hacer cumplir las normas municipales. El 
momento en el que se genere el conflicto, es donde la alcaldía 
establece el suspenso de cualquier solicitud hasta que arreglen su 
derecho propietario. 
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Entonces, no podemos involucrarnos en el problema de fondo. 
Obviamente, cuando hay una construcción que afecta a un sector 
que ya está definido como área verde o de equipamiento, sí podemos 
intervenir de forma directa y proceder al desalojo porque ya conta- 
mos con un respaldo en este caso, son áreas de propiedad pública. 
[...] Aquí no podemos decir que eso [un título de propiedad de 
terrenos colectivos falsificado según un proceso que él acaba de 
explicar] es falso. 

¿Por qué? 

Porque, primero, para determinar su falsedad tiene que llevarse un 
proceso legal y un juez que diga que es falso. No puedo decirlo yo, 
tenemos que presumir la buena fe. 

¿Por qué no hace este proceso legal? 

Porque en realidad no afecta de forma directa los intereses de la 
institución. Son cosas particulares. Hay cosas que son muy notorias 
y que sí rechazamos (Entrevista, 11/09/06). 


Los loteadores sacan un tercer tipo de beneficio de su participación en 
la actividad dirigencial: de ese modo, consiguen para sus fraccionamientos 
beneficios de la alcaldía que otros barrios consolidados y regularizados 
no reciben, e incrementan así el valor de su capital. Mariluz Bustamante, 
Coordinadora de la Comisión de Conflictos del Arzobispado, se indigna 
de tales hechos ocurridos en los loteamientos de Pampa San Miguel: 


¿Cómo es posible que una urbanización ilegal, levantada sobre el ava- 
sallamiento y el asalto, tenga los servicios básicos? La zona de K”asa 
Mayu es la zona donde los adjudicatarios de Agromin tenían que haber 
sido instalados, donde ellos habían comprado. Fue avasallada por los 
comunatios, en menos de un mes es una urbanización y nos enteramos 
que ahora tiene luz eléctrica, les han instalado agua, alcantarillado, tienen 
todo y es una urbanización ilegal en terrenos que son propiedad de la 
Universidad. ¿Qué ha pasado ahí? No sabemos. El gobierno se compto- 
metió a investigar. Se supone que la alcaldía tiene que autorizar. Ahora, 
uno de los loteadores [Chileno], que está señalado como loteadot y ha 
participado en loteamientos en varios lugares de Cochabamba, trabaja 
en la subalcaldía de la zona y él es el que, hasta donde hemos podido 
averiguar, ha autorizado el ingreso de material, ha autorizado la cons- 
trucción, ha aprobado planos sobre la nada (Entrevista, 21/08/06). 


Richard Peralta tiende a confirmar que los loteadores buscan y obtienen 
obras de urbanización de la alcaldía a cambio de apoyo político partidario: 
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¿Me ha dicho que hay casos de influencia política, de protec- 
ción de los loteamientos? 

Más que protección, de reconocimiento, podríamos decir, esta gente 
que ha logrado asentarse necesita vías de acceso, alumbrado público, 
servicios básicos. Como son declarados “clandestinos o ilegales”, 
no pueden recibir. Sin embargo, hay coyunturas que permiten, esto 
normalmente en procesos electorales. Existe el ofrecimiento de 
dotarles alguno de estos servicios, a cambio de sus compromisos 
políticos; y los dirigentes son los que empiezan a hacer los acuerdos, 
etc. (Entrevista, 11/09/06). 


Después de esta descripción del accionar de los loteadores y 
de los loteadores-dirigentes, profundizaremos ahora el rol del loteo 
ilegal en la expansión del clientelismo de la periferia al centro de la 
gobernanza urbana. 


2. Gobernanza urbana: del clientelismo periférico al clientelismo rey 


Partiremos de la historia de unos barrios antes de la Ley de Par- 
ticipación Popular; luego, mostraremos el efecto que ha tenido la 
Participación Popular en la liberación del mercado de tierra y culmi- 
naremos con la manipulación del proyecto ARCO de regularización 
por políticos del más alto nivel para la conquista y la defensa del 
poder central. 


2.1. Antes de la Participación Popular: represión y clientelismo 
periférico 


Desde 1968 hasta 1994, es decir en un cuarto de siglo, se formaron 23 
asentamientos consolidados y 19 fraccionamientos” en el territorio del 
actual Distrito 9. En realidad, el inicio de la compra a precios bajos de 
terrenos agrícolas para fines urbanos se remonta a los años posteriores 
a la Reforma Agraria, cuando las grandes empresas, públicas y privadas, 
implementaban programas de vivienda como parte de sus responsabili- 
dades sociales para con sus empleados en el marco de un Estado social 
intervencionista. Es decir que las mismas entidades del gobierno central 





35 Según el PMOT 2005, el número de asentamientos en 1995, cuando el municipio hizo un 
diagnóstico del distrito, era de 42. Sin embargo, el Plan Municipal de Desarrollo Distrital 
de 1997 plantea la regularización de solamente 23 asentamientos, los más antiguos y con- 
solidados, mientras los demás eran fraccionamientos incipientes con pocos habitantes. 
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y del sector público infringieron las leyes nacionales de uso del suelo y 
las normas municipales que fijaban los límites del radio urbano. Liliana 
Arévalo, arquitecta y ex funcionaria municipal de muy larga experiencia, 
nos cuenta estos hechos: 


El FONVIS* compró en este lugar, el CONAVT” también compró 
para los maestros, los de COMIBOL? para los mineros en casi seis, 
siete u ocho lugares. Desde el 59 tienen títulos los de CONAVI y 
COMIBOL en ese lugar, pero han entrado con el [Decreto Supremo] 
21060. ¿Y quiénes han comprado? Ha sido el propio gobierno central 
sabiendo que ahí no se podía comprar. Por ejemplo, el magisterio ru- 
ral, ¿de quién ha comprado? De un alcalde, de nombre Rivas Ugalde, 
que sabiendo que ahí no se podía aprobar les dio un plano aprobado 
porque era alcalde de facto y aprobadito los vendió. 

Por ejemplo, un militar de apellido Bernal, que estaba incluso pro- 
puesto para Presidente, se compró el Plan “B” y él lo ha loteado y ha 
venido con un auto ministerial para hacer aprobar aquí en Cochabam- 
ba al margen de nuestras cosas. Y así con autos prefecturales, autos 
ministeriales, han vendido cosas (Entrevista, 26/06/04). 


El barrio Ferroviario no es el más antiguo del Distrito 9, pero 
se forma antes de la Participación Popular. Betty, su presidenta actual 
y miembro de una de las primeras familias en asentarse ahí, relata la 
conformación del barrio: 


La Federación de Ferrocarriles compró el terreno para dotar a todos 
sus jubilados con lotes. Mientras los futuros jubilados tomaran pose- 
sión de sus lotes, la Federación de Ferrocarriles “alquiló” el terreno a 
la Facultad de Agronomía pata realizar trabajos de experimentación 
y producir cebolla, papa y maíz, como medio de proteger el terreno 
de ocupaciones por los campesinos vecinos. 

En 1985, cuando la Federación ya había puesto en orden los do- 
cumentos de propiedad del terreno, empezó a fraccionarlo. Los 
adjudicatatios ferroviarios desistieron de tomar posesión de sus lotes 
debido a las intimidaciones del alcalde “Topadora”*, Humberto 





56 


57 
58 
59 


El Fondo Nacional de Vivienda Social, de 1992 a 1997, reemplazaba el Fondo Nacional 
de Vivienda creado en 1987. 

Consejo Nacional de Vivienda, de 1964 a 1970. 
Corporación Minera de Bolivia. 

Según Liliana Arévalo, este alcalde se ganó este apodo desde que derruyó en dos oportu- 
nidades las viviendas del Magisterio Plan 40. 
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Coronel Rivas. De hecho, este alcalde amenazaba permanentemente 
con dettuir las construcciones en tierras agrícolas para preservar “el 
pulmón de Cochabamba”. 

Frente a ello, en 1986 la federación ferroviaria hizo una convocatoria 
pública, mediante radio y periódico, para ofertar el predio fraccionado 
a la venta. En este entonces, los lotes se vendieron a $us 1 por m? 
Vinieron de todos lados: la misma ciudad, las provincias de Cocha- 
bamba, las regiones altiplánicas. Compraron unas 300 familias. Para 
tomar posesión del terreno en 1986, tuvieron que cosechar la cebolla 
sembrada por el ingeniero de la Facultad de Agronomía y expulsar, 
sin mayor resistencia en realidad, a los campesinos del lugar. También 
organizaron vigilias y se apoyaron en la Federación de Juntas Vecina- 
les y en la Asamblea Permanente de Derechos Humanos para evitar 
la concreción de las amenazas del alcalde “Topadora” (Reconstitución 
de entrevista, 27/09/06). 


Víctor Hugo Veneros, presidente de su OTB San José de la Tam- 
borada, y sus padres también fueron una de las primeras familias en 
vivir en este barrio: 


El año 1956, el terreno donde se ubica hoy el barrio San José de la 
Tamborada fue comprado a una hacienda por el sindicato de traba- 
jadores obreros de San José, una mina de Oruro. 

Yo nací en Oruro, pero me vine aquí cuando tenía cuatro o cinco 
años [más o menos en 1975]. El 87 nos fuimos a vivir en San José. 
Elaño 87, esta zona era eminentemente agrícola. Á causa del 21060, 
el 87 llegan los primeros pobladores después de muchos años. Ha- 
bremos iniciado con unas nueve familias con viviendas. 

Estábamos inicialmente en cooperativa de vivienda, con el nombre de 
San José, que reunían a los socios de Oruro y los de acá, pero debido 
al contexto nos manejábamos también como Cooperativa Agrícola del 
Centro Minero de San José de Oruro. Nosotros inclusive sembrába- 
mos, como éramos nueve viviendas, teníamos riego de La Angostura. 
Producíamos el 87 y 88 y casi hasta el 90. Se quedaba aquí buena parte 
de lo que producíamos y la otra parte la mandábamos a Oruro. 

Y las demás familias de ex mineros relocalizados ¿no han ve- 
nido a vivir a San José? 

Mira, esta cooperativa es una cooperativa bien privilegiada porque gran 
parte de estos trabajadores han entrado a planes de vivienda social en 
Oruro. De los lotes en San José de la Tamborada aquí en Cochabamba, 
a la fecha un 90-85% lo han vendido. Ahora los vecinos, una gran 
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mayoría, son nuevos y son de diferentes lugares, especialmente de las 
áreas tutales de Cochabamba (Entrevista, 17/08/06). 


Notamos en la experiencia de San José de la Tamborada y en 
Ferroviario que los adjudicatarios de los programas de vivienda de la 
época del Estado intervencionista, quienes eran obreros y empleados del 
sector formal, constituían de alguna forma una clase de privilegiados que 
gozaron de varias opciones habitacionales o de varios lotes en diferentes 
ciudades. Sus lotes en Cochabamba no contaban con condiciones de 
habitabilidad conformes a sus expectativas y los vendieron a personas 
más necesitadas, dispuestas a aceptar estas circunstancias adversas. 

Estos dos barrios demuestran la misma experiencia de autofinan- 
ciamiento y de clientelismo político con el partido político populista 
UCS* para obtener mejoras urbanas, en un contexto donde la alcaldía 
se negaba a atenderlos, por ser fuera del radio urbano, y donde, teóri- 
camente, dependían de la entidad departamental Corporación Regional 
de Desarrollo de Cochabamba (CORDECO). 

Por ejemplo, gracias a la “muñeca”* de la Sra Betty con UCS (por 
su parentesco con un senador por UCS, ya mencionado), Ferroviario 
consiguió la donación del alumbrado público en 1988. En San José de la 
Tamborada, Veneros Hugo se incorporó a este partido y obtuvo obras 
para su barrio a pesar de su condición de ilegalidad: 


No teníamos luz, no teníamos agua, ni transporte, ¡nada! El último 
colectivo que te dejaba era en Laja, donde empieza el pavimento 
rígido. Al ver la cruda realidad en la que vivíamos, empecé a vivit 
mis primeras experiencias del accionar vecinal. Con el Consejo Sin- 
dical Sur de Juntas Vecinales, empezamos a demandar la apertura 
de caminos y la electrificación y siempre nos han rechazado, bajo el 
argumento que ésta era una zona agrícola. 

Antes de estas experiencias [la Participación Popular], teníamos un 
problema que era que recurríamos a CORDECO y CORDECO nos 
respondía ustedes son urbanos. Íbamos a la Alcaldía y la Alcaldía nos 
respondía ustedes vayan a CORDECO. Peto lo paradójico de aquello 
es que en elecciones municipales, siempre participábamos para votar 
por las autoridades del Cercado. 





60 Sigla de un partido político denominado Unión Cívica Solidaridad, que tuvo mucho pro- 
tagonismo en la arena política local durante la década de los 80 y parte de los 90. 

61 Manera familiar de señalar algún nivel de influencia y relación con personas con poder de 
decisión pertenecientes a alguna institución u organización. 
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El año 89, emprendimos el proyecto de electrificación, el primer ser- 
vicio básico. Aportábamos mensualmente para rendir recursos para el 
proyecto de electrificación. Yo representaba al barrio, todavía no era 
bien constituido, estábamos como cooperativa solamente, mientras 
normalmente el accionar de los barrios era como juntas vecinales. 
En 89-90, hubo elecciones municipales y estaba la UCS en fuerte 
auge. Yo me incorporé a la UCS, era jefe de juventud, y con eso lo- 
gramos el apoyo de tractores y toda clase de ayudas. Y la cosa es que 
con la UCS tuvimos el camino. Logramos que ELFEC nos atienda 
con mucha presión social, sin los planos aprobados. 

Se vinieron las nuevas elecciones municipales de 92. Ese año fui 
candidato a concejal para la UCS. Esas épocas estábamos me- 
tidos en barrios marginales y desde ahí irradiamos (Entrevista, 
17/08/06). 


Para los barrios del actual Distrito 9, la Participación Popular re- 
presentó un avance considerable, por el simple hecho de incorporarlos 
oficialmente a la ciudad. 


2.2. La perspectiva de una regularización liberó el mercado 
informal de tierra 


Con la Participación Popular, la primera acción de la administración 
municipal en el Distrito 9 fue elaborar un diagnóstico participativo de 
este nuevo territorio bajo su competencia a fin, posteriormente, de 
definir medidas de planificación. 

Este diagnóstico fue emprendido por la Casa Comunal del Distrito 
9, concluyó en 1995 y dio lugar a la aprobación del Plan Municipal de 
Desarrollo Distrital en 1997. Este plan distrital, que recabó la visión de 
la población en cuanto a su desarrollo, permitió evidenciar dos sectores 
con posiciones opuestas: los agrarios y los vecinales. Liliana Arévalo 
trabajaba en la Casa Comunal 9 y recalca la posición de los agrarios: 


En ese momento, los 33 sindicatos tenían bien clara su posición: ellos 
querían mantener su condición tural, pero también querían tener los 
servicios de los que se beneficiaban las áreas urbanas. 


2 


Entonces, en el lado de La Maica”, su problemática estaba en la 


calidad del agua que recibían para su riego y en la capacidad de 





62 Subcentral campesina del Distrito 9 considerada el último reservorio agrícola en la ciudad. 
Se dedica principalmente a la producción lechera. 
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carga de su terreno que no era suficiente para la cantidad de ga- 
nado que tenían. Tienen una condición comunitaria: no venden a 
extraños sus terrenos. Por ejemplo, si alguien quiere irse y vender 
su terreno, primero vende al del lugar, al de arriba, y si no puede, al 
de abajo, así sucesivamente entre los seis sindicatos donde además 
tienen lazos familiares muy fuertes, como han sido colonos de dos 
a tres haciendas solamente se conocen perfectamente (Entrevista, 


28/06/04). 


El diagnóstico planteó la protección de las tierras planas aptas 
para la agricultura y reconoció que las serranías del distrito no tenían 
mucha aptitud para esta actividad. Esta distinción fue seguramente 
reinterpretada por los loteadores y la población, quienes asumieron 
que los asentamientos en las serranías tendrían más probabilidad de 
regularización que los demás. El resultado es que “la mayor parte de 
los asentamientos recientes [posteriores al diagnóstico] se encuentran 
en las serranías; en cambio, los asentamientos con mayor grado de 
consolidación se encuentran en el área agrícola” (Diagnóstico PMOT, 
2005: 155-156). 

Por su parte, la creciente población vecinal del distrito vio en los 
cambios introducidos por la Participación Popular una ruptura radical 
en sus relaciones con el municipio, pues le daban derecho a reclamar 
más reconocimiento y atención. Víctor Hugo lo resalta: 


Después de la crisis municipal?, Manfred asume la alcaldía el 93. 
Y ahí se crean los talleres zonales y con eso demandábamos más 
cosas. El 94, Manfred hace una reunión en Villa México y nosotros 
le pedíamos la creación de una Casa Comunal en esta zona. Y el 95 
se crea la Casa Comunal, pero funciona inicialmente en la Avenida 
Perú con Alberto Borda. Con esto se empieza a trabajar el estudio 
diagnóstico parte rural y urbana del Distrito 9. 





63 En las elecciones municipales de 1991, Humberto Coronel, el candidato por la Acción 
Democrática Nacionalista (ADN), aliada al Movimiento de Izquierda Revolucionaria 
(MIR), obtuvo la mayoría relativa, pero un acuerdo postelectoral entre el Movimiento Na- 
cionalista Revolucionario (MNR) y la UCS definió la elección de Germán Carmona (UCS) 
como alcalde y de Germán Medrano (MNR) como Presidente del Concejo Municipal. Al 
inicio de 1992, un juicio lanzado por la oposición contra el nuevo alcalde y la ruptura de 
la alianza entre MNR y UCS provocó la suspensión de Carmona, reemplazado de manera 
interina por Coronel. Solamente seis días después, Carmona retornó a sus funciones, pero 
Cotonel se resistió a renunciar. Finalmente, el uno y el otro renunciaron y empezó una serie 
de renuncias de concejales. Después de varios meses de acefalía municipal, se consolidó 
Fernando Rivas (UCS) como alcalde interino, hasta su renuncia a principios de 1993. El 
concejal por ADN, Manfred Reyes Villa, fue escogido pata reemplazarlo. 
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Este diagnóstico fue una propuesta importante: nosotros conside- 
rábamos que estábamos entrando a ser reconocidos por la adminis- 
tración municipal (Entrevista, 17/08/06). 


Los técnicos que elaboraron el diagnóstico y el Plan Municipal de 
Desarrollo Distrital determinaron que sólo podrían ser regularizados 
los asentamientos que tuvieran al menos la mitad de los lotes edificados 
y habitados. El objetivo era limitar el crecimiento urbano y la especula- 
ción, por eso sólo se considerarían los asentamientos antiguos y no los 
fraccionamientos recientes donde la medida no hubiera beneficiado a la 
población, sino al loteador, quien podría así vender sus lotes a un precio 
mayor. Arévalo cuenta sus impresiones de esta época: 


Yo creo que hemos perdido en cuanto a la planificación con las 
continuas amnistías que se han dado: se desregula la planificación, la 
administración, y todo se hace a través de amnistías y otras instancias 
que permiten reconocer. Yo pienso que como institución estamos más 
bien del lado del especulador: reconocer un proceso es estar al lado 
del mercado. Aparte de los 23 asentamientos que siempre hubieron, 
hemos visitado nosotros y son 10, 20, 30 hectáreas pero con 4, 5 
hasta 10 viviendas y en todas las viviendas dicen que se venden lotes 
a facilidad, preguntar en tal lugar o a tales teléfonos. Entonces, yo 
decía que no estamos equivocados: son procesos especulativos. Se han 
desregulado totalmente los procesos planificativos de administración 
y se ha liberado todo el mercado (Entrevista, 28/06/04). 


Con el siguiente relato de Víctor Hugo Veneros, nos damos cuenta 
del impacto sobre el mercado de tierra de la propuesta del PMDD que 
planteaba la regularización de los 23 asentamientos consolidados ubi- 
cados en su mayoría en el perímetro A definido en el Plan Director de 
1981, mediante la futura elaboración de un reglamento de regularización 
y un proceso de amnistía: 


En el Plan Director había un PEP 03 (Plan de Expansión Parcial), que 
nosotros insistíamos en entrar, pero siempre nos rebotaban. El 95-96, 
hemos logrado ser incorporados en el Plan Municipal de Desarrollo 
Distrital como barrio con catactetística urbana. El 95, nosotros em- 
pezamos a presionar duro a la gente, de Oruro especialmente, para 
que construya a lo menos un cuarto o algo en que pueda habitar. 
Porque ya con Alberto Borda se estaba trabajando el diagnóstico del 
distrito y había un principio del PDD de que iban a ser reconocidos 
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los barrios por la alcaldía si tenían un grado de consolidación física 
de un 50% más 1 hasta la propuesta del Plan Municipal de Desarrollo 
Distrital (Entrevista, 17/08/06). 


El requisito de consolidación física propició un incremento de la 
construcción y el fraccionamiento de lotes: en los barrios ya existen- 
tes, como en San José, los dirigentes exigieron que se edificara en los 
lotes baldíos, con el efecto positivo de dar mayor uso a la tierra y de 
densificar si es que el dueño de lote venía a habitarlo, lo alquilaba o lo 
vendía. Del lado de los loteadores, esta oportunidad de regularización 
suscitó un incremento en la oferta de lotes (con la aparición de nuevos 
fraccionamientos) frente, quizás, a una demanda también mayor: por un 
lado, porque el Decreto Supremo 21060 ya había producido su efecto 
sobre la inmigración hacia Cochabamba”; por otro lado, porque esta 
población demandante podía apostar por rápidas mejoras en las condi- 
ciones de habitabilidad del distrito, desde la ausencia de demoliciones 
hasta la dotación en servicios. Este frenesí del mercado informal de 
suelo en el Distrito 9 se refleja en las palabras de Víctor Hugo, quien, 
gracias a su experiencia de dirigente vecinal y su trayectoria política en 
la UCS y después en la NER, ascendió al cargo de administrador de la 
Casa Comunal 9 en 1997: 


En los 6 años de mi gestión, se da más fuerza, hay más especulación 
con los loteamientos. 

Los loteadores han venido a la zona no ahora, sino a partir del 95-96. 
Ahí empieza fuerte el crecimiento urbano en el Distrito 9. Esta tempo- 
rada del 95, 94, 93 hubo un auge bien fuerte en que la gente buscaba 
lotes pot la zona. Yo les comento: el año 95, el valor comercial de la 
tierra [en el sector de San José de la Tamborada] llega a subir consi- 
derablemente, hasta 20 a 25 dólares el rm”, y es terreno plano pero sin 
servicio. Un tipo ha llegado a vender un lote de 480 metros cuadrados 
en 15.000 dólares [o sea, a $us 31,25/m*]. Ahora, está a un promedio 
de 20-22 dólates el m?. Ha bajado (Entrevista, 17/08/06). 


Según el diagnóstico y el Plan Municipal de Desarrollo Distri- 
tal, existían 42 asentamientos hasta 1995: 23 asentamientos con un 





6% Una vez dictado el D.S. 21060 que impulsó la “relocalización” de los mineros, hubo un 
proceso de negociación de la triple compensación de los años de jubilación. Sólo después 
de ello, los ex mineros que migraron a Cochabamba contaron con fondos para comprarse 
un lote. 
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grado de consolidación superior al 50% y 19 sin mucha consolida- 
ción. Pero, cuando se hizo un nuevo diagnóstico de los asentamientos 
existentes en 2003, los funcionarios municipales identificaron unos 40 
asentamientos más con cierto grado de consolidación que se habían 
conformado en un lapso de tiempo de ocho años, sin tomar en cuenta 
los fraccionamientos muy incipientes. En otras palabras, de 1968 a 
1995, la tasa anual promedio de creación de nuevos asentamientos fue 
de 1,6 (con una aceleración en los años noventa), mientras que entre 


1993 y 2003, fue de 5. 


2.3. ¿Qué gestión de la periferia? La victoria de una gobernanza 
participativa-clientelar sobre una gobernanza contractual- 
progresista 


La explosión del mercado informal de la tierra desde 1994 aproxi- 
madamente fue en parte suscitada por las nuevas políticas de gestión 
del territorio que planteaban la regularización de los asentamientos 
informales. Frente a lo que Liliana Arévalo calificó de proceso espe- 
culativo, la reacción del municipio no fue monolítica: entre Concejo 
y Ejecutivo municipal, entre técnicos y políticos, entre Casa Comunal 
(ente desconcentrado) y alcaldía central, las posiciones divergieron en 
muchos sentidos según los intereses, las ideologías y las percepciones 
de la misión de cada actot. Por un lado, hubo intentos de control del 
mercado por ciertos funcionarios hasta 2001, mientras, por otro lado, 
fue manifiesta la utilización mutua de los loteadores y de los políticos 
en la misma época. 


2.3.1. Los intentos de control del mercado informal de tierra: entre 
progresismo y tecnicismo 


La Casa Comunal del Distrito 9 fue administrada por el arquitecto Al- 
berto Borda, un funcionario municipal de larga experiencia, de 1994 a 
1997. Ese año fue reemplazado por Víctor Hugo Veneros. 

Al observar los testimonios de esta época, pareciera que se in- 
tentó tomar iniciativas y marcar políticas “progresistas” para regular el 
mercado y asumir la responsabilidad pública para con los ciudadanos 
desprotegidos. Sin embargo, a menudo, estas mismas propuestas pu- 
dieron ser o pasar por excesivamente tecnicistas o burocráticas al fijar 
normas inflexibles, improcedentes e inaplicables porque no tomaban 
en cuenta la realidad popular y el inevitable crecimiento urbano en el 
distrito. Esta orientación fue la de Arévalo: 
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Son procesos especulativos donde ni la misma alcaldía sabe a ciencia 
cierta lo que estaría perdiendo, porque si los abogados de la alcaldía 
supieran de derecho agrario, la municipalidad podría denunciar y 
obtener pata sí los terrenos colectivos para el bien colectivo. Por eso, 
la Ley INRA permite que todo terreno que no está siendo utilizado, 
que no tiene razón social, pueda ser solicitado por una instancia. 
Pero los once concejales municipales en su conjunto no saben qué 
es lo que tienen. 

Cuando nosotros hicimos el estudio de cambio del uso del suelo 
para el perímetro A, planteamos una política de generación de plus- 
valía para la municipalidad. Lo fundamental era que se iba a generar 
plusvalía desde el cambio del uso del suelo”. Hicimos un estudio so- 
cioeconómico de qué terrenos producían, si producían uno o dos ve- 
ces al año y qué productos eran, y así hicimos una relación: nosotros 
sacamos que quien quiera urbanizar en ese lugar debería ceder a la 
municipalidad el 67% de su terreno. Iba a permitir a la municipalidad 
generar un banco de tierras, en el que también nosotros podíamos 
competir con procesos de urbanización en este lugar. Si tú lees la 
propuesta, incluso está el análisis de cuánto tendría que ser el precio. 
¿En qué se quedó con los campesinos? “Las urbanizaciones nos van 
a avasallar, nos van a quitar nuestras regaderas”. Por eso se les dijo: 
“quien no quiere urbanizar, no cede nada y quien quiera urbanizar 
cede”. Entonces, se levantaron casi todas las urbanizaciones, porque 
ellos no querían ceder el 67%, y cuando entró el administrador de 
la casa comunal, que era uno de los vecinos [Víctor Hugo Veneros], 
empezó a exigir que urbanizaran sin ceder nada al municipio (En- 
trevista, 28/06/04). 


La idea de un banco de tierras, donde el municipio dispondría de 
una reserva de suelo que liberaría a precios económicos para sectores 
necesitados con un efecto positivo sobre los precios practicados en el 
mercado en su conjunto, era ciertamente una política progresista pionera 
en Cochabamba y Bolivia, pero la reacción a esta propuesta demostró la 
resistencia no tanto de la población, sino de los dirigentes y loteadores 





6 Se supone que si la alcaldía inicia un proceso de habilitación de tierras, aprobando un 
cambio de uso de suelo de agrícola a urbanizable, genera una plusvalía: el precio del suelo 
sube. Esta plusvalía beneficia al propietario de tierra que puede vender a un mayor precio, 
sin que en realidad él haya aportado ninguna mejora a su terreno. La captación de plusvalía 
por la alcaldía es compartir este beneficio que sino se quedaría solamente en mano del 
loteador, haciéndole pagar mayores impuestos, por ejemplo, o con la figura planteada por 
L. Arévalo, obligándole a ceder parte de su terreno al municipio. 
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a la cabeza de las organizaciones campesinas y vecinales. Quizás faltó, 
para que se concretizara esta propuesta, un real apoyo por parte de las 
autoridades políticas del municipio. La reinterpretación de los hechos 


que da Víctor Hugo aclara justamente la posición de sus superiores de 
la alcaldía central: 


Yo tengo informes que mandé a la [alcaldía] central el año 98-99, 
pidiendo que la alcaldía haga las gestiones correspondientes a través 
de asesoría legal para pedir al INRA nacional la reversión de estos 
terrenos del cerro, para que la alcaldía empiece a crear una especie 
de banco de tierras y podamos proyectar la vivienda social para la 
gente que no tiene vivienda. Los de la alcaldía consideraban que yo 
estaba loco de regalar vivienda (Entrevista, 17/08/06). 


Mientras se buscaban medios de involucrar al municipio en la re- 
gulación del mercado de tierra para que existiera un suministro formal 
y directo de suelo para fines sociales, la Casa Comunal, administrada 
por Alberto Borda, de manera complementaria y coherente, reprimía el 
loteo informal para evitar que los loteadores siguieran engañando a los 
compradores, violando la normativa municipal y especulando. 


Mientras el Alberto ha estado como administrador de la Casa Comu- 
nal, no hubo un asentamiento más, porque íbamos, les explicábamos 
y les decíamos que primero tenían que resolver su cuestión legal. 
[Por ejemplo], el dirigente agrario de Buena Vista, el Sr. Meneces, ha 
vendido los terrenos colectivos de todos los de Buena Vista, pero él 
solito. Por eso, ¿a quiénes ha vendido? Los vendió a los comerciantes 
de La Paz, a gente que no era de aquí y cuando han querido venit a 
tomar sus tierras, les dijimos que no podían. En Buena Vista, Alto 
Bella Vista, todos ellos, no les hemos dejado entrar (Entrevista a 
Liliana Arévalo, 28/06/04). 


Sin embargo, en estas condiciones en las cuales la idea de un banco 
de tierras no prosperaba y todavía no se había habilitado más suelo en el 
Distrito 9, la represión del mercado informal no hizo más que ignorar 
las necesidades populares de vivienda sin ayudar a resolverlas. 

Con base en el Plan Municipal de Desatrollo Distrital 9, la Casa 
Comunal, ya bajo la gestión de Víctor Hugo Veneros, trabajó en 2001 
el reglamento especial del distrito que iba a permitir la regularización 
de los 23 asentamientos identificados. Este reglamento podía limitarse a 
regularizar lo existente o llegar hasta la definición de áreas urbanizables 
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para futuros asentamientos. Su elaboración fue dirigida más por los 
técnicos que por los políticos, con el enfoque expresado por Liliana 
Arévalo de control del mercado informal, contención firme del cre- 
cimiento urbano y preservación de la actividad agrícola en el distrito. 
Este reglamento determina la inversión del 42% del presupuesto 
quinquenal para fortalecer la actividad agropecuaria y, por lo tanto, 
para preservar el uso agrícola del suelo; “no obstante, el municipio 
no hizo ninguna inversión para apoyar a la actividad agropecuaria” en 
los años posteriores a su aprobación (PMOT, 2005: 150). En cuanto 
a la contención del crecimiento urbano, tal fue el mayor defecto del 
reglamento, según Víctor Hugo: 


Pero en el tema urbano, por el mismo ctiterio técnico que tenían 
Liliana Arévalo, Gonzalo Mercado y otros técnicos, ellos se cerraban 
al perímetro Á y no había más crecimiento urbano. En mi gestión, 
se trabajó un nuevo reglamento para el 9 que era muy técnico por 
la fuerte presión de los técnicos: querían que las organizaciones 
den 50% de cesiones, inclusive más que en otros lugares, y eso por 
tratar de evitar el crecimiento urbano. Pero el crecimiento urbano 
no lo puedes evitar con seis funcionarios en una comuna y con una 
característica de expansión territorial tan grande. Nosotros habíamos 
planteado la opción de flexibilizar (Entrevista, 17/08/06). 


Los técnicos acabaron redactando un reglamento tan rígido, tan 
exigente en cuanto a cesiones, tan restringido geográficamente, que dos 
años después de su aprobación por el Concejo Municipal en 2001, sólo 
uno de los 23 asentamientos había logrado su regularización. Renato 
Montoya, arquitecto del Departamento de Planificación de la alcaldía 
en la época de la entrevista, nos da mayores detalles al respeto: 


Se aprueba el reglamento vía una ordenanza municipal, pero del 2001 
hasta el 2003, no se regulariza ningún asentamiento porque este te- 
elamento era muy, muy tígido. Estos asentamientos estaban ya desde 
más antes, no tenían áreas verdes, no guardaban perfiles de vías por 
lo menos aptas para circulación; sus construcciones estaban fuera de 
norma, etc. Entonces, el reglamento exigía una serie de condiciones 
que no permitió la regularización. Claro, por su grado de consolida- 
ción, no podíamos exigitles que cedan digamos lo que es ahora normal 
en un proceso de regularización, 38% y 44% en algún sector. En este 
reglamento, 44% también se mantenía y se les exigía que sí o sí tenían 
que ceder para áreas verdes. Entonces, no se podía porque la realidad 
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era otra. Quizás se quería controlar un poco más la expansión urbana, 
no sé. Producto de eso, nos decimos: tres años y no regulariza ni uno, 
entonces está mal el reglamento (Entrevista, 23/06/04). 


2.3.2. Los usos políticos de la ilegalidad: intercambios clientelares 
entre el centro y la periferia en torno a los servicios y a la tierra 


La posición técnica-progresista de regulación del mercado de suelo en 
el Distrito 9 fue suplantada por una posición política que descubrió e 
instrumentalizó los beneficios de la ilegalidad para el control clientelista 
de la población. 


Dotación de servicios y cooptación clientelar de los dirigentes vecinales 


Es tanto más necesario ganarse los favores de la Casa Comunal y de la 
alcaldía para acceder a los servicios urbanos, ya que existe una escasez de 
recursos municipales para el distrito. Las inversiones municipales vienen 
de dos fuentes principales: la Participación Popular, fondos a los cuales 
acceden aún los barrios ilegales y asentamientos violentos tan pronto 
que tengan una personería jurídica como OTB, y los fondos propios 
provenientes de los impuestos%. Los fondos de Participación Popular 
no son proporcionales a la necesidad del barrio (mientras unas OT'B 
no tienen ni agua, ni luz, ni caminos, otras asfaltan por tercera vez su 
plazuela) y son muy limitados. 

En 1995, Ferroviario apoyó la formación de la Casa Comunal del 
Distrito 9 porque, como lo cuenta su presidenta actual, doña Betty: “Así, 
molestamos la Casa Comunal [para obtener más obras], pero ellos pi- 
dieron que paguemos impuestos”. Esta instancia exigió a los vecinos de 
Ferroviario el pago de impuestos prediales con carácter retroactivo (de 
los últimos cinco años), supuestamente con el propósito de concretar 
obras de mejoramiento barrial. 


“Con esto y mediante política, es decir, gracias a la pariente de una 
de los dirigentes, que era funcionaria de la alcaldía, obtuvimos con 
el POA [es decir, la Participación Popular] una plaza y el empedrado 
alrededor”. En otras palabras, el pago de impuestos no abrió un 





66 Según las “Directrices específicas para la elaboración del programa de operaciones anual 
g prog 


y formulación del presupuesto para las municipalidades del país” (2006), los ingresos 
municipales provienen de las siguientes fuentes: Coparticipación tributaria, HIPC (la 
reducción de la deuda externa para la lucha contra la pobreza), Impuestos Directos sobre 
los Hidrocarburos (IDH), préstamos, donaciones e ingresos propios. 
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derecho a ser atendido por la alcaldía, todavía se necesitaba obtener un 
favor político. Además, los únicos fondos que llegan a estos barrios, el 
dinero de la Participación Popular, son mínimos: necesitaron endeu- 
darse cinco años pata concretar una obra tan reducida. Terminaron el 
empedrado del barrio en la gestión 2004-2006 con los fondos propios 
de los vecinos y con la donación de PROPAIS, un programa estatal de 
inversión social. Recién en 2007, los dirigentes pedirán una rendición 
de cuentas del dinero que los vecinos siguen pagando en impuestos, 
visto que no han recibido inversión municipal desde 1995-1996 (Re- 
constitución de entrevista con Betty, 27/09/06). 


Por otro lado, la escasez de los fondos propios invertidos en el dis- 
trito no es sólo el resultado de la pobreza de su población ni de la con- 
dición de informalidad de muchos asentamientos que, en consecuencia, 
no pagan impuestos prediales, sino que los pocos recursos recaudados 
en el distrito no son aumentados por los recursos recaudados en sectores 
más ticos de la ciudad (el rol redistributivo del impuesto). ¡Más bien, 
parecería que van subvencionando zonas más pudientes!, según Jaime 
Chijo, presidente de la OT'B 12 de Octubre y Secretario de Vivienda y 
Urbanismo del Consejo Distrital 9: 


Le cuento que el ante año pasado [2004], nosotros hemos prestado 
4.000.000 de Bolivianos para la elaboración del puente Muyurina. 
¿De dónde proviene ese dinero? ¡De nuestros impuestos de toda la 
zona sut, los Distritos 6, 7, 8, 9, 14! Igualito tenían que prestarnos 
cuando terminen ese trabajo. En otra reunión, yo he escuchado a 
uno de los arquitectos de la alcaldía decir: “Los de la zona notte no 
pueden prestar nada a otros distritos, son fondos propios”. Ese rato, 
me preguntaba en mí: “¿Y cómo nosotros les hemos prestado y ahora 
dicen eso?” Lamentable, demasiado lamentable. 

¿Qué nivel de información oficial les da la alcaldía a ustedes? 
Casi nada. 

¿Presentan el presupuesto anual? 

Presentan en su totalidad, un poco como para despistarnos: el anual, 
semestral. Eso ya bien preparado pot ellos, no legal, yo lo entiendo 
así: nunca nos ha presentado el verdadero, el real. Siempre ya prepa- 
rado pata que uno se quede tranquilo, esa es la estrategia que hacen 
(Entrevista, 08/08/06). 


El resultado de la discriminación de los distritos del sur por la 
alcaldía se expresa claramente en los siguientes gráficos: un marcado 
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desequilibrio en la inversión municipal favorece tradicionalmente a los 
distritos del centro (10, 11), norte (1, 12) y oeste (3, 4 y 5), quedando 
las periferias del sur (distritos 7, 8, 9 y 14) y norte (Distrito 13) al mar- 
gen de la atención municipal. Observando la evolución de la inversión 
municipal desde 1994, se constata que la atención a estos distritos 
empobrecidos (en particular, el 9) nunca ha sido justa ni en cuanto a su 
población ni en cuanto a sus necesidades —más importantes que las de 
las zonas acomodadas— y no ha aumentado desde 1994, 


Gráfico 18. Evolución por año de la inversión municipal 
ejecutada en el Distrito 12 (zona norte, Queru Queru) 


Pers e ind 
UA AAA 
A A 


% de la inversión total 








Inversión por años 








Gráfico 19. Evolución por año de la inversión municipal 
ejecutada en el Distrito 9 (zona oeste, Sarco) 
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Gráfico 20. Evolución de la inversión municipal 
ejecutado por distrito y no localizada 
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Fuente: Elaboración propia con base en sistematización de POAs 
ejecutados de la H. Alcaldía de Cochabamba. 








En los informes sobre la ejecución de los Planes Operativos Anua- 
les (POA)”, existe una partida que no localiza la inversión, generalmente 
denominada “global”, y que consume gran parte de la inversión (en 
2005: 94,69%), permitiéndonos suponer que ésta se destina a los dis- 
tritos mejor atendidos debido a la tradicional política segregativa. Por 
tanto, aunque no existen indicios concretos o información al respecto 
accesible en la alcaldía, identificar esta inversión “global” posiblemente 
tendería a profundizar esta situación de desigualdad. 


La mutua cooptación entre Casa Comunal y loteadores 


Vimos que, mediante la tolerancia a los fraccionamientos y la dotación 
de servicios, la Casa Comunal permite extraordinarias ganancias a los 
traficantes de tierra. ¿Cuáles son los mecanismos que permiten a los 
loteadores tener tanta influencia en la Casa Comunal? El primer meca- 
nismo es básicamente económico y pasa por ofrecimientos directos de 
corrupción, como lo muestra la experiencia de Víctor Hugo: 


Los loteadores o van detrás los dirigentes o van detrás la autoridad, 
ofreciéndote plata. He tenido duras experiencias en la Casa Comunal. 
Hemos logrado en el río Tamborada barrer, estaban loteando, el año 





67 Se recopilaron en la alcaldía los informes disponibles de los POAs (programados y ejecuta- 
dos); sin embargo, no existe una unidad o persona que aglutine toda esta información. Se 
excluyó la partida denominada “no asignable”, porque está destinada al pago de la deuda. 
Los años 1999, 2000, 2001 y 2004 no pueden ser analizados ni comparados a los demás 
porque las inversiones no están expresadas en dinero, sino en cantidad material. 
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2000, 2001. Aquí me vinieron con un fajo de dólares, $us 10.000, a la 
oficina, para el apoyo y yo les dije que no (Entrevista, 17/08/06). 


Este primer mecanismo de corrupción es inseparable de un se- 
gundo mecanismo, el clientelismo: los loteadores redistribuyen parte de 
los réditos económicos facilitados por la Casa Comunal a los funciona- 
rios municipales, dirigentes vecinales y representantes de distrito que 
constituyen la estructura local de control partidario. Y la Casa Comunal 
favorece el negocio de los loteadores a modo de pago por su fidelidad. 
Así se autofinancia, en parte, la pirámide clientelista. 

El clientelismo es revelado por Veneros cuando habla de “apoyo”, 
o sea, de apoyo político partidario. De hecho, si los loteadores tienen 
interés en vincularse con la Casa Comunal, las estructuras partidarias 
que cortejan el poder en el nivel local tienen mucho interés en cooptar 
a los loteadores y dirigentes por su capacidad de influencia sobre la 
población. Con estos intercambios clientelares, los hombres políticos 
apuntan a seducir o capturar el soporte de los ciudadanos “de a pie”, 
agrupados en redes sociales más o menos coercitivas O estructurantes 
de toma de posiciones políticas. Las cabezas de estas redes sociales 
modelan la visión colectiva o definen las acciones obligatorias para 
los miembros de la organización. Existen diversas redes sociales con 
sus respectivas cabezas: los loteadores y sus redes de compradores; 
los loteadores-dirigentes de movimientos de ocupación (por ejemplo, 
los comunarios de Pampa San Miguel) son quizás los que poseen más 
poder sobre sus bases; los loteadores-dirigentes de sindicatos agrarios 
y los campesinos; los loteadores-dirigentes vecinales y los vecinos; los 
loteadores-representantes del distrito y los presidentes de O'T'Bs del 
distrito; los dirigentes vecinales, dirigentes agrarios y representantes del 
distrito que no son loteadores y sus respectivas redes sociales; así como 
cualquier dirigente de cualquier organización social —sea el sindicato 
de los transportistas, el gremio de los comerciantes minoristas, la fede- 
ración de clubes de madres, los comités de agua, las juntas escolares, 
etc.— con sus bases. 

Las cabezas de redes sociales se comprometen a obtener de sus 
bases diferentes formas de apoyo que aseguran el poder del hombre 
político y su estructura electoral: votos en diferentes elecciones, como 
las municipales, las prefecturales y para Directores Ciudadanos de 
SEMAPA, donde los votantes son ciudadanos; pero también votos en las 
elecciones para el Comité de Vigilancia, la presidencia de la FEDJUVE 
o para la gerencia de SEMAPA, donde los votantes son “grandes elec- 
tores” como presidentes de OTBs o Directores Ciudadanos; y por fin, 


LOS BENEFICIOS POLÍTICO-CLIENTELISTAS DEL MERCADO INFORMAL 165 


manifestaciones públicas de soporte, como marchas, bloqueos y decla- 
raciones en medios de comunicación. 

El sistema “Manfred” de cooptación de dirigentes se ha construi- 
do durante todos sus años de gestión municipal según una estructura 
que nos deja vislumbrar uno de sus hombres de confianza durante esta 
época, Víctor Hugo Veneros: 


Como venían las campañas electorales, Manfred decía: “Suelten todo, 
levanten las manos, lo que nos interesa es el apoyo de la gente”. 
¿Para no crear un conflicto con los agrarios? 

No, para no crear conflicto con la gente que estaba comprando te- 
rrenos ahí. Han comprado barato, a 50 centavos de dólar el m?. 

El 2002 han sido elecciones presidenciales, y municipales el 99. Este 
año, se empieza a constituir un comité impulsor en el cerro de Alto 
Buena Vista y se van directo a la casa de campaña, se encuentran 
con la esposa de Manfred y le dicen: “el Víctor Hugo es un cojudo”. 
Y logran anular un operativo topador. En la etapa electoral, era un 
camino pata los loteadores. A mí me llamaba don Gonzalo Chitve- 
ches y me decía: “No controles nada”. 

En las coyunturas de campañas es cuando florecen los loteamientos. 
En época de campaña electoral, tú tenías que gestionar telas, a veces de 
transportista, de dirigente, alguna vez el loteador tenía que traer pinturas 
en tarros grandes, es decir, una serie de material que ibas acumulando 
para afrontar... Por decirte, venían: Necesito tractor para abrir una 
callecita”. Ya te vamos a dar una mano, eso (Entrevista, 17/08/06). 


La protección y los favores otorgados a los dirigentes van a la par 
con un “control del territorio”, es decir, un control de los dirigentes, 
quienes deben responder estrictamente al jefe máximo, en esta oportu- 
nidad Reyes Villa. En esta estructura jerárquica, la Casa Comunal tiene 
un tol clave de relacionamiento con los dirigentes. Por eso, a partir de 
1997, el cargo de administrador de la Casa Comunal pasa a ser ocupado 
ya no por técnicos, sino por dirigentes vecinales con la debida expe- 
riencia política: 


Al interior de la NEFR, para los sectores populares, el líder era el 
Chaly*. Porque Manfred se estaba distanciando con la clase social que 
ha consolidado la Nueva Fuerza Republicana. Si bien Manfred tiene 





» 


6 Gonzalo Terceros, conocido como “Chaly 
segunda vez. 


, es alcalde de la ciudad de Cochabamba por 
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carisma, ímpetu de atender el desarrollo de Cochabamba, tampoco 
él lo hacía sólo: los dirigentes lo hacían mucho. Pero ellos en el nivel 
supra consideraban que lo hacían todo. 

Yo, la verdad, he trabajado de cerca con Montaño cuando era alcalde. 
Se ha dado íntegro y resolvía lo mínimo de un barrio y lo mínimo de 
un barrio lo sabía. En cambio, con Manfred y con Chaly, la respon- 
sabilidad la asumíamos las Casas Comunales. Llegaba una marcha al 
centro y nos sancionaban con memorando. La sanción económica 
era fuerte para ellos, 

[...] En mi gestión, también hemos hecho un fuerte trabajo. Una 
virtud teníamos nosotros dentro de la NER: de tener el control del 
territorio, de saber qué estaba pasando en el territorio y tener el 
control de los dirigentes, que para nosotros significaba el control de 
la población. Dirigente que estaba en contra de la alcaldía, nosotros 
íbamos al battio, teuníamos a la gente y lo bajábamos. En el caso 
mío, se dio fuerte este tema por la coyuntura ya del surgimiento del 
MAS. Entonces, ustedes se pueden imaginar: yo me he quemado 
alma, corazón y pecho para la NFR (Entrevista a Víctor Hugo Ve- 
neros, 17/08/06). 


Según estas versiones, la victoria de Chaly en las elecciones mu- 
nicipales no ha cambiado mucho la manera en la que se manejan las 
relaciones entre alcaldía central, subalcaldía (el nuevo nombre de la Casa 
Comunal desde 2004) y dirigentes; sin embargo, el esquema clientelar es 
más complejo por la competencia entre el saliente (Manfred) y el nuevo 
(Chaly). Chaly ha tratado de reconfigurar las alianzas que sostuvieron 
el poder en el Distrito 9: en particular, reforzó el peso del sector agra- 


rio pues el sector vecinal era el favorito de la gestión anterior, según 
Richard Peralta: 


¿No es una coincidencia que Chileno de Pampa San Miguel 
trabaje aquí? 

No tanto así. Cuando se ha hecho la nueva estructura con el gobierno 
municipal, existe el sector agrario y el sector vecinal, el vecinal ha 
establecido una cuota del 50% de ocupación de cargos y el agrario 
también ha tenido su cuota aparte, casi también un 50%, así pode- 
mos hablar. Se les ha dado a dirigentes del sector vecinal y del sector 
agrario. 

¿Esta división de 50 y 50 era igual a la anterior gestión? 

En la anterior gestión han priorizado a los vecinales, por la cantidad 
de masa votante. 
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¿Por qué se ha decidido revertir? 

Porque nosotros tenemos el criterio de que, cuando hablamos de un 
desarrollo integral, no puedes vos diferenciar sector agrario y sector 
vecinal (Entrevista, 11/09/06). 


Vemos a continuación cómo la problemática particular del Distrito 
9 —el anhelo de regularización de los asentamientos y del derecho pro- 
pietario— fue instrumentalizado en la conquista del poder en las últimas 
elecciones municipales (diciembre de 2004). Con el reglamento de regula- 
rización que sirve de base a la implementación del proyecto ARCO en Co- 
chabamba, el candidato Chaly Terceros quiso ganarse el voto del distrito. 


2.4. La regularización por el proyecto ARCO: un balance del 
proceso y de los efectos 


La elaboración del Reglamento de regularización con ARCO: un proceso 
participativo 


El Reglamento Específico del Distrito 9 aprobado en 2001 fue un fra- 
caso, como lo vimos anteriormente, porque su rigidez no permitió la 
regularización de más de un barrio del distrito. Paralelamente, el Vice- 
ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, en relación con la agenda 
de la cooperación internacional, promueve la Ley de Regularización del 
Derecho Propietario Urbano en mayo de 2002 (ver el Capítulo Cuatro): 
de ahí nacen los Acuerdos de Responsabilidad Compartida (ARCO) 
entre el gobierno central y cinco municipios pilotos, entre ellos Cocha- 
bamba. Sin embargo, esta ley no contaba con un reglamento: la idea era 
que la reglamentación fuera elaborada después de la experiencia piloto. 
En Cochabamba, la alcaldía decide invertir el proceso y formular prime- 
ro un reglamento que dé el marco técnico, administrativo, económico 
para la implementación de ARCO. 

En 2003, el Concejo Municipal y las unidades de Planeamiento y 
Urbanismo del Ejecutivo elaboraron el nuevo reglamento. Decidieron que 
el Distrito 9 constituía una prioridad, aunque existen otras zonas que tie- 
nen problemas de irregularidad del derecho propietario menos graves (los 
Distritos 7, 8 y 14%), o insalvables (el Distrito 13 en el Parque Tunari). 





62 Ahí, la mayoría de las urbanizaciones se encuentran dentro del radio urbano desde el Plan 
Director de 1981. Sin embargo, muchos de sus vecinos no han podido registrar su derecho 
propietario en Derechos Reales y así legalizar su situación, pues a menudo no cumplen 
con las normas municipales sobre cesiones, lotes y edificaciones. 
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Fue un proceso profundamente participativo, según el testimonio 
de Wilson Miranda, funcionario del Concejo Municipal que participó: 


Los vecinos toman contacto con nosotros a través de su dirigencia 
y se organizan como Junta Distrital del Concejo Central, una cosa 
así se llamaba. Y ellos determinan quiénes van a participar, no no- 
sotros. Entonces, piden que toda relación con la municipalidad, con 
el Concejo, sea a través de esa dirigencia que ellos han organizado 
(Entrevista, 13/09/06). 


Todos los elementos del reglamento fueron debatidos y negociados 
con los representantes del distrito: el porcentaje de cesiones y el monto 
de las multas de compensación”, el grado de consolidación física para 
la selección de los asentamientos, los requisitos para la segunda fase de 
regularización individual del derecho de propiedad (el tipo de documen- 
tos a presentar), el monto de los impuestos, los costos, etc. 


Los vecinos nos han hecho observaciones, nos han sugerido com- 
plementaciones, cambios, etc. Ellos tenían una contrapropuesta, 
incluso, recibimos un documento elaborado por ellos, Han sido 
múltiples reuniones con ellos, fue una negociación larga. Y al final 
se logró consensuar el reglamento y fue aprobado por el Concejo. 
Y no hubo observaciones al reglamento por parte de los vecinos. 
¿Por qué? Porque ellos participaron en su elaboración (Entrevista a 
Wilson Miranda, 13/09/06). 


Se definieron cinco perímetros: uno que corresponde al perímetro 
A identificado por el Plan Director de 1981 y cuatro nuevos” (ver Mapa 
6). Se negó la posibilidad de participar a tres urbanizaciones bastante 
antiguas, pero ubicadas en áreas realmente agrícolas. 





7% Contrariamente al reglamento del 2001, se llega a definir un requisito de tres porcentajes 
diferentes según la antigúedad de los asentamientos (38% para los asentamientos anteriores 
a 1994; 41% para los asentamientos hasta 2003 y 44% como en el resto de la ciudad para 
todos los nuevos asentamientos), y la posibilidad de pagar una multa en compensación. 
Perímetro A: Zona La Tamborada. Perímetro B: Villa Primero de Mayo y alrededores. Perí- 
metro C: Villa Israél y alrededores. Perímetro D: Cerro Colomani y alrededores. Perímetro E: 
Zona Tambotrada “C”, 
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La flexibilización del Reglamento de Regularización con fines electorales 


El punto neurálgico de la discusión fue el grado de consolidación física 
que diferenciaba una urbanización apta (la idea era responder a la necesi- 
dad de la gente viviendo en los asentamientos informales, conforme a la 
ley) y un fraccionamiento incipiente cuya regularización sólo favorecería 
al loteador. Sigue relatando Miranda: 


El porcentaje de consolidación física se discutió y fue una de las 
partes más sensibles. Un criterio era: que el 75% de la cantidad de sus 
lotes estén habitados. Pero era irreal ese porcentaje. Después, el 50% 
que viva, digamos. Pero, en toda la negociación con los concejales, 
finalmente se llegó al 25%. 

Obviamente los vecinos querían lo menos posible porque había 
vecinos que no vivían todavía ahí, y ellos querían que sus lotes se 
regularicen, pero, había otros que vivían desde hace diez años, cinco 
años, que les costó habitar ahí, consolidarse ahí y obviamente tenía 
que beneficiar a los que vivían ahí. 

¿Dentro del Concejo municipal, cuáles eran las posiciones? 
Una posición técnica frente a una posición más política. Los concejales 
siempre van al más político: bajar más, bajar más para contentar a la gente. 
Y nosotros, sin alejarnos de eso, pero que haya una racionalidad. Ahora, 
será discutible qué es lo racional desde el punto de vista técnico y qué es 
lo racional desde el punto de vista social (Entrevista, 13/09/06). 


Víctor Hugo, quien ya no era administrador de la Casa Comunal 
entonces, sino simplemente presidente de su OT'B, nos da una visión 
del interior de este encuentro entre aspiraciones vecinales y las ambi- 
ciones políticas: 


Como dirigente vecinal, trabajé también el reglamento que está en 
vigencia para la regularización de los asentamientos urbanos en el 
distrito, lo que ahora se maneja como ARCO. Este último reglamento 
se flexibiliza considerablemente, para evitar el manipuleo político del 
NER. Se trabajó desde la Comisión Segunda del Concejo Municipal, 
con fuerte participación social, los dirigentes estuvieron bien metidos 
en esto. El asunto era que, como la alcaldía estaba manejada todavía 
por la NER, Chaly era un concejal opositor a la NFR, él trata de 
manejar desde la Comisión Segunda proponiendo incrementar la 
flexibilidad. Inicialmente se decía que se iba a incorporar al último 
reglamento todos los barrios que tenían un 50% de consolidación 
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física, y Chaly propone un 25%. ¿Con que fin crees que ha propuesto 
eso? Con el propósito que él gane el apoyo de la gente, en las elec- 
ciones municipales. 

¿Él ha ganado aquí? 

El MAS ha ganado aquí. Pero él ha secundado (Entrevista, 
17/08/06). 


El cálculo electoralista de Chaly satisfizo a la población del distrito, 
pero a costa de facilitar la especulación y beneficiar a los loteadores. Los 
técnicos a cargo del reglamento intentaron limitar ello constatando en 
el terreno el grado de consolidación y estableciendo una lista de asen- 
tamientos a beneficiarse, como nos relata Wilson Miranda: 


En el reglamento, dijimos: Tienen que estar identificados qué asen- 
tamientos se van a regularizar, para que después las puertas estando 
abiertas a medias, unos no entren con la corrupción. Entonces, los 
vecinos organizaban los recorridos, nos recogían acá y la comisión 
iba barrio por batrio. 

Cuando se llegó a aprobar había como 75, creo, y como 12 que 
entraron en lista de espera, porque no cumplían el porcentaje de 
consolidación, y entonces dijimos: “Cuando adquieran el porcen- 
taje, solicitan a la alcaldía. Ya están reconocidos aquí, se verifica su 
consolidación y entran al proyecto ARCO”. 

Incluso en las visitas, rechazamos algunas solicitudes, porque junta- 
mente con los vecinos nos dimos cuenta que eran pequeños fraccio- 
namientos de personas particulares que querían aprovechar, digamos, 
la situación de la regularización y entrar ahí. 

Ahora, lo que nosotros habíamos establecido era que los funcio- 
narios de ARCO lo hagan por perímetro, digamos, primero el 
perímetro X, después este, después este. Pero ahí hubo algo de 
presión social y fueron saltando: hicieron una parte aquí, después 
más allá. Pero ninguno nuevo entró, porque esa lista era consen- 
suada con los vecinos. Vinieron aquí nuevas solicitudes porque 
hubo gente que se anotició después. Les dijimos: “Esto hemos 
hecho de manera consensuada con los vecinos”, y se rechazaron 
las solicitudes (Entrevista, 13/009/06). 


En cuanto a la presión social para el orden de entrada en ARCO 
señalada por Miranda, no provino solamente de los dirigentes, sino que 
fue también una presión del gobierno municipal, según Daniel Iriarte, 
Director de Urbanismo de la alcaldía: 
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Primero había que aprobar los asentamientos que nos apoyan, que 
traen gente cuando hay marchas. Es así en todos los gobiernos mu- 
nicipales y nacionales (Entrevista, 25/09/06). 


El balance de los efectos de la regularización para la población: especulación, 
organización colectiva, precio, seguridad de la tenencia y porcentaje de cesión 


Aún Víctor Hugo Veneros, uno de los principales artesanos de este 
reglamento desde el accionar dirigencial y en alianza política-partidaria 
con Chaly, deplora el efecto del requisito de 25% de consolidación física 
sobre la especulación en el mercado informal: 


Pero hay una desventaja también. Porque a veces es impulsar a la 
gente [a construir], porque si no demuestras, eso se queda ahí. En 
esta coyuntura del último reglamento es donde se mete la mayor 
cantidad de loteamientos, inclusive loteamientos sin consolidación 
física. Porque el último reglamento yo lo notaba muy comprometido 
con los nuevos loteamientos. 

[...] La presión social [de los vecinos organizada por los loteadores] 
es para que se les incorpore en el próximo reglamento. Ya están 
hablando de 105 OTBs y juntas vecinales. En ARCO, están unas 72 
en la primera fase y 10 más en la segunda. Y se va a incorporar 30 
más (Entrevista, 17/08/06). 


Además de la activación de nuevos loteos, es posible que ARCO 
haya provocado un alza de precios de la tierra en los asentamientos 
aprobados y, en general, en los perímetros urbanizables, sin que la al- 
caldía, en compensación, tenga una política de castigo a los propietarios 
de lotes sin uso. Más bien, el municipio premia, en los asentamientos, 
al 75% de propietarios de lotes baldíos, quienes ven aumentar el valor 
de sus predios, aunque estos propietarios no entran en el proceso de 
regularización individual con las mismas facilidades económicas y jutí- 
dicas que los demás. 

Correlativamente, los dirigentes vecinales perciben que la regulari- 
zación de los derechos de propiedad individual debilita la organización 
colectiva. La seguridad de la tenencia otorgada por la esfera legal (el 
registro en Derechos Reales) vuelve inútiles las garantías a la seguridad 
de la tenencia otorgadas por la organización colectiva, que se obtienen 
por la participación a las reuniones y actividades del barrio. En desme- 
dro de los esfuerzos colectivos de mejora del barrio, la regularización 
refuerza las actitudes especulativas. Así testimonian tres dirigentes 
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vecinales en un taller de devolución de resultados de una investigación 


sobre ARCO” (11/11/06): 


Héctor, presidente de la OTB San Simón: 

La regularización nos ha desmovilizado a nuestros vecinos. Si ya 
tengo mis papeles, ¿para qué voy a ir a las asambleas? 

Andrés, dirigente de Molle Molle: 

Los que dicen ser dueños ya no se aparecen en las asambleas, porque 
ya tienen su regularización. 

Rosmary, fundadora de la Comunidad María Auxiliadora: 

Eso demuestra que tenían el lote para vender siempre y no con la inten- 
ción de vivit, porque quedan muchas necesidades, como el agua. 


El costo de ARCO para el vecino es reputado bajo. Sin embargo, 
Vicente Jorge, vecino de Villa Israel, está arrepentido de haber com- 
prado un lote con tantos problemas legales, ya que con todo lo gastado 
para su regularización con ARCO, podía haber comprado un lote “más 
abajo”. Estos son sus gastos: 


a) Bs 760 a la Alcaldía por concepto de impuestos equivalentes a 5 
años. 

b) Bs 660 por una nueva minuta de transferencia del lote (firmada por 
el loteador), ya que las anteriores quedaban invalidadas. 

c) Entre Bs 300 a 360 por compensación en ausencia de áreas verdes. 

d) Aportes variables por mes y con distintos usos de acuerdo a la 
necesidad de la OTB y los dirigentes (Entrevista, 11/09/06). 


Sin embargo, el balance de ARCO es, según la población, positivo 
por perfeccionar el derecho propietario de tantos vecinos que dependían 
del loteador. Prueba de ello son las repetidas manifestaciones de protesta 
por la baja cobertura del proyecto, demandándose su ampliación a la 
totalidad del territorio. 

Desde la perspectiva urbana, el beneficio de ARCO es la defini- 
ción de áreas de crecimiento urbano a futuro (los perímetros), en los 
cuales ya se respetan el porcentaje de cesión para vías y áreas verdes. 
Mientras los asentamientos más antiguos del Distrito 9, como Primero 
de Mayo y San Simón, cuentan cesiones para áreas verdes de 23 a 30%, 
los asentamientos más recientes (posteriores al diagnóstico de 1995) 





72 La investigación y el taller fueron llevados a cabo por el Instituto de Investigación Jurídica 
y Política de la Universidad Mayor de San Simón. 
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cuentan con las debidas cesiones (es el efecto pedagógico de la promesa 
de regularización), que la alcaldía, como propietario, deberá defender, 
como nos explica el dirigente de Primero de Mayo, don Moisés: 


Porque la regularización tardía, los dirigentes en complicidad con 
el loteador han vendido las áreas verdes, porque más antes había 
áreas verdes. Los nuevos asentamientos que ya están regularizados 
no van a conocet la misma suerte (Testimonio, taller del Instituto de 
Investigación Jurídica y Política, 11/11/06). 


En conclusión, el mercado informal de tierras es la “institución 
bastarda” (Hughes, 2002) de la regulación pública del acceso a la 
tierra urbana cuyo referencial de /aissez-faire (dejar hacer, dejar pasat) 
se construye en la interacción entre esfera internacional, políticos y 
funcionarios locales, y “mediadores”? de los barrios periurbanos. Los 
mediadores instituidos del tema tierra son estos loteadores y dirigentes 
que participan directamente en la gestión política de la frontera urbana 
rural, como exitosos empresarios económicos y políticos. Si una política 
pública que intente regular de manera preventiva el acceso al suelo de 
los sectores populares necesitaría mayores capitales económicos, vio- 
lencia física, información y experticia urbanística, en realidad, son los 
usos y beneficios políticos de la ilegalidad que constituyen el principal 
obstáculo para un cambio de referencial. 

Si el actual referencial ofreció a los pobladores informales cierta 
seguridad de la tenencia frente a las autoridades con el fin de los desalo- 
jos, renovó las formas de relegación de los pobladores informales: en el 
nivel jurídico, con una consolidación de la impunidad de los loteadores 
y una regularización con ARCO muy tardía (más de 10 años después 
de la Ley), en el nivel socioespacial, con el alza especulativa de precios 
en el mercado informal de tierra y con la inversión de famélicas migas 
del presupuesto municipal en la urbanización del distrito; en el nivel 
político, con la profundización del clientelismo y de una ciudadanía de 
segunda categoría en las periferias. 





73 Según Muller (1990), los “mediadores” —el grupo o los grupos de actores que represen- 
tan a un sector y que se encargan de construir o transformar el referencial de una política 
pública— ocupan una posición estratégica en el sistema de decisión. 


Conclusiones 


La urbanización acelerada del Distrito 9 que hemos tratado de describir 
en este estudio es ejemplo de lo que ocurre en otras zonas de crecimien- 
to urbano del área metropolitana donde se produce un cambio informal 
del uso del suelo: la zona de Uspha Uspha en disputa entre Cercado 
y Arbieto, el Parque Tunari, Tiquipaya, el eje Quillacollo-Sacaba y, en 
general, las tierras agrícolas adyacentes a las ciudades de La Paz, El 
Alto, Santa Cruz, Oruro, etc. En todas estas zonas, la gestión política 
de la frontera urbana-rural construye lealtades político-partidarias con 
base en la conciliación entre la regulación estatal y la regulación social 
informal del acceso a la tierra y de su uso. 

Alo largo de la investigación, fuimos demostrando que la regula- 
ción informal de la tierra y la gestión política de la frontera a la cual da 
pie no son satisfactorias para los sectores populares. Primero, porque 
no permiten a esta población ejercer su ciudadanía plena e integrarse 
políticamente a una gobernanza democrática de la ciudad. Segundo, 
porque no proveen a estos sectores de una tierra segura. Tercero, pot- 
que el acceso a esta tierra no es económico y oportuno en el ciclo de 
vida de las familias. Cuarto, porque la regulación informal de la tierra 
y la gestión política de la frontera no son un contexto favorable a la 
urbanización de estas tierras rústicas, es decir, la dotación de servicios 
básicos y sociales para el transporte, la educación, la salud, el abasto, 
el empleo, etc. 

La nueva gobernanza urbana moldeada por la Ley de Participación 
Popular reconfiguró el poder local: descentralización de la administra- 
ción del territorio; consolidación de la democracia electoral en el nivel 
municipal y transformación del modo de legitimación de la toma de de- 
cisión, la participación organizada de los representantes de la población 
(toda suerte de dirigentes de organizaciones sociales) reemplazando a la 


176 A LA CONQUISTA DE UN LOTE 


tradicional verticalidad de los técnicos y políticos de la alcaldía central. 
Paralelamente, el paradigma de las políticas urbanísticas en cuanto a 
la “ciudad ilegal” evolucionó en el nivel internacional de la represión 
a la formalización, sin duda con ciertas repercusiones en el nivel lo- 
cal, primero, bajo la forma de una circulación de ideas (las amnistías 
técnicas y el Plan Municipal de Desarrollo Distrital del 9 que planteaba 
la regularización), y, desde 2002, con la participación directa del BID en 
la elaboración de una ley nacional de regularización masiva. 

Este doble aspecto de la nueva gobernanza urbana ha permeabi- 
lizado la frontera urbana-rural (la idea de radio urbano) y liberado el 
mercado informal de tierra en el Distrito 9. Ello ha permitido, a partir 
del fin de los años 1980, integrar los enormes flujos de migración des- 
de las regiones deprimidas (particularmente, las minas y sus mineros 
relocalizados) al tejido habitacional de la ciudad, al ofrecer a estos sec- 
tores populares la oportunidad de acceder a la propiedad de un lote a 
precios abordables. En la actualidad, aun las clases medias incursionan 
en el mercado informal del Distrito 9, debilitándose, al parecer, el viejo 
prejuicio socio-territorial de evitar por todos los medios habitar en “un 
barrio popular”. 

Sin embargo, la repartición de los beneficios del mercado informal 
es desigual: por medio de los intercambios clientelares y corruptos de 
favores entre estructuras partidarias que pretenden conquistar o man- 
tener el poder local y cabezas de redes sociales organizadas en torno al 
acceso y a la urbanización de la tierra (dirigentes vecinales y loteadores), 
los compradores-vecinos se encuentran con la porción más chica de la 
torta. La regulación informal de la tierra y la casi no intervención de 
la regulación estatal les dejan sin mucha protección de su tenencia, sin 
muchos servicios básicos y sociales y confrontados a precios, cierta- 
mente inferiores al mercado formal, pero desproporcionados frente a 
la calidad del producto. 

Más que la dificultad técnica, la capacidad de los recursos humanos 
o el costo financiero, son los beneficios políticos del mercado informal 
los que impiden la formulación e implementación en el nivel local de 
políticas que acaben con la impunidad de los loteadores, que castiguen la 
especulación (retención de suelo sin uso hasta obtener un precio mejor 
y venderlo), sobre todo de los mismos sectores populares, y que recupe- 
ren para el municipio las plusvalías generadas por el fraccionamiento, la 
dotación de servicios y la regularización del suelo. Es importante señalar 
que la especulación de las familias que son propietarias de dos, tres, cua- 
tro lotes, pero que no les dan pleno uso, constituye también gran parte 
del problema: aumenta artificialmente la demanda de lotes, presiona 
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los precios concitó a la alza, obstaculiza la autogestión y captación de 
recursos externos para la dotación de servicios urbanos. 

Sin embargo, la relegación jurídica, socio-espacial y política de 
la población subalterna no va sin resistencia y ciertos mecanismos de 
regulación social de la tierra en el Distrito 9 lo demuestran. En todas 
las organizaciones (las juntas vecinales, el Consejo Distrital, pero quizás 
no tanto en los movimientos de ocupación que dependen totalmente 
de un loteador), las bases no son meras ejecutoras de las decisiones to- 
madas o manipuladas por el dirigente, sino que las bases, a pesar de su 
situación desfavorable en el acceso a la información, buscan maneras de 
controlar a sus dirigentes y llegan a desconocerlos cuando sobrepasan 
lo aceptable. En varios barrios, constatamos una autonomización de 
los vecinos frente al loteador y una presión sobre los “pasajeros clan- 
destinos” del esfuerzo colectivo de urbanización para que construyan y 
vengan a vivir. En la Comunidad María Auxiliadora, la gestión comunal 
del territorio sostenida por la figura de la propiedad colectiva de la tierra 
presenta posibles soluciones para una regulación estatal de la tierra más 
eficaz y progresista. 

Porque existen fuertes intereses locales contrarios, las reformas 
por un derecho a la ciudad se darán con mayor probabilidad en el nivel 
nacional. En realidad, el principio constitucional de función social de la 
propiedad sólo puede ser desarrollado, enmarcado e instrumentalizado por 
una ley del Congreso nacional y no por una norma municipal. Esta ley no 
solamente obligará, sino que legitimará y guiará a los municipios urbanos 
para la elaboración e implementación de una política urbanística que provea 
de una tierra segura, económica y servida a los sectores populares. 

El gobierno actual considera que el derecho a la vivienda constituye 
una de sus prioridades. En este marco, ha emprendido un ambicioso 
programa de vivienda social y solidaria, pero que no contempla la etapa 
del lote, conforme a la agenda internacional en el sector (financiamiento 
de la vivienda, regularización a posteriori de la tierra y no intervención en 
la provisión de tierra). Si el acceso a la tierra urbana es condicionante 
a la construcción de una casa, si representa una etapa ardua y si sigue 
siendo una cuestión de ciudadanía para el campesino, ¿por qué no lo 
sería para el citadino? 

Bolivia es hoy en día un país mayoritariamente urbano: como otros 
países latinoamericanos recientemente (Brasil, por ejemplo), debería 
emprender una audaz reforma urbana para que sus ciudades, pequeñas 
y grandes, no crezcan en la violencia y la segregación, sino como lugares 
de encuentro social, de oportunidades económicas, de mezcla cultural, 
y de integración nacional. 
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